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Criminaly contra José Medrafio, por circulación de billetes fal' 
sos de Bancos garantidos; sobro, aplicación de la pena. 



Sumario. — La pena aplicable al delito de circulacioa de bi- 
lletes falsos de Bancos garantidos, es la sancionada por el ar- 
tículo 62 de la ley nacional penal de i4 de Setiembre de i863, 
7 no la sancionada por el artículo 285 del Código penal. 
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Caso. — Lo indica el 



Fallo df^l Jíue» Federal 



La Pláta,Dicienibre 13 de 1893. 

Y vistos: Los seguidos contra José Medrano. sobre circula- 
ción de billetes falsificados, valor de 50 pesos moneda nacional, 
del Banco Provincial de Santa Fé, emisión autorizada por la 
ley de 6 de Setiembre de 1890, y garantida por el depósito de 
fondos públicos nacionales, según la ley de 3 de Noviembre 
de 4887. 

Y resultando: i^ Que en 6 de Junio de 1892, dio cuenta la 
Jefatura de Policía ( véase foja 15 ) encontrarse detenido á dis- 
posición del Juzgado, el individuo José Medrano, por encon- 
trarse acusado de circulación de billetes falsificados en el par- 
tido de Maipú y en el mismo, se ordenó se instruyera la su- 
maria correspondiente, debiendo ser conducido al Juzgado el 
día jueves, veinte y ocho (véase foja 16). 

2^ Que aparecen secuestrados del encausado, los objetos in< 
ventariados ( véase foja 2) de los que, son pertinentes á la cau- 
sa: una caja con compases, uu paquetito de goma en polvo^ 
tres sierras finas, un difumino, siete lápices de dibujo contí^ 
una goma para borrar. Además, un billete de quinientos pesos ^ 
N. A. 017,288 E, serie 001, uno de cie;ipeAOS N. A. 172,131 E. 
serie 001, uno de cien pesos N. A. 17,996 E, serie 012, y cua- 
renta y nueve pesos con cinco centavos moneda nacional. Ade- 
más siete billetes y los corrientes en autos (véase fojas 31 á 37), 
debiendo agregarse á ésto un par de bigotes postizos, dos car- 
teras y otros objetos de uso ordinario ( véase foja 2 vuelta ). 

3° Que en 15 de Julio, prestando indagación el encausado 



DE JUSTICIA NACIONAL 7 

( véase foja 16 vuelta) á preguntas que se le dirigieron contestó: 

a) haberse encontrado en Maipú el día veinte y wio de Junio; 

b) que tenia conocimiento de la circulación de billetes falsos de 
cincuenta pesos moneda nacional, que se había hecho en Maipú 
el día veinte y uno indicado por haber sido el exponente su 
autor; c) que ignora, quién sea el autor de la falsificación] 
d) que la declaración prestada ante el comisario (véase fojas 8 
á 11 )]a hizo él y se ratifica en ella; en la citada expuso: 

1® Que llegó á América en el mes de Julio de 1884 á bordo 
del € Nord-América>; 

2"^ Que durante dos años permaneció en Buenos Aires, traba- 
jando de pintor con Don M. Solari; 

3^ Que más tarde partió al Rosario con el mismo patrón, don- 
de permaneció tres años, ejerciendo la misma profesión; 

4" Que en 1889. se fué á Montevideo, donde estuvo seis meses 
trabajando en la casa de Rocatagliata y que de ahí regresó á 
Buenos Aires, donde trabajó por su cuenta en pintura y dibu- 
jos al lápiz, durando como un año poco más ó menos esta tarea; 

5"^ Quemas tarde vino á La Plata, donde permaneció unos 
cuantos días, regresando á Buenos Aires, y de ahí volvió á Ca- 
ñuelas, donde se ocupó de pintar, hasta haber concluido el tra- 
bajo que contrató; 

6** Que durante el mes de Agosto y Setiembre de 1891, vol- 
vió á Buenos Aires parando en la fonda Española ( nueve de Ju- 
lio y Cangallo ó Corrientes ); 

7° Que trabajó en la línea del Ferrocarril del Rosario á Cór- 
doba, yéndose al Brasil, de donde regresó á Buenos Aires en 
15 ó 16 de Junio de 1892, haciendo su viaje en un vapor in- 
glés; 

8® Que después de ese viaje paró en un cafédel Paseo de Julio, 
entre las calles Lavalle y Tucnmán ó entre ésta y Viamont; 

9^ Que el día siguiente á !a fecha indicada, él y un francés 
de nombre Eduardo, compañero que había sido de viaje, salie- 
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ron á dar un paseo y se pararon frente al Teatro Chinesco de 
Ealissy( Paseo de Julio) dioiéndoles éste, que si no tenían 
cambio chico él les cambiaría', 

10^ Qoe entraron él y su compañero acercándoseles un indi- 
viduo desconocido, el que entrando en conversación con ellos, 
les ofreció ir á tomar una copa, lo que aceptaron, yéndose á un 
café en la misma cuadra; 

ii® Que allí, después de una larga conversación, el individuo 
desconocido, que se decía comerciante en vinos, les pidió /e cam- 
biaran unos billetes de Banco de cincuenta pesos moneda na- 
cional cada uno, ofreciéndoles por eso un treinta y cinco por 
ciento de comisión y tomaron él y su compañero, cada uno ocho 
billetes de cincuenta pesos moneda nacional, no volviendo á ver 
más al individuo; 

i2° Que él salió solo y se fué á una casa de prostitución déla 
calle Libertad, donde en el momento de pagar, resultó era falso 
el billete, que entonces pagó con uno bueno; 

i3^ Que entonces volvióal café donde paraba y le hicieron 
ver que todos los billetes que tenía eran falsos', 

i 4° Que entonces volvió y no encontró al individuo que le 
había dado los billetes, ni al compañero, pues según le dijeron 
se había ido este último al Rosario; 

15^ Que entonces resolvió hacer pasar los billetes, y se diri- 
gió á Lomas de Zamora, donde estuvo durante tres días en el 
Restaurant Turinés, volviendo á Buenos Aires, y de allí tomó 
el tren que salo para Maipú, donde hizo pasar cuatro billetes 
de cincuenta pesos moneda nacional falsos; 

i 6^ Que el papel de quinientos pesos que se le presenta es un 
billete que cambió en una agencia de la calle Corrientes en- 
tre Cerrito y Libertad, ó entre Cerrito y Artes; 

i7^ Que el billete de iOO pesos, proviene de dos billetes de 
50 pesos que hizo pasar en Maípú, cuyo cambio lo entregó en 
una casa de negocio, donde le dieron el billete de cien pesos; 
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que el billete de 20 pesos como los 49 pesos con 5 centavos, 
provienen de otros billetes cambiados; 

i8^ Que el dinero que falta lo gastó donde entraba, pagaba 
con dinero legitimo, sin cambiar nueva plata falsa; 

Í9'' Que los bigotes postizos los tenía desde hace mucho tiem- 
po, y en cuanto á la goma y las sierran finas ó pelos los com- 
pró porque vio que otra persona compraba. 

4^ Que prestando su indagación ante este Juzgado en i 5 de 
Julio de 1892, á preguntas dirigidas dijo: l^Que tenía cono- 
cimiento de circu/ac¿on de Ai7/eíes/a&os, por ser el exponente 
su autor en el pueblo de Maipú; 2'' Que no es autor de la fal- 
sificación é ignora quien lo sea; 3^ Que ha prestado declara- 
ción ante el Comisario, en el pueblo de Maipú y leída que le 
fué, se ratificó en ella ( véase de fojas 8 áll ); 4^ Que los bi- 
lletes que se le ponen de manifiesto ( véase fojas 31 á 37) son los 
mismos que ha circulado, 

5^ Que prestando declaración Don Francisco Irulegui ( véase 
foja 20 ) expone: 1^ que tiene conocimiento de la circulación 
de billetes falsos de cincuenta pesos y su autor es José Medra- 
no; 2^ Que se ratificaba en la declaración prestada ( véase fo- 
ja 5), sin agregar ni quitar nada. 

6^ Que prestando declaración Don Miguel Marino ( véase fo- 
ja 20 vuelta) dice: 1^ Que tiene conocimiento del hecho de la 
circulación de billetes falsos y que su autor es José Medrano; 
2^ Que asimismo era suya la declaración prestada ante el Co- 
misario de Maipú y se ratificaba en ella. 

7^ Que el testigo José Leone ( véase foja 21 vuelta) ratifica- 
su anterior exposición, declarando que el autor de la falsifica- 
ción de billetes falsificados^ lo era José Medrano. 

8'' Que cerrada la sumaria, se expide el Procurador Fiscal, y 
exponiendo los Ae(^Ao5 con claridad termina su acusación, soli- 
citando para José Medrano la aplicación del artículo 62 de la 
ley de 14 de Setiembre de 1863, y en consecuencia, solicita la 
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imposición de siete años de trabajos forzados y multa de cinco 
mil pesos fuertes. 

9° Que el defensor hacien(}o su defensa sostiene: 1^ No se ha 
comprobado la existencia del cuerpo del delito, y cita al efecto 
p1 artículo 207 de la ley de Procedimientos que declara la ne- 
cesidad de él por ser la base del procedimiento; 2** Que desde 
luego, faltando este elemento, no es procedente la acción fis- 
cal y debe ser ella rechazada. 

10® Que más tarde y una vez llamadosau^os, el Juzgado or- 
denó, con calidad de para mejor proveer pasaran los billetes á 
la caja de conversión, para que informara sobre la legalidad 
de la emisión y naturaleza de los billetes, informe que corre 
agregado ( véase foja 46 ) en autos. 

T considerando: 1** Que el conjunto de los elementos físicos, 
de los elementos materiales, ya sean principales ó accesorios, 
de que se constituye el delito perpetrado por José Medrano, se 
encuentra ampliamente comprobado por la confesión del proce- 
sado ( véase foja 16 y siguientes ) y por el reconocimiento que 
ha hecho de los billetes circulados ( véase fojas 31 á 37 ) y en 
cuanto á la identificación de ellos, resulta según el informe de 
la Caja de Conversión ( véase foja 46 )que esos billetes no han 
sido emitidos por el Estado, y sus caracteres acusan pertenecer 
á una emisión falsa. 

2° Que una vez demostrada la existencia del delito, corres- 
ponde examinar en la sentencia, si ha sido identificada la per- 
sona del delincuente, y ello en efecto resulta patentizado de las 
declaraciones corrientes ( véase fojas 20 y 21 vuelta ), cqmo 
asimismo de la instrucción policial que fué levantada por el 
Comisario de Maipú, E. C. Baos ( véase fojas 3 á 12 vuelta ), 
aj^untando como único autor de la circulación á José Medrano; 
éáte está convicto y confeso ( véase foja 17) de ser perpetrador 
del delito de circulación de billetes falsos^ de la emisión autori- 
zada á la provincia de Santa Fé. 



DE JUSTICIA NACIONAL 11 

3^ Que examinados ios antecedentes, ni siquiera remotamen- 
te aparece, pueda ser sospechado éste de ser falsificador de los 
ya dichos billetes; el hecho de haberle sido secuestrados los 
/aüsos 6t7/e¿es, como lápices, sierras de pelo, gomas, colores y 
con^pases, no bastan esos instrumentos para la confección de 
de los clichés ó planchasen que debió trasladarse el facsímile 
délos billetes contrahechos, tampoco se ha encontrado indicio 
alguno que permita relacionar la falsificación con la circu- 
lación. 

4^ La facción de los billetes trae consigo, necesariamente, la 
posesión de máquinas litográficas, papel, tintas de color, áci- 
dos, bromuros, cloruros, gelatiuas, compases^ gomas, lápices 
etc., pero la posesión de cualquiera de esos elementos aislados, 
no implica necesaria y fatalmente las sospechas de una falsifi- 
cación^ desde el instante que su aplicación sirve para diversos 
ramos de la ciencia ó artes mecánicas . 

5° Que la existencia en poder de Medrano de los billetes ya 
impresos, sin haberse demostrado en él la posesión de las plan- 
chas ó facsímiles alejan completamente la idea de sospechársele 
un falsificador, aunque si traen la convicción de ser su circu- 
lador y máxime si el hecho de la circulación tiene su origen y 
se refiere á la misma persona. 

6^ Que no habiéndose encontrado en poder de Medrano, otros 
instrumentos que los apuntados (véase foja 2) la sospecha de 
ser el autor de la falsificación, desaparece, en cuanto no se apo- 
ya en prueba alguna que lo justifique^ siendo la presunción 6 
indicio personal, una mera conjetura por parte de la acusación 
que debe desestimarse. 

7^ Que entrando á establecer la relación jurídica, entre la 
intención dolosa, y la circunstancia precisada por el reo, de 
haber circulado esos billetes, conociendo su origen y su propia 
naturaleza, explotando la escusa precisada por la ley ( ver ar- 
tículo 285, Código de Procedimientos, en la segunda parte de la 
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rioctrlna entrañada scbre los circnladores, que tan sólo tratan 
de desprenderse del billete recibido bona fide)^ nos muestra con 
clara evidencia el conocimiento perfecto que tiene el encausa* 
do de la ley penal^ cuando se ampara hasta de nna escusa 
legal. 

8** Que ante los hechos que se han producido, resalta la evi- 
dencia de haber en todo ello ejercitádoseeldolo malo, cuando 
dice recibió ocho billetes de 50 pesos falsos, y por ellos, con un 
descuento de 35 Vo pagó sn valor, es decir; que recibía 400 pe- 
sos para ganar 140, entregando sólo por ellos 260, ¿quién es 
aquel que sin conocer al primer postulante que llega á él y le 
ofrece 400 pesos efectivos, con una utilidad de 140, puede sos* 
pechar sea lícita la operación que se le propone ? no hay segura- 
mente ser humano, que pueda ser convencido de semejante ab- 
surdo. 

9^ Que hay más, el mismo José Medrano, confiesa paladina- 
mente haber puesto en circulación billetes falsiñcados, billetes 
que él mismo asegura hizo reconocer y le demostraron el hecho 
de haber sido estafado, billetes que trata según él de devolver 
al que le ha engañado, y averigua si ha ido al Eosario; billetes 
que sin embargo de tener la conciencia que eran falsos, los 
conserva en su poder, y no da cuenta á la autoridad para que 
persiga al autor de la estafa; billetes, que se preocupa en hacer 
viajes á los pueblos de campaña, como Lomas de Zamora y Mai- 
pú, para deshacerse de ellos. 

10"* Que el que así procede en momento alguno puede estar 
comprendido, dentro de la doctrina entrañada en el artículo 285 
in fine de nuestro Código Penal; este no es el agente que trata 
de descargar en otro, el daño que se propone evitar en sí, éste 
no es el desgraciado que ve la ley, trocando la moneda legíti- 
ma por la falsificada, éste es el que haciendo uso de cuanta ar- 
timaña le presta el dolo, trata de confundir al ignorante, y de- 
mostrarle que es legal lo falso, para arrancarle el fruto de su 
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trabajo y sus desvelos, y así le vemos confesar haber puesto en 
circulación los billetes con entera convicción de que eran fal- 
sos, como lo demuestran los testigos, que precisan en él, sin 
reato alguno, que es Medrano el autor de la circulación. 

11^ Que aún abundando sobre el hecho de la mala fé que ha 
predominado en el reo, podríamos citar otros antecedentes, que 
más paladinamente presentan en él l^ intención dolosa que le 
ha guiado, al pretender ampararse tras de una causa eximente. 
La justicia no puede encontrar ana excepción, allí donde la po* 
sesión moral del agtnte no ha llegado jamás. Medrano es in* 
dividüo que por sus antecedentes muestra no poder ser poseedor 
en momento alguno de sumas de dinerQ, que él mismo confiesa 
son acumuladas por medio de un delito, como cuando dice que 
los cien pesos, los veinte y los cuarenta y nueve con cinco cen- 
tavos (resultando 3°, párrafo 17) provenían de otros billetes fal- 
sos cambiados; el hombre cuyo desparpajo es tal que pretende 
hacer creer al Juzgado que la goma y las sierras de pelo, ins- 
trumentos empleados por los ladrones para cortar las barras 
de hierro entre los varios usos que entre las artes manuales 
tiene, los compró, porque vio que otrapersona compraba ( véa- 
se resultando 3^, párrafo i8, loe. cit). 

12^ Que la ausencia ó falta de comprobación del cuerpo del 
delito, que invoca el defensor como elemento necesario y base 
de procedimiento para sostener no es procedente la acción fis- 
cal, debiendo ser ella rechazada, no existe en el sub-judtce des- 
de el instante que á más de la confesión del reo, que releva de 
prueba y constituye la existencia del delito, existe la afir- 
mación constante, correcta y más concreta de tres testigos en 
tiempos, casas y lugares, la nota de la caja de conversión, pone 
cima á los hechos siguientes: 1^ que existen los billetes; 
2^ que son falsos; S"" que son de emisión no autorizada; y en 
fin, 4® que su circulador no es otro que el reo. 

13° Que en efecto, y no ha de negarse, el cuerpo del delito es 
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base de todo juicio criminal^ siendo esencial su existencia; pero, 
como se ba sentado, él no es en todos los casos de tangibles 
efectos y existencia material, porque su componente material 
( que lo constituyen en el sub-judice) puede desaparecer, y si 
tal hubiera sucedido porque dolosamente hubiesen sido sustraí- 
das las piezas de fojas 31 á 37, aun de ello no quedaría el tes- 
timonio de su existencia afirmado por testigos de visu, confesa- 
do por el delincuente, testimoniado por un oficial público como 
lo es el Comisario ( véase foja 1 ) y aún por la fé pública, tes- 
tificada por el secretario ( véase foja 15). 

14® Que en el sentir de los considerandos anteriores, la prue- 
ba del delito de la circulación de billetes falsos de banco de la 
provincia de Santa Fé, autorizados por la ley de Setiembre de 
1890, es plena y absoluta contra José Medrano, como no así de 
ser el autor de la falsificación de ellos. 

15® Que una vez demostrada la relación que existe entre el 
delito y el reo, que se ha hecho pasible de una pena, correspon- 
de establecer la proporcionalidad penal áque se ha hecho acree- 
dor, determinando la ley bajo cuyo imperio debe juzgársele, 
si es la citada por el Procurador Fiscal, de 14 de Setiembre de 
1863, ó la d^ nuestro Código Penal vigente y promulgada en 
1887. 

16® Que en el derecho federal es decisivo en su práctica es- 
tricta por cuanto las disposiciones constitucionales que le origi- 
nan, son imperativas y falsearlas equivaldría á perturbar su 
propia jurisprudencia en su orden público, tratándose en el 
sub-judicede la aplicación dedos leyes nacionales, la una más 
favorable al reo; entonces, debemos inclinarnos á imponer la 
preceptuada por el artículo 285 del Código Penal y no la de 14 
de Setiembre de 1863. 

Por estos fundamentos, fallo: declarandoájJoséMedrano au- 
tor del delito de circulación de billetes falsos del Banco Nacio- 
nal, por lo que le condeno á sufrir la pena de cuatro años y me- 
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dio de Penitenciaría ( véase artículo 65, Código Penal), que 
sufrirá en el establecimiento de la Nación y á la multa de un 
mil pesos, con costas, conforme á lo preceptuado en el artículo 
285 del Código Penal, término medio de la insinuada pena, no 
habiendo concurrido ninguna circunstancia atenuante, ni agra-^ 
vante del delito en el hecho; previo descuento de la prisión pre- 
ventiya, cuya imputación se hará con arreglo á lo preceptuado 
por el artículo 49 del Código Penal. 

Notifíquese con el original, regístrese en el libro de senten- 
cias, y repónganse los sellos. 

Mariano S, de Aurrecoechea. 



VISTA DBL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 7 de 1894. 
Suprema Corle: 

Está demostrado que el procesado José Medrano, circulaba 
los billetes falsos, que motiva este proceso. 

Tales hechos, no son ya materia controvertible y la defensa 
misma reconoce la exactitud de las apreciaciones de la senten- 
cia. . Sólo se diñere sobre la ley aplicable. 

En causas análogas, he sostenido que la circulación de bille- 
tes falsos de Banco autorizados, á que serenero el artículo 285 
del Código Penal, no es la circulación de billetes falsos, de un 
banco erigido con autorización del Gobierno Nacional, y que si 
aquel delito se rige por el Código Penal, éste que afecta direc- 
tamente responsabilidades de la Nación, siendo un delito de ca- 
rácter nacional, se rige expresamente por el artículo 62 de la 
ley de 14 de Setiembre de 1863. Así lo ha sancionado la ley 
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misma, qne autorizó la emisión de los bancos garantidos, trans- 
cripta al dorso de los billetes, y ha sido declarado por V. E, 
en casos análogos. 

Por ello, adhiriendo al recurso deducido al respecto, por el 
Procurador Fiscal, á foja 56 vuelta, pidoáV. E. se sirva de- 
clarar aplicable al caso, y condenar al procesado al término me- 
dio entre el máximum y mínimum de la pena en él estab'e- 
cida. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 19 de 1894. 

Vistos y Considerando: Primero: Que resulta comprobado 
por la declaración de los testigos del sumario, que José Medru- 
no puso en circulación billetes del Banco Provincial de Santa 
Fé, los cuales, según el informe déla Caja de Conversión, co- 
rriente á foja cuarenta y seis^ pertenecen á una emisión falsa. 

Segundo: Qne el mismo procesado manifiesta que, al tener 
conocimiento que los billetes eran falsos, trasladóse con ese 
objeto, á los pueblos de Lomas de Zamora y Maipú. 

Tercero: Que la explicación dada por el procesado, de la ma- 
nera cómo obtuvo los billetes, comprándolos mediante un des- 
cuento á un desconocido, no es verosímil, mayormente si se 
tiene presente sus antecedentes personales, y la importancia 
déla cantidad negociada, y queden consecuencia, la adquisi- 
ción de esos billetes, constituye una presunción grave de crimi- 
nalidad, que ha debido ser destruida por la prueba déla ino- 
cencia del acto (artículo trescientos diez y ocho del Código de 
Procedimientos Criminales). 
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Cuarto: Que no estando demostrado que Medrano haya reci- 
bido de buena fé los billetes falsiñcados, es de perfecta aplica- 
ción el artículo sesenta y dos de la ley de catorce de Setiembre 
de mil ochocientos sesenta y tres, con arreglo á lo dispuesto 
por el artículo treinta de la ley sobre Bancos Nacionales. 

(^í'n/o: Que no mediando en el caso circunstancia alguna 
atenuante ó agravante, corresponde imponer al reo el término 
medio de la pena fijada en el artículo sesenta y dos de la ley de 
Setiembre antes citada (artículo cincuenta y dos, Código Pe- 
nal). 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo expuesto y 
pedido por el señor Procurador General: se reforma la sentencia 
apelada, corriente á foja cuarenta y siete^ condenándose i José 
Medrano, á la pena de cinco años y medio de trabajos forzados 
y multa de dos mil setecientos cincuenta pesos, y se confirma 
en lo demis que contiene, con costas. Devuélvanse. 

benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA . —ABEL B AZAN . — OCTAVIO 
BÜNGE.— JUAN E. TORRENT. 



/" 
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CAVSA X€I 



D, Pedro Vidal, contra D. Bernardo Persano, por cobro de 

pesos; sobre competericia. 



Sumario. — £1 extranjero debidamente citado ante el Juez 
de Paz, y condenado en rebeldía, que sólo apele de la sentencia 
sin hacer constar la incompetencia y la nulidad del procedi- 
miento, se entiende que ha prorogado la jurisdicción local. 



Caso, — Don Bernardo Persano, extranjero, demandado ante 
el Juez de Paz por Don Pedro Vidal, argentino, por cobro de 
alquileres, se presentó al Juez Federal pidiendo se avocara la 
causa por inhibitoria. 

El Juez Federal se declaró competente y libró oficio de inhi- 
bitoria. 

El Juez de Paz remitió las actuaciones obradas ante él, y de 
ellas consta : 

1*» Que en 12 de Febrero de 1892, la parte de Vidal inició 
la demanda por cobro de alquileres, citando el Juez á juicio 
verbal ; 

2*» Que en 17 de Febrero de dicho año, la misma parte de 
Vidal compareció al juicio verbal, y no habiéndolo hecho el de- 
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mandado, pidió que éste fuera declarado en rebeldía y se diera 
por reconocido el cobro de los alquileres. El Juez lo declaró re- 
belde y le señaló el plazo para el pago de la suma reclamada, 
bajo apercibimiento; 

3** Que en 22 de Febrero Persano apeló y se le concedió el 
r 'Curso; 

4° Que elevado el expediente al Juez de 1*^ Instancia, éste 
para mejor proveer, convocó ajuicio verbal para el 31 de Mayo 
de 1892; 

5^ Que este comparendo se postergó por dos veces á pedido 
del apoderado de Persano, señalando para que tuviera lugar, 
bajo apercibimiento, el 26 de Julio del 92; 

6** Que por escrito que aparece cargado el 27 del mismo mes, 
el apoderado de Persano expuso que no podrá comparecer por 
que tenía en Flores tres juicios verbales á la misma hora, pro- 
veyendo el Juez de 1" Instancia que se tuviera presente en cuan- 
to hubiera lugar por derecho; 

7^ Que en 31 de Agosto del 92, el Juez de 1" Instancia dictó 
auto declarando desierto el recurso por no haber comparecido 
el apelante en las diversas audiencias señaladas. 



Fifffio del Juez Federal 



Bueoos Aires, Abril 29 de 1893. 

Considerando: Que en el presente juicio se trata de un caso de 
jurisdicción concurrente. Que las constancias de autos demues- 
tran que citado el demandado ante el Juez de Paz, no compare- 
ció, siendo declarado rebelde y condenado al pago de la suma 
reclamada; 

Que deesa resolución sólo se interpuso el recurso de apela- 
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cion 7 esto en la parte que lo condenaba al pago, consintiendo 
la declaración de rebeldía. 

Qae si la intención del demandado hubiese sido no aceptar la 
jurisdicción delJuez de Paz ó si no hubiese sido citado en for- 
ma, en vez de interponer dicho recurso habría hecho constar la 
incompetencia y la nulidad del procedimiento, importando el 
silencio sobre este punto la radicación de la jurisdicción ordi- 
naria con asentimiento del demandado. 

Por estos fundamentos, el Juzgado resuelve devolver el expe- 
diente al Juez de su procedencia. 

Virgilio SI. Tedin. 



Fallo de la üupreMia Corte 



Buenos Aires, Mayo 19 de 1894. 



Vistos: Por sus fundamentos y de conformidad á lo dispuesto 
por el artículo doce, inciso cuarto, de la ley sobre jurisdicción y 
competencia, se confirma, con costas, el auto apelado de foja 
cuarenta y tres. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. - OCTA- 
VIO BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAVSA XCII 



El Dr, D. Ángel Ferreira Cortés, contra D. Antonio Marechal 
y D. Antonio Dordoni, por cobro de honorarios en la causa 
de dichos señores y del Dr, D. Bernardo de Irigoyen, contra 
la provincia de Santiago del Estero, sobre prescripción. 



Sumario, — 1° No debe tenerse como deducida la prescrip- 
ción qne se opone para diferir el pago, y no como excepción li- 
beratoria. 

2^ Estando disconformes las partes en la estimación de ho- 
norarios, procede so justiprecio. 



Caso. — Los señores Marechal y Dordoni y el Dr. D, Bernar- 
do de Irigoyen, patrocinados por el Dr. Ferreira Cortés, enta- 
blaron la demanda con fecha 28 de Noviembre de 1889. 

Citado el Gobierno de Santiago, su representante opuso las 
excepciones de falta de personalidad en los demandantes y de 
defeoto legal en el modo de proponer la demanda. 

Contestadas las excepciones, y vista la cáusa^ la Suprema 
Corte, por auto de fecha 27 de Enero de 1891, notando que los 
demandantes tenían su derecho en virtud de diversas transmi- 
siones, en cuyo caso no era de aplicación lo dispuesto por el 
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artículo S'' de la ley sobre jarisdiccion y competencia de los 
tribunales federales, mandó que se acreditara la procedencia del 
fuero por la nacionalidad ó recindad de los cedentes. 

No habiéndose hecho esto, la Suprema Corte por resolución 
de 4 de Julio de 1891 , declaró que el conocimiento de la causa no 
correspondía á la Justicia nacional, y que los interesados de- 
bían ocurrir á hacer valer sus derechos ante quien correspondía. 

En consecuencia, con fecha 23 de Agosto de 1893, los deman- 
dantes presentaron el escrito de foja 163, pidiendo que se les 
devolvieran diversos documentos que presentaron con la de- 
manda y se proveyó de conformidad . 

En 10 de Abril del corriente año 94, se presentó el Dr. Fe- 
rreira Cortés, exponiendo : Que había patrocinado como abogado 
á los demandantes, en el juicio contra la provincia de Santiago; 

Que según los arregloS' celebrados entre los diversos intere- 
sados, corresponderá pagar los gastos judiciales á Marechal y 
Dordoni, para los que se les habría cedido la cuarta parte de los 
derechos á reivindicar ; y partiendo de este antecedente, com- 
parecía ante la Suprema Corte^ á objeto de estimar sus honora- 
rios en la cantidad de 6000 ^ m/n; 

Que esta cuenta era moderada, ya en lo referente al tiempo, 
pues había esperado á que Marechal y Dordoni terminaran el 
arreglo que tenían pendiente con el Gobierno de Santiago; ya en 
relación á la importancia del asunto que, calculado por lo bajo, 
excede de )00 leguas de campo ; y especialmente, en lo que 
concierne á su trabajo, pues encierra éste un año de investiga- 
ciones pacientes para reunir los esclarecimientos y documenta- 
ciones necesarias ; todo lo cual lo hizo sin el concurso de Mare- 
chal y Dordoni, de modo que, con la gestión indicada ante la 
Suprema Corte, quedan en condiciones de evidente mejora para 
su causa. 

Pidió que Marechal y Dordoni manifestaran si estaban con- 
formes con la cuenta. 



DE JUSTICIA NAGIOINAL 23 

Proveído de conformidad, Marechal y Dordoni expusieron : 

Que al iniciarse el juicio tuvieron previamente una conferen- 
cia con el Dr. Ferreira Cortés, para arreglar el punto relativo & 
sus honorarios, y evitar así las dificultades que casi siempre 
surgen. 

Que después de un cambio de ideas, el Dr: Ferreira Cortés 
convino con ellos en que le pagarían sus honorarios en la for- 
ma siguiente: iOOO pesos durante el curso del juicio, como lo 
hicieron, y una vez qae estuviese completamente terminado, se 
le abonaría el resto; 

Que convenido esto el Dr. Ferreira Cortés inició la demanda 
ante la Suprema Corte, la que se declaró incompetente; 

Que este convenio están dispuestos á cumplirlo; pero^ como 
el Dr. Ferreira Cortés lo ha olvidado, y con el ñn de evitar 
discusiones, le oponen la prescripción, fundados en el artícu- 
lo 4032, inciso i\ Código Civil; 

Que usan de esta defensa, envista del convenio de que antes 
han hecho mención. Pidieron que se tuviera por opuesta la 
prescripción. 

Conferido traslado, el Dr. Ferreira Cortés contestó : Que la 
conferencia sobre los honorarios á que aluden Marechal y Dor- 
doni, no ha tenido lugar; hizo el escrito de demanda en 28 de 
Noviembre de 1889, y pidió dinero á cuenta en Febrero del 91, 
recibiendo el 4 de este mes 1000 pesos, sin haber conversado 
nada, antes ni después, respecto ala fijación ópagode honarios; 
y por eso nada escrito hay, como habría, si el convenio hubiera 
existido; 

Que Marechal y Dordoni confiesan que le deben, pero que si 
no-se resigna á esperar á que termine el asunto, se acogen á la 
prescripción bienal é invocan el artículo 4032, Código Civil, que 
dice: cSe prescribe por dos años la obligación de pagar á los 
jueces, abogados, etc.»; pero el Código Civil agrega : «En cuanto 
al pleito no terminado, el plazo será de cinco años», y los mis- 



24 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

mos Marechal y Dordoni declaran que sa cuestión no está termi- 
nada, y que al contrario, está en nueva iniciación; 

Que el Código dice que la prescripción corre desde que fene- 
ció el pleito por sentencia ó transacción, ó desde la cesación de 
los poderes del procurador, ó desde que el abogado cesó en su 
ministerio; 

Que hay asunto terminado por sentencia^ cuando ésta termi- 
na el asunto, entonces corre la prescripción bienal ; cuando no 
lo termina, no corre, porque en tal caso la resolución judicial 
no es más que un accidente, un hecho parcial del acto jurídico 
que establece la relación entre el abogado y la parte; 

Que de otro modo, el abogado perdería su trabajo repután- 
dose para él terminado el asunto por la sentencia, mientras la 
parte á favor de quien la hizo, se sirviese de ese trabajo para 
continuar el asunto; lo que sería sacrificar el fondo á la forma y 
hacer déla verdad de las cosas una ficción pueril; 

Que en este caso no procede la prescripción bienal, sino la 
quinquenal, porque, además de que la sentencia no ha termi- 
nado el asunto, no puede decirse con propiedad que haya dejado 
de ser abogado de Marechal y Dordoni; 

Que en este carácter, constantemente después de lasentencia, 
ha sido consultado por dichos señores sobre la nueva gestión, y 
á este fin tuvo lugar el año pasado ( 93 ) una conferencia en casa 
del Dr. Irigoyen á la que asistieron ellos, el exponente, y el Dr . 
D. Bernardo de Irigoyen encargado de arreglar ciertas bases 
con el gobierno de Santiago para procurar una solución equi- 
tativa ; y como consecuencia, en 23 de Agosto del 93, se presen- 
tó ante la Suprema Corte, redactado por él y de su letra, un 
escrito pidiendo desglose de títulos y comprobantes, cuyo escii- 
to está firmado por Marechal y Dordoni'; 

Que por lo menos, hasta el 23 de Agosto del 93, él no había 
cesado; 

Que Marechal y Dordoni piensan recibir 25, 30 ó 40 leguas 
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por cuenta de gastos y por eso le reconocen el pago de la pe- 
queña sama que le ha cobrado, por formarles sin su ayuda el 
expediente del reclamo, siendo así que justamente por no estar 
terminado el asunto, estimó su trabajo en tan poco; 

Que acompaña una carta del Dr. Irígoyen que expresa ser 
verdad la conferencia que tuyo lugar en su casa el 93; y si la 
Suprema Corte lo cree necesario, puede abrir un breve término 
de prueba para acreditar que es de su letra el escrito de 23 de 
Agosto de ese año; 

Que no procediendo la prescripción bienal ni habiendo sido ob- 
jetada la estimación de sus honorarios, correspondía darla por 
aprobada. 

La carta de la referencia dice así : 



Buenos Aires, Abril 26 de 1894. 
Señor Dr. D, Bernardo de Irigoyen. 

Mi distinguido doctor y amigo : 

Me interesa constatar que el año pasado asistí en casa de V. 
como abogado en el asunto de Chnpilta á una conferencia que 
allí tuvo lugar con el Dr. Benjamín Giménez, delante de usted, 
del señor Marechal y del señor Dordoni. Si lo recuerda le agra- 
deceré mucho que me lo exprese al pié de la presente. Su ser- 
vidor y amigo afmo. 

Á. Ferreira Cortés. 

Estimado doctor : 

Es exacto lo que Y. manifiesta en su anterior carta. La con- 
ferencia tuvo lugar con los señores expresados en ella. 
De Y. atento seguro servidor y amigo. 

Bernardo de Ingoyen. 



26 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Fallo ile la Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 19 de 1894. 

Vistos y considerando: Que según lo ha expuesto la parte 
de Marechal en la audiencia celebrada en ]a fecha, con el asen- 
timiento expreso de Dordoni, no opone la prescripción á los 
efectos déla extinción de la obligación, cuya existencia/al con- 
trario, reconocen, reconociendo asimismo el deber de cumplirla, 
sino con el único propósito de retardar el pago para cuando 
estuviere terminado completamente e! asunto. 

Que en tal caso, la prescripción debe tenerse como no dedu- 
cida, desde que no S3 opone con el carácter de liberatoria. 

Que las partes están conformes en que ha cesado la inter- 
Tencion del señor Ferreira Cortés como abogado de la causa. 

Que aun cuando Marechal y Dordoni, dicen que estaba conve- 
nido ei honorario debido al señor Ferreira Cortés, sería pagado 
á la finalización del asunto, manifiestan al mismo tiempo que 
se refieren á convenios verbales, cuya celebración se niega por 
el citado abogado. 

Que los interesados todos han pedido que, en su caso, se 
mandara regular los honorarios devengados no teniéndose por 
aceptada la estimación que de aquellos se ha hecho por el 
actor. 

Por esto, no ha lugar ala oposición deducida por Marechal y 
Dordoni, y de conformidad con lo dispuesto por el artículo mil 
ciento noventa y tres del Código Civil, y en el artículo segundo 
de la ley de veintiséis de Agosto de mil ochocientos sesenta y 
tres, sobre arancel, regúlense los honorarios del señor Dr. Fe- 
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rreira Cortés por el secretario Dr. Domingaez. Repóngase el 
pape]. 

benjamín paz. — LUIS y. VÁRELA. 
— ABELBAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE. ~ JUAN E. TORRENT. 



€AIJÍ§IA XCIII 



El Ferrocarril á La Carlota contra Banca lar i hermanos; 

sobre expropiación 



Sumario. — 1° En la indemnización por expropiación deben 
comprenderse como perjuicios, el valor del edificio y las explo- 
taciones que en él se hicieren. 

2^ Para la estimación de dichos perjuicios no es necesario 
que los expropiados prueben la cifra cuantitativa; basta probar 
de una manera general su cualidad, naturaleza y extensión . Los 
Tribunales fijan el quantum, según las sanas reglas de la equi- 
dad 7 la justicia. 
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Caso.— Lo indica el 



Fallo del «fue» Fedeml 



Rosario, Octubre 30 de 1891. 

Aatos y vistos : Resulta que con fecha 16 de Mayo de 1889 
la Empresa ferroviaria enunciada, inicia el presente juicio, res- 
pecto á unos galpones y embarcadero de propiedad de los señores 
Bancalari, ubicados en el puerto de Villa Constitución, consig- 
nando como valor de esas construcciones la suma de 3000 pesos 
moneda nacional y pidiendo se le dé posesión de las cosas ma- 
teria de la expropiación (escrito, fojas 6 y 8). 

Notificados los demandados, estos se presentan por su escrito 
de foja 16, manifestando que la empresa expropiante no tenía 
urgencia en tomar la posesión de las citadas construcciones; que 
una inmediata desposesion á su parte les traería muy notables 
perjuicios, por cuanto en ese momento guardaban en dichos de- 
pósitos de 8 á 10 mil fanegas de maíz en espiga, esperando más 
de 25 mil fanegas por contratos ya formulados (foja 18, párra- 
fo 1°, y foja 74, párrafo 6), debiendo embarcar todo ese maíz á 
Europa; solicitan, en consecuencia, del Juzgado se suspenda la 
orden de entrega que el expropiante pide sea remitida al Juez 
de Faz de Villa Constitución. 

Pideu, por último, se dé vista de su escrito al expropiante, y 
se fije día de audiencia para que tenga lugar el juicio de aveni- 
miento. 

La parte del Ferrocarril se opone á que se suspenda la entre- 
ga de lo8 galpones y embarcaderos, expresando tener urgencia 
de posesionarse de ellos y expedida orden para esa entrega, el 
Juez de Paz de Villa Constitución comunica al Tribunal haber- 
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la efectuado con fecha 24 de Abril de 1889 (escrito de foja 29 
y telegrama de foja 31). A foja 34 corre el acta levantada por 
el Juez de Paz ya nombrado en la que consta además de la en- 
trega hecha, la protesta de los señores Bancalari, por los perjui- 
cios que ^a desposesion les irrogaba. En la misma acta consta 
también la manifestación hecha por el representante del Ferro- , 
carril, de que éste se hacía responsable por los reclamos de los se- 
ñores Bancalari referente á los perjuicios. A pedido de los mismos 
señores Bancalari el Juzgado solicita del Juez de Paz de Villa 
Constitución un informe respecto al tiempo que necesitarían los 
expropiados para extraer de los depósitos el maíz de su propie- 
dad allí existente. El Juez mencionado cumple ese informe, ma- 
nifestando que serían necesarios al fín indicado, ochodías más, 
calculando el tiempo en el concepto de que no fuese interrum- 
pido el trabajo de embarque por lluvias ú otros inconvenientes 
análogos (notado foja 56); y por el auto de foja 59 se concede 
dicho término. 

Habiendo vencido con exceso ese plazo, sin que dentro de él se 
consiguiera efectuar la completa desocupación de los depósitos, 
y á solicitud de la parte del Ferrocarril, se da uno nuevo de tres 
días perentorios para que Bancalari haga efectiva esa desocupa- 
ción (decreto de foja 63). En 4 de Julio de 1889 se verificó re- 
cien lu entrega definitiva de los galpones y embarcaderos al Fe- 
rrocarril, De fojas 64 á 69, corren diversas protestas de 
capitanes de buques por no haberles, dicen, dejado la Empre- 
sa del Ferrocarril atracar buques al embarcadero deBancalari pa- 
ra efectuarla carga. A foja 64, Bancalari nombró perito para la 
justipreciación de la expropiación á Don Antonio Pareja, y á fo- 
ja 76 el Ferrocarril nombró á Don Daniel Infante, en igual ca- 
rácter. A fojas 77 y 81 respectivamente estos peritos se ex- 
piden, avaluando el señor Infante, en 2311 pesos cuatro centa- 
vos los galpones, y en cincuenta pesos el embarcadero. 

Este perito agrega que respecto á los perjuicios originados 



30 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

á los señores Bancalari y referente al menor precio á que hu- 
bieran de vender las 8 6 10 mil fanegas de maíz que decían te- 
ner acopiadas en el galpón, ó á los gastos que hubieren efectuado 
para verificar su embarque por otro puerto una vez que se vie- 
ron compelidos á dejar libre aquel ó imposibilitados de utilizar 
éste, no habiendo conseguido datos á este respecto se abstenía 
de avaluar esos perjuicios. 

£1 perito Pareja justiprecia en 6500 pesos el valor de las ins- 
talaciones, y en 100.000 pesos el de los perjuicios irrogados 
y que á los expropiados se les irrogaría, teniendo en considera- 
ción la explotación por un término de dos anos más á que ese 
perito dice, tenían derecho aún los señores Bancalari para se- 
guir usando del puerto y de lus galpones construidos por ellos. 

Ambos informes periciales son objetados respectivamente 
por las partes, aduciendo la del expropiado, que el perito 
Infante no había tomado siquiera en consideración los per- 
juicios reales que se tenían ya sufridos con la expropiación, 
ni los que ciertamente sufrirían en adelante con la privación de 
usufructuar las instalaciones de su propiedad por los dos años 
más á que se consideraban con derecho para seguir aprovechan- 
do dichas instalaciones, según el contrato que tenían celebrado 
con los propietarios del terreno, y cuyo importe total de perjui- 
cios era aún mayor de la suma de 100.000 pesos en que su perito 
Pareja los apreciaba. A su vez la parte del Ferrocarril expone 
que siendo precaria y gratuita la concesión á los Bancalari para 
la ocupación del puerto y terreno donde ubicaban los galpones, 
dichos señores Bancalari, ningún derecho tenían á continuar en 
esa ocupación y explotación, desde el momento en que el dueño 
del terreno y puerto (ó sn sucesor en esa propiedad, como se 
creía ya ser la Empresa expropiante) exigiera de los expropia- 
dos la entrega del terreno y puerto; de todo lo cual se denuncia, 
agrega, que ningún perjuicio podía cobrar la parte expropiada, y 
mucho menos, los que hipotéticamente se decían podrían pro- 



DE JUSTICIA NACIONAL 31 

dncirse en ese futuro pla^o de dos años, el cual, no sólo no les 
estaba concedido á mérito de contrato alguno, pero que ni si- 
quiera se había probado en autos existiera tal permiso ó con- 
trato por ese mayor plazo. Abierta la cansa á prueba se produ- 
ce la pertinente que se apreciará más adelante. 

Y considerando: 1® Que aunque la posesión de Bancalari 
hermanos haya sido, como en efecto lo es, según resulta de au- 
tos, precaria y gratuitamenee concedida de parte de los dueños 
de esos terrenos, los señores Aldao, Bustinza, etc.; indudable- 
mente es que la tercera persona expropiante del bien raíz de la 
referencia está obligada á resarcir á los dichos ocupantes del te- 
rreno mencionado, los perjuicios inmediatos, directos y reales 
ocasionados á mérito de la expropiación, pues ningún TÍnculo de 
derecho existe entre la Empresa expropiante y los poseedores de 
ese bien raíz, mediante cuyo vínculo sea obligatorio para esos 
poseedores la desocupación del predio, sin indemnización al- 
guna. 

S'' Que así lo reconoce no sólo el perito del expropiante sino 
también la misma parte de la Empresa cuando en su escrito de 
foja 62 dice, podrán los señores Bancalari chacer uso de las ac- 
ciones que tuvieran por la indemnización de los daños que se les 
causan por esta expropiación»; y á foja 248, párrafo 43, la mis- 
ma parte del Ferrocarril agrega que : c el expropiante debe abo- 
nar los gravámenes ó perjuicios que sean consecuencia forzosa 
de la expropiación». 

3^ Que dadas esas confesiones hechas, y de acuerdo con las 
prescripciones legales que rigen la materia, no puede ponerse en 
duda que la Empresa del Ferrocarril está obligada al resarci- 
miento de los perjuicios reales é inmediatos que sufre el expro- 
piado. 

4^ Que no sucede lo mismo con las ganancias 6 ventajas hi- 
potéticas, que pudiera obtener dicho expropiado, y por el con- 
trario ellfis no deben tomarse en consideración, según claramente 
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se desprende del texto del artículo 16 de la ley nacional de ex- 
propiación de 13 de Setiembre de 1866. 

5^ Que en tal concepto^ deben descartarse de esta cuestión to- 
dos aquellos perjuicios remotos ó hipotéticos y que no son segan 
la ley citada, pertinentes, ó aceptables, como no lo son sin duda, 
las utilidades futuras, más ó menos probables, que se dice podrían 
haber obtenido los señores Bancalari hermanos, si hubieran 
continuado en la explotación de sus galpones y puertos durante 
los dos años más que, sin haberlo probado siquiera, aseguran 
tenían derecho para continuar en esa posesión y explotación. 

6*^ Que los perjuicios reales directos é inmediatos que Banca- 
lari hermanos tienen derecho á cobrar y que han probado en au- 
tos habérseles irrogado, son los siguientes: 1° el valor de los 
galpones y embarcadero que se les expropia; 2® el valor de los 
transportes del cereal que en dichos depósitos tenían almacena- 
do, ó debían en los mismos recibir y que se vieron obligados á 
conducir á otros puntos; S"" el valor de los embarques de los 
mismos cereales por otros puertos ó muelles que los de su pro- 
piedad; 4® las indemnizaciones á los capitanes de buques con- 
tratados y cuyos contratos no pudieron ser cumplidos, en todo 
ó en parte por Bancalari, á mérito de la expropiación; 5" el va- 
lor proporcional de la patente pagada para el funcionamiento de 
esos depósitos y cuya extensión de todo el año porque aquella 
fué expedida, no pudo, sin (embargo, ser aprovechada por los 
expropiados. 

1° Que respecto al primer punto, el valor de 6500 pesos mo- 
neda nacional en que el perito Pareja justiprecia esas construc- 
ciones, es á juicio del proveyente bien equitativo y justo, te- 
niendo en consideración la magnitud de esos depósitos y los 
materiales con que están construidos; habiendo el suscrito te- 
nido oportunidad de examinar las dichas construcciones en pre- 
sencia de la parte expropiante y en mérito de ese examen for- 
mar el exacto juicio enunciado. 






DE JUSTICIA NACIONAL 33 

8° Que respecto a] segundo y tercer punto se encuentran 
bien justificadas en autos las partidas que corren á fojas 284 y 
su relativa de 287, por valor de pesos 21 .549 con 51 centavos 
moneda nacional; la de foja 183 vuelta, por valor de 18.731 
pesos con 31 centavos y las de fojas 289 á 387, por valor de 3888 
pesos y 79 centavos. 

9^ Que respecto al cuarto punto, debe tomarse en considera- 
ción y mandarse abonar las 12 libras esterlinas, ó sean 300 
francos, valor por cada día de estadías convenidas entre el ca- 
pitán de la barca italiana <Bianca»y Bancalari, yaque bacen 
referencia los documentos de fojas 141 y 142; resultando de la 
fecha (1® de Junio) en que ese contrato fué firmado por plazo de 
20 días parala carga y á la de 16 de Julio, en que está labrada 1% 
protesta de foja 147, una demora de21 días de estadías, las que 
á razón de los dichos 300 francos al día hacen la suma total de 
6300 ó sean 252 libras esterlinas que ha debido pagar Bancalari 
al capitán déla «Biaiíca» y por consiguiente deben serle reem- 
bolsados por el expropiante; no pudiendo extenderse legalmen- 
te esa indemnización por un número mayor de días, en razón 
de no haberse probado hasta cuándo duró la interrupción que 
motivó la protesta de foja 141. 

10^ Que las otras protestas del paquete nacional «Concordia», 
foja 66 y barca inglesa «Ivanohe», foja 35, que también 
existenen autos, y de las cuales podrían surgir un procedimien- 
to de indemnización igual al relativo al de la «Blanca», son em- 
pero documentos ineficaces á tal fin, por cuanto respecto al 
«Concordia», no se ha presentado el contrato de iletamento en 
que conste el convenio del pago de estadías y su valor; y res- 
pecto al «Ivanohe» el contrato de fletamentoha sido presentado 
en idioma extranjero (foja 108), no pudiendo en consecuencia 
arribarse á ningún resultado legal y exacto rf>specto á la indem- 
nización que pudiera corresponderle. 

11^ Que cosa análoga sucede respecto á todos los demás con- 

T. VI 3 
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tratos de fletamento que corren de fojas 109 á 140, y con reLn- 
cion á los cuales no existe en autos prueba alguna que demues- 
tre los perjuicios sufridos y la extensión de estos. 

i2^ Que respecto al último punto, el valor de la patente de 
foja 161 , es por un año, á contar desde el 1° de Abril de 1889, 
y su importe de 189 pesos moneda nacional; y como en 4 de Ju- 
nio del mismo año fueron desposeídos los señores Bancalari her- 
manos, del depósito á cuyo favor esa patente fué extendida, re- 
sultan que estos sólo aprovecharon de ella los 3 meses de 
Abril, Mayo y Junio, correspondiendo los otros nueve meses de 
aproveo.hamiento para los expropiantes, ó sea, el valor de 59 
pesos94 centavos que debe asimismo abonar á Bancalari her- 
manos la parte del Ferrocarril. 

13^ Que procediendo en equidad y justicia debe conceptuarse 
que, á más de las 10000 fanegas de maíz existentes en los de- 
pósitos de los expropiados, á la iniciación de este juicio, debían 
recibirlos mismos, 26.058.000 kilos, que es el término medio 
que arrojan los contratos reconocidos y corrientes á fojas 154, 
156,183,193, 199,216, etc. 

14^ Que los diversos plazos dados á los Bancalari para la de- 
socupación de sus depósitos, debe asimismo conceptuarse haber 
sido suñcientes para que dentro de ellos se haya podido verificar 
esa desocupación sin irrogar perjuicios por ella. 

15'' Que para pesar y cargar los 26.058.000 kilos maíz de los 
contratos referidos, los señores Bancalari han tenido necesidad 
de abonar, como es natural, á otras personas ó empresas, el 
importe del trabajo de peso y carga del cereal predicho^ puesto 
que no podían hacer ya uso de los elementos propios con 
que contaban para estas operaciones, por la entrega hecha á 
los expropiantes de los depósitos y embarcadero de su propie- 
dad. 

16"* Que ese pago debe ser calculado según la misma tarifa 
confesada á foja 105 por la empresa expropiante, esto es, á ra- 
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zon de 20 centavos por la operación de pesar, y 55 centavos por 
la de cargar, por cada 1000 kilos. 

íT" Que sobre esa base, el peso y carga de los 26.058.000 ki- 
los, al total de 75 centavos por cada 1000, hacen la suma de 
19.543 pesos con 50 centavos que debe igualmente abonarse á 
los expropiados por los expropiantes. 

18** Que respecto á los carros que los señores Bancalari ma- 
nifiestan haber, además, tenido que ocupar y abonar para el 
transporte de los cereales, ninguna prueba existe en autos, no 
debiendo por tanto tomarse en consideración esa partida. 

lO*" Que reasumiendo las diversas partidas declaradas en esta 
sentencia á cargo de la Empresa expropiante y á favor de los ex- 
propiados señores Bancalari hermanos, aquellas dan un resulta- 
do total de 51 .273 pesos con 5 centavos moneda nacional de cur- 
so legal, y 6300 francos como valor de todos los perjuicios 
directos sufridos por los segundos á consecuencia de la- expro- 
piación. 

20® Que no es procedente el cobro de arrendamientos que ha- 
ce la parte del Ferrocarril á los expropiados por la demora en la 
desocupación de los depósitos y embarcadero, entre otras muchas 
razones, por la muy obvia de que aún en la actualidad dicha 
empresa no es todavía dueña de esas^construcciones, noestando 
terminado, como no está, ni este juicio, ni el otro de expropia- 
ción, correspondiente al terreno sobre el cual esas construccio- 
nes se encuentran edificadas . 

Por tanto: fallo declarando que la Empresa del Ferrocarril á 
La Carlota debe abonar y abone dentro de los 10 días siguientes 
al de la ejecutoria de esta sentencia, á los señores Bancalari her- 
manos, las sumas de 6300 francos y 51.273 pesos con 5 centa- 
vos moneda nacional de curso legal, como valor de los depósitos 
y embarcadero que á estos expropia aquella empresa, y por los 
perjuicios directos y reales que dicha expropiación irroga álos 
expropiados; con más los intereses legales á estilo del Banco 
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Nacional ensos descuentos, por el excedente de la suma manda- 
da pagar con la déla consignación de foja 1, y costas del juicio. 
Notifíquese con el original y repónganse los sellos. 



G. Escalera y Zuviria, 



Fallo de la Suprema Corie 



Buenos Aires, Mayo 19 de 1894. 

Vistos: (Considerando que, con arreglo al artículo diez y seis 
de la ley nacional de expropiación, «la indemnización deberá 
comprender todos los gravámenes ó perjuicios quesean conse- 
cuencia forzosa de la expropiación, tales como el valor del edi- 
ficio y explotaciones » que en él se hicieren. 

Que en el caso sub-judice la empresa expropiante demandó 
(fojas seis) la expropiación del galpón de zin^ perteneciente á 
Bancalari Hermanos, pidiendo su ocupación inmediata, invo- 
cando una urgencia que no justificó, ni siquiera dijo en lo que 
consistía; ocupación que fué autorizada por el Juez sólo en 

■ 

cuanto al galpón (foja siete). 

Que respecto de los embarcaderos, de propiedad de los mis- 
mos Bancalari Hermanos^ no hay en autos petición de expropia- 
ción de ellos por parte de la empresa, ni orden de Juez que se 
los mande entregar, constando, por el contrario, que ellos fue- 
ron ocupados violentamente por el representante del Ferroca- 
rril, con protesta por parte de Bancalari Hermanos y declara- 
ción de aquel de satisfacer los perjuicios á que hubiere lugar. 

Que consta en autos que tanto el galpón como los embarca- 
deros eran explotados por Bancalari Hermanos, para su comer- 
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cío de exportación de cereales por el puerto de Villa Constitu- 
ción, debiendo, por tanto, comprender la indemnización, no 
sólo el valor venal de las cosas expropiadas, sino también los 
perjuicios que, como consecuencia forzosa de la expropiación, 
bayan sufrido los señores Bancalari Hermanos en la explota- 
ción de las cosas expropiadas. 

Que en autos existen constancias suficientes para apreciar 
la magnitud de esos perjuicios, dada la prueba producida por 
Bancalari Hermanos, sin ninguna en contrarío por parte del 
expropiante. 

Que esos perjuicios han sido enumerados y apreciados en la 
st-ntencia apelada. 

Que, no obstante, no deben aceptarse como de abono las su- 
mas mandadas pagar por estadías, porque el demandante no ha 
probado haberlas satisfecho en cantidad alguna^ y porque, en 
relación á la especialidad referente á la < Bianca », que la sen- 
tencia reconoce, es cierto que ésta se basa en un concepto equi- 
vocado; porque supone que deben considerarse como de esta- 
días, los días que según la póliza de fletamento estaban deter- 
minados para verificar el cargamento. 

Que tampoco hay justicia en hacer pesar sobre la Empresa el 
gasto de transporte de cereales á San Nicolás, en su totalidad, 
así como el de almacenaje y embarque de los mismos en ese lu- 
gar, porque, dada la situación de las estaciones de partida, debe 
presumirse que una parte de los granos, aproximadamente la 
mitad, en defecto de prueba que conduzca á otro resultado, 
debieron siempre ser embarcados en el citado puerto de San 
Nicolás, aun cuando no hubiera tenido lugar la expropiación. 

Que está averiguado que, desde el momentoen que la Empresa 
se apoderó de los embarcaderos, ella continuó empleándolos á 
los fines de la explotación á que los tenían destinados Banca- 
lari Hermanos, haciendo pagar aun á estos mismos, los precios 
de la tarifa para el embarque de sus granos . 



• 
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Que en la jurispradeacia establecida por esta Suprema Corte, 
en los múltiples casos de expropiaciones que ha resuelto, ai es- 
timar los perjuicios que las Empresas de ferrocarriles caasabr^n 
á los expropiados, nunca se ha exigido que estos precisasen la 
cifra cuantitativa de esos perjuicios, habiendo bastado que 
ellos se hubiesen probado enlosantes, de una manera general, 
en cuanto á su calidad, á su naturaleza y extensión, para que los 
tribunales los apreciasen y fijasen según las sanas reglas de la 
equidad y la justicia. 

Que ésta es también la doctrina que se desprende del artículo 
diez y seis de la ley de expropiación y de la naturaleza del juicio 
mismo por ella establecido, en el que los procedimientos deben 
ser verbales y sumarios, y, por tanto, sin los requisitos ni opor- 
tunidades de la prueba del juicio ordinario. 

Que si bien no existen en autos elementos suficientes para 
estimar de una manera exacta la cifra precisado esos perjuicios, 
bastan los reunidos en el expediente para poderse hacer una 
apreciación aproximada de ellos. 

Por esto y sus fundamentos concordantes, se reforma la sen- 
tencia apelada de foja trescientas nueve, reduciéndose á treinta 
y siete mil pesos moneda nacional, la suma de cincuenta y un 
mil doscientos setenta y tres pesos con cincuenta centavos mo- 
neda nacional de curso legal, en que la citada sentencia estima 
el valor de los depósitos y embarcaderos con los perjuicios di- 
rectos y reales que dicha expropiación irroga á los expropiados, 
y declarándose no ser de abono las sumas cobradas por esta- 
días, se confirma en lo demás. Repónganse los sellos y devuél- 
vanse, pudiendo notificarse con el original. 



benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. — 

ABEL BAZAN (en disidencia). — oc- 
tavio BUNGB. — JUAN E. TORRENT. 
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DISIDENCIA 

Vistos: Resulta: Que la demanda de expropiación deducida 
por la Empresa del Ferrocarril de Santa Fé á La Carlota, contra 
Bancalari Hermanos, tiene por objeto la adquisición de unos 
galpones destinados á almacenar cereales, en el puerto de Villa 
Constitución, y pertenecientes en propiedad á dichos señores. 

Que, luego de haberse dado á la Empresa demandante pose- 
sión de esos galpones, los señores Bancalari han pedido que 
sea condenada no sólo al pago de su valor, sino también al de la 
indemnización de los daños y perjuicios que decían les ocasio- 
na la expropiación, y que han manifestado en diferentes ale- 
gatos que han presentado en autos. 

Que substanciada la causa con el nombramiento de peritos 
que hicieron ambas partes, para fijar la indemnización corres- 
pendiente, y presentados por ellas los alegatos que creyeron 
conveniente producir en favor de sus respectivas preit'nsiones, 
con motivo délos informes discordantes délos peritos y de la 
prueba rendida en autos, el Juzgado ha dictado la sentencia de 
foja trescientos nueve, por la cual condenad la Empresa ex- 
propiante á pagar á los señores Bancalari Hermanos, por el 
valor de los galpones é indemnización de daños y perjuicios, 
la cantidad de cincuenta y un mil doscientos noventa y tres 
pesos con cinco centavos moneda nacional, más seis mil tres- 
cientos francos, declarando para fijar la primera de estas canti- 
dades, que son á cargo de la Empresa, las siguientes partidas : 

Primera : Seis mil quinientos pesos moneda nacional, por 
valor de los galpones y embarcadero; 

Segunda : Veintiún mil quinientos cuarenta y nueve pesos con 
cincuenta y un centavos, pagados á la Empresa del Ferrocarril 
de Buenos-Aires y Rosario, por flete de maiz ; 
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Tercera : Diez y ocho mil setecientos treinta y un pesos á 
don Augusto de la Riestra, por depósito y embarque de maíz 
en San Nicolás de los Arroyos ; 

Cuarta : Tres mil ochocientos ochenta y ocho pesos con se- 
tenta y nueve centavos á la Empresa expropiante, por embarque 
de maiz en el puerto de Villa Constitución; y 

Quinta: Cincuenta y nueve pesos con cuarentey nueve cen- 
tavos por la parte de la patente de foja ciento sesenta y uno, 
que han dejado de utilizar los señores Bancalari Hermanos, 
con ocasión de la expropiación, más la suma de seis mil tres- 
cientos francos por pago de estadías al capitán de la barca 
Galiana «Bianca». 

Que ambas partes han apelado de estü sentencia, considerán- 
dola agraviante á sus derechos, con cuyo motivo, los autos han 
sido elevados á esta Suprema Corte para la resolución de los 
respectivos recursos. 

Y considerando. Primero: Que para fijar en justicia el quan^ • 
tum de la indemnización que se debe á los señores Bancalari 
Hermanos, por la expropiación que lía solicitado la Empresa 
del Ferrocarril á La Carlota, en estos autos, es necesario to- 
mar en consideración, no solamente el valor real de los galpo- 
nes y aparatos de embarcadero, de propiedad de los demandados, 
sino también si existe á su favor el derecho de continuar 
usando, por más 6 menos tiempo, el terreno donde están cons- 
truidos dichos galpones, después de haberse dado á la Empre- 
sa demandante la posesión de los terrenos adyacentes al puerto 
de Villa Constitución, y después de realizada también defini- 
tivamente á la misma Empresa la entrega de los galpones; y 
en caso de que exista ese derecho, determinar cuáles son los 
perjuicios reales y positivos que, como consecuencia inmediata 
y directa, se han seguido á Bancalari Hermanos. 

Segundo: Que en cuanto al valor de los galpones, debe con- 
firmarse, como equitativa la cantidad de seis mil quinientos 
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pesos moneda nacional, en queelJuez de Sección ha fijado su 
valor, incluyendo el del embarcadero que los señores Bancalari 
tenían en el puerto de Villa Constitución, j del cual también 
se apoderóla Empresa expropiante, por cuanto no hay en au- 
tos elementos de prueba para alterar esa avaluación, que coin- 
cide con la del perito Pareja, de la parte de Bancalari^ y que ha 
sido hecha por el Juez, previa inspección ocular de dichos 
<»bjetos. 

Tercero : Que respecto del derecho á continuar usando los 
señores Bancalari Hermanos, del terreno donde están construi- 
dos sus galpones, es de observar que, según la propia declara- 
ción consignada en autos, dicho terreno no les pertenece en pro- 
piedad, habiéndoles sido facilitado en comodato por sus legíti- 
mos dueños, los empresarios del puerto de Villa Constitución. 

Cuarto: Que aun cuando los señores Bancalari hermanos han 
alegado que en mil ochocientos ochenta y cinco, celebraron un 
contrato con dichos empresarios, en que se estipuló que se les 
prestaba el terreno para la construcción de esos galpones, con 
destino á almacenar cereales y embarcarlos por el puerto adya- 
cente, acordándoles un plazo, que debía terminar dos años des- 
pués de la demanda de foja seis, no han exhibido ese contrato, 
ni acreditado la existencia de tal plazo. 

Quinto: Que siendo, con tal motivo, precario el préstamo del 
terreno, ó en otros términos, no estando pactada la duración 
del comodato, ni resultando acreditado, que por costumbre de 
la localidad, esté determinado cuál sea la duración del uso que 
haya de hacerse de dicho terreno, es evidente, que Bancalari 
hermanos carecen absolutamente de derecho para continuar 
ocupándolo con sus galpones, y per consiguiente de derecho 
para ser indemnizados por la privación del uso que hacían de 
él, después que la Empresa del Ferrocarril á La Carlota, ha pe- 
dido su entrega, y ésta se ha efectuado en el plazo designado 
por el Juez para verificarla. 
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Sexto: Que la verdad de esta tesis se evidencia, teniendo pre- 
sente que la empresa demandante, habiendo pedido y obtenido 
la posesionde los lotes de terreno adyacentes al puerto de Villa 
Constitución, en uno de los cuales se hallaban construidos los 
galpones, se sustituyó por esta circunstancia en todos los dere- 
chos que correspondían á los propietarios de esos lotes, y po- 
dían estos hacer valer al uso y goce de los terrenos; y como di- 
chos propietarios, en su calidad de comodantes, y por no ha- 
berse fijado un plazo á la duración del comodato, podían pedir, 
cuando quisiesen, la restitución del terreno prestado á Bancala- 
ri, con arreglo á la expresa disposición del artículo dos mil dos- 
cientos ochenta y cinco del Código Civil, es claro que la Em- 
presa del Ferrocarril, usando de esta misma facultad cuando le 
ha parecido conveniente, al pedir la posesión de los galpones, 
ha pedido también la restitución del terreno que ellos ocupaban, 
sin que por esto pueda decirse que se ha herido derecho alguno 
de los señores Bancalari, desde que á su vez,. se hallaban obli- 
gados á realizar la entrega del terreno prestado, en el plazo 
que el Juez les señalase, de acuerdo con el artículo quinientos 
setenta y seis del Código Civil, que establece que el deudor de 
la obligación de entregar cosas ciertas, debe poner las dili-* 
gencias necesarias para la entrega de la cosa, en el lugar y 
tiempo estipulados, ó en el lugar y tiempo que el Juez designa- 
se, cuando no hubiese estipulación expresa. 

Séptimo: Que consta de autos que el Juez de Sección señaló 
á Bancalari hermanos, dos diferentes plazos para desalojar los 
galpones del maíz que en ellos tenían depositados, y para res- 
tituir por consiguiente el terreno que ocupaban; el primero, de 
ocho días( auto de foja cuarenta), que comenzó á correr desde 
el doce de Mayo de mil ochocientos ochenta y nueve ( foja cua- 
renta y seis) y que venció con muchísimo «xceso, sin que se ve- 
rificase la entrega de los galpones á la empresa demandante; y 
el segundo, de tres días, acordado por el auto de fecha doce 
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de Junio ( fojacincaenta y nueve ), en vista del informe del 
Juez de Paz de Villa Constitución, expedido con fecha quince 
de Mayo ( foja cincuenta y seis ), en que decía que, tsi no se re- 
cibía más maíz y el tiempo no interrumpía el trabajo, los gal- 
pones podían quedar del todo desocupados en ocbo día?; más», 
con cuyo motivo, y teniéndose presente en el auto de foja cin- 
cuenta y nueve, que éste terminóse hallaba vencido con exceso, 
solóse concedió el de tres días para el desalojo y entrega de 
aquellos, entrega que se efectuó xecien el cuatro de Julio del 
mismo año, no sin haber eludido más antes oí representante de 
Bancalari la notificación del desalojo que se le ordenaba por di- 
cho auto, recibiendo entre tanto nuevas cantidades de maíz co- 
mo todo ello consta por los telegramas del Juez de Paz de Villa 
Constitución, de fojas sesenta y uno y setenta y [dos. 

Octavo: Que dados estos antecedentes de hecho y las expre- 
sas disposiciones de derecho antes citadas, es fuera de duda que 
los señores Bancalari hermanos, ningún derecho tienen para 
continuar sirviéndose del terreno ocupado con sus galpones, 
después del último plazo señalado por el Juez para su entrega, y 
por consiguiente ninguno tienen tampoco para ser indemnizados 
por la privación de ese servicio; de suerte que no hay razón, 
paraque^ á título de perjuicios, seles restituya cantidad alguna 
de las que pagaron á la Empresa expropiante por el embarque del 
maíz que dejaron en los galpones al vencimiento de aquel plazo, 
ó del que introdujeron posteriormente con el mismo objeto. 

Noveno: Que no puede en justicia sostenerse lo contrario, ya 
sea alegando que se impidió por la Empresa desocupar los gal- 
pones, no permitiendo atracar al embarcadero de Villa Consti- 
tución los buques cBíanca» y paquete cConcordia», fletados por 
Bancalari hermanos para cargar maíz en ese puerto, sea fun- 
dándose en que los galpones y aparatos del embarcadero, eran 
de propiedad de estos señores, y que tení-^n, por lo mismo, de- 
recho para servirse de ellos. 
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imo: Que cd cuanto á lo primero, es de observar, que aua 

haya sido cierto qae por haber estado ocupado el em- 
dero con la barca inglesa clvanohe» no Lubiesen po- 
tiacar á él los buques antes mencionados, como se eipre- 
las protestas que corren en autos, no es menos cierto, 

ie impedimento, motivado por tan justa causa, fué de bre- 
ación, 7 que los señores Bancalari tuvieron expedito el 
DO de tres diasque se les señaló por el auto de doce de 
, foja cincuenta nueve, para desocupar los galpones, con 
edios conducentes para ello, como se desprende del auto de 
etenta y de la contestación telegráfica del Juez de Paz, 
a setenta y dos, en que, informando al Juez de Sección, so- 
era exacto que no hubiese concedido & Bancalari herma- 

1 término de tres días para la desocupación de lus galpo- 
acilitándoles losmedios para ello, dice: <qne uo era exacto 
i hubiese faltado al cumplimiento de aquel auto, y que se 
bfa concedido el plazo ordenado, que venció el cuatro de 

^imo primero: Que es de observar, igualmente, que si á pe- 
esto, quedó todavta en los galpones más maíz que em- 
despues la Empresa del Ferrocarril, empleando al efecto 
sonal pagado por ella, debe imputarse á Bancalari herma- 
je no hicieron oportunamente las diligencias necesarias, 
lesocuparaqueltos, antes por el contrario, su representan- 
dió la notificación del auto, en que por última vez se les 
aba el desalojo, introduciendo abusivamente mayores can- 
)s de maíz, según consta del telegrama del Juez de Faz, de 
¡esenta y uno. 

imo segundo: Que respecto al argumento que se hace, con 
i propiedad de los galpones y aparato de embarcadero, 
lece á los señores Bancalari, es incontestable que autort- 
por resolución judicial, como lo ha sido en el presente ca- 
ocupacion de ellos á favor déla Empresa expropiante, y 
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depositado por ésta, el precio que ha creído deber pagar por ellos, 
todos los derechos de los señores Banculari se han transferido 
á la cantidad depositada ó á la que resulte fijada por la senten- 
cia, como justo precio de los< mismos con los intereses corres- 
pondientes al exceso de éste que dejase de depositarse, sin que 
deba considerarse que les pertenece el servicio que puedan pres- 
tar las cosas, materia de la expropiación, ni estén autorizados 
para percibir el precio, cualquiera que sea, de ese servicio, á 
título de indemnización. 

Decimotercero: Que es también evidente que la Empresa 
expropiante no debe á los señores Bancalarí la cantidad de seis 
mil trescientos francos, á que por estadías de la barca cBianca» 
la ha condenado la sentencia apelada. Primero, porque la Em- 
presa no se ha comprometido con el capitán de esa barca, ni 
con los señores Bancalari de abonar estadías por no cargar en 
un tiempo dado, dicha barca ni otra alguna; y segundo, porque 
tampoco se ha probado que hayan causado tales estadías, pues 
para ello hubiera sido necesario que se hubiese hecho constar 
en autos, cuál fué el día en que según el contrato de fletamento 
de foja ciento cuarenta y dos, debía la «Blanca» comenzará 
cargar, y cuál el día que concluyó de recibir la carga, para po- 
der fijar de este modo el número de días que correspondía abo- 
nar por estadías, después de cumplido el plazo de veinte días, 
con excepción de domingos que se estipuló en ese contrato, para 
la operación déla carga. 

Pero ningún justificativo se ha producido sobre dichos extre- 
mos, existiendo, por el contrario^ datos muy justificativos para 
creer que el cargamento de la « Blanca » terminó en el tiempo 
que debía, para que no se pagasen estadías, como ser la carta de 
foja ciento tres de fecha trece de Julio, presentada por la parte 
de Bancalari en que el representante del Ferrocarril dice á estos 
señores, < que está haciendo todo lo posible para concluir la car- 
ga de la cBinnca» y que espera, si el tiempo lo permite, poder 
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concluirla dentro del tiempo mencionado en su telegrama »; lo 
que por otra parte es de presumir que haya sucedido así, por la 
circunstancia de que los señores Bancalari, ni siquiera han pre- 
sentado el recibo del capitán, como era de su deber hacerlo, 
para hacer constar la cantidad que hubiesen pagado por esta- 
días. 

Uécimo cuarto : Que la partida de veintiún mil quinientos 
cuarenta y nueve pesos cincuenta y un centavos pagados á la 
Empresa del Ferrocarril de Buenos Aires al Rosario por fletes 
de maíz, en ningún caso puede declararse á cargo de la Empresa 
expropiante, porque según la declaración del Jefe de la estación 
San Nicolás, de ese Ferrocarril, corriente á foja doscientas 
ochenta y siete, cuyo testimonio se ha presentado en calidad 
de prueba por la parte de Bancalari, dicha cantidad proviene 
de transporte de cereales de las estaciones desde el < Paraíso » 
hasta < Río Seco », y la han pagado los señores Bancalari, por 
conducir sus cereales á las estaciones contiguas á los diferentes 
puertos ó embarcaderos, situados dentro de esos puntos, sobre 
el río Paraná, adonde les ha convenido llevarlos para hacer su 
negocio. 

Ni un solo peso de esa suma representa el gasto de transpor- 
te de cereales que se hayan sacado de los galpones de Villa 
Constitución, á consecuencia de la expropiación, para llevarlos 
por dicha línea á otro puerto para su embarque, pues constado 
autos que todos los granos que los señores Bancalari introduje- 
ron á sus galpones de Villa Constitución, ó llevaron á ese 
puerto, los embarcaron allí mismo, mientras estuvieron en po- 
sesión de los galpones y embarcadero, ó después que pasaron á 
la empresa expropiante. Sería por consiguiente tan injusto ha- 
cer pagar á estala partida de que se trata, á título de indemni- 
zación resultante de la expropiación, como declarar por la mis- 
ma razón, que debe pagar á los señores Bancalari por importe 
de fletes de sus cereales, desde los puertos de carga hasta los de 
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descarga en Europa, porque uno y otro gasto se hallan en con- 
diciones análogas, sin que puedan atribuirse á la expropiación, 
porque aún cuando ésta no hubiese tenido lugar, siempre se- 
rían de cuenta del dueño del negocio. 

Décimo quinto: Que también corresponde declarar de legíti- 
mo abono contra la empresa expropiante, la partida de diez j 
ocho mil setecientos treinta y un pesos que los señores Banca- 
lari hermanos pagaron áDon Augusto de la Riostra pordepósi- 
to y embarque de maíz en San Nicolás de los Arroyos; porque 
aun en la hipótesis más favorable para los señores Bancalari, 
de que alguna indemnización les debiese por la expropiación de 
sus galpones y embarcadero, fuera de su justo valor, como 
aquella indemnización sólo podría ser del perjuicio que fuese 
consecuencia necesaria y directa de esta última, según el prin- 
cipio reconocido en la materia, sería indispensable demostrar 
que dichos señores Bancalari no habrían ocupado con su maíz 
los almacenes de Riestra, ni pagádole cantidad alguna por de- 
pósito y embarque de ese cereal^ si hubiesen tenido espedito el 
servicio de sus galpones y embarcadero en Villa Constitución; 
pero esta demostración no se ha hecho y resulta más bien la 
contraria déla prueba misma^ producida por esos señores, como 
se vé por los contratos de netamente de las barcas «Ivanohe», 
y cTolde Russet», de fojas ciento ocho y ciento diez, celebra- 
dos por su parte, con fecha treinta de Marzo de mil ochocientos 
ochenta y nueve el primero, y con fecha nueve de Abril del mis- 
mo año el segundo^ para cargar maíz en la «Ivanohe» en los 
puertos de Villa Constitución y San lateólas, y en la «Tolde 
Russet:», en San Nicolás, puerto nuevo de Ramallo, lo que quie- 
re decir que les convenía introducir maíz en San Nicolás, y con- 
servarlo allí, para exportarlo por ese puerto, mientras tenían 
expedito todavía el servicio de sus galpones y embarcadero en 
Villa Constitución, pues debe tenerse presente que recien con 
fecha veinte y seis de Abril se les señaló el primer plazo de 
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ocho días para desalojarlos, plazo qae se prolongó hasta el cua- 
tro de Julio, habiendo entretanto introducido á sus galpones 
todo el maíz quequisieron, celebrando al mismo tiempo diferen- 
tes contratos de netamente para cargar maíz en San Nicolás por 
otros tantos buques, con fecha cuatro y veinte y dos de Mayo, y 
trece, veinte y treinta de Junio ( vide desde fojas ciento oncea 
ciento quince ), cuando aún estaban en posesión de los galpo- 
nes y embarcadero de Villa Constitución; todo lo cual demues- 
tra que si pagaron al sef4or Riostra cantidades de pesos por 
depósito y embarque de maíz en San Nicolás, no fué cierta- 
mente porque se vieron forzados á ello por la expropiación. 

Décimo sexto : Que independientemente de la consideración 
expuesta, existe todavía otra razón más poderosa y decisiva pa- 
ra el rechazo de la partida en cuestión y es que habiendo cesa- 
do con el último plazo señalado por el Juez, el derecho de aque- 
llos señores para ocupar el lote número uno de los terrenos 
del puerto de Villa Constitución, sobre el cual tenían construi- 
dos sus galpones, y en el cual apoyaban su embarcadero^ cesó 
también completamente su derecho para continuar sirviéndose 
de ellos, pues no se concibe el uso legítimo de tales construc- 
ciones, aunque de propiedad de Bancalari, sin tener derecho 
al terreno que las sustenta, y cuando han pasado por disposi- 
ción de la ley y decreto judicial, á poder de otro, en cuyo caso 
se comprende por su propia virtud, lo absurdo de la obligación 
que se pretende imponer á la Empresa expropiante, de que pa- 
gue á los señores Bancalari el alquiler de otros depósitos que 
hayan necesitado ocupar con sus cereales, así como el costo 
del embarque de estos, por otro ú otros puertos. 

Décimo séptimo: Que respecto de la parte del importe déla 
patente de foja ciento sesenta y uno, que por la sentencia se 
manda abonar álos señores Bancalari, debe observarse que si 
fuese justo el cargo que se hace á la Empresa por esa partida, 
siendo dicha patente por el año mil ochocientos ochenta y nueve 
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y habiéndola utilizado los señores Bancalari hasta el cuatro de 
Julio, es decir por la mitad del año, sólo correspondería que se 
les entregase la mitad de su valor, y no las tres cuartas partes 
de él, como lo ha ordenado la sentencia; pero ni es justo tam- 
poco que la Empresa abone esa mitad, por la sencilla razón de 
que no ha tenido necesidad de servirse de esa patente, que era 
personal de los señores Bancalari para el servicio por su propia 
cuenta, del negocio de embarque de sus cereales, debiendo la 
Empresa tener ó haber sacado la correspondiente, como lo hi- 
cieron aquellos, para cargar y descargar también por su cuenta 
los materiales propios, 6 del negocio de otros, y porque no de- 
be considerarla responsable de que los Bancalari hayan dejado 
de hacer el negocio de carga para que los habilitaba la patente 
por carecer de derecho a los medios de continuarla. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada de 
foja trescientos nueve en la parte que condena á la Empresa 
expropiante á pagar á los señores Bancalari hermanos la canti- 
dad de seis mil quinientos pesos, por valor de los galpones y 
embarcadero, con los intereses correspondientes, que abona el 
Banco en sus descuentos, sobre la suma excedente de la canti- 
dad que aquella dejó de depositar, y las costas, revocándose en 
todo lo demás. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



ABELBAZAN 



T. TI 
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CAUSEA XCIY 



Criminal contra Juan Cagnoni, Clemente Figueroa y Domingo 
Faramiiian, por robo de estampillas efectuado con efraccion 
en la Administración de Correos en La Plata; sobre sobresei- 
miento. 



Sumario . — Cuando resulta la irresponsabilidad criminal de 
los acusados, y la existencia del delito, el sobreseimiento deñ- 
nitivo procede respecto de los primeros; en cuanto á la causa, 
debe ella ser proseguida contra quienes hubiera lugar. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jlu«z Federal 



La Plata, Mayo 18 de 1893. 

Y vistos: los seguidos con motivo de un robo, con efraccion, 
de estampillas, efectuado en la Administración de Correos de 
esta ciudad y demás deducidos, y 
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Resultando: í"" Que en 4 de Noviembre de 1889 se efectuó 
una sustracción de valores postales en la Oficina de Correos de 
esta Capital, con cuyo motivo se levantó la instrucción sumaria 
corriente de foja 1 á foja 39, la que fué ampliada con fecha 29 
del mismo, por haberse dado conocimiento á este Juzgado, del 
delito. 

^^ Que por las declaraciones corrientes en autos se viene en 
conocimiento que, el día 5 del mes y año indicados^ asustado el 
buzonista Ambrosio Roberts (véase foja 60) se trasladó á la ca- 
sa donde se encontraba Don Clemente Fígueroa con el objeto 
de avisarle que en la repartición á su cargo se había efectuado 
el robo indicado, cuyo detalle se precisa á foja 46 vuelta, ha- 
ciéndose subir su valor á la suma de 9700 pesos moneda na- 
cional (véase página 61 vuelta). 

3® Que en el acto de recibir la noticia el señor C. Figueroa 
se trasladó al local de su oficina hallando abiertas las puertas 
de la misma, sin que presentaran signo de violencia de ningún 
género, á excepción de un mueble (la biblioteca) que había si- 
do forzada con un formón (véase foja 46), sustrayéndose de él 
los valores postales allí guardados y además la suma de SO 
pesos moneda nacional. 

4*^ Que agrega el mismo Figueroa, que los empleados que esa 
noche quedaron de servicio hasta launa a. m. fueron Fran- 
cisco Sharples y Francisco Romero, permaneciendo en aquel 
lagar el resto del tiempo hasta la hora en que notó el robo el 
empleado Faramiñan (véase foja 47]. 

5"^ Que el empleado Francisco Calvo asegura que la víspera 
del suceso, fué él en persona quien cerró con llave las puertas 
de la Contaduría de la oficina de Correos (véase foja 47 vuelta), 
siendo él precisamente quien vino en conocimiento del robo 
efectuado, de lo que dio cuenta al auxiliar Roberts. 

6"^ Que los empleados Sharples y Romero aseguran que no 
obstante haber estado trabajando en la oficina del telégrafo, 
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contigua á la Contaduría, hasta la hora en que fueron relevados 
por Faramiñan, ningún ruido oyeron que les hiciera presumir la 
presencia de personas extrañas en ese sitio, teniendo sólo cono- 
cimiento del suceso por la relación del empleado Roberts; José 
Julias lo sabe por referencias (véase foja 59 vuelta), Mayan 
confirma la declaración de Calvo (véase foja 51), conociendo lo 
demás de lo ocurrido de oídas; Amelio Gómez también depone 
en idéntico sentido, así como Stagaru (véase foja 54 vuelta). 

Todas las declaraciones citadas han sido ratificadas judi« 
cialmente. 

7° Que Don Francisco Alvarez Bello (véase foja 138), en- 
cargado por José Fazos de vender una cantidad de estampillas 
en el Rosario de Santa Fé^ ignora la procedencia de las mis- 
mas, así como aquel afirma haberlas comprado á Manuel Mar- 
tínez (véase foja 138 vuelta), creyendo ambos prestar el primero 
un servicio y el segundo hacer un negocio lícito. 

8*^ Que examinadas las demás declaraciones corrientes en 
autos, no adelantan con certeza punto alguno sobre el hecho 
principal, cual es averiguar la culpabilidad de las personas 
acusadas por el Procurador Fiscal; y 

Considerando: I'' Que si bien se há comprobado que en la 
madrugada del 4 de Noviembre de 1889 se efectuó un robo con 
efraccion en la Contaduría de la Administración de Correos, no 
se ha llegado á identificar la persona de los delincuentes de 
una manera clara y precisa. 

2** Que aun demostrado fuera exacta la extracción de valo- 
res, no por esto pueden ellos llegarse á identificar con los en- 
contrados en poder de Don Alvarez Bello, Pazos y otros, fue- 
ren los mismos, desde el momento que no hay medio posible de 
hacerlo: todos los valores postales son idénticos, la misma for- 
ma de estampillas, el mismo valor, la misma tinta, carecen de 
numeración ú otro signo capaz de distinguirles. 

3° Que en tal emergencia y siendo corriente la circulación 
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de estos valores por particulares, pues ello no está prohibido 
por ley alguna, cualquiera que les tenga en su poder y las haya 
adquirido no puede por este solo hecho, hacérsele responsable de 
tenencia, cuando no se ha limitado ni la venta ni la cantidad 
que cada hombre puede tener en su poder. 

4° Que en cuanto á la criminalidad de los encausados, está 
probado de una manera irrefutable que Don Clemente Figue- 
roa no se encontraba en la noche del 4 de Noviembre de 1889 
en la oñcina de Correos de esta ciudad. 

S"" Que el robo practicado en la misma Oñcina lo ha sido 
forzando con instrumentos cortantes los muebles adonde se 
guardaban los valores postales y el dinero (véase foja 340). 

6^ Que ninguna presunción de culpabilidad existe contra 
los empleados de correo, Faramiñan, Boberts, Sharples y Ro- 
mero, presentes en el lugar del hecho durante la noche en que 
el robo se efectuó. 

Por estos fundamentos, sus concordantes y escritos de defen- 
sas de fojas 468, 489 y foja 520, que el Juzgado estima arre- 
glados á derecho, no obstante lo pedido y lo solicitado por el 
Procurador Fiscal, en su acusación de foja 482, no encontrando 
este Juzgado mérito bastante para continuar el proceso, re- 
suelve sobreseer definitivamente, de acuerdo con lo preceptua- 
do por el artículo 434 del Código de Procedimientos, respecto á 
los procesados Juan Cagnoni, Clemente Figueroa y Domingo 
Faramiñan, á quienes se pondrá inmediatamente en libertad, 
chancelándose las fianzas que se les ha acordado. Librándose 
orden igualmente á quien corresponda haciéndosele saber, que- 
dan suspendidas las órdenes de arresto impartidas contra An- 
tonio Delfíno, JuanEamon Gómez, Juan Andunate, José Pazos, 
JuanPoledo, Francisco Alvarez Bello^ Manuel Martínez, Am- 
brosio Boberts y Bamona Vázquez; chancelándose las fianzas 
que hubieren dado los procesados ante este Juzgado; y en cuan- 
to á los valores postales que existieren en la secretaría, corres- 
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pondiente á esta causa, remítanse á la Administración de Co- 
rreos, y ejecutoriada que sea la presente sentencia archívese la 
causa . 

Notifíquese con el origina). Regístrese en el libro do senten- 
cias. 

Mariano S, deAurrecoechea. 



VISTA DEL SEF^OR PR0C13RAD0R GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 24 de 1893. 

Suprema Corte: 

En este grave proceso se han agotado todos los medios de com- 
probación, sin alcanzar á establecer jurídicamente la responsa- 
bilidad criminal de los procesados, por el hurto de estampillas 
postales perpetrado en las Oficinas de Administración de La 
Plata, en la noche del 4 de Noviembre de 1889. 

Inútil 7 por demás enojoso sería relacionar aquilas declara- 
ciones del voluiuinoso sumario, cuyo mérito ha resultado ne- 
gativo. Basta referirme al prolijo análisis que el Procurador 
Fiscal ha consignado en su vista de foja 452, para concluir que 
el sobreseimiento decretado en la sentencia de foja 554 es 
arreglado á las constancias de autos. 

La apelación deducida por el Procurador Fiscal á foja 140 
vuelta se refiere á los procesados Figueroa y Faramiñan y al 
sobreseimiento definitivo en cuanto á los otros procesados. 

Respecto de aquello no encuentro sostenible el recurso inter- 
puesto. 

El señor Procurador Fiscal deduce la culpabilidad del prime- 
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TOy de que siendo Jefe de la Oficina estaba más que otro obliga- 
do á vigilarla, de qae el día del hurto, sólo permaneció media 
hora en su despacho, de que la misma noche durmió fuera del 
domicilio que tiene en la casa de Correos, de que no guardase 
los valores en timbres en la caja de fierro suministrada por la 
Administración, de que encargase la vigilancia de las Oficinas á 
un menor de 14 años, etc. 

La culpabilidad atribuida al segundo se deriva á foja 460 de 
la indolencia manifestada al saber el robo, no tomando dispo- 
sición alguna desde el momento de conocerlo, no obstante 
el cargo de oficial 1^ en la Oficina de Telégrafos y de haberse 
encontrado de servicio en la noche del suceso. 

Tales hechos despiertan presunciones contra los demanda- 
dos. 

Pero tales presunciones no revisten, ámi juicio, los caracteres 
de la prueba plena, por no reunir todas las condiciones requeri- 
das al efecto en el artículo 358 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal. 

Son equívocas ya que pueden conducir al raciocinio á conclu- 
sienes diversas; son indirectas de modo que no conducen lógi- 
ca y naturalmente al hecho de que se trata; no son concordan- 
tes, de tal modo que tengan íntima conexión entre sí y se 
relacionen sin esfuerzo desde el punto de partida hasta el fin 
buscado. 

Careciendo de estos requisitos expresamente consignados en 
los incisos S'', 4"* y 5*^ del artículo del Código de Procedimien- 
tos citado, no pueden racionalmente fundar una opinión, sobre 
la existencia de los hechos de criminalidad determinados según 
la expresión del artículo 357 del mismo. 

Pero si estas presunciones no llegan á revestir carácter pro- 
batorio para establecer responsabilidades por el hecho criminal 
imputado, no autorizan un sobreseimiento definitivo. 

Este sólo procede, según el artículo 434 del Código de Proce- 
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dimíentos, cuando no resalta la existencia del delito mismo, ó 
cuando aparecieren de un modo indudable, exentos de responsa- 
bilidad criminal, los procesados. 

Ante los hechos del proceso^ la existencia del delito es incon- 
testable y la irresponsabilidad de los procesados aparece de un 
modo indudable. 

El sobreseimiento provisional que el artículo 435 prescribe 
para cuando no aparecen indicaciones ó indicios bastantes pa- 
ra determinar á los autores ó cómplices, es entonces de rigurosa 
aplicación. Pido por ello áV. E. se sirva revocar en estaparte 
la sentencia recurrida, declarando el sobreseimiento provisional, 
sin perjuicio de las responsabilidades civiles que pudieran 
afectar al Jefe de la Oficina por los hechos y omisiones impu- 
tadas en la vista del Procurador Fiscal. 

En cuanto á 1ü apelación interpuesta contra la regulación 
contenida en el auto de foja 520 vuelta, me parece proce- 
dente . 

Se refiere al informe de foja 358, que no ha requerido ni 
pericia ni procedimientos científicos ó industriales de grande 
extensión. 

La ley 26 de Agosto de 1863, que se refiere al arancel para el 
pago de derechos procesales en los Juzgados federales, prescri- 
be en su artículo 5^ que los maestros mayores y demás peritos, 
cobrarán á razón de 4 pesos porcada día de trabajo. 

Aun haciendo todas las reñexiones que surgen de la diferen- 
cia de tiempo y valor monetario siempre resultaría excesiva la 
regulación de ^50 pesos, para una operación sencillísima, que 
ha debido verificarse en cortísimo tiempo. 

Por ello pido á V. E. se sirva modificar la regulaci)n ape- 
lada, según los dictados de su ilustrado criterio. 



Sabiniano Kier, 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, \Iayo 22 de 1894. 

Vistos y consideraado : Que de las constancias de los autos 
resulta la irresponsabilidad criminal de los procesados Juan 
Cagnoni, Clemente Figueroa y Domingo Faramiñan, correspon- 
diendo, en consecuencia, el sobreseimiento definitivo en relación 
Á ellos, con arreglo á lo dispuesto en el inciso tercero del artí- 
culo cuatrocientos treinta y cuatro del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal. 

Que no sucede otro tanto respecto á la causa, porque está ave- 
riguado la perpetración del delito que lia motivado su forma- 
ción. 

Por esto, oído el señor Procurador General, se confirma la 
sentencia apelada de foja quinientos treinta y cuatro en cuanto 
manda el sobreseimiento definitivo en lo relativo á los citados 
procesados Cagnoni, Figueroa y Faramiñan y ordena la chance- 
lación de las fianzas prestadas por ellos, sin perjuicio de la pro- 
secución de la causa contra quienes hubiere lugar y de las res- 
ponsabilidades civiles en que puedan haber incurrido los 
procesados. 

Y considerando en cuanto á la apelación deducida de la re- 
gulación de honorarios del perito Gustavo Marin: que ella es 
excesiva relacionada con la naturaleza é importancia de los tra- 
bajos que constan en autos, refórmase el auto de foja quinien- 
tos veinte vuelta, fijándose esos honorarios en la suma de seten- 
ta y cinco pesos moneda nacional. Devuélvanse. 

benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA.— OCTAVIO BUNGE.— JUAN 
E. TORRENT. 
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xcv 



Félix y Plácido Aguinaga contra el Ferrocarril Gran Oeste 
Argentino; sobre entrega de mercaderías, nulidad y costas 



Sumario. — 1^ Las actuaciones consentidas y que no tienen 
importancia para la deñnitiva, no pueden fundar el recurso de 
nulidad. 

2"^ El valor de los efectos que el acarreador está obligado á 
abonar, debe fijarse por peritos. 

S"" La plus petitio del actor exonera al demandado del car- 
go de las costas . 



Caso, — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 



Mendoza, Febrero 22 de 1893. 

Vistos : Don Ciríaco Bravo, con poder de los señores Félix y 
Plácido Aguinaga, deduce demanda contra el Administrador del 
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Ferrocarril Gran Oeste Argentino, por entrega de cien cajones 
fierro galvanizado, exponiendo: 

Que en 1^ de Octubre del año 1889 el Ferrocarril Andino re- 
cibió en la estación Villa María la mercadería indicada, con 
peso de 26.500 kilos, para ser entregada en esta ciudad á sus 
representados, habiendo entrado á esta línea el wagón que con- 
ducía esta carga, en los primeros días del mes de Octubre expre- 
sado y llegado inmediatamente á la Estación de esta ciudad; 
pero que en lugar de descargarse aquella para entregarse á sus 
representados, fué transportada nuevamente á la estación del 
Ferrocarril Trasandino, en la que había permanecido algún 
tiempo; 

Que sus representados tenían vendido el fierro á razón de 30 
pesos moneda nacional por cada 100 kilos y habían exigido con 
insistencia de la citada Empresa, pero sin resultado alguno, la 
entrega de la carga para transmitirla al comprador; 

Que últimamente, y cuando sus mandantes habían satisfecho 
la totalidad del flete, se les ha ofrecido entregar en lugar de los 
cajones transportados, una parte de las planchas de fierro que 
los contenían y que existía en )a Estación sin haberse separado 
siquiera las de cada dimensión; 

Que habiéndose negado la Empresa á efectuar la entrega de 
los cajones con fierro y satisfacer su valor, deduce esta demanda 
por el pago de la cuenta adjunta, valor de 7402 pesos con 35 cen- 
tavos, ó el que se designe, de conformidad á los artículos 171 y 
172 del Código de Comercio, en el caso de no aceptarse dicha 
cuenta, con indemnización de pérdidas é intereses. 

La Empresa demandada contesta la demanda por intermedio 
de Don Teodoro Jaumin, exponiendo por su parte : Que la Em- 
presa no había esperado que los señores Aguinaga formulasen 
su demanda, por cuanto las planchas de fierro á que ésta se re- 
fiere se encontraban en la estación, donde éste las vio, haciendo 

i 

sólo algunas observaciones respecto de su estado, sin manifes- 
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tar, empero, resistencia alguna á recibirlas, máxime cuando se 
le prometió que se le satisfaría por completo el valor de las que 
faltaran por culpa de la Empresa; 

Que era verdad que las planchas no estaban encajonadas; pe- 
ro que ello no tenía importancia alguna desde que los cajones 
que contienen efectos de esta clase se deshacen 'siempre en la 
misma estación para facilitar su transporte á los almacenes de 
esta ciudad, observando además que en todo caso esas pequeñas 
diferencias han podido arreglarse directamente con la Empre- 
sa y así lo prometió ésta. Termina pidiendo el rechazo de la de- 
manda, condenándose á los actores á recibir dichos efectos y á 
pagar los perjuicios que por su demora causen á la Empresa. 

Con los antecedentes relacionados, se recibió la causa a prue- 
ba designándose para el efecto los puntos siguientes: 

I"" Sobre si la Empresa demandada ofreciera oportunamente 
á los demandantes la entrega de ks planchas de fierro, objeto 
de la demanda, en las mismas condiciones en oue fueron recibi» 
das para su transporte; 

2o Sí por parte de la misma se ha ofrecido también el pago 
de las planchas que se dicen faltaban, con las indemnizaciones 
correspondientes. 

Y considerando : I"* Que por el conocimiento corriente á foja 
3 como por la confesión del representante de la Empresa de- 
mandada en su contestación á la demanda, resultan acreditados 
los hechos alegados en ésta, en relación al número de cajones 
de fierro objeto de la misma y su peso. 

2^ Que se ha comprobado igualmente con la prueba testimo- 
nial rendida á foja. .. y foja.. . que la enunciada carga fué tras- 
ladada, después de su arribo á esta estación, á la del Ferroca- 
rril Trasandino, en donde fueron abiertos los cajones que la 
contenían, ocupándose una parte de las planchas de fierro. 

3"" Que consta también que los señores Aguinaga reclamaron 
de la Empresa demandada, en Enero del siguiente año^ la en- 
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trega de su carga, maaifestándoseles por el administrador que 
recibieran las planchas de fierro en el estado en que se encontra- 
ban, porque la Empresa no tenía más responsabilidad (decla- 
ración de Faustino Maradona á foja 34), quedando así acredita- 
dos los hechos alegados en la demanda. 

4^ Que se ha acreditado, finalmente, por la manifestación de 
las partes, hecha en el comparendo de foja. . . , que los deman- 
dantes sólo recibieron parte del fierro, materia de su reclamo, 
quedando otra parte en poder de la Empresa, que no fué recibida 
por hallarse en mal estado. 

5*^ Que por parte de la Empresa no se ha justificado, ni aún 
intentado acreditar en forma alguna, que ofrecieron oportu- 
namente á los demandantes la entrega de su carga en las con- 
diciones que fué racibida para su transporte, ni menos el pago 
de la parte que se encontraba deteriorada, con las indemniza- 
ciones correspondientes, según procedía, atentos los términos 

m 

del auto de prueba. 

6® Que el artículo 163 del Código de Comercio vigente á la 
época del contrato de transporte, concordante con el 162 del 
actual, impone al porteador la obligación de efectuar la entre- 
ga de los efectos cargados en el tiempo y lugar del convenio, 
bajo la pena de responder á las partes por las pérdidas ó daños 
que les resultaren por malversación ú omisión suya ó de sus 
factores, dependientes ú otros agentes cualesquiera. 

1^ Que en consecuencia, y ante la disposición legal citada, 
resulta evidente la responsabilidad de la Empresa por los per- 
juicios causados álos demandantes por la falta ó merma en las 
mercaderías objeto de la demanda. 

Por tanto y omitiendo otras consideraciones, fallo definitiva- 
mente declarando: que la Empresa del Ferrocarril Oran Oeste 
Argentino, debe abonar á los señores Félix y Plácido Aguinaga 
el valor de las planchas de fierro no entregadas, con más el de 
los intereses y perjuicios causados á los mismos, que será fijado 
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por peritos, en los términos prescritos por el artículo 162 del 
Código citado, con costas. 
Hágase saber original y repóngase el papel. 

Juan del Campillo. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 26 de 1894. 

Vistos : Considerando en cuanto al recurso de nulidad: que 
las actuaciones observadas y en que se basa dicho recurso, han 
sido consentidas por la parte y carecen de importancia para la 
definitiva. 

Y considerando en cuanto al de apelación: que la Empresa 
reconoce la obligación en que se halla de pagar á los demai^dan- 
tes, el valor de las planchas de fierro transportadas^ cuya entre- 
ga no ha hecho toddvía, y que en parte han desaparecido y en 
parte están deterioradas, no habiendo por tanto contención al 
respecto. 

Que según las constancias de autos, antes de la iniciación 
del juicio, la Empresa ofreció entregar las planchas de fierro 
existentes; y deber era del cargador recibirlas con arreglo á lo 
dispuesto en el artículo ciento setenta y tres del Código de Co- 
mercio vigente en la época del contrato. 

Que en consecuencia^ los actores al intentar la demanda por 
Id totalidad del cargamento han incuirido en plus peíitio lo que 
hace que no proceda la condenación en costas. 

Por esto, no haciéndose lugar al recurso de nulidad, y por 
sus fundamentos concordantes, se confirma la sentencia apelada 



DE JUSTICIA NACIONAL 63 

de foja cinoaenta^ en caanto manda pagar el valor de las plan- 
chas no entregadas con más sus intereses á estilo de Banco, de- 
clarándose qne dicho valor debe fijarse por peritos en los tér- 
minos prescritos por el artículo ciento ochenta y uno del 
citado Código de Comercio, y se revoca en lo demás que contie- 
ne. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



benjamín paz. — ABEL BA- 
ZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
—JUAN B. TORRENT. 



XCVI 



Otard Dupuy y C", contra J. Ardanzay C*, por falsificación de 
marca de fábrica; sobre excepción dilatoria de oscuro libelo 
y arraigo del juicio. 



Sumario, — En las causas criminales no procede la excepción 
dilatoria de arraigo del juicio, y no es admisible la de oscuro 
libelo, estando expresados suficientemente en la demanda, los 
hechos que la fundan y la petición deducida. 
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Caso, — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 



Bueoos Aires, Abril 21 de 1894. 

Y vistos estos autos, para resolver sobre las excepciones 
opuestas por los demandados, como de previo y especial pronun- 
ciamiento. 

Y considerando: Que atenta la acción entablada por los de- 
mandantes, el presente juicio está regido por las disposiciones 
del Código de Procedimientos en materia penal. 

Que la excepción de oscuro libelo, no está incluida entre las 
enumeradas en el articulo 443 del premenciouado Código, úni- 
cas que pueden proponerse como artículo previo, y aunque así 
no fuese, sería igualmente improcedente, por cuanto la demanda 
no adolece del defecto que se le atribuye, estando indicados con 
suficiente claridad la acción deducida y los hechos en que se 
funda. 

Que en cuanto al arraigo del juicio, opuesto también por los 
demandados, esa excepción tampoco se encuentra autorizada 
por el artículo 443 del Código de Procedimientos, y es por tan- 
to inadmisible en esta clase de juicios, como lo ha establecido 
repetidamente este Juzgado, en resoluciones confirmadas por la 
Corte Suprema. 

Por esto, se resuelve no hacer lugar á las dichas excepciones, 
con costas. Notifíquese con el original y repóngase el papel. 

J. r. Lalanne. 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 29 de 1894. 

Vistos: Estando expresados sufícientemente en la demanda 
los hechos que la fundas, así oomo lo que se pide por el deman- 
dante, y no procediendo la excepción de arraigo en juicios de 
esta clase, con arreglo á derecho y resoluciones anteriores de 
esta Suprema Corte: se confirma, con costas, el auto apelado 
corriente á foja treinta y cuatro; y devuélvanse, reponiéndose 
el papel. 



benjamín paz.— ABEL BAZAN.— 
OCTAVIO BI3NGE.— JUAN E. 
TORRENT. 



T. VI 
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CAVüA XCYII 



üon Pastor Sastre, contra Don Arístides Berard; sobre 

restitución de una finca. 



Sumario. — El socio que ha aportado una cosa en uso y goce, 
tiene derecho para exigir su restitución, una vez disuelta la 
sociedad, máxime cuando no se prueba que sea deudor de su- 
ma alguna por razón de la cosa demandada. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 



Córdoba, Noviembre 22 de 1893. 

Y vistos: Los seguidos entre Don Pastor Sastre y Don Arís- 
tides Berard, por entrega de un inmueble, de los que re- 
sulta: 

1"^ Que el señor Sastre demanda al señor Berard, para que el 
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entregue un inmueble de su propiedad, una chacra en el lugar 
denominado c Monte de Toro»^ en el departamento Union, cuyo 
terreno dice le fué dado á Berard, para que lo trabajara á par- 
tir de utilidades y por el término de ocho años. 

Dice que Berard no ha cumplido las obligaciones que el con- 
trato le imponía, y sobre todo que se rehusó deyolverle el in- 
mueble. 

Que habiendo terminado la sociedad por la expiración del pla- 
zo, pide se le devuelTa el inmueble que es de su propiedad^ con 
costas. 

2^ Berard contesta que no st) trata de una sociedad, sino de 
un contrato de locación en que él paga el precio con su trabajo 
personal, y con las utilidades que el terreno le dé, que el señor 
Sastre no ha cumplido con las prestaciones á que se obligó en el 
contrato, las que ha tenido que llenarlas de su propio peculio 
trayéndosele un gasto de más de 6000 pesos. 

Que no le ha dado los animales, ni las máquinas, ni las semi- 
llas, sino en una pequeña parte á que se refieren los artículos 
1* y 3** del contrato. 

Que además le ha causado perjuicios personales y que los es- 
tima en 5000 pesos, como ser una prisión arbitraria, etc. 

Que siendo locatario tiene derecho de retener el inmueble 
hasta que se le paguen las sumas indicadas. Y por último, que 
se trata de un contrato bilateral y que no puede Sastre pedir 
su cumplimiento sin haberlo él cumplido ú ofrecer cumplirlo. 
Pide costas. 

3® Recíbese la causa á prueba, sin producir las partes ningu- 
na. La de Berard, pide posiciones para Sastre que no apare- 
cen absueltas . 

4"^ De foja. .. á foja. . . alegan las partes de bien probado, 
reproduciendo sus argumentos de la demanda y contestación. 

Considerando: I'' Que el contrato celebrado entre los señores 
Sastre y Berard, y que motiva este juicio es de sociedad, en la 
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coal Sastre aporta el USO de nn inmueble, animales, semillas, 
etc., es decir, capital^ y el otroBerard, su industria con el fin de 
trabajar y partirse de las utilidades que el negocio produzca, y 
no es de locación por no aparecer precio en dinero, ni aún pre- 
cio fijo (artículos 1651 yl654, inciso 5**, Código Civil). 

2** Que el referido contrato ha terminado, por haber expirado 
el plazo porque fué hecho, como se comprueba por el contrato 
aceptado por ambas partes ( artículo 7^). 

3" Que según se vé en el contrato (artículo 10), el inmueble 
que Sastre daba á Berard para explotar, no entra á ser bien co- 
mún social sino que continúa en el dominio particular de Sastre y 
que habiendo terminado la sociedad, debe devolvérsale (artículo 
1703, Código Civil, y su comentario del Doctor Llerena), Resul- 
tando de ello y de todo este juicio, que Berard reconoce que 
el inmueble en cuestión es de propiedad de Sastre. 

4° Que por consiguiente, es inaceptable la pretensión de Be- 
rard, de que dicho inmueble no puede pedirse hasta que no se 
liquidóla sociedad, porque esta circunstancia sólo jsería aplica- 
ble si el inmueble hubiera pasado á ser bien social, pero no á 
éste que nunca pasó á ser bien común. ( Comentario de Llorona 
citado, argumento del artículo 442, inciso 2°, Código de Co- 
m ercio) . 

&^ Que tampoco puede oponerse el derecho de detención in- 
vocado por Berard, hasta que se le pague lo que dice debérsele 
por razón de la sociedad, porque aún suponiendo que la ley le 
hubiera dado tal derecho, él estaría subordinado á la prueba de 
que es acreedor de Sastre y no ha probado tal circunstancia y si 
bien aparece que Sastre no ha comparecido á absolver posicio- 
nes, tampoco Berard ha pedido se le tenga por confeso, ni ha 
pretendido presentar otra prueba de su calidad de acreedor. 

6^" Que Sastre no pretende el cumplimiento de prestaciones 
por parte de Berard motivado por un contrato bilateral como 
lo quiere éste, sino la devolución de un inmueble de su propie* 
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dad, de donde resalta inaplicable al caso sub-judice el artículo 
1201 del Código Civil. 

En su mérito, definitivamente juzgando, fallo : ordenando á 
Don Arístides Berard entregue á Don Pastor Sastre el inmue- 
bleubicado en el «Monte de Toro», que fuémotivodel contrato de 
sociedad realizado entre ambos en 27 de Abril de 1887; cuya 
entrega deberá verificarla dentro del término de quince días, 
sin perjuicio de las acciones que tenga contra el señor Sastre^ 
por razón de este contrato j sin especial condenación. 

Hágase saber con el original, previa reposición de sellos y 
transcripciones de la presente en el libro de resoluciones delJuz- 
gado. 

C. Moyaho Gaciíúa. 



Fallo de la Suprema Curte 



Buenos Aires, Mayo 29 de 1894. 

Vistos 7 considerando: Que como lo establece la sentencia 
apelada, de acuerdo con ei mérito del documento de foja cuatro, 
y lo reconoce el apelante en la expresión de agravios, el contra- 
to que sirve de base al presente juicio es el de sociedad. 

Que vencido el término del citado contrato por la expiración 
délos cinco años fijados para su duración (artículo séptimo ), 
el socio capitalista demanda la devolución del inmueble intro- 
ducido solamente en uso y goce, y cuya propiedad por tanto 
conservó . 

Que conforme al artículo mil setecientos seis del Código Ci- 
vil, la disolución de la sociedad, operada en el caso por el ven- 
oimiento del término estipulado para su duración, da derecho al 
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socio que ha aportado bienes en uso y goce para exigir la resti- 
tución de los mismos. 

Que el demandado no ha acreditado que el actor le sea deu- 
dor de suma alguna, por razón de la cosa demandada, lo que 
hace que sea incontestable la inexistencia del derecho de reten- 
ción que invoca. 

Por estos fundamentos, y concordantes de la sentencia apela- 
da de foja treinta y cinco yuelta, se confirma ésta con costas, 
no haciéndose lugar al recurso de nulidad, por no resultar de las 
constancias de autos, ni haberse manifestado en qué consiste. 

Repuestos los sellos, devuélvanse . 



BENJAMÍN PAZ. —OCTAVIO BDN 
GE.— JUAN E. TORRENT. 



CAUISA XCYIII 



Don Pedro Aníoniniy Trussiy contra Don Enrique Berduc, Pre- 
sidente de la Municipalidad del Paraná; sobre despojo. 



Sumario, — La apertura de calles sin consentimiento, ni 
previa indemnización al poseedor del terreno en que se ha ve- 
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rifícado, importa an despojo, y obliga al despojante á restituir 
la posesión, j á satisfacer las pérdidas é intereses. 



Caso. — Lo indica el 



Pallo del Jueas Federal 



Paraná, Enero 8 de 1892. 

Y vistos: En el interdicto de despojo promovido por Don Pe- 
dro Antonini y Trassi, contra Don Enrique Berduc. 

Resulta: Que á foja 2, con fecha 22 de Febrero de 1890, Don 
JoséYilardell, invocándola representación de Antonini, de- 
manda al expresado señor Berduc, Presidente de la Municipali- 
dad de esta Capital, por despojo, fundándose para ello en que al 
abrirse la calle Bosario-Tala de Este á Oeste, por orden de la 
Municipalidad, y antes de llegar el trabajo á la calle San Luis 
( vieja), pues este mismo nombre se ha dado á otra calle de 
más al Este, el encargado de la obra, Don Francisco Mersora- 
no, procuró varias veces obtener de Antonini autorización para 
proseguir el trabajo dentro del terreno poseido por éste, cuyo 
límite al Este es la calle San Luis, á lo que éste se negó si antes 
no se le indemnizaba; que el día 20 del mes de la demanda á las 
diez de la mañana, los trabajos de apertura déla calle Rosa- 
rio-Tala se hacían ya dentro del terreno poseído por Antonini, 
del que se había levantado el alambrado y principiado el des- 
monte del terreno. 

Que transportado al lugar de los trabajos, por orden de An- 
tonini, encontró al Comisario municipal señor Scatini y á otro 
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de Policía con dos soldados» á quienes pregante por qué orden 
se hacían esos trabajos, contestándole que por la del Presiden- 
te de la Municipalidad. 

Que poseyendo Antonini el terreno á título de dominio, ha- 
cen años, los hechos producidos por orden del demandado, sin 
previa indemnización y sin su consentimiento, constituían un 
despojo, por lo que demandaba al señor Berduc para que se 
le obligase á dcTolverlela posesión del terreno de que se le ha- 
bía prirado^ á satisfacerle los daños y perjuicios causados por 
los actos producidos y las costas del juicio. 

En 11 de Mayo del mismo año, se presenta directamente Don 
Pedro Antonini y Trussi, diciendo: que el señor Don Enrique 
Berduc, Presidente de la Municipalidad, por medio de Don 
Francisco Messorano, había hecho abrir las calles Rioja, Jujuy, 
La Paz y Colon; la de Rioja en la porción comprendida entre 
la Rosario-Tala y el límite del terreno del Doctor Leónidas 
Echagúe; la de Jujuy, en la porción que empieza treinta y cua- 
tro metros antes de su intersección con la de La Paz, hasta 
donde corta la calle vieja de San Luis; la de La Paz, desde su 
intersección con la San Luis hasta el zanjón del Este, y la Co- 
Ion, desde la San Luis vieja hasta el mismo zanjón. 

Que dichas calles se habían abierto violentamente y contra 
su voluntad, destruyéndole cercos y sementeras y haciendo des- 
montes en varios parajes, lo que constituía un despojo, por el 
que demanda al señor Berduc para que le restituya la posesión 
del terreno de que ha sido despojado, le satisfaga los daños 
y perjuicios, y las costas que se causen. 

El demandado formuló excepción de incompetencia de juris- 
dicción y resuelto negativamente el artículo por la Suprema 
Corte, y devueltos los autos, comparecieron las partes ajuicio 
verbal, solicitando ambas de común acuerdo la suspensión 
del juicio para procurar un arreglo directo (foja 57). 

Solicitada la continuación del juicio y citados nuevamente á 
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audiencia verbal, el señor Berdncdijo: que la persona deman- 
dada j emplazada era la oorporamn municipal, en la persona 
de su Presidente, mas por la aclaración hecha por el actor resul- 
taba que la demanda se dirigía contra él en su carácter privado, 
por lo que consideraba vicioso el procedimiento si no se le hacía 
la citación en tal carácter y no como Presidente de la Munici- 
palidad, foja 62. 

Hecha la citación en forma, y después de resolverse los inci- 
dentes relativos á copias y personería de Vilardell, .apoderado 
del actor, comparecieron ajuicio, siendo invitado á concurrirá 
la audiencia el nuevo Presidente de la Municipalidad, señor En- 
rique Berduc. Este, una vez impuesto del objeto del pleito^ 
dijo : que siempre había reconocido á Antonini el derecho de 
ser indemnizado de la tierra tomada de su propiedad para calle, 
y de las sementeras y cercos destruid os^ con arreglo á las orde- 
nanzas vigentes. Oido lo cual, e) demandante y demandado 
resolvieron suspender todo procedimiento, hasta tanto el pri- 
mero hacía justicia ante la Municipalidad. 

Beabierta la discusión y presentes actor y demandado, el 
primero reprodujo sus demandas contra el señor Berduc, foja 
73, ampliándola con la referencia que se hacía en el capítulo 
de la memoria presentada por el demandado como Presidente 
de la Municipalidad correspondiente á 1890, que se refiere á 
apertura de calles. 

El señor Berduc contestó; que reconocía los hechos expues- 
tos como fundamentos de las demandas de Antonini, esto es, 
que como Presidente de la Municipalidad y en cumplimiento de 
la ordenanza sobre la materia, había mandado abrir las calles 
á que él se refiere; que esas calles se abrieron en terrenos que 
aunque Antonini pretende ser de su propiedad, no lo son, sino 
de propiedad municipal, porque como lo demuestra su propio tí- 
tulo, Antonini ni compró á su causante los derechos que éste 
tenía como poseedor sin título y los poseedores en las condicio- 



74 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

nes de Antonini, no tienen ningún derecho á la propiedad, se- 
gún las leyes municipales que los rigen, razón por la cual el 
Concejo Deliberante en una resolución reciente ha negado á An- 
toniniel derecho de ser indemnizado; que él no conocíalos de- 
rechos que Antonini tuviese en los terrenos poseídos por él, 
cuando escribió la Memoria municipal, ni cuándo asistió á las 
audiencias anteriores, de manera que las opiniones por él ver- 
tidas en esas ocasiones, son equívocas, pomo conocer el título 
de Antonini. 

Que finalmente, negaba el despojo y el derecho de Antonini 
á ser indemnizado: primero, porque él poseía por y para la Muni- 
cipalidad, como Poder Público, y segundo, porque Antonini no 
era dueño del terreno, como lo demostraba con el título mismo 
que pedía se trajese de la Municipalidad ad effectum videndi. 

Recibida la prueba testimonial, ofrecida por Antonini, resul- 
ta de ella que Antonini hacen más de doce años que se encuen- 
traen posesión de los terrenos sobre que versa la demanda, y 
que en ellos se han abierto, por orden de los agentes de la Mu- 
nicipalidad, las calles Eioja, San Lnis, Bosario-Tala, Uruguay 
y Colon. 

Considerando: 1^ Que cuando la turbación en la posesión con- 
siste en obra nueva, que comience á hacerse en inmuebles del 
poseedor, ó su destrucción de las existentes, la acción posesoria 
debe ser juzgada como acción de despojo (artículo 2498, Códi- 
go Civil); y la acción de despojo se da aún á aquel cuya 
posesión sea viciosa, sin que esté obligado á exhibir el título de 
su posesión y se da contra el mismo propietario, si él fuese el 
despojante ( artículo 2490, Código citado ). 

S'' Que probados como están, por confesión del mismo deman- 
dado, los hechos consignados por el actor como fundamento de 
su demanda, esto es, que se abrieron los alambrados del terre- 
no, en cuya posesión se encontraba éste, se hicieron desmontes 
y se abrieron en dicho tetreno las calles Rosario-Tala, La Faz, 
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Colon, etc., trabajos qae constituyen una obra nueva, con la 
que se ha perturbado la posesionde Antonini, la acción instau- 
rada por éste, debe ser juzgada como despojo, segnn la doctri- 
na que establece el artículo 2498 transcrito. 

S^' Que por lo tanto, aunque Antoníni no fuese propietario 
del terreno, en cuya posesión fué turbado por esas obras,)' aun- 
que la misma Municipalidad fuese la verdadera propietaria, y 
por su orden se hubiesen abierto las calles, la acción de despojo 
procedería contra el Presidente de dicha corporación ó contra 
cualquiera otro que hubiese cumplido ó hecho cumplir la orden, 
según lo resuelto por el artículo 2190. 

Por estas consideraciones y habiendo probado Antonini lo$ 
extremos que dan fundamento á la acción de despojo, según el 
artículo 2494 del Código Civil, y no constando que haya sido 
previamente indemnizado del terreno expropiado para calles^ 
elJuzgado, en conformidad á lo que prescribe el artículo últi- 
mamente citado del Código Civil, resuelve que Don Enrique 
Berduc está obligado á devolver á Antonini la parte del terreno 
de cuya posesión fué privado y á satisfacer las pérdidas é inte- 
reses, con costas. 

.»/. de T. Pinto. 



Fallo de la i^uprema Corte 



Buenos Aires. Mayo 31 de 1894. 



Vistos y considerando: Que está plenamente averiguado que 
el actor ha estado en posesión por más de un año, á título de 
dueño^ de los terrenos á que se refiere el presente juicio. 
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Que cualquiera quesea la naturaleza de la posesión, nadie 
puede turbarla arbitrariamente (artículo dos mil cuatrocientos 
sesenta 7 nueve del Código Civil ), debiendo quien se considere 
con derecho á ella demandarla por las vías legales, en caso de 
oposición ( artículo dos mil cuatrocientos sesenta y ocho del ci- 
tado Código ). 

Por estos y sus fundamentos concordantes: se confirma con 
costasla sentencia apelada de foja ochenta y ocho ; y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN.-— 
OCTAVIO BÜNGE. — JGAN B. TO- 
RRENT. 



CAUSA XCIX 



Contra don Jaime Vidal y don A, Kammerath; sobre comiso 



Sumario. — Debe revocarse la resolución de aduana, funda- 
da sobre un hecho que resulta incierto. 



Caso. — Lo indica la siguiente 
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RESOLUCIÓN DE ADUANA 



Rosario. Judío 15 de 1893. 

Resultando del análisis químico mandado practicar por los 
Doctores F. Foiggari y N. Bracb en los 25 cascos del permiso 
de despacho número 3915, en que se declaró azúcar quemado, 
aforado á ^0.20 el kilo, partida número 366 de la tarifa de 
Avalúos para el corriente año, j como tal se despachó por el 
Vista de drogas Don Manuel M. Hermida; que veinte casos 
de estoSy según los docnmontos del análisis que corren agrega- 
dos á este expediente, contienen colorante para vinos, partida 
número 1187 de la tarifa, con el aforo de ^ 1 .50 el kilo inclusi- 
ve el envase, confirmándose de esta manera la denuncia y apre- 
hensión ordenada por el señor Administrador de esta Aduana, 
Don José de Caminos, de los expresados cascos, en el momento 
de ser entregados á los interesados. 

Que no solamente está comprobada la falsa manifestación 
prevista y penada por el artículo 1025 de las Ordenanzas de 
Aduana, con el propósito de producir menor renta, de la que le- 
gítimamente correspondía, sino también la de introducir un co- 
lorante con base de anilina, ingrediente ó sustancia expresa- 
mente prohibidas por las disposiciones municipales, por ser 
nocivas á la alimentación y alas bebidas ,nopudiendo porcon- 
siguiente^ introducirse al consumo en la forma de esta partida, 
que no deja duda alguna de su destino ó empleo; y no sola- 
mente constituye un fraude á la renta, sino una grave respon- 
sabilidad que por las leyes comunes contrae el que causa un daño 
contra derecho . 
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Resultando como causa agravante, para el introductor 6 
consignatario señor Jaime Vidal, el hecho de constatarse por 
los tres despachos á plaza números 2082, 1494 7 495 que la 
partida total del azúcar quemada y colorante de que se trata, 
era de cien cascos con la misma marca j numeración del 1 al 100, 
introducidos de á 25 cascos en diferentes fechas, una de cuyas 
partidas se desembarcó en San Nicolás, con el endoso del mismo 
señor Jaime Vidal, al despachante A. Kammerath, quien hizo 
el despacho con distinta firma de la que usa él mismo en los 
despachos de esta Aduana, cuyos cascos inmediatamente de en- 
tregados por la Aduana se llevaron á la estación del Ferrocarril 
para ser conducidos á esta ciudad, según lo demuestran los 
comprobantes, pruebas recogidas y declaración del mismo Kam- 
merath, lo que evidencia la perpetración de la introducción 
fraudulenta del mismo colorante para vinos, y, probablemente, 
en la misma forma llevada á cabo en los otros despachos efec- 
tuados ya directamente en esta Aduana, contando con la impu- 
nidad con que ya se sacaban los últimos 25 cascos déla partida 
de 100 de la misma procedencia, misma marca, el mismo consig- 
natario y el mismo despachante. 

Por los fundamentos expuestos y pruebas resultantes en el 
sumario instruido, por loque resulta responsable antelaAduana, 
como lo establece claramente el artículo 1027 de las Ordenan- 
zas, el consignatario Don Jaime Vidal, á quien venían dirigidos 
los conocimientos presentados por él mismo, y por consiguiente 
el dueño reconocido para la Aduana, 'quedándole su derecho á 
salvo para repetir ante la autoridad correspondiente, contra el 
que causó la pena; administrativamente juzgando y no encon- 
trando ninguna causa atenuante al hecho considerado como 
fraudulento por el artículo 1037, y por consiguiente para la 
aplicación de la pena no hace diferencia con el contrabando (art. 
1048], fallo, con arreglo al mencionado artículo 1025 délas Or- 
denanzas y á los efectos del artículo 1029 de las mismas, con- 
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denando á comiso los 20 cascos colorantes para vinos, pedidos 
por permiso número 3914, por la falsa manifestación de ese artí- 
culo, por otro de menos aforo, sin perjaicio de ser inutilizados 
si fuese necesario, y al pago de una multa igual al valor de la 
mercancía comisada, que abonará el consignatario señor Jaime 
Yidal, como único responsable para la Aduana, del fraude des- 
cubierto (art. 1028 de las Ordenanzas). 

En cuanto á los otros despachos de referencia y correspon- 
dientes á la misma partida de 100 cascos introducidos todos como 
azúcar quemado; y de la complicidad que de ello puede tener el 
Vista, con más ó menos fundamentos, según así queda demos- 
trado por la forma y resultado del último despacho descubierto 
que ha dado origen á éste sumario, no pudiendo por ello im- 
poner penas la Aduana, según el artículo 1034 de las Ordenan- 
zas, por haber salido la mercadería de su jurisdicción, pásense 
todos los antecedentes con la nota correspondiente al señor Juez 
Federa], para el juicio que corresponda, continuando suspen- 
dido el Vista de drogas Don Manuel M. Hermida, de sus fun- 
ciones en esta Aduana, hasta que la superioridad resuelva si 
conviene á la Administración que vuelva á ocupar su puesto, 
si no hubiera causa suficiente para su exoneración, lo que de- 
berá consultarse por separado. Y en cuanto al despachante A. 
Kammerath, continuará suspendido en sus relaciones con esta 
Aduana, con sujeción al superior decreto de fecha 23 de Octu- 
bre de 1885, hasta la resolución definitiva que recayese en este 
sumario, siempre que de ella no resultase pena alguna. Notifí- 
quese conforme al artículo 1059 de las Ordenanzas y repóngan- 
se los sellos. 

1). Candioti. 
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Fallo del Jíucs Federal 



Rosario, Diciembre 18 de 1898. 

Autos, vistos y considerando: i° Que los documentos co- 
rrientes á foja 78, aceptados por el señor Fiscal y su vista de 
foja83i ponen de manifiesto el hecho de que el artículo introdu- 
cido que ha dado origen á este proceso, corresponde á la partida 
número 366 de la tarifa de avalúos aduaneros, aforado á pesos 
0.20 el kilo, y no á la partida número 4187 de la misma tarifa 
que debe ser aforada á pesos í,50 el kilo, como lo estable* 
ce equivocadamente la resolución administrativa de foja 41 
vuelta* 

2*^ Que fallando asi por su base la resolución indicada, ella no 
puede subsistir legalmente en la apelación interpuesta aunque 
sí pone de manifiesto el celo laudable de esta administración de 
aduftna, en favor de la renta fiscal encomendada á su inspección 
y cuidado. 

S"" Que si bien es cierto que parte de esa mercadería contiene 
fuscina (anilina) y podría servir en algunos casos como colo- 
rante, según se indica en el informe pericial y muestras que 
corren de fojas 2 á 21, también lo es que como lo expresa el vista 
señor Batilana en su informe de foja 80, la agregación de ese 
ingrediente no aumenta el valor de la mercadería introducida, 
por cuanto la materia colorante que contiene, está en una pro- 
porción de 1 á V2**/o á lo sumo, y como el valor de ésta es de 
2 $ el kilo, se tiene que cada kilo de dicha azúcar quemada (el 
artículo introducido) contiene quince gramos de fuscina^ es 
decir, un valor pesos 0.03^ que no constituye sensible aumento. 

i° Que el informe pericial de foja ii no destruye la afir- 
don del señor vista Batilana^ pues si bien en aquel se mani- 
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fiesta qae el azúcar quemado introducida contiene la fuscina 
acusada, no se expresa en el mismo que la cantidad, de dicha 
materia sobrepase el cálculo y valor hecho designado por el 
vista Batilana, quedando asi subsistente lo aseverado por este 
último. 

Por estos fundamentos y concordantes de los escritos de foja... 
se revoca la sentencia administrativa corriente á foja 41. N^oti' 
fíquese con el original y repónganse los sellos. 

G. Escalera y Zuvirla. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 26 de 1894. 

Suprema Corte: 

Como lo expresa la resolución administrativa corriente á foja 
4% de los 25 cascos pedidos á despacho, bajo la clasificación de 
azúcar quemado, veinte resultaron conteniendo colorante para 
vinos. El azúcar quemado tiene según el número 366 de la ta- 
rifa de avalúos $0.20 por l^ilo, mientras el colorante para vino 
según el número 1187 de la misma tarifa, tiene el aforo de 
$1.50 por kilo. 

De esa diferencia de artículos, con distinto avalúo en la tari- 
fa, la aduana dedujo lógicamente la defraudación á que impuso 
la pena de comiso. 

Pero de los procedimientos administrativos seguidos ante la 
Administración General de Rentas y agregados á foja 78, viene 
á resultar, según iirforme del Vista señor Batilana, ratificado 
por el Jefe de Vistas señor Briznóla, á foja 80, y reproducido 
por el Administrador de Aduana/ á foja 81 ; que el colorante en 

T. TI 6 
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cuestión, sólo entra en una proporción mínima en las barricas 
clasificadas de azúcar quemado, y no es tampoco un colorante 
para Tinos. 

Así es que, según los informes expresados^ las barricas con 
colorante tienen casi el mismo valor que las simplemente de 
azúcar quemado, pues aquella materia estando en la proporción 
de 14 gramos por kilo de azúcar, sólo produce un aumento de 
$0.03 

Ante la mínima importancia de ese aumento, la Administra- 
ción ha deducido, que debiendo el azúcar con colorante avaluar* 
se según el número 366 de la tarifa, por el mismo valor de la 
simple, S 0.20 el kilo, no resulta demostrado ni el contrabando 
ni la defraudación de derechos fiscales. 

Fur ello, no participo de las opiniones de la vista del Procura- 
dor Fiscal, ni encuentro mérito Jegal para sostener el recurso 
por él instaurado contra la sentencia de foja 84, que encuentro 
arreglada á derecho. 

Sabiniano Kter. 



Fallo de lf% Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 2 de 1894. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Frocurador General y por sus fundamentos concordantes: se con- 
firma la sentencia apelada der foja ochenta y cuatro. Repuestos 
. los sellos, devuélvase. 

benjamín PAZ. — LUIS V. VÁ- 
RELA. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA € 



Don Rótnulo Sarmiento, defensor de pobres é incapaces^ en re- 
curso de retardada justicia contra el Juez letrado del terri- 
torio nacional de Rio Negro. 



Sumario. — Kesultando haber sido proveídas las solicitudes 
qae motivan el recurso de retardada justicia, deben devolverse 
los autos al Juzgado de su origen. 



Caso. — El defensor de pobres, incapaces y ausentes del Juz- 
gado letrado del Río Negro, interpuso con fecha 14 de Octubre 
de 1894, recurso de queja por retardada justicia contra el Juez 
del mismo territorio, en los autos sobre rendición de cuentas de 
fondos pertenecientes á los menores José Aguilera y Maria 
Queirolo. 

El Juez letrado, á quien se pidió informes, elevó los autos de 
la referencia. 
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Fallo de la i^uprema Corte 

Buenos Aires, Judío 5 de 1894. 

Vistos en él acuerdo : Resultando de las precedentes actua- 
ciones que están ya proveídas las solicitudes que motiraron el 
recurso de queja: devuélvanse al Juzgado de su origen. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA'.— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA €1 



Don Julián N. Mar íineZj contra la Empresa del Ferrocarril del 
Oeste de Buenos Aires, por regulación de ^onor arios; sobre 
apelación denegada. 



Sumario. — Con arreglo ala ley de 26 de Agosto de 1863, es 
inapelable el auto resolviendo sobre el importe de honorarios de 
abogado, aunque se trate de honorarios á cargo de la contraparte. 
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Caso. — Lo indica el siguiente 

Informe del Juez Federal 

La Plata, Noviembre 28 de 1893. 

Evacuando el informe que Y. E . se sirve pedir á este Juz- 
gado, en el recurso de hecho deducido por el Ferrocarril del 
Oeste, debo decir: Que por este Juzgado se sigue autos de ex- 
propiación entredon Julián N. Martínez contra dicho Ferro- 
carril, en el que habiendo el Dr. Narciso Sosa devengado hono- 
rarios^ pidió y obtuvo del Juzgado la regulación respectiva, 
nombrándose al efecto al Dr. Julio Sánchez Yiamonte para que 
practicara esa regulación. 

Notificado de ese decreto el recurrente, presentó un escrito 
diciendo textualmente : c Que no expresándose en la petición del 
Dr. Sosa de qué trabajos pide regulación ni á cargo de quién 
serán, viene á manifestar que el hecho de haber firmado la no- 
tificación no importa por su parte aceptar la obligación de pa- 
gar aquellos honorarios » ; de ese escrito se dio vista al Dr. Sosa, 
quien, con el apoderado del Ferrocarril, presentaron otro firma- 
do por ambos diciendo, que en ocasión del referido escrito vie- 
nen á manifestar al Juzgado que el Dr. Sosa no entendía cobrar 
como incluidos en sus honorarios las costas en que había sido 
condenado en primera Instancia á foja 180 de los autos princi- 
pales y de las cuales fué relevado por ese Supremo Tribunal co- 
nociendo en grado de apelación sobre nulidad del laudo del 
perito tercero. 

Este Juzgado en su vista, mandó ratificarse á las partes y que 
se pasasen los autos al regulador nombrado, para que tuviera 
presente esa exposición al hacerse la regulación, la que una 
vez practicada ascendió á la suma de veinticinco mil pesos mo- 
neda nacional, siendo su tenor como sigue : 
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Señor Juez: 

Teniendo presente lo dispuesto por el auto de foja 32?uelta, 
regulólos honorarios delDr. Sosa en la cantidad de veinticinco 
mil pesos moneda nacional. 

La Plata, Julio 15 de 1893. 

Julio Sánchez Viamonte. 

La cita del regulador es errónea, pues la foja es 259 vuelta. 

Esa regulación fué apelada por las dds partes. El Dr. Sosa, 
por considerarla baja en relación á la importancia de sus traba- 
jos y el monto del juicio; la parte del Ferrocarril porque no 
sólo la considera exagerada sino que se ha padecido algún error 
al practicarla, lo que demostraría en el juicio verbal. 

Llamados al comparendo de práctica, y realizado que fué, se 
le concedió la palabra á la parte del Ferrocarril^ quien dijo que 
probablemente el regulador había padecido un error al prac- 
ticar la regulación, pues el monto del asunto había quedado fi- 
jado definitivamenta en ciento ochenta mil pesos próximamen- 
te, y que eran cinco escritos que mencionó ^ en ese acto, y los 
cuales según él eran de trámite; que estando á tiempo de salvar 
el error, pidió se pasaran nuevamente los autos al regulador para 
que determinara cuáles eran los escritos que ha incluido en su 
regulación. 

El Dr. Sosa replicó qne el decreto de foja 25 vuelta á que se 
ha hecho referencia estaba consentido, y el regulador había 
obrado en consecuencia; que un solo escrito era el único exclui- 
do, pues todos los demás eran consecuencia de la expropiación» 
incluyendo en ellos el informe invoce, y dejaba al criterio del 
Juzgado tomara sólo en cuenta aquellos escritos y aquellos in- 
formes que fueron la consecuencia necesaria y forzosa de la 
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acción puesta contra el expropiante, y renunciaba todo reclamo 
sobre el particular, no obstante aceptar la validez en todas sus 
partes del escrito de foja 259 en que había sido tomado en cuen- 
ta por el regulador ; terminó pidiendo se alzara la regulación 
practicada, ya que la contraparte no había objetado su monto, 
quedando así cerrada la litis-contestacion. Así terminó el acto 
mandando el infrascripto pouer los autos al despacho, y dictó 
el fallo que en copia autorizada se acompaña, reduciendo la re- 
gulación á la suma de diez y ocho mil pesos moneda nacional. 

Esa resolución fué recurrida por la parte del Ferrocarril, por 
medio del escrito testimoniado y que acompaño bajo el número 
% di que fué contestado por el Dr. Sosa, por el que en copia ba- 
jo el número 3, también se adjunta. Así substanciados esos re- 
cursos, elJ uzgado falló no haciendo lugar á ellos, de acuerdo con 
el artículo 2 de la ley de aranceles de 26 de Agosto de 1863. Esta 
es la resolución que ha sido recurrida ante Y. E. 

Es todo cuanto puedo informar áV. E., á quien saludo con 
tod.i mi mayor consideración y respeto. 

Mariano 5. de Aurrecoechea, 






Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio 5 de 1894. 

Vistos en el acuerdo : Considerando que el segundo período 
del artículo tres de la ley d^' veintiséis de Agosto de mil ocho- 
cientos sesentay tres establece: que siempre que no medie ajus- 
te respecto de los honorarios de los abogados^ se tasarán por un 
regulador nombrado por el Juez, quien decidirá sin apelación 
sobre esa regulación, silos interesados no estuvieren conformes 
con ella. 
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Qne esta disposición se refiere tanto á las relaciones de de- 
recho entre los abogados y sus clientes, como á los demás casos 
en que sea necesario hacer regulación de honorarios de letra- 
do, por cuanto en la ley mencionada no se ha establecido otra 
forma para esa clase de regulaciones . 

Por estos fundamentos, se declara bien negado el recurso, y 
repuestos los sellos, remítanse estas actuaciones al Juez de la 
causa, para que sean agregadas á los autos respectivos. 

BENJAMÍN PAZ (cu disidencia ).— 

LUIS V. VÁRELA. — ABELBAZAN 

( en disidencia ). — octavio 

BUNGB. — JUAN E. TORRENT 



DISIDENCIA 



Vistos en el acuerdo y considerando: Qne el artículo segun- 
do, inciso segundo de la ley sobre arancel de veintiséis de Agos- 
to de mil ochocientos sesenta y tres^ rige solamente las relacio- 
ses del litigante con su abogado, declarando inapelable la regu- 
lación que el Juez hiciere de los honorarios del último, como se 
desprende de sus propios términos. 

Que el caso sub-judice no se halla por consiguiente compren- 
dido en la disposición excepcional de dicho artículo en cuanto á 
la apelabilidad del auto recurrido, puesto que no se trata de la 
estimación de los honorarios del abogado de la Empresa. 

Por ello, y trayendo gravamen irreparable el auto apelado, se 
declara mal denegado el recurso, y concediéndolo en relación, 
líbrese oficio al Juez de la causa para que remita el expediente 
con noticia de las partes. Repóngase el papel. 

benjamín PAZ.— ABEL BAZAN. 
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CAUSA CU 



El escribano de marina de Bahía Blanca; sobre sello de 

cuadernos para Begisíro. 



Sumario. — En el caso de escribanías distantes de la Capi- 
tal, para que no quede interrumpido el servicio del Registro, 
pueden los escribanos mandar con el cuaderno 1° para exami- 
nar, el cuaderno S"" para sellar, y sucesivamente con el 2® el 4^', etc. 



Caso. — Lo indica la siguiente 



PETICIÓN 

Bahía Blanca, Mayo 14 de 1894. 

Al señor Presidente de la SupremaCor te de Justicia de la Nación: 

Tengo el honor de dirigirme al señor Presidente y por su in- 
termedio á la Suprema Corte, encareciendo, atentas las razones 
que paso á exponer, adopte el temperamemto que concilio el ar- 
tículo 181 de la ley orgánica délos Tribunales, ámi aplicable 
como Escribano de Marina, con los intereses del público y los 
míos; pues dada la distancia á que me encuentro no puedo cum- 
plirlo fielmente. 
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Con efecto ; en dos meses que llevo abierta la Escribanía de 
Marina, he llenado nueve sellos y medio del cuaderno 1^. En el 
medio sello que falta para concluir el cuaderno no puedo exten- 
der ninguna escritura; tengo que pasar á otro y como por lo ge- 
neral cualquier punto que da margen á una escritura origina 
otra ú otras en seguida (como sucede con las protestas), bien 
puede suceder que al concluir la escritura en el cuaderno subsi- 
guiente, haya interesados en hacer otra ú otras relacionadas ó 
no con la anterior. 

En tales circunstancias, me encuentro en la disyuntiva de ex- 
ponerme á ser reprendido por ese alto Tribunal ó negarme á 
servir al público hasta que reciba de Buenos Aires el cuaderno 
concluido examinado y el nuevo sellado. 

Además, también puede ser frecuente el caso de una protesta 
que un Capitán de buque deba labrar en las 24 horas de su arri- 
bo. Sin perjuicio de la más acertada opinión de la Suprema 
Corte me permitiré indicar la forma que á mi ver puede allanar 
las dificultades apuntadas. 

Podría concedérseme, por ejemplo, que con el cuaderno 1^ 
para examinar enviase el 3<^ para sellar; con el S"" el 4*", etc. De 
esta manera el cuaderno corriente siempre estaría dispuesto 
para servir al público. 

Por otra parte, y aunque yo tome las medidas de seguridad 
de que puede usarse, el envío de cuadernos tiene sus dificultades 
y ofrece peligros, bajo muchos puntos de vista; y si no es posi- 
ble que alguna autoridad local me los rubrique ó selle, ruego á 
la Suprema Corte resuelva lo que tenga por conveniente en 
cuanto á la posibilidad de cumplir el artículo 181 de la ley citada. 

Dios guarde al señor Presidente. 

R. Estevez Cambra. 
Escribano de Marina. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 38 de 1894. 
Suprema Corte : 

El articulo 181 de la ley orgánica de los Tribunales de la 
Capital de 1881, que ha sido reproducido por el artículo] 191 de 
la de 1886, no se opone al temperamento propuesto por el Escri- 
bano Estevez Cambra. Por otra parte, ese temperamento conci- 
lla las exigencias de servicio y evita la paralización que pudie- 
ra sobrevenir por cualquiera interrupción de comunicaciones. 

En cuanto al sello de los cuadernos, nada creo que pueda in~ 
vocarse, contra lo prescrito expresamente por ley, no mediando 
por otra parte probabilidades de pérdida en el tránsito, cuando 
como lo afirma el Escribano peticionante, se toman todas las 
medidas conducentes á evitarla. 

Sabimano Kier. 



Resolución do la Suprema Corte 

Buenos Aires, Janio 5 de 1894. 

Téngase por resolución el precedente dictamen del señor 
Procurador General y hágase saber. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CIII 



t 

Don Miguel Arguello, contra Doria fíemedios López de Zamo- 
ra, por cobro ejecutivo de pesos; sobre apelación denegada 
y competencia . 



Sumario, — 1** Puede ser traída á la Suprema Corte, y debe 
concederse el recurso de la resolución de los Tribunales locales, 
denegando el derecho fundado en la ley nacional sobre juris- 
dicción de los tribunales federales, de invocar la jurisdicción de 
la justicia nacional. 

2^ No corresponde ala jurisdicción federal la causa del veci- 
no de extraña provincia promovida contra el vecino de otra ante 
los Jueces locales de ésta. 



Caso. — Lo indica la 



VISTA DEL SEÑOR PROCDRADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 11 de 1894. 

Suprema Corte : 

La ejecutada reconoce su vecindad en la Capital federal, don- 
de el ejecutante, aunque vecino de la provincia de Buenos Ai- 
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res^ ha querido traer su ejecución, renunciando el derecho que 
le acordaba el artículo 2°, inciso S"", de la ley de justicia nacional 
de 14 de Setiembre de 1863 y el artículo 1"" de la ley de 18 de 
Setiembre de 1884. 

Gomo ha sido ya reconocido y declarado, que el demandante 
puede renunciar el fuero federal, para someterse al ordinario del 
demandado, y no existe nulidad en el procedimiento^ Y. E. se 
hade servir no hacer lugar al recurso do hecho instaurado, man* 
dando devolver los autos traídos, al tribunal de que proceden. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte * 

Buenos Aires, Jaoio 5 de 1894. 

Vistos en el acuerdo: Siendo procedente el recurso traído 
ante esta Suprema Corte, por cuanto la resolución de los Tri- 
bunales locales de la Capital, ha sido contraria al derecho fun- 
dado por la recurrente en la ley nacional sobre jurisdicción y 
competencia de los tribunales federales. 

T considerando, en cuanto á dicho recurso: que siendo la de- 
mandada Doña Bemedios López de Zamora, vecina de esta Ca- 
pital, según expresamente lo afirma en su escrito do foja prime- 
ra, no ha podido declinar la jurisdicción de los Jueces locales 
para acogerse ala de la justicia federal, aunque su demandante 
sea vecino de la provincia de Buenos Aires, pues es á éste y no 
á ella á quien correspondía el fuero federal por razón de la dis- 
tinta vecindad. 

Por esto, de conformidad á lo dispuesto por el artículo doce, 
inciso cuarto, de la citada ley sobre jurisdicción y competencia, 
y á lo expuesto y pedido por el señor Procurador General en su 
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vista de foja trece, se declara no haber lugar al recurso inter- 
puesto 7 devuélvanse los autos á la Cámara de su procedencia, 
previa reposición de sellos. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁRE- 
LA . —ABEL RAZAN . — OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CI¥ 



Contra el vapor (uSajonia)^, por contrabando; sobre 
intervencAon del Procurador Fiscal 



Sumario.— El nombramiento hecho por el Poder, Ejecutivo 
de un Procurador Fiscal aduanero, no exime al Procurador Fis- 
cal de intervenir en las causas de contrabando. 



Caso. — Lo indica la siguiente 



PETICIÓN 

Buenos Aires, Abril 10 de 1894. 



Señor Juez: • 



Sírvase Y. E. eximirme de intervención en este asunto^así 
como en todos aquello^ en que se halla interesad) la Adua- 
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na de la Capital, pasando los expedientes relativos á dictamen 
del Procurador Fiscal titalar de Aduanas, nombrado por el Poder 
Ejecutivo en 20 de Febrero del corriente año. 

Según ese decreto, el Poder Ejecutivo, en atención á la mejor 
guardado los intereses del Fisco, nombró otro Fiscal titular, de 
acuerdo con la autorización que expresamente le confiere la ley 
de organización del personal de los Juzgados nacionales de sec- 
ción de 28 de Agosto de 1863, la que en su artículo G*" lo auto- 
riza plenamente para tal cosa y lo que á su vez so halla corro- 
borado por el inciso l^del artículo 114 del Código de Procedi- 
miento Penal . 

Ese Procurador Fiscal está nombrado y loes el Doctor Don 
Pedro Celestino Reyna, quien hasta ahora no ha tomado la in- 
tervención que le corresponde en los asuntos aduaneros. 

Como considero que el Poder Ejecutivo en virtud de la auto- 
rización mencionada, ha tenido facultad para nombrar al di- 
cho Procurador Fiscal, y dentro de sus funciones de Poder ad- 
ministrador ha podido determinar, como de orden reglamenta- 
rio, el límite y la materia en que el funcionario nombrado ha de 
conocer, creo que mi intervención en los asuntos aduaneros 
choca con el citado decreto de 20 de Febrero del corriente año, 
que envuelve la manifiesta intención de parte de aquel poder, de 
sacar esos asuntos de mi conocimiento, para pasarlos al Fiscal, 
titular de Aduanas, en la espera, como el decreto lo expresa, de 
más asidua y activa atención de los intereses del Fisco en ese 
punto . 

J. Botet. 
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Fallo del Jíues Federal 



Buenos Aires. Abril 21 de 1894. 

Atenta la resolución de la Suprema Corte de fecha 19 del 
corriente mes, en que se declara que el Procurador Fiscal Adua- 
nero nombrado por decreto del Poder Ejecutivo de Febrero 20 
próximo pasado, es un funcionario administrativo. 

Y considerando: que en consecuencia el mencionado funciona- 
rio no es aquel á quien la ley atribuye el ejercicio de la acción 
pública en los asuntos penales, y aun cuando le fuera dado in- 
tervenir en este juicio como agente de los intereses fiscales, 
ello no excluiría la intervención del Ministerio Público repre- 
sentado por el Procurador Fiscal titular. 

Por ésto , no se admite la excusación precedente y vuelva al 
Procurador Fiscal para que evacuóla vista pendiente. 

Lalanne, 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 22 de 1894. 

Suprema Corte: 

La ley de 25 de Agosto de 1863, autorizó al Poder Ejecutivo 
para nombrar Procuradores Fiscales titulares en aquellas sec- 
ciones en que lo estime conveniente. 

De esta autorización en términos amplios y generales, emana 
sin duda el decreto gubernativo de 20 de Febrero de 1894, crean- 
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do el puesto de Procurador Fiscal Aduanero. El Procurador 
Fiscal aduanero, según ese decreto, «llevará ante la Justicia 
Nacional la representación del Fisco, en todos aquellos asuntos 
en que tenga participación la Aduana de la Capital» . Es, pues, 
un verdadero agente del Poder Ejecutivo, para la gestión y de- 
fensa de ios intereses fiscales, sujetos á la administración de 
la Aduana de la Capital. 

Pero esa gestión que constituye sin duda, parte en las re- 
clamaciones de la Aduana, á su fiscal aduanero, no excluye á 
mi juicio, la intervención del Procurador Fiscal, creado por la 
ley de organización de la administración de justicia de la Capi- 
tal de 12 de Noviembre de 1886. 

Según el artículo 117 de esa ley, corresponde al Ministerio 
público: «representar y defender la causa pública, en todos los 
casos y asuntos en que su interés lo requiera», y como conse- 
caencia, según el artículo H7: «Promover la averiguación y 
enjuiciamiento de todos los delitos que se cometiesen en la ju- 
risdicción de la Capital». Si ¿ello se agrega que el artículo 
118 del Código de Procedimientos en lu criminal, les reitera el 
mismo encargo de promover la averiguación y enjuiciamiento 
de los delitos del fuero federal ó común y también el de requerir 
el activo despacho de los procesos, vigilar el fiel cumplimiento 
de las leyes y el orden legal en materia de competencias^ no 
parece dudoso que las funciones del Procurador Fiscal, como 
representante del bien público no han sido absorbidas por las 
del Fiscal aduanero, que representa el solo interés pecuniario 
(le la Aduana de la Capital 

Es verdad que el artículo 119 de la ley de organización de la 
Administración de Justicia excluye la intervención fiscal en 
materia civil, cuando la representación de esos intereses estu- 
viere asignaJa á otra repartición administrativa. 

Pero las causas de Aduana, en la generalidad de los casos, 
tienen carácter mixto las defraudaciones que les dan origen; son 

T. VI 1 
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verdaderos 6 presantes delitos 7 no puede quedar al arbitrio 
del Poder Ejecativo, la averigaacion de su existencia y su re- 
presión legal . 

Si de todo delito nacen acciones de carácter público y priva- 
do, y es al Ministerio Fiscal que corresponde ejercitar las pri- 
meras, como lo prescribe el artículo 14 del Código de Procedi- 
mientos de lo Criminal, de la existencia de un fiscal aduanero, 
agente especial del Poder Administrativo, no debe deducirse la 
no intervención del Procurador Fiscal, cuando el Juez crea de- 
ber darla á los efectos de su institución en la ley de la organi- 
zacionde la justicia, esto es, de velar y representar en los juicios 
el bien público, la vindicta pública. Esto no obsta á la exo- 
neración de esa intervención en aquellos casos en que sólo pro- 
ceda laaccion civil, por no resultar mérito legal para el ejerci- 
cio de la acción pública. 

Por ello^ mientras no se haya reglamentado las funciones le- 
gales del nuevo Procurador Fiscal aduanero, pienso que la in- 
tervención requerida del Procurador Fiscal, puede proceder en 
las causas en que el interés público se comprometa, y por ello 
pido á Y. E. la confirmación del auto recurrido, corriente á fo- 
ja 58. 

Sabiniano Kier. 

Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 7 de 1894. 

Vistos: Por sus fundamentos y concordantes de la vista del 
señor Procurador General: se confirma el auto apelado de foja 
cincuenta y ocho . Devuélvanse . 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRE- 
LA.— ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CV 



Don Alfredo Ebeíoí, Don Ernesto Miraldi y Don Enrique WaU" 
ters, contra la Municipalidad de la Capital Federal, por 
cumplimiento de una obligación; sobre competencia. 



Sumarto.— Cuando la Municipalidad^ en ejnoucion de sus re- 
soluciones administrativas, contrata con particulares, procede 
como persona jurídica ; y las contestaciones que surjan, se ha- 
llan sometidas al derecho común y á los tribunales de justi- 
cia. 



Caso.— r El señor Camilo Mercado, apoderado de los señores 
Alfredo Ebelot, Ernesto Miraldi y Enrique Wauters, se pre- 
sentó al Juzgado el 17 de Abril de 1891, exponiendo: 

Que como consta del aviso de licitación publicado en el diario 
que adjunta, el 24 de Noviembre de 1888, la Intendencia Mu- 
nicipal de esta Capital, en cumplimiento de la ordenanza san- 
cionada por oí Consejo municipal el 22 del mismo mes, sacó á 
concurso la presentación de planos destinados á la construc- 
ción del mejor sistema de hornos para incinerar basuras. 

Que según lo establecido en la citada ordenanza, una comi- 
sión nombrada por el Departamento Ejecutivo, quedaba encar- 
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* gada de elegir tres de los mejores proyectos que satisfaciesen 
las exigencias del concurso, para ser sometidos al ensayo corres- 
pondiente, debiendo el autor del mejor proyecto recibir un pre- 
mio de 50.000 pesos nacionales, pasando el sistema á ser de 
exclusiva propiedad de la Municipalidad, reservándose ésta el 
derecho de rechazar, sin erogación alguna de su parte, los pro- 
yectos que á juicio de la Comisión no llenasen su destino con 
toda perfección. El autor del horno premiado, en compensación 
de sus gastos y por su idea, tendría la preferencia para su 
construcción en cada uno de los quemaderos establecidos y 
que se estableciesen en el Municipio. De los 20 6 21 proyec- 
tos presentados, la comisión señaló como superiores los de los 
señores Ebelot, Wauters y Miraldi en el orden indicado, ex- 
presando al mismo tiempo expon táneamente, su opinión de que 
no convenía quemar las basuras sino enterrarlas en las con- 
diciones que indicaba y en terrenos designados por la Municipa- 
lidad; 

Que después de dicho informe, la Intendencia no ha tomado 
resolución alguna, ni en uno ni otro sentido, por lo que sus 
mandantes, después de algunos meses, se presentáronla aquella 
casi al mismo tiempo manifestando: Ebelot, que se repartiera 
el premio entre los tres, cuyas propuestas fueron aceptadas co- 
mo superiores en el orden de mérito seguido por la comisión; 
el señor Wauters, que teniendo en cuenta lo dispuesto en el avi- 
so de licitación, se designe e! terreno en que debían cons- 
truirse los hornos de ensayo, para adjudicar el premio al que 
corresponda; y el señor Miraldi, que la Intendencia cumpliera 
con el aviso de licitación, para la cual éste era un pacto que no 
podía eludir; recayendo la resolución de «resérvese» en dichas 
solicitudes, sin que, no obstante sus gerttiones, hayan podido 
obtener se dé trámite al expediente ni designación de lugar y 
fecha en que deben hacerse los experimentos ; 
Que no es justo, pues, que dicha situación se prolongue, de- 
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jando á la Intendencia en libertad de cumplir ó no su compro- 
miso; 

Que de estos antecedentes resulta que la Municipalidad con- 
trajo con sus representados, cuyos proyectos fueron declarados 
superiores por la Comisión^ una obligación bajo condición sus- 
pensiTa, faltando únicamente que las pruebas tengan lugar pa- 
ra saber si la condición se cumple ó no, y por lo tanto si la obli- 
gación quedó ó no perfecta (artículo 545, Código Civil ); sin 
que aquella pueda oponerse ni retardar legalmente los ensayos, 
fundada en la opinión de la Comisión, porque debe cumplirse 
dicha ordenanza municipal y la obligación contraida con sus re- 
presentados: en tal caso sería aplicable el artículo 538 del mis- 
mo Código, que establece que se tendrá por cumplida la condi- 
ción, bajo la cual se obliga una persona si ella impidiese Tolun- 
tariamente su cumplimiento; 

Que el plazo de 90 días fijado por la citada ordenanza para la 
construcción de los hornos debe contarse, sin duda, desde que la 
Intendencia, dando por aprobada la designación hecha por la co- 
misión, designe el lugar en que deban hacerse aquellos; 

Que así, pues, se trata de exigir el cumplimiento de una obli- 
gación nacida de un contrato bilateral entre la Municipalidad 
y sus representados, al cual no se podría oponer que la promesa 
no ha sido hecho á personas determinadas, pues ello sería con- 
testado con la doctrina del Codificador, expuesta en su nota al 
artículo 1148 del Código, y el comentario que del mismo hace 
el Dr. Segovia. 

Fundado en lo expuesto y en el derecho que acuerdan los ar- 
tículos 1138 y 1201 del Código CítíI, deduce demanda contraía 
Municipalidad, y pide se le intime proceda á designar el lugar 
en que deben construirse los hornos á los efectos de las prue- 
bas requeridas, con costas. 

Acreditado el fuero federal, por ser extranjeros los actores, 
se corrió traslado de la demanda. 
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* 

Don Adolfo Aldao, por la Municipalidad, sin evacuar el 
traslado conferido, opone excepción de incompetencia, y pide 
sea admitida, con costas á los demandantes. 

Dijo: Que la Intendencia Municipal, al llamar á concurso para 
la presentación de planos de hornos crematorios de basuras, en 
cumplimiento de la referida ordenanza, obró en su carácter de 
autoridad administrativa, lo mismo que al disponer que la co- 
misión especial se expidiera respecto á los proyectos presen- 
tados al concurso, que se efectuó el 22 de Julio de 1889; 

Que al expedirse la Comisión, indicó los planos que en su con- 
cepto, podrían servir para la construcción de los hornos, y ma- 
nifestaba á la vez, la conveniencia que habría en enterrar las 
basuras como mejor para la salud pública; 

Que estudiados estos puntos por las comisiones de Higiene y 
Obras Públicas, resolvieron que volvieran á la comisión espe- 
cial, para que ésta ampliara su informe, la que no se ha expe- 
dido, ni se ha adoptado en definitiva resolución alguna como 
podrá verse por el expediente que acompaña; 

Que los demandantes se presentaron más tarde, proponiendo 
diversos temperamentos para la pronta resolución, recayendo 
siempre sobre ellos, el decreto de que se agreguen á sus antece- 
dentes; 

Que de esto se deduce que se tratado un asunto administra- 
tivo, sobre el cual no hay resolución definitiva que pueda dar 
lugar á procedimientos judiciales, en cuyo caso los tribunales 
recien pueden tomar intervención en el asunto, y sería por la 
vía contencioso-administrativa, que determina y establece la 
ley orgánica de la Municipalidad en su articulo 42; pues ésta 
tiene, evidentemente, jurisdicción propia en el caso de que se 
trata; 

Que así, los actores han debido instar para que se adopte una 
resolución, y como ésta no existe, no pueden traer ajuicio á la 
Municipalidad. 
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£1 apoderado de los demandantes contestando el traslado con- 
ferido, pide el rechazo de la excepción de incompetencia dedu- 
cida, con costas. 

Dijo: Que la Intendencia después de reconocidos los hechos 
expuestos en la demanda, alega la incompetencia del Juzgado, 
en vista de no haber resolución definitiva que pueda dar lugar á 
un juicio contencioso-administratiro; que es precisamente por 
no ser un asunto contencioso-administrativo, que recurre ante 
el Juzgado, para que obligue á aquella á sujetarse á las condi- 
ciones del concurso, pues en caso contrario, sería dejar en li- 
bertad á una de las partes para cumplir ó no la obligación con- 
traída, en perjuicio de la otra; que es esto lo que se ha tenido 
en cuenta al pedir se fije un plazo para que tengan lugar los 
ensayos: el plazo de 90 días, que fija la ordenanza, se ha ven- 
cido con exceso, pues han pasado ya dos años desde el día del 
concurso ; \ 

Que al participar la Intendencia de la opinión de la Comisión, 
de enterrar las basuras en vez de quemarlas, y disponer que el 
expediente vuelva ala misma, para que sea ampliado en este 
sentido, olvidaba tratarse de un concurso para la presentación 
de proyectos de hornos crematorios de basuras, bajo bases y 
condiciones fijadas con anterioridad y alas cuales se sujetaron 
los demandantes; que aquella no puede pretender se la deje en 
libertad de cumplir ó no las condiciones del concurso, porque 
hay de por medio derechos de terceros; que la Municipalidad no 
puede eludir el cumplimiento de una ordenanza en perjuicio de 
los derechos de terceros, según jurisprudencia déla Suprema 
Corte ( cansa CCLXX ); 

Que si no se ha puesto en duda la obligación de pagar el pre- 
mio ofrecido, si no se ha suscitado ante ella controversia de 
derechos que pueda dar lugar á un juicio contencioso-admi- 
nistrativo, no habría lugar á que el Juzgado se declare incom- 
petente, pues el artículo 52 de la ley orgánica, citado por la par- 
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te demandada, favorece más bien á sus representados, los que 
no se consideran damnificados por la resolución municipal, ni 
tratan de obstaculizar su cumplimiento, buscando por todos los 
medios su pronta realización, lo que no lo conseguirían nunca, 
por la vía contencioso-administrativa, porque á pesar de las ges- 
tiones hechas j que se harían, la Intendencia, que tiene la in- 
tención de no dar curso al expediente, no dictaría ninguna re- 
solución al respecto, evadiendo por ese medio el cumplimiento 
de su obligación y defraudando así á los que tomaron parte en 
el concurso; 

Que el escrito de la parte contraria acusa una inconsecuencia, 
pues en una parte se dice que los demandantes han debido ins- 
tar para que se dicte en el expediente una resolución, y como no 
lo han hecho no pueden demandar á la Municipalidad; y en otra 
se reconoce que dichos señores c se presentaron repetidas veces 
proponiendo diversos tempeiramentos, para la pronta resolución 
del asunto, recayendo sobre ellos el decreto de que se agreguen 
ásus antecedentes». 



Fallo del Jíues Federal 



Buenos Aires, Febrero 21 de 1894. 

Y vistos: Considerando que la cuestión que en estos autos se 
trata de ventilar, es la relativa á las obligaciones que hayan po- 
dido surgir de la licitación á que llamó la Municipalidad en el 
aviso inserto á foja I*", licitación que tuvo lugar, habiendo los 
demandantes concurrido á ella, en los términos de la ordenanza 
respectiva. 

Que así caracterizada la demanda entablada, se ha justifica- 
do la procedencia del fuero federal, por razón de la distinta na- 
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cionalidad de las partes, siendo los demandantes extranjeros y 
argentina la Municipalidad. 

Que el artículo 52 de la ley orgánica municipal no es de 
aplicación en el presente caso, pues no se trata aquí de acción 
alguna tendente á impedir el cumplimiento de medidas dictadas 
en materia de seguridad, higiene ó moralidad pública, sino por 
el contrario, de una acción encaminada á obtener de la Muni- 
cipalidad el cumplimiento de obligaciones que se pretende con- 
traídas por ella para con personas ajenas en aquel acto á su ac- 
ción administrativa. 

Forestes fundamentos y los concordantes del escrito de foja 
25, se declara que este Juzgado es competente para entender en 
la presente causa no haciéndose, por tanto, lugar á la excepción 
opuesta, y debiendo la Municipalidad contestar derechamente 
la demanda en el término legal. 

J. V, Lalanne. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENLRAL 



Buenos Aires, Abril 26 de 1894. 

Suprema Corte: 

No se trata del valor jurídico de la ordenanza dictada por la 
Municipalidad de la Capital, sobre hornos para quemar basu- 
ras, ni de impedir el cumplimiento de sus disposiciones. 

La cuestión sub-judice, versa sobre el derecho que hayan ad- 
quirido los demandantes, en virtud de la licitación pública, 
para el cumplimiento de aquella ordenanza y la aceptación y 
ejecución de sus cláusulas, por parte de los licitantes. 

El artículo 52 de la ley orgánica de la Municipalidad, que no 
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admite acción privada para impedir la ejecución de las resolu- 
ciones municipales, no afecta el juicio contencioso que puede 
surgir del conflicto de derechos, derivados de nn convenio en 
que la Municipalidad actúa en el carácter de persona jurídica. 

Y. E. tiene resuelto en los fallos, serie 2% tomo 14, páginas 
m, 438 y 691, que cuando la Municipalidad contrata con par- 
ticulares, aunque sea en ejecución de sus resoluciones admi- 
nistrativas, procede como persona jurídica, quedando sujeta al 
derecho común y á los tribunales ordinarios, y en la serie 2% 
tomo 20^ página 178, que los actos municipales que afecten de- 
rechos perfectos y absolutos, de aquellos que la administración 
está obligada á respetar, quedan sometidas en la c contención» 
que sobre ellos se produzca, á la jurisdicción de los tribunales 
ordinarios. 

Siendo á mi juicio éste el caso sub-judice, pido á Y. E. la 
confirmación del auto recurrido de foja 32. 

Sabiniano Kier. 



Vallo de la Suprema Corte ^ 

Buenos Aires, Junio 7 de 1894. 

Yistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, y por sus fundamentos: se confirma con cos- 
tas el auto apelado de foja treinta y dos. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

benjamín paz. — luis V. VARE- 
LA . —ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E. TORRBNT. 
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CAUSA CYl 



Don Domingo Fernandez Beschtedí y Doña Irene Fernandez 
Beschtedl de Ramaugé, contra Don Julián Socas, por cobro 
de pesos; sobre falta de personería. 



Sumarw, — El desconocimiento del carácter de herederos que 
invocan los demandantes, no constituye excepción dilatoria de 
falta de personería. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíuez Federal 



Buenos Aires, Marzo 29 de 1894. 

Vistos: Don Juan Coronado, en representación de Don Domin- 
go Fernandez Besohtedt por sí, y de Don Adalberto Ramaugé, 
por su esposa la señora Irene Fernandez Besohtedt de Baman- 
gé, deduce demanda contra Don Julián A. Socas, por cobro de 
cantidad de pesos. Corrido traslado á éste, Don Avelino Ro- 
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Ion, en representación del mismo, promueve artículo de previo 
pronuciamiento, alegando falta de personería en el demandan- 
te, que funda en el artículo 4'' del Código de Procedimientos, por 
cuanto invocándose el carácter de únicos y universales herede- 
ros del señor Fernandez^ ha debido presentarse los justificati- 
vos correspondientes, no siendo babtante la enunciación que se 
hace en la demanda, de una declaratoria de herederos dictada en 
los tribunales de cLa Plata», sin expresarse la secretaría don- 
de se dice encontrarse el respectivo expediente. 

T considerando: i** Que según el artículo 73 de la citada ley, 
no pueden oponerse otras excepciones dilatorias, que las que el 
mismo enumera. 

2^ Que si bien en dicho artículo se menciona la falta de per- 
sonalidad en el demandante 6 en su procurador, ésta se entien- 
de y es práctica constante, establecida por la Suprema Corte, 
entenderlo con relación á la persona que litiga por defectos de 
forma, que puedan oponerse al documento de poder y no al tí- 
tulo en que se funda la demanda ó de que deriva la acción que 
se deduce. 

3° Que es también doctrina consagrada, por diversas resolu- 
ciones de la Suprema Corte, que la falta de personalidad sólo 
puede proponerse contra el mismo demandante, cuando éste 
carece de la capacidad legal necesaria para ejercer sus derechos 
civiles y comparecer en juicio, sea por sí mismo ó por medio de 
representante y contra el Procurador, cuando éste se presenta 
enjuicio sin poder suficiente al efecto (Fallos de la Suprema 
Corte, entre otros, serie 2", tomo 19, página 320). 

4® Que, finalmente, en el caso sub-judiceno se objeta defecto 
alguno en el poder con que obra en autos el Procurador Coro- 
nado y que pudiera autorizar la excepción deducida, y sólo se 
desconoce la calidad en sus representados de herederos de Fer- 
nandez, lo cual no constituye una excepción de carácter dila- 
toria, sino perentoria por cuanto afecta al fondo del asunto. 
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Por estos fuadamentos y concordantes del escrito de foja 32, 
fallo no haciendo lugar, con costas, á la excepción deducida j 
contéstese derechamente á !a demanda. Hágase saber, y re- 
pónganse las fojas. 

Juan del Campillo, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 7 de 1891. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja treintay siete. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. ^ 

benjamín paz.— luis V. YARE- 
LA. — ABEL BAZAN.- OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORHENT. 
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CAUSA C¥II 



El Banco Hipotecario Nacional, contra el concurso de Don So- 
fanor de la Silva j por amparo de posesión del ingenio M^Nue- 
va Trinidady>f vendido á Don Francisco E. Augier; sobre 
competencia . 



Sumario. — Pertenecen al Jaez del concurso, las cuestiones 
que surjan acerca de la venta y posesión de un inmueble, per- 
teneciente al concursado, vendido durante el concurso, por el 
Banco Hipotecario Nacional, en virtud de la ley número 1804. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del «Pues Federal 



Santiago, Diciembre 9 de 18d3. 

Autos y vistos: La nueva petición del agente del Banco Hipo- 
tecario, en cuya virtud pretende que este Juzgado acuerde por 
segunda vez el auxilio de la fuerza pública, para reponer al se- 
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ñor Francisco £. Augier en la posesión del ingenio cNneya 
Trinidad», por haber sido desposeido por orden de los tribuna- 
les de la Provincia. 

Considerando: Que tratándose de juicios pendientes 7 radi- 
cados ante los Tribunales provinciales, es constante y uniforme 
la jurisprudencia sentada por la Suprema Corte de Justicia 
Federal, según la cual, esos juicios deben terminar en los Tri- 
bunales en que se encuentren radicados. 

Que délos autos traídos ad effectum videndi, consta que este 
Tribunal se declaró incompetente para seguir conociendo en el 
asuntodelsecuestrodel ingenio déla referencia, por cuanto ini- 
ciada contienda de competencia por el Juzgado de 1* Instancia 
de la provincia^ por seguirse ante él, el juicio universal de con- 
curso de acreedores, así debió hacerlo por ser constante 7 uni- 
forme la jurisprudencia sentada por el Tribunal 7a expresado^ 
del orden nacional. 

Que de esos mismos autos, remitidos por el Presidente de la 
Suprema Corte provincial, resulta que los Tribunales provin- 
ciales han conocido 7 resuelto sobre el incidente de secuestro 
que se inició ante este Juzgado. 

Que la resolución que ho7 se solicita de este Tribunal, im- 
plica no otra cosa que una petición de revisión de los actos del 
Tribunal provincial^ ejercidos en la órbita de sus atribuciones. 

Que aun suponiendo, como lo pretende el Banco Hipotecario, 
que el Juzgado de 1* instancia, no hubiera ajustado sus proce- 
dimientos, á las prescripciones legales del caso, no sería en ma- 
nera alguna este Tribunal, el llamado á juzgar esos actos 7 pro- 
cedimientos, sino su superior jerárquico en el orden provincial; 

Que la gestión que se hace por el Banco, involucra su inter- 
dicto de recuperar la posesión. 

Que este Juzgado no es competente para conocer de él, dada 
la declaratoria de su incompetencia, como consta en los autos 
traídos ad effectum videndi. 
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Que, por otra parte^ el mismo agente del Banco carece de com- 
petente personería para hacer esta gestión, desde que habien- 
do puesto en posesión del ingenio al señor Augier, y siendo és- 
te el desposeído^ sería en todo caso él, el que debería iniciarlas 
gestiones, tendentes á ser respetado en su posesión ante Juez 
competente. 

Que en el caso sub-judice no está en cuestión el punto de 
saber si este Tribunal debe mantener su resolución de 2 de No- 
viembre último, sino si es ó no competente para conocer de una 
gestión que importa un recurso traído ante un TribunalFede- 
ral, de autos emanad.os de un tribunal provincial, lo que esca- 
ramente improcedente. 

Por estos fundamentos y otros que se omiten, se declara es- 
te Juzgado incompetente para conocer de este recurso 6 ges- 
tión; debiendo, en su mérito, ocurrir el agente del Banco Hipo- 
tecario Nacional, donde corresponda y en la forma que hubiere 
lugar. 

Repóngase los sellos, y devuélvanse con oficio los autos traí- 
dos ad effectum videndt . 

P. Olaechea y Alcoría. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Enero 19 de 1894. 

Suprema Corte: 

La nulidad intentada no procede, ella se funda en haber antes 
declarádose competente el mismo Juzgado que hoy reconoce su 
incompetencia. 
, Lo último es lógico y legal. 
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Si el Juzgado pudo ser sorprendido y dictar refioluciones ba- 
jo an equivocado concepto, conocida la existencia del concur- 
so, y su universalidad, ha debido reconocer también el derecho 
á radicar y atraer sus incidentes al Juzgado de comercio; por^ 
que la declaración de incompetencia es fundamental, toda vez 
que sin jurisdicción, no puede producirse ni juicio ni sentencia 
legal. £n cuanto á la apelación es también insostenible. Tra- 
tándose de un concurso general de acreedores, con justa razón 
la sentencia de foja 55 del expediente agregado declaró corres- 
ponder su conocimiento ala jurisdicción del Juez de Comercio 
de Santiago. 

Esa resolución fué acatada por todos los interesados y aun por 
el señor Juez Federal radicándose, en consecuencia, en ese Juz- 
gado de Comercio, el concurso y todos sus antecedentes. Hoy 
surge uno promovido por el Banco Hipotecario Nacional, como 
acreedor del concurso; y es á mi juicio fuera de toda duda, que 
su conocimiento corresponde al mismo Juez, que conoce del 
concurso y de todos sus incidentes. 

Se alega la carta orgánica del Banco, sus privilegios creados 
por leyes del Congreso, etc. 

Pero ésta no es causa de desafuero; el mismo Juez del con- 
curso, que debe tener en cuenta la Constitución nacional y le- 
yes del Congreso, como leyes supremas de la nación, tomará 
en cuenta esos privilegios y declaraciones, y si no lo hiciere, 
podrá usar el Banco de los recursos ordinarios, y aun de los ex- 
traordinarios que prescribe el articulóla de la ley sobre com- 
petencia de la Justicia nacional, de 14 de Setiembre de 1863. 

Pido en consecuencia á Y. E., la confirmación^ por sus fun- 
damentos^ del auto recurrido. 

Sabiniano Kier. 



T. VI 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Juoio 9 de 1894. 

Vistos y considerando: Primero: Que la cuestión sometida al 
fallo de la Suprema Corte, es únicamente la de competencia del 
Juzgado Federal, para conocer en esta causa. 

Segundo: Que segnn resulta de autos, el establecimiento 
cNueva Trinidad», hacía parte de los bienes del concurso for- 
mado áDon Sofanor de la Silva. 

Tercero: Que pendiente el concurso y mientras se tramitaba, 
el Banco Hipotecario, creyendo hacer uso de la facultad que le 
confiere el articulo sesenta y cinco de su ley orgánica, vendió 
en remate el citado establecimiento, después de haber solicita- 
do ineficazmente su secuestro ante el Juez Federal primero, y 
con posterioridad ante el Provincial, á consecuencia de haberse 
declarado aquel incompetente, acatando así dicho Banco la ex- 
presada declaración de incompetencia. 

Cuarto: Que es cuestión de fondo, cuya resolución correspon- 
de al Juez llamado por la ley á pronunciarla, la de saber si la 
venta del bienhecha por el Banco y su entrega al comprador, 
sacó legalmente la cosa del concurso, así como la de establecer 
sobre la legalidad de los procedimientos del Juez Provincial, 
cuando mandaba poner y ponía en poder del síndico el expre- 
sado bien; en consecuencia, es previo á esa resolución, juzgar 
sobre la competencia del Juez que hade decidir sobreesté pun- 
to, por cuanto^ ante todo, es menester tener la facultad para ello 
como se deduce de la doctrina del artículo ochenta y tres de la 
ley de procedimientos para los Tribunales nacionales, se des- 
prende de la naturaleza de la materia y lo tiene resuelto esta 
Suprema Corte, en diversos fallos. 
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Quinto: Que en mérito de lo dispuesto en el artículo doce, in- 
ciso primero, de la ley de jurisdicción y competencia de los Tri- 
bunales Federales, y de la jurisprudencia constante de esta Su- 
prema Corte, es ya un principio incontestable^ que corresponde 
á los Jueces de provincia el conocimiento de los juicios de con- 
curso y sus incidencias, incluyendo, como es claro, las contes- 
taciones referentes á bienes, que hallándose en posesión del fa- 
llido, aparezcan formar parte de la masa. 

Por estos fundamentos, los de la vista del señor Procurador 
General, y los concordantes del auto apelado corriente á foja 
treinta y cuatro, se confirma éste con costas, y devuélvanse, 
reponiéndose los sellos. 

benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN (en disi- 
dencia ). — OCTAVIO BUNGE. 

^ DISIDENCIA 

Yistosy considerando: Que la gestión deducida por el agente 
de) Banco Hipotecario Nacional, y sobre la cual ha recaído el 
auto apelado de foja treinta y cuatro, tiene por objeto solici- 
tar del Juez de Sección, que decrete el auxilio de la fuerza pú- 
blica, para restituir la posesión del ingenio «Nueva Trinidad» 
á Don Francisco Augier, expulsado de él, por orden del Juez de 
provincia, después de haber estado en posesión de dicho inge- 
nio por compra en remate que hizo de él al Banco Hipotecario 
de la Nación, y de haberle sido entregado por el mismo Banca, 
con el auxilio de la fuerza pública, facilitada al efecto por el 
Juez de sección. 

Que dicha gestión tiende, como se vé por sus propios tér- 
minos, á mantener el estado de cosas creado por el procedimien- 
to empleado anteriormente por el Banco, para realizar la ven- 
ta de ese ingenio, sin que sea, á pesar de ello, el caso de resol- 
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ver en el recurso traído ante esta Suprema Corte, sobre la jus- 
ticia ó injusticia de la pretensión del Banco, cuestión que con- 
cierneal fondo del asunto, sino sobre si es ó no competente el 
Juzgado de Sección, paraconocer y resolver sobre dicha gestión . 

Que invocando, con ó sin razón, el representante del Banco, 
para fundar la petición deducida, los derechos que, dice, le 
acuerda la ley nacional de su creación, es fuera de dúdala com- 
petencia del Juez de Sección para resolver el caso, por corres- 
ponder ratione maíenog, á su jurisdicción, el conocimiento de 
él, siendo de examinar solamente si esta competencia desapare- 
ce, ó no, por la circunstancia de hallarse concursado el primi- 
tivo dueño del ingenio «Nueva Trinidad», y deudor hipoteca- 
rio, Don Sofanor de la Silva. 

Que si es verdad que esta Suprema Corte, interpretando y ha- 
ciendo aplicación del artículo doce inciso primero, de la ley so- 
bre jurisdicción y competencia de los Tribunales nacionales, ha 
declarado en repetidos casos, que el juicio universal de concur- 
so atrae todas las demandas y ejecuciones contra el fallido y 
sus bienes, aun cuando correspondan al fuero nacional, juris- 
prudencia en la cual se apoya el auto apelado, para negar en 
el c^so sub'judice, la competencia del Juez a quo, no es menos 
cierto también que ni el artículo de esa ley, ni la declaración 
mencionada de esta Suprema Corte, pueden comprender ni apli- 
carse al caso de un crédito contra el fallido, que por expresa 
disposición de una ley nacional posterior, haya sido sustraído 
de la acción del Juez del concurso, en todo lo relativo al tiempo, 
modo y forma de ser pagado con la venta del bien especialmen- 
te afectado á su garantía, porque entonces es de toda evidencia, 
que no podría atribuirse jurisdicción, ni competencia á dicho 
Juez, para entender en el pago de semejante crédito, estando 
legalmente inhabilitado para toda acción ásu respecto. 

Que no puede haber duda de que ésto es lo que sucede y co- 
rresponde resolver -con relación al Juez del concurso de Don So- 
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fanor de la Silva y por lo que respecta á la venta que ha realiza- 
do el Banco Hipotecario á favor de Don Francisco Augier, por- 
que así lo convence el claro texto de la ley orgánica del Banco 
Hipotecario, de fecha muy posterior á la de jurisdicción y 
competencia de los Tribunales nacionales, cuando por su artí- 
culo sesenta y cinco establece que «los Jueces, bajo ningún 
protesto^ podrán suspender ó trabar el procedimiento del Ban- 
co para la venta en remate, de las propiedades hipotecadas, á 
menos que se tratase de tercería de dominio»; disposición qae 
evidentemente sustrae de la acción del Juez del concurso, !a 
propiedad hipotecada con todo lo referente al pago del crédito 
hipotecario del Banco, por medio de la venta que éste haga, en 
remate, de aquella, desde que no habiéndose presentado una ter- 
cería de dominio sobredicha propiedad, bajo ningún protesto 
ha podido aquel suspender 6 trabar el procedimiento del Banco 
para su venta; lo que importa decir, que ha debido respetar la 
libertad de acción del Banco, en cuanto se relaciona con esa 
enajenación, sin que poeda avocarse el conocimiento del asunto, 
bajo el pretexto de estar concursado el deudor de la Silva. 

Que si es incontestable la falta de jurisdicción del Juez del 
concurso para expedir resolución alguna que trabe ó embarace 
el procedimiento del Banco, en lo referente ala enajenación del 
inmueble hipotecado , y en tal virtud no se ha puesto óbice al- 
guno al Banco para la realización de la venta del ingenio «Nue- 
va Trinidad», y para la entrega del mismo hecha al comprador 
Angier, con el auxilio de la fuerza pública, decretada por el Juez 
de sección, mal puede sostenerse la competencia de aquel mis- 
mo Juez, para ejercer actos jurisdiccionales, tendentesá desco- 
nocer esa misma venta y destruir sus efectos, arrebatando al 
comprador la posesión que se le dio por un acto del Juez de sec- 
ción, al poco tiempo de haberse consumado la venta, y . sin ale- 
gar otra razón para ello, que la existencia anterior del concurso, 
cuando ya se ha visto que éste no ha podido servir de protesto, 
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según los términos de la ley, para estorbar aquella, y cuando, 
por otra parte, es de sentido común que lo que prohibe la ley 
para impedirla ejecución de un acto^ no puede entenderse au- 
torizado para impedirlo después de su ejecución. 

Que no puede tampoco sostenerse la incompetencia del Juez 
Federal, alegando que no es Juez de las resoluciones del de 
Provincia, el cual tiene su superior jerárquico, ante el cual de- 
ben llevarse los recursos que se deduzcan contra ellas, y que 
no es dado al de sección conocer de la gestión de) Banco, por 
cuanto ello importaría admitir un recurso contra un acto ema- 
nado de un Tribunal de provincia, lo que sería improcedente; 
porque nada de todo ésto puede oponerse con suceso á la com- 
petencia de jurisdicción que en virtud de la Constitución y de 
la ley corresponde al Juez Eederal, en el caso de que se trata, 
desde luego que éste no es un caso de jurisdicción concurrente, 
en el cual, si hubiese prevenido el de Provincia^ podrían tener 
lugar las observaciones expuestas; pero tratándose, como se 
trata, de jurisdicción exclusiva de la justicia federal por ser ra- 
Hone matericB que le corresponde entender en él; y no siendo 
por lo mismo competente el Juez de Provincia, como ya se ha 
demostrado, es evidente que todo lo actuado ante él, lo ha sido 
coram nonjudice, y es completamente nulo, según lo ha decla- 
rado en repetidos fallos ésta Suprema Corte, refiriéndose á lo 
obrado por Juez incompetente; sin que, por lo tanto, puedan los 
procedimientos del Juez del concurso paralizar, ni trabar la 
acción y jurisdicción excluyente del Juez Federal. 

Por estos fundamentos, y oído el señor Procurador General: 
se revoca el auto apelado de foja treinta y cuatro, declarándose 
que es competente la justicia federal, para conocer y resolver 
conforme á derecho, la gestión de foja diez y nueve, del Banco 
Hipotecario Nacional. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. 
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CAVSA CVIll 



Contra José Trotta y Antonio Mancini por circulación de bille- 
tes de curso legal falsos^ del Banco de la Provincia de Bue- 
nos Aires; sobre excarcelación. 



Sumario, — El delito de circulación de billetes falsos de cur- 
so legal, lleva una pena mayor de la que autoriza la excarcela- 
ción bajo fianza . 



Ca^o. — £1 defensor de Trotta, pidió la excarcelación bajo 
fianza. 



VISTA FISCAL 



BaeDOs Aires, Abril 38 de 1894. 

Señor Juez: 

La excarcelación bajo fianza que se solicita no procede, por- 
que si se diera por cierto el hecho de que se le acusa^ el recu- 
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rrente estaría comprendido dentro de los términos del articolo 
205, primera parte. 

J. Botet. 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Abril 28 de 1894. 

Autos y vistos: De conformidad con lo expuesto por el Pro- 
curador Fiscal, en su precedente vista, y no estando comprendi- 
do dentro de los términos del artículo 376 del Código de Pro- 
cedimientos penales, el hecho que ha motivado la prisión del 
procesado Trotta: no ha lugar á la excarcelación solicitada, con 
costas . 

J. V. Lalafine, 



VISTA DEL SEt«ÍOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 29 de 1894. 
Suprema Corte: 

Se procesa á los recurrentes Antonio Mancini y José Trotta, 
por el delito de circulación de billetes falsos del Banco de la 
Provincia de Buenos Aires. 

Ese delito, si fuera declarado en la estación oportuna del 
juicio, tendría pena mayor de dos años de prisión, con sujeción 
tanto á las prescripciones del Código Penal, como á las de la ley 
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especial, sobre crímenes contra la Nación, de 14 de Setiembre 
de 1863. 

Como el artículo 376 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal, sólo es aplicable cuando el hecho que moti?a la prisión 
tenga pena pecuniaria ó corporal, cuyo máximum no exceda de 
dos años de prisión, pido á Y. E. la confirmación de los autos 
recurridos de foja 2 y uelta y 5 del incidente sobre excarcela- 
ción. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de ím Suprema Corte 



Buenos Aires, Judío 9 de 1894. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General, respecto del procesado José Trotta: 
se confirma, con costas, elauto apelado de foja cinco. Devuél- 
vanse . 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁRE- 
LA.— ABEL BAZAN.— OCTAVIO 

« 

BUNGE. — JUANB. TORRENT. 
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CAVíiiA (JIX 



El Banco Hipotecario Nacional, contra Don Francisco E. Au- 
gier, por secuestro del ingenio a^Nueva Trinidad»; sobre 
competencia. 



Sumario.— Pertenecen al Juez del concurso, las gestiones 
que sepromue?an respecto de un inmueble que forma parte de 
los bienes concursados. 



Caso. — El agente del Banco^ se presentó al Juzgado expo- 
niendo: Que Don Francisco Augier adeuda al Banco la canti- 
dad de 90.000 pesos garantidos con hipoteca, por el ingenio 
«Nueva Trinidad», con todos sus accesorios. 

Que en cumplimiento de órdenes emanadas del Directorio del 
Banco, viene á ejercitar los derechos que como acreedor hipo- 
tecario tiene, afín de que cesen las disposiciones que de aquel 
hace el Juez local, como resulta del expediente remitido ad 
effectum videndi, por la Suprema Corte provincial; 

Que las prescripciones de la ley orgánica del Banco, los ar- 
tículos 3157, 3152 y 3161 del Código Civil^ lo autorizan á pe- 
dir la adopción de medidas que impidan la disminución de la 
garantía que tiene el Banco, y pide, en consecuencia, se ordene 
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el secuestro del ingenio «Nueva Trinidad» con sus maquinarias 
y útiles. 

Agregó que la competencia del Juzgado surge en virtud de 
los artículos 100 y 101 de la Constitución y ley de ii de Se- 
tiembre de 1863. 



Fallo del Jíucz Federal 



Santiago, Diciembre 30 de 1893. 

Autosy vistos: El secuestro solicitado por el Banco Nacional 
Hipotecario del ingenio «Nueva Trinidad». 

Y considerando: Que ya en Mayo próximo pasado se ordenó 
á petición del mismo Banco, el secuestro de ese establecimien- 
to; posteriormente y á petición del Juzgado de 1" Instancia 
en lo civil y comercial de esta Provincia, este Juzgado se de- 
claró in'^ompetente para seguir entendiendo en ese asunto por 
existir un juicio universal de concurso ante el referido Juzgado 
y que afectaba el ingenio mencionado. 

Que se remitieron, en su mérito, al citado Juzgado todas las 
actuaciones obradas ante éste. 

Que, con posterioridad á este acto, se produjo la toma de 
posesión de ese ingenio por el síndico del concurso de la refe- 
rencia, ordenada por el juzgado de lo civil. 

Que así, el juicio está ya radicado en aquel Tribunal; y una 
vez radicado en los tribunales provinciales, los federales care- 
cen de jurisdicción para entender en los mismos asuntos. 

Por estas consideraciones y las aducidas en la sentencia de 
este Juzgarlo de fecha 16 de este mes en el interdicto sobre re- 
cobrar la posesión intentada por el mismo Banco, sobre el in- 
genio «Nueva Trinidad», de acuerdo con lo expuesto y pedido 
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por el Procurador Fiscal, se declara este Juzgado incompetente 
para entender en este incidente, debiendo el Banco ocurrir don- 
de corresponda. Repónganse los sellos. 

P. Olaechea y Alcor ta. 



VISTA DEL SEf^OR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 9 de 1894. 

Suprema Corte: 

Según el auto de foja 23, las diligencias pedidas se refieren 
á un bien raiz perteneciente á un concurso radicado ante el 
Juez de Comercio de Santiago. En ese auto se establece ade- 
más, que la jurisdicción provincial, fué sostenida y reclaniada 
en incidentes anteriores, y aceptada por el Juez Federal . Es- 
tando el concurso radicado ante el Juzgado de Provincia á él 
mismo le corresponde el conocimiento y decisión de todos sus 
incidentes . 

No importa que se trate de asuntos referentes á personas ó 
bienes sujetos á la jurisdicción federal. El Juez del concurso 
los avoca para la decisión, aún de los privilegios creados por le- 
yes del congreso. 

Esos privilegios no constituyen una causa de desafuero, res- 
pecto del Banco Hipotecario Nacional. El Juez del concurso, 
que debe establecer la supremacía de la Constitución y leyes del 
Congreso, como leyes supremas de la Nación, tomará en cuenta 
aquellos privilegios, y si no lo hiciere, el Banco podrá usar los 
recursos ordinarios y aun el extraordinario que prescribe el ar- 
tículo 14 de la ley sobre competencia de la justicia nacional. 

Esto es lo que se deduce del artículo 12, inciso 1°, de la ley ci- 
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tada, y lo que en diversos fallos de V. E. ha constituido una 
jurisprodencia inquebrantable. Entre ellos, recuerdo espe-" 
cialmente el que registra la página 283 de la serie 2^, tomo 12, 
que reconoceque el juicio universal <de concurso, atrae todas las 
demandas y ejecuciones contra el fallido y sus bienes, aun 
cuando correspondan al fuero nacional», y el de la página 146, 
serie 2^, tomo 21, que declara en los asuntos pertenecientes á 
concurso, que la justicia federal es incompetente. 

Por ello y demás fundamentos del auto recurrido, corriente á 
foja 23, pido á y. E. su confirmación . 

Sabiniano Kier. 



Fallo de ím Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 9 de 1894. 

Vistos y considerando: Que los presentes autos son una in- 
cidencia del concurso formado á Don Sofanor de la Silva. 

Por esto, los fundamentos de la resolución de esta misma 
fecha, recaída en el juicio seguido por el Banco Hipotecario Na- 
cional, sobre amparo en la posesión del ingenio «Nueva Trini- 
dad», de laque se agregará testimonio á estos autos, de con- 
formidad con lo expuesto y pedido por el señor Procurador Ge- 
geral, y por sus fundamentos concordantes: se confirma, con cos- 
tas, el auto apelado de foja veinte y dos vuelta. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LÜIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN ( en disi- 
dencia ).— OCTAVIO BUNGE. 

—JUAN E. TORRENT. 
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por el Procurador Fiscal, se declara este Juzgado incompetente 
para entender en este incidente, debiendo el Banco ocurrir don- 
de corresponda. Repónganse los sollos. 

P. Olaechea y Alcor ta. 



VISTA DEL SENOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 9 de 1894. 

Suprema Corte: 

Según el auto de foja 23, las diligencias pedidas se refieren 
á un bien raiz perteneciente á un concurso radicado ante el 
Juez de Comercio de Santiago. En ese auto se establece ade- 
más, que la jurisdicción proTincial, fué sostenida y reclaniada 
en incidentes anteriores, y aceptada por el Juez Federal . Es- 
tando el concurso radicado ante el Juzgado de Provincia á él 
mismo le corresponde el conocimiento y decisión de todos sus 
incidentes . 

No importa que se trate de asuntos referentes á personas ó 
bienes sujetos á la jurisdicción federal. El Juez del concurso 
los avoca para la decisión, aún de los privilegios creados por le- 
yes del congreso. 

Esos privilegios no constituyen una causa de desafuero, res- 
pecto del Banco Hipotecario Nacional. El Juez del concurso, 
que debe establecer la supremacía de la Constitución y leyes del 
Congreso, como leyes supremas de la Nación, tomará en cuenta 
aquellos privilegios, y si no lo hiciere, el Banco podrá usar los 
recursos ordinarios y aun el extraordinario que prescribe el ar- 
tículo 14 de la ley sobre competencia de la justicia nacional. 

Esto es lo que se deduce del artículo 12, inciso 1®, de la ley ci- 
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tada, 7 lo que en diversos fallos de V. P]. ha constituido una 
jurisprudencia inquebrantable. Entre ellos, recuerdo espe-^ 
cialmente el que registra la página 283 de la serie 2*^, tomo 12, 
que reconoceque el juicio universal «de concurso, atrae todas las 
demandas y ejecuciones contra el fallido y sus bienes, aun 
cuando correspondan al fuero nacionaU, y el de la página 146, 
serie 2*^, tomo 21, que declara en los asuntos pertenecientes á 
concurso, que la justicia federal es incompetente. 

Por ello y demás fundamentos del auto recurrido, corriente á 
foja 23, pido á Y. E. su confirmación . 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

« 

Buenos Aires, Junio 9 de 1894. 

Yistos y considerando: Que los presentes autos son una in- 
cidencia del concurso formado á Don Sofanor de la Silva. 

Por esto, ios fundamentos de la resolución de esta misma 
fecha, recaida en el juicio seguido por el Banco Hipotecario Na- 
cional, sobre amparo en la posesión del ingenio «Nueva Trini- 
dad», de laque se agregará testimonio á estos autos, de con- 
formidad con lo expuesto y pedido por el señor Procurador Ge- 
geral, y por sus fundamentos concordantes: se confirma, con cos- 
tas, el auto apelado de foja veinte y dos vuelta. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN ( en disi- 
dencia ).— OCTAVIO BUNGE. 
—JUAN E. TOKRENT. 
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DISIDENCIA 



Vistos: Resulta: Que el secuestro del ingenio «Nueva Trini- 
dad»^ solicitado por el agente del Banco Hipotecario Nacional, 
lo ha sido para asegurar un crédito que Don Francisco Augier 
adeuda á dicho Banco, y que garantizó con hipoteca de la pro- 
piedad de ese ingenio. 

Que el Juez de sección ante quien se ha deducido esa petición 
se ha declarado incompetente para conocer de ella, fundándose 
en que en una gestión anterior del mismo Banco, análoga á la 
presente, hizo ja igual declaración, á solicitud del Juez de 
Provincia, por existir un juicio universal de concurso que afec- 
taba el mismo inmueble. 

Y considerando: Que si es verdad que el Juez a quo se decla- 
ró incompetente para conocer de la gestien á que alude en su au- 
to, en virtud del concurso formado á Don Sofanor de la Silva, 
no es menos cierto también que, durante ese concurso, el Ban- 
co Hipotecario, usando de los privilegios que le acuerda la ley 
orgánica de su fundación, vendió en remate á Don Francisco 
Augier el ingenio «Nueva Trinidad», perteneciente al concursa- 
do Silva, para pagarse con su precio un crédito que tenía con- 
tra éste, y que se hallaba garantizado con la hipoteca de ese 
inmueble. 

Que una vez vendido á Augier ese inmueble, y habiéndosele 
dado posesión real del mismo, como ha sucedido, según resulta 
de las constancias del expediente á que se retíere el auto ape- 
lado, y que se tiene á la vista en este acto, es fuera de duda 
que la propiedad del referido ingenio dejó de ser del concursado 
de la Silva, y de pertenecer por consiguiente á la masa de sus 
bienes, habiendo salido ese inmueble, con tal motivo, de hecho 
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y de derecho, de la acción del Juez del concurso, desde que éste^ 
bajo ningún pretesto, ha podido suspender ó trabar el procedi- 
miento del Banco, para la venta en remate de la propiedad de 
la referencia, no habiéndose hecho mérito de una tercería de 
dominio, según la expresada disposición del artículo sesenta y 
cinco de la ley orgánica del Banco. 

Que partiendo de este antecedente, y no tratándose en la ges- 
tión del caso sulh-judiee, de asegurar crédito alguno contra el 
fallido Silva, ni de un bien que pertenezca á la masa de su 
concurso, mal ha podido el inferior invocar la existencia de ese 
mismo concurso para declararse incompetente y dejar así de 
conocer de una gestión que por los artículos cien déla Constitu- 
ción, y dos, inciso primero, de la ley sobre jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales nacionales, corresponde á su juris- 
dicción. 

Por estos fundamentos, y oído el señor Procurador General: 
se revoca el auto apelado de foja veinte y dos vuelta, declarán- 
dose que la justicia federal es competente para conocer déla 
gestión de foja diez. Bepuestos los sellos, devuélvanse. 

ABELBAZAN. 
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CAUSA ex 



Don Francisco E. Augier, contra Don Pablo Lacoste, por 
interdicto de recobrar; sobre competencia. 



Sumario. — Pertenece al Juez del concurso el interdicto de 
recobrar que se promueva, respecto de un inmueble que forma 
parte de los bienes concursados. 



Caso, — Don Absalon Arias, por el señor Angier, se presentó 
al Juzgado, exponiendo: que estando su representado en pose- 
sión del ingenio «Nueva Trinidad», ha sido despojado de él por 
Don Pablo Lacoste y que en consecuencia entabla contra él la 
acción posesoria de despojo. 

Que la posesión de su mandante está exenta de todo vicio, 
fué dada con el auxilio de la fuerza pública^ por resolución del 
Juez Federal, á pedido del Banco Hipotecario Nacional, que en 
uso de las f<xcultades que le acuerda su carta orgánica j la es- 
critura otorgada en su favor, que le autoriza para extender es- 
critura de venta al comprador, aun en caso de concurso, puso á 
remate el citado ingenio en tres ocasiones, sin que en ninguna 
de ellas, protestara Lacoste. 
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Que éste no puede invocar posesión alguna, ni título á poseer, 
porque es un mero tenedor de la cosa. 

Que Lacoste, diciéndose síndico y acreedor del concurso de 
Don Sofanor de la Silva, sorprendió al Juez provincial á quien 
recliimó la posesión del ingenio, lo que no pudo hacer por en- 
contrarse pendiente el asunto ante la justicia federal. 

Que tampoco podía hacer esa gestión, porque sabía muy 
bien que Silva no tiene ni la propiedad, ni la posesión del in- 
genio, pues que él mismo se dice acreedor del Banco, por ser- 
vicios prestados como administrador de aquel. 



Fallo del Juez Federal 



Santiago, Enero 20 de 1894. 

Y vistos: El incidente sobre competencia de este Juzgado, 
para conocer el interdicto de recobrar la posesión, interpuesto 
por Don Francisco E. Augier, argentino, contra Don Pablo La- 
coste, del ingenio «Nueva Trinidad»; con lo dictaminado al res- 
pecto por el Procurador Fiscal. 

T considerando: Que en Mayo de 1893, el Banco Hipoteca- 
eio Nacional interpuso ante este Juzgado interdicto de adqui- 
rir la posesión de ese mismo ingenio, contra el mismo deman- 
dado de ahora Don Pablo Lacoste. 

Que estando substanciándose ese interdicto, el Juzgado de 1*^ 
Instancia de esta provincia, inició contienda de competencia 
con este Juzgado, por estar conociendo del juicio universal de 
concurso, entre cuyos bienes figuraba el referido ingenio. 

Que este Juzgado, teniendo en cuenta la jurisprudencia uni- 
forme sentada por la Suprema Corte Federal, acerca de la uni- 
versalidad de los Jueces de concurso, se declaró incompeten- 

T. TI 9 
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le y remitió los autos de la referencia al Juzgado de 1° Instan- 
cia en lo Civil. 

Que posteriormente, el Banco Hipotecario ha iniciado dos 
gestiones ante este Juzgado, acerca de la posesión y secuestro 
del citado ingenio de cNueva Trinidad», en los que este Tri- 
bunal se ha declarado incompetente para conocer, por tratarse 
de asuntos radicados ante los Tribunales Provinciales^ los que 
deben fenecer ante los mismos, conforme con la jurisprudencia 
constante de la Suprema Corte Federal al respecto. 

Que la presente gestión reproduce el mismo incidente de 
competencia, y las razones que se tuvieron en vista para decla- 
rarse este Juzgado incompetente, deben también tomarse en 
consideración ahora. 

Por tanto, y dando por reproducidas las expuestas en las re- 
soluciones de este Juzgado^ de fecha 16 y 30 de Diciembre úl- 
timo, que se hallan en apelación para ant6 la Suprema Corte, 
este Tribunal, de acuerdo además con lo expuesto y pedido por 
el Procurador Fiscal, se declara incompetente para conocer de 
este interdicto, debiendo en su mérito ocuriir el recurrente 
donde corresponda . Repónganse los sellos . 

P. Olaechea y Alcor ta. 



I 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 9 de 1894. 

Suprema Corte: 

Según el auto de foja 36, las diligencias pedidas^ se refieren 
aun bien raiz perteneciente á un concurso radicado ante el 
Juez de Comercio de Santiago. En ese auto se establece ade- 
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más, que la jarísdiccion proTíncial fué sostenida y reclamada en 
incidentes anteriores y aceptada por el Jaez Federal. 

Estando el concurso declarado y radicado ante el Jazgado de 
provincia, á él mismo corresponde el conocimiento y decisión 
de todos sns incidentes. 

No importa que se trate de asuntos referentes á personas ó 
bienes sujetos á la jurisdicción federal. £1 Juez del concur- 
so los avoca para la decisión aun de los privilegios creados por 
leyes del Congreso. Esos privilegios no constituyen ana causa 
de desafuero respecto del Banco Hipotecario Nacional. El 
Juez del concurso que debe establecer la supremacía de la 
Constitncion y leyes del Congreso, como leyes supremas déla 
nación, tomará en cuenta aquellos privilegios^ y si no lo hicie- 
re, el Banco podrá usar de los recursos ordinarios y aun el ex- 
traordinario que permita el artículo 14 de la ley sobre compe- 
tencia de la justicia nacional. 

Esto es lo que se deduce de la disposición del artícnlo i% in- 
ciso I"*, de la ley citada y lo que en diversos fallos de Y. E. ha 
constituido una jurisprudencia inquebrantable. Entre ellos, 
recuerdo especialmente el qne registra la página 283 de la se- 
rie S'*, tomo 10 que reconoce que cel juicio universal de concurso 
atrae todas las demandas y ejecuciones contra el fallido y sus 
bienes, aun cuando correspondan al fuero nacional», y el déla 
página 146, serie S*", tomo 21, que declara: ceu los asuntos per- 
tenecientes á concurso, la justicia federal es incompetente». 

Por ello y demás fundamentos del auto recurrido, corriente 
á foja 36, pido á Y. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier . 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 9 de 1894. 

Tistes y coQsiderando: Que los presentes autos son una in- 
cidencia del concurso formado á Don Sofanor de la Silva. 

Por estOy los fundamentos de la resolución de esta misma fe- 
cha, recaída en el juicio seguido por el Banco Hipotecario Na- 
cional, sobre amparo en la posesión del ingenio «Nuera Trini- 
dad», de la que se agregará testimonio á estos autos, de con- 
formidad con lo expuesto y pedido por el señor Procurador Ge- 
neral, y por sus fundamentos concordantes: se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja treinta y seis. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN ( en disi- 
dencia ).— OCTAVIO BUNGE. 
—JUAN E. TORRENT. 



DISIDENCIA 



Buenos Aires, Junio 9 de 1894. 

Vistos: Teniendo la demanda de foja tres, el mismo objeto é 
ignales ó análogos fundamentos que la gestión deducida por el 
Banco Hipotecario Nacional, en el expediente traído por su 
parte en apelación ante esta Suprema Corte y fallado en la fe- 
cha, sobre competencia del Juez de Sección, por cuanto con ana 
y otra petición, se proponen los actores que se restituya la po- 
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sesión del ingenio cNueva Trinidad», á sn comprador Don Fran- 
cisco Augier, y habiendo disentido de la mayoría en el fallo de 
la referencia, opinando que la justicia federal es la única com- 
petente para entender en la gestión del Banco, tengo que ser 
consecuente con la misma opinión, sosteniendo que en la de- 
manda de Augier de foja... procede hacer igual declaración, 
porque, de otro modo, y si hubiese de atribuirse el conocimien- 
to de esta demanda al Juez de provincia, se autorizaría la reso- 
lución del mismo pleito por diferentes jueces, lo que sería con- 
trario á toda razón de derecho y de interés público. 

Por ello, se revoca el auto apelado de foja treinta y seis, y de- 
vuélvanse para que el Inferior, en presencia de la gestión aná- 
loga del Banco, resuelva en la demanda de foja tres, lo que sea 
de derecho; reponiéndose los sellos. 

ABEL BAZAN. 



CAUSA €XI 



Águinaga hermanos, contra el Ferrocarril Gran Oeste Argentino; 
sobre pérdida del flete , por demora en el transporte de mer- 
caderías . 



Sumario. — Los contratos de transportes por ferrocarriles, 
en los que no se ha hecho convención alguna en contrario á las 
disposiciones del Código de Comercio, sobre pérdida del flete, 
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por demora en el transporte, son actos voluntarios que sobre- 
entienden la aceptación de dichas disposiciones; y por lo tanto, 
no pueden ponerse en cuestión como repugnantes al artículo 17 
déla Constitución. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 

Mendoza, Setiembre 24 de 1892. 

Vistos: Don Plácido Aguinaga, por los señores Aguinaga 
hermanos, deduce demanda contra el administrador del Ferro- 
carril Gran Oeste Argentino, Don Guillermo Roberts, sobre 
exoneración de fletes procedentes de mercaderías transportadas 
á esta ciudad, exponiendo: 

Que en 30 y 31 de Marzo del año próximo pasado, les fueron 
remitidas desde las estaciones cPalermo» y cRetiro» de Buenos 
Aires, las mercaderías detalladas en las cartas de porte que acom- 
paña, las que llegaron recien á su destino el día 11 del siguien- 
te mes^ con retardo de más de diez días; 

Que no habiéndose fijado por el Poder Administrador el 
término en que debe hacerse el transporte de mercaderías por 
ferrocarriles, él debe efectuarse á razón de una hora por cada 
diez kilómetros, según el artículo 187 del Código de Comercio, 
ósea en un tiempo menor de cinco días, dada la distancia entre 
esta ciudad y Buenos Aires^ habiéndose empleado, no obstante, 
más del doble, por lo que la Empresa acarreadora había perdi- 
do el precio completo del transporte, según el artículo 188 del 
mismo Código; y debe, en consecuencia, entregar las mercade- 
rías sin exigir previamente su pago, como lo ha hecho; 
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Que la responsabilidad del Ferrocarril de Baenos Aires al 
Pacífico, puede hacerse efectiva, según el artículo 205, contra 
el Jefe de la estación de arribo, que lo es esta, por lo cual dedu- 
ce la presente demanda contra el expresado Administrador señor 
Boberts, por la entrega sin cargo alguno de las referidas merca- 
derías é indemnización de danos y perjuicios causados y costas. 

Posteriormente, y en nrtud de lo resuelto por autode fecha 
25 de Abril del mismo año, se hizo entrega al demandante de 
las mercaderías objeto de su reclamo, á mérito de la consigna- 
ción hecha por éste en el Banco Nacional á la orden del Juzg;;- 
do, del valor del flete correspondiente á aquellas. 

El administrador señor Boberts, por intermedio de su apode- 
rado Don Germán Eohn, contestando á la demanda, expone á s u 
vez: 

Que desde luego impugna de inconstitucional el artículo 187 
citado, por cuanto la Constitución garante la inviolabilidad de 
la propiedad y tal disposición no importa otra cosa que un ver- 
dadero despojo, desde que establece que el servicio que presta 
el Ferrocarril conduciendo una mercancía, deba quedar total- 
mente sin retribución después de cierto plazo, aun cuando nin- 
gún perjuicio se cause por ello al cargador; 

Que por otra parte, la carga en cuestión había sido transpor- 
tada por la Empresa demandada en el término prescrito por la 
ley, por cuanto ella le fué entregada en su estación de Villa 
Mercedes el día 6 de Abril, y llegada á esta ciudad el 9 del 
mismo. 

Termina oponiendo reconvención á la demanda por el pago 
de derechos de almacenaje correspondientes álos días que la 
carga ha estado depositada en esta estación, y que dice ascien- 
den á 65 pesos moneda nacional, cuyo reclamo desconoce por su 
parte el actor. 

Dados los hechos alegados, se abrió la causa á prueba, desig- 
nándose para el efecto los siguientes puntos: 
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i'' Sobre si la carga objeto de la demanda, había sido trans- 
portada dentro del plazo prescrito por la ley, 6 en caso con- 
trario, por las causas que motivaran su retardo; y 2" sobre la 
procedencia de la reconvención deducida. 

Y considerando: 1^ Que se ha constatado por las cartas de 
porte adjuntas á la demauda, que las mercaderías en cuestión, 
fueron cargadas respectivamente en las estaciones «Falermo» 
y cRetiro» de Buenos Aires, en los días 30 y 31 de Marzo del 
año próximo pasado, para entregarse en esta ciudad á los seño- 
res cAguinaga hermanos». 

2^ Que se ha constatado igualmente por confesión del repre- 
sentante de la Empresa, al absolver las posiciones de foja 32, 
que las expresadas mercaderías llegaron i esta ciudad el día 11 
de Abril del mismo año, en cuya fecha se puso en tabla el co- 
rrespondiente aviso, habiéndose empleado en su transporte 11 
y 12 días, respectivamente, contados desde el siguiente al en 
que fueron recibidas por la línea del Ferrocarril en Buenos 
Aires. 

3^ Que se ha acreditado asimismo, con el testimonio de los 
señores Marcelino B. Martínez y Estovan Geredas, de fojas 33 
vuelta y 35, que el demandante señor Aguinaga reclamó en es- 
ta estación la entrega de la enuncia.da carga, libre de lleteSf 
por haberse demorado su transporte más del doble del tiempo 
que determina 1*^ ley, lo cual se le rehusó, exigiéndosele el pa- 
go previo del designado en las cartas de porte. 

I** Que el artículo 187 citado, prescribe expresamente que 
los ferrocarriles deben hacer el transporte de mercaderías en 
un término que no exceda de una hora por cada diez kilóme- 
tros ó por la distancia mínima que fije el poder administra- 
dor, á contar desde las doce de la noche del día del recibo de la 
carga; y dada la distancia entre las estaciones del «Retiro» y 
«Palermo» con esta ciudad, las mercaderías en cuestión han de- 
bido transportarse en un término menor de cinco días á contar 
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desde las doce de la noche de los días 30 y 31 de Marzo, en que 
faeron entregadas en las referidas estaciones, desde que no es- 
tá designado el en que deba efectuarse el transporte de cargas 
por las líneas férreas existentes entre Buenos Aires y esta 
ciudad. 

5"" Que el artículo 188 establece también que en caso de re- 
tardo, por más tiempo del fijado en el artículo anterior, perde- 
rá el porteador una parte del precio del transporte proporciona- 
do á la duración del retardo, y el precio completo si éste demo- 
rase doble tiempo del establecido para la ejecución del mismo, 
además de la obligación de resarcir el mayor daño que se pro- 
base haberse recibido por tal causa. 

6° Que en el caso no se ha acreditado, ni aun alegado por la 
Empresa demandada, que la tardanza en la ejecución del trans- 
porte, proviniera de fuerza mayor, caso fortuito, ó por hecho 
imputable al remitente ó destinatario, únicos casos que permi- 
ten la excusación de responsabilidad por la tardanza en la con- 
ducción de ésta, según la disposición legal citada. 

7^ Que la responsabilidad de la Empresa por tal omisión, es 
evidente en el caso^ desde que las acciones resultantes del con- 
trato de transporte, tratándose de caminos de hierro, pueden 
ejercitarse ante la autoridad judicial del lugar en que se en- 
cuentre la estación de partida ó la de arribo^ á r.uyo efecto son 
aplicables álos jefes de estación, las disposiciones del artículo 
135 ( artículo 205, Código citado ), y la Suprema (Jorte ha de- 
clarado también, por resolución de fecha i de Febrero del pre- 
sente año, al confirmar la dictada por este Juzgado en causa 

I 

seguida entre Don José María Guizazola y la dicha empresa, 
que en el contrato de transporte por ferrocarriles es de derecho 
que aunque aquel se verifique por líneas de diferentes empre- 
sas, el viaje se considera continuo y las diversas empresas co- 
mo una sola á los efectos de la responsabilidad para con el ex- 
pedidor, cuando aquellas proceden en combinación y se ha ex- 
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pedido un sólo comprobante, para el transporte de la carga por 
todo el trayecto de ellos, todo lo cnal sucede en el presente caso. 

8^ Que por lo tanto, y habiendo demorado la conducción de la 
carga, un tiempo mayor del doble del en que según la ley de- 
bió efectuarse, la Empresa demandada lia perdido el precio 
completo del flete estipulado, y ha debido entonces, entregar 
ésta á sus destinatarios, sin exigirles previamente el pago del 
transporte, como lo ha hecho. 

9^ Que en consecuencia de lo establecido en los precedentes 
considerandos, resulta de todo punto improcedente la reconven- 
ción opuesta á la demanda, por pago de derechos de almas^ena- 
je, desde que la estadía de la carga en los depósitos de esta lí- 
nea, no lo ha sido por voluntad de los demandantes, ni por cau- 
sa imputable á los mismos, sino por el hecho propio de los 
agentes de la Empresa, que resistieron indebidamente su en- 
trega. 

10^ Que en cuanto á las objeciones de inconstitucionalidad 
opuestas al artículo 187, ellas no son en manera alguna atendi- 
bles, pues los deberes, impuestos portal disposición, á las lí- 
neas férreas^ en cuanto al tiempo en que debe efectuarse la 
conducción de mercaderías, no importa otra cosa que una re- 
glamentación á la forma en que deben estos cumplir los com- 
promisos y obligaciones que resultan del contrato de transpor- 
te, y es entonces perfectamente justa y racional la pena im- 
puesta á los mismos, por falta de cumplimiento á tal obligación 
cuando no ha mediado para ello una causa justificada y aten- 
dible. 

11o Que por otra parte, una línea férrea constituye por su na- 
turaleza, un monopolio del camino que recorre, y es fundado en 
esta consideración como en las demás prerrogativas y derechos 
que las leyes acuerdan á los ferrocarriles, q'üe se les imponen 
deberes especiales, respecto ala forma en que deben efectuar la 
conducción de la carga que reciben. 
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12^ Qae tampoco paede establecerse en absoluto, que las 1í- 
mitacioaes impuestas á cualquiera de los derechos que laCons- 
titacioQ consagra en favor del individuo, importa siempre una 
violación 6 menoscabo de esos mismos derechos, menos aún 
cuando aquellos se imponen en beneficio de la comunidad, y por 
razones de conveniencia pública, como en el presente caso. 

IS"" Que por consiguiente, y si bien es verdad que el ferroca- 
rril que transporta una carga, tiene derecho á la remuneración 
correspondiente, ó sea exigir el pago del flete estipulado, es 
innegable también el derecho del cargador para exigir á su vez 
que ella seaconducida en un término dado, que en defecto de 
convención especial, no puede ser otro que el lijado por la 
ley. 

Por tanto, y omitiendo otras consideraciones, fallo definitiva- 
mente declarando: que la Empresa del Ferrocarril Gran Oeste 
Argentino, ha perdido el derecho á percibir el valor dM flete 
estipulado por la conducción de las mercaderías objeto del pre- 
sente juicio, con costas; en consecuencia devuélvase endosado á 
favor de los demandantes, el documento de depósito de foja 11, 
correspondiente al mismo. 

Hágase saber original, y repóngase el papel. 

Juan del Campillo. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 9 de 1894. 

Vistos y considerando: Primero: Que el contrato de trans- 
porte, como los contratos en general, constituye para las par- 
tes, una regla á que deben someterse como á la ley misma ( Có- 
digo Civil, artículo mil ciento noventa y siete). 
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Segundo: Que los contratos obligan no sólo ¿ lo que esté for- 
malmente expresado en ellos^ sino á todas las consecuencias que 
puede considerarse que hubiesen sido virtualmente compren- 
didas en los mismos ( ibidem^ artículo mil ciento noventa y 
ocho). 

Tercero: Que en consecuencia, y en defecto de estipulación ex- 
presa en contrario, debe entenderse que las partes se someten á 
los efectos que la ley, asigna á la convención, considerándolos 
virtualmente comprendidos en ella. 

Cuarto: Que el Ferrocarril no ha manifestado, al expedir las 
cartas de porte de foja seis, voluntad en el sentido de 
limitar los efectos que el Código de Comercio establece, reglan- 
do los derechos y deberes de las partes; debiendo por tanto, re- 
putarse aceptada por el citado Ferrocarril, la obligación de ve- 
rificar el transporte en un término máximo, so pena de incu- 
rrir'en la pérdida del flete, haciendo así de esa pérdida, una 
cláusula penal, virtualmente comprendida en la convención. 

Quinto: Que dados estos antecedentes, y tratándose de un acto 
voluntario, no puede ponerse en cuestión ese acto, como repug- 
nante al artículo diez y siete déla Constitución, cuyo alcance 
sería sólo de oportunidad apreciar, en caso de manifestación de 
voluntad en contrario á las disposiciones del Código. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apela- 
da de foja cincuenta y seis, se confirma ésta con costas. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LDIS V. \AREIA. 

— ABEL BAZAN ( en disidencia de 
fundamentos).— OCTAVIO bünge. 
— JUAN E. TORRENT ( CU disiden- 
cia de fundamentos). 
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DISIDENCIA DE FUNDAMENTOS 



Vistos y considerando: Primero: Que el precio convenido en- 
tre el cargador y el porteador, por el servicio de transporte 
deque este último se haya encargado, está siempre subordinado 
en cnanto á su adquisición 6 pérdida, á las condiciones que se 
haya estipulado en la carta de porte; y en su defecto, á las 
que haya establecido la ley que rige el contrato de la mate- 
ria. 

Segundo: Que ante este principio que consagra la legislación 
de todos los países y que se justifica con la disposición del ar- 
tículo catorce de la Constitución Nacional, cuando declara que 
todos los habitantes de la nación gozan, entre otros derechos, 
del de trabajar y ejercer toda industria lícita, conforme á las 
leyes que reglamenten su ejercicio, es fuera de duda, que no 
procede clasificar de inconstitucional la disposición del artí- 
culo ciento ochenta y ocho del Código de Comercio, que esta- 
blece la penalidad en que incurren las empresas de Ferrocarril, 
por retardar el transporte de mercaderías, más allá del tiempo 
que se les fija en dicho artículo y en el ciento ochenta y siete, 
del mismo Código, que es una de las leyes que reglamentan el 
derecho acordado por el artículo constitucional ya mencio- 
nado. 

Tercero: Que carece por lo mismo de aplicación al caso sub- 
/udi¿;e, el artículo diez y siete de la Constitución nacional, 
que invoca la Empresa apelante, para sostener que son contra- 
rias á su texto las disposiciones del Código de Comercio ya ci- 
tadas, por cuanto nopuede considerarse que ellas violan un de- 
recho de la Empresa como el que pretende tener al precio esti- 
pulado del transporte, cuando es evidente, que no lo ha adqui- 
rido de conformidad á la ley. 
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Por estos fundamentos, y los de la sentencia apelada de foja 
cincuenta y seis, en cuanto sirven á demostrar la procedencia 
déla demanda de foja doce, y el rechazo de la reconvención 
deducida por la Empresa: se confirma con costas, dicha senten- 
cia. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN.— JUAN E. TORRENT. 



CXII 



La Compañía de mandatos y préstamos ^ como fideicomisaria de 
los tenedores de bonos emitidos por la provincia de Santa 
té, contra la provincia de Santa Fé, por cobro de pesos; sO' 
bre personería . 

Sumario. — El Procurador Fiscal nacional, no puede ejercer 
ante la Suprema Corte la personería de una provincia deman- 
dada ante ella. 



Caso. — En los autos seguidos por la Compañía de Mandatos y 
Préstamos, contra la provincia de Santa-Fé, por cobro de pe- 
sos, habiendo el Poder Ejecutivo de dicha provincia comunica- 
do haber nombrado al Doctor Julio Botet para que lo represente 
en dicha cansa, se dictó el siguiente 
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Fallo de la Suprema Corte (1) 

Bueuos Aires, Junio 9 de 1894. 

Vistos en el acuerdo: De conformidad con la ley ocho, título 
quinto, partida tercera, y con el artículo ciento veinte y dos 
de la ley de organización de los Tribunales de la Capital, que 
se invoca como doctrina o^ncordante con la citada ley: se de- 
clara que el Doctor Julio Botet, por ser Procurador Fiscal Na- 
cional, no puede ejercer en este juicio la representación á que 
se refiere el oficio precedente. Hágase saber al Gobierno de 
Santa-Fé, para que constituya apoderado dentro del término 
de quince días, librándose el correspondiente oficio. 

Repóngase el papel. 

benjamín paz.— luis y. yare- 
la.— abel BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E. TORRENT. 



(1) Igual resolución se dictó en le causa de don José M. Rizzi, contra 
la misma provincia. 
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CAUSA CXIIl 



El Banco ;\actonal, contra Don Sehasñan Cacares y Don fíude- 
cindo Roca, por cobro de pesos; sobre regulación de honora- 
rios de Don Carlos Quirno, 



Sumario, — No hay disposición alguna que mande esperar 
hasta la terminación del pleito, para que ol que ha intervenido 
/ en él como procurador y cesado en sus funciones, pida la regula- 
ción y cobro de sus honorarios. 



Taso.— Pedid a por Don Carlos Quirno la regulación de ho- 
norarios devengados, como procurador del Banco Nacional, éste 
se opuso en mérito á haber aquel cedido sus honorarios al Ban- 
co, y á no haber terminado el asunto. 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Marzo 14 de 1894. 

Resultando de la escritura acompañada por el representante 
del Banco Nacional, que Don Carlos Quirno ha hecho cesión en 
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8Q favor de los honorarios que puedan oorresponderle como 
mandatario hasta Setiembre de i 890, cuyo importe, una vez 
percibido, será imputado á su deuda con dicho establecimiento. 

Que los derechos adquiridos por éste en virtud de ese instru- 
mento público, excluyen la personería de Quirno, quien ha de- 
legado en el Banco la facultad de ejercitar las acciones que le 
competan para hacer efectivo el cobro de aquellos. 

Forestas consideraciones v las deducidas en el escrito de fo- 
ja 64, se declara: 

Que Don Garlos Quirno no tiene personería para gestionar el 
cobro de honorarios en los juicios á que se refiere el contrato 
mencionado, pudiendo en la estación oportuna del juicio, hacer 
los reclamos que viere convenirle. 

Campillo. 



Faillo de la Suprema Corle 



Buenos Aires, Junio 12 de 1894. 

Vistos y considerando: Primero: Que ha quedado ejecutoria- 
do el auto apelado corriente á foja sesenta y cinco, en cuanto 
establece el derecho de Don Carlos Quirno, para intervenir en 
la regulación de sus honorarios en sus relaciones con el Banco, 
siendo el único punto sometido al fallo de esta Suprema Corte, 
el que se refiere á la oportunidad en que deba hacerse esa re- 
gulación. 

Segundo: Que según consta de autos, Don Carlos Quirno ha 
cesado en la representación del Banco que tenía en este juicio 
y por tanto conforme lo ha declarado esta Suprema Corte, en 
diferentes fallos, es oportuna la gestión para que sean regula- 

T. VI 10 
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dos sus honorarios, no sólo para evitar que ellos se prescriban, 
sino también porque no hay ley ni disposición alguna que le 
mande esperar hasta la terminación del pleito para su cobro. 

Por esto, se revoca el auto apelado de foja sesenta y cinco, 
en cnanto declara que no es oportuna la estación actual del jui- 
cio para pedir la regulación de los honorarios devengados por 
el recurrente^ sin perjuicio de que una vez hecha la regulación 
de los honorarios, se dé á su importe la aplicación que corres- 
ponda; no haciéndose lugar al recurso de nulidad, por no haber 
mérito para ello. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



benjamín paz. — LUIS y. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN. — OCTAVIO BDN- 
GE.— JUAN E. TORRENT. 



CAdfilA CXI¥ 



Don Enrique Cafferata contra Jorge Gowland é hijo, 

por sobre-estadías 



Sumario. — 1® Afirmándose por el actor que la descarga em- 
pezó un día determinado y resultando incierto este hecho, ante 
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la negativa j prueba del demandado de haberse hecho deut 
de los días estipalados, corresponde al demandante probar q 
en el día indicado el buque estaba listo, j que la descarga 
empezó ese día por culpa del demandado. 

2° El recibo de saldo puesto al dorso del contrato de Qet 
mentó con posterioridad á U descarga, hace presumir el pa 
de toda deuda procedente de cansa anterior á la fecha ( 
recibo. 



Caso.— Lo indica el 



Fallo del Juca rcdernl 



Bueoos Aires, Abril 36 de 1893. 

X vistos : loa presentes autos promovidos por D. Enrique C 
fferata, cesionario de los derechos del capitán Henrick von d 
Ther, de la barca noruega tHeDrik Ibsen>, contra los señui 
Jorge Gowland é hijo, por cobro de 150 libras esterlinas, eqi 
valentes á 756 pesos oro sellado, procedente de sobre-estadfa 

Resulta de antos: 1° Que el expresado buque, de819 tonel 
das de registro, trajo á la conaignacion de los demandados, c 
mo agentes de los fletadores en esta plaza, un completo carg 
mentó de carbón de piedra con peso de 1236 toneíadas, bajo ! 
cláasolas j condiciones estipulada^ en el contrato de flctume 
to qne original j debidamente traducido corre de foja 3 á foja 
celebrado en el puerto de Cardiff el 4 do Junio de 1889 .enl 
el caballero P. O. Felhersen y la compañía de Fierro Donl 
como agente, entre cuyas cláusulas figura la deque el carg 
meuto será descargado á razón de 50 toneladas por dfa laboi 



148 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

ble, si el tiempo lo permite, comenzando el término cuando el 
buque esté dispuesto á entregar y que la demora demás que 
resulte sobre el término correspondiente según esa proporción, 
se pagará á razón de i peniques diarios ^or cada tonelada de 
registro. 

2° Que la barca cibser.» llegó á este puerto el día 10 de 
Setiembre á^ 1889, y el 12 dio el correspondiente aviso á los 
consignatarios, para órdenes, de acuerdo con lo estipulado en 
la póliza de fietamento, quienes dispusieron entrara al Riachue- 
lo, lo que efectuó el 24 del mismo mes, quedando lista desde 
el siguiente día para entregar la carga, cuya operación princi- 
pió el 16 de Octubre y quedó terminada el 7 de Noviembre, se- 
gún lo establece oficialmente el Resguardo de la Aduana en el 
informe corriente á foja 30 vuelta. 

3° Que fundado en estos antecedentes, aunque equivocada- 
mente relacionados por el actor en el escrito de foja 9, sostiene 
queseban producido once días de sobre-estadías debido única- 
mente á falta de actividad en la descarga por parte de los con- 
signatarios, lo que se demuestra por la sola computación de 
tiempo, en virtud de lo cual cobra la indemnización correspon- 
diente con arri'glo á lo estipulado en la p«')liza de fietamento. 

4"* Que los demandados, en su contestación, sostienen ser falso 
que se haya producido ninguna sobre-estadía y que si la hubie- 
ra no le sería imputable á ellos; pero que no fundan en esto su 
defensa sino en la confesión implícita dada por escrito por el 
capitán cedente, de haber quedado cumplido el contrato de fie- 
tamento sin ningún reclamo, consistente en el recibo de chan- 
celación general del flete, otorgado al dorso del mismo contrato 
de fietamento hecho eiprof esamen te así para que se viera que 
dicha póliza quedaba cumplida por ambas partes y chancelada, 
de acuerdo con el artículo 934 del Código de Comercio y juris- 
prudencia de la Corte Suprema. 

Y considerando: I"" Que como se ha dicho antes, la descarga 
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del cargamento debía efectuarse á razón de cincuenta toneladas 
por cada día laborable, según expresa estipulación de la póliza 
de íletamento^ de modo que debió efectuarse en veinticuatro y 
medio días hábiles, puesto que ambas partes están conformes 
en que el cargamento se componía de i236 toneladas. 

2^ Que tampoco se ha negado en la contestación, que el bu- 
que quedó listo para entregar desde el 25 de Setiembre, día 
siguiente al de su entrada al lugar designado por los consigna- 
tarios para ejecutar la entrega, lo que autoriza á estimar como 
cierto el hecho, de acuerdo al artículo 86 de la ley de Procedi- 
mientos, de modo que debió quedar terminada dicha operación 
el 24 de Octubre, según el cómputo de días hábiles para las ope- 
raciones del Puerto determinado por la Prefectura Marítima en 
el informe de foja 8 vuelta, no objetado por la parte demandada. 

3*^ Que entretanto por el informe de la Aduana corriente á fa- 
ja 30 vuelta, se ha comprobado que la descarga principió recien 
el día 16 de Octubre y si bien aparece terminada en menos de 
veinticinco días hábiles^ no es menos evidente que el buque ha 
sido retenido injustificadamente con su cargamento abordo, 
desde el 25 de Setiembre hasta el día en que principió la des- 
carga, lo que constituye la sobre-estadía, á cargo de los reci- 
bidores de la carga en tanto cuanto exceda de los veinticuatro 
días y medio de plancha, á contar desde que debió principiarse 
esa operación, lo que da.algo más de los once días que reclama 
el demandante. 

4*^ Que el Código de Comercio vigente ala época del contrato 
(art. 1164) lo mismo que el actual (art. 1018), los autores de 
derecho marítimo, según puede verseen Parsons, On Shtpping, 
páginas 170 y 310, y la jurisprudencia federal, establecen una 
clara distinción entre lo que es flete y lo que es sobre-estadías, 
como denominaciones legales , siendo el primero la suma que se pa- 
ga por alquiler de un buque por el transporte de efectos, y las se- 
gundas la indemnización que se debe al capitán por los gastos 
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diarios que sufre el buque, por causa, interés ó beneficio de la 
carga, durante una injustificada demora por parte de sns due- 
ños ó consignatarios, lo que comporta diferencias fundamenta- 
les hasta en la naturaleza de las acciones que les corresponden, 
pues ia acción del flete es un derecho que nace del ci^mplimien- 
to de la convención, para lo que la ley le da carácter ejecutiyo, 
mientras que la de sobre-estadías surge propiamente de una 
infracción al contrato aunque prevista y reglamentada, de 
modo que no puede ejercitarse sino en vía ordinaria. 

b"* Que siendo esto así, no hay razón legítima para sostener 
que el recibo puesto al dorso del contrato de netamente por 
saldo de flete, implique necesariamente la chancelación comple- 
ta de todas las obligaciones resultantes del transporte, incluso 
las que provienen de una pena por infracción al mismo contrato, 
debiendo entenderse la palabra flete limitadamente aplicable á 
lo que el contrato y lo que el tecnicismo legal llaman fletes. 

6® Que el efecto que los demandados pretenden dar á ese 
recibo sólo podría tener lugar si él estuviese concebiio en tér- 
minoB generales, sin el empleo específico déla palabra fletes, 
que por tal razón tiene en eite caso un carácter ó significado 
restrictivo, como si se hubiese dicho, por ejemplo, c recibí la 
cantidad de tanto por chancelación de este contrato», ú otra 
frase análoga, siendo sólo entonces aplicable lo dispuesto en el 
artículo 934 del Código de Comercio .vigente á la época de la 
transacción en cuestión y la jurisprudencia de la Corte Suprema 
invocada en la contestación. 

7® Que pt)r otra parte y admitiendo que el hecho de otorgar re- 
cibo por saldo de fletes autorice á presumir el saldo de todas las 
obligaciones resultantes del fletamento, esto no es sino en vir- 
tud de una presunción juris que puede ^er destruida y debe 
ceder ante la prueba en contrario, en que se ha justificado ple- 
namente que se produjeron sobre-estadías y que lo que el capi- 
tán ha recibido de los consignatarios de la carga es estricta- 
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mente la suma que le corresponde por fletes, de acuerdo con las 
estipulaciones de la póliza de fietamento^ lo que demuestra que 
ninguna indemnización se le ha pagado por la demora injustiñ- 
cada y probada de más de once días en la descarga, no obstante 
estar estipulada la obligación de abonarla en circunstancias y 
condiciones pre-establecidas que concurren en este caso. 

8^ Que los demandados han alegado que esa demora provino 
de culpa del mismo buque que tuvo sus dificultades, sin hacer 
empero, de ello, una defensa directa; pero aun cuando lo hu- 
biesen propuesto como tal, no solamente no se ha probado, sino 
que el informe de foja 30 vuelta demuestra que una vez princi- 
piada la descarga ella se efectuó con la correspondiente rapidez. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja 37, 
fallo condenando á los señores J. Gowland é hijo al pago de 
setecientos cincuenta y seis pesos oro sellado, importe de las 
sobre-estadías reclamadas, en el término de diez días, con los 
intereses moratorios á estilo de Banco, desde la interpelación 
judicial. 

Notifíquese con el original y repónganse las fojas. 

Virgilio M. Tedin . 



Fallo de la Suiírema Corte 

Buenos Aires, Junio 12 de 1894. 

Vistos y considerando: Primero: Que en la demanda se ase- 
gura que el veinticinco de Setiembre comenzó la descarga de la 
barca noruega cHenrick Ibsen» y que la causa de las sobre- 
estadías fué únicamente la falta de actividad de los consigna- 
tarios del buque. 

Segundo: Que de lo informado por la Aduana á foja treinta 
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vuelta, resulta la inexactitud de los hechos mencionados en la 
demanda, pues la descarga empezó el diez y seis de Octabre y 
concluyó antes del término establecido en el contrato de fleta- 
mento, como lo ha reconocido el actor en el alegato de foja 
treinta y siete . 

Tercero: Que la equivocada exposición del demandante pudo 
inducir en error álos demandados, pero que no obstante nega- 
ron que se hubieran producido estadías por la descarga del car- 
bón, afirmando, por el contrario, que si hubo demoras fueron en 
contra de ellos y producidas por culpa del mismo buque que tu- 
vo sus dificultades. 

Cuarto: Que lo expuesto por los demandados importa soste- 
ner que el buque no estaba listo para entregar el veinticinco de 
Setiembre, negándose no sólo los hechos expresados por el actor, 
sino también su propia responsabilidad, desde que pretenden 
que si hubo demora, se produjo en contra de éste por culpa 
del mismo buque, ajustándose, por consiguiente, la contesta- 
ción á la demanda á los términos prescritos por el artículo 
86 de la ley de Procedimientos para los Tribunales nacionales. 

Quinto: Que en vista de la contestación dada á la demanJa 
y no obstante las afirmaciones inexactas que en esta se hicieron, 
correspondía al actor comprobar que el buque estaba listo para 
efectuar la descarga el veinticinco de Setiembre y que ella no 
empezó en esa fecha por culpa imputable á los demandados. 

Sexto: Que la prueba producida no demuestra que la barca 
cHenrick Ibsen» estuviera lista para empezar la descarga del 
carbón el veinticinco de Setiembre, ni que ésta se demorara por 
culpa imputable á los demandados. 

Séptimo: Que el recibo por saldo extendido al dorso del mis- 
mo contrato de netamente, sin reserva alguna respecto de las 
estadías, ha sido otorgado después de concluida la descarga, y 
que por lo tanto es de perfecta aplicación al caso lo dispuesto 
por el artíclo nuevecientos treinta y cuatro del Código de C 
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mercio vigente entonces, con arreglo á lo cual se presume que 
un recibo en esa forma comprende toda deuda que provenga de 
causa anterior^ presunción que en el caso no ha sido destruida 
por una prueba contraria. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada co- 
rriente á foja cuarenta y ocho, absolviéndose en consecuencia 
de la demanda á los damandados; y devuélvanse, reponiéndose 
los sellos. 



benjamín paz. —luis V. \AREU. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CXT 



Don Enrique Cafferata contra Jorge Gowland é hijo; 

sobre estadías 



Sumario. — No habiendo el actor afirmado ni probado que 
se haya dado aviso de estar el buque listo para la descarga, y 
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no faabieado probado que lo estuviese antes del día señalado 
por los demandados en su contestación, debe estarse á esta úl- 
tima fecha para juzgar si la descarga se ha verificado dentro 
del término estipulado. 



Caso.— Lo indicad 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Abril 29 de 1892. 

Y vistos : en el juicio promovido por Don Enrique Cafferata, 
como cesionario de los derechos y acciones del capitán Julián 
Olsen, del buque noruego «Union», contra los señores Jorge 
Gowland é hijo, por cobro de 465 libras esterlinas, tres che- 
lines y ocho peniques, equivalentes á 832 pesos oro sellado con 
52 centavos, procedente de sobre-estadías. 

Eesalta de autos: i° Que el expresado buque <Union>, de 
901 toneladas de registro, trajo á la consignación de los de- 
mandados un completo cargamento de carbón de piedra para 
máquina, compuesto de 1358 toneladas de peso, bajo las cláu- 
sulas y condiciones estipuladas en el contrato de fietamento 
que original y debidamente vertido al idioma nacional corre de 
foja? áfoja 9, celebrado en Cardiff, entre el señor Julián T. 
Olsen, propietario del buque «Union»^ y la compañía de ñerro 
de Davolais, como agente de los comerciantes, entre los cuales 
figura la de que el cargamento sería extraído á razón de 50 to- 
neladas por día de trabajo, permitiéndolo el tiempo, á contar 
desde cuando el buque esté listo para entregar y que la demora 
de más que resulte sobre el tiempo correspondiente según esa 



\ÍK JUSTICIA NACIONAL 155 

proporción, se pagaría á razón de cuatro peniques diarios por 
cada tonelada de registro. 

2® Que el baque llegó a este puerto en el mes de Setiembre 
y el día il le dieron orden de acuerdo con las facultades conce- 
didas en la póliza de fletamento, de proceder al Riachuelo, pa- 
sando la vuelta de Rocha, para entregar allí el cargamento 
por cuenta del ferrocarril de la Provincia, á donde llegó según 
el actor el 30 de Setiembre, quedando listo para descargar, cu- 
ya operación debió quedar terminada el 5 de Noviembre, según 
el cómputo de días hábiles para operaciones del puerto, esta- 
blecido por la Prefectura Marítima en el informe presentado 
á foja 10, no habiendo sin embargo concluido sino el 16 del 
mismo mes. 

3° Que fundado en estos antecedentes, cobra el actor, como 
cesionario del capitán Olsen, H días de sobre-estadías, que el 
buque ha sido retenido de más sobre los 27 días y medio que re- 
sultan de plancha, y que á razón de cuatro peniques diarios so- 
bre 901 toneladas de registro, hacen la suma demandada. 

4^ Que reconociendo los demandados que la barca «Union» 
entró al Riachuelo el 30 de Setiembre, alegan sin embargo, 
que no llegó en esa fecha al puerto de su destino, sino que se 
varó V cuando salió de la varadura, sometió entre otros bu- 
ques, no moviéndose hasta el 8 de Octubre, por cuyo motivo no 
pudieron sus lanchas atracar al costado para empezar la des- 
carga sino en esta fecha, que es también la misma en que fué 
habilitado por el Resguardo para principiar dicha operación; 
que en este concepto y descontando días feriados, sólo se 
habrían producido dos de sobre-estadías; pero que estos mis- 
mos no tenía derecho á cobrar el capitán Olsen, porque su bu- 
que abrió registro de carga para retorno mncho antes del 5 de 
Noviembre, fecha en que tenía embarcadas más de 400 tonela- 
das de maíz, que representan ocho días de labor para el bu- 
que. 
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Y considerando: 1^ Que de la orden general presentada á 
foja 4, dirigida al capitán Olsen, cuya autenticidad se ha reco- 
nocido en la contestación, resulta que los consignatarios de la 
carga dispusieron que el buque cXJnion» entrase al Riachuelo, 
pasando al paraje conocido con el nombre de vuelta de Rocha, 
sin designar empero sitio especial sin muelle determinado ó ba- 
rraca para que aquel atracase á fin de efectuar la descarga del 
cargamento, lo cual, según el contrato de fletamento podía ha- 
cerse al costado de barcos, vaporea, depósitos 6 muelles. 

2** Que de acuerdo á lo estipulado en la misma póliza, los de- 
mandados han debido recibir aviso del capitán de estarcí bu- 
que listo para entregar, en la fecha que éste creyó haber llega- 
do al paraje indicado, debiendo inferirse del silencio y falta 
completa de observaciones al respecto que éstos nada tuvieron 
que objetar á dicho aviso, pues de lo contrario les corrían los 
días de plancha, á lo que se agrega que, según el contrato^ ellos 
debían hacer remolcar el buque para su entrada, por cuya cir- 
cunstancia no han podido ignorar el punto donde se varó á pe- 
sar de lo cual no lo indican, siendo posible que ocurriera la va» 
radura después de pasar la vuelta de Rocha, es decir, cuando 
había llegado á su destino, y así se desprende de los términos 
vagos de la contestación sobre este punto y del hecho de no ha- 
ber tenido necesidad de darle nuevo remolque. 

3<^ Que además, los demandados que han debido probar estos 
hechos alegados en su contestación, de acuerdo con lo dispuesto 
en el auto de foja 21, sólo han producido el memorandnm co- 
rriente á foja 24, en el cual los señores Condomi, Ansaldo y 
compañía, que se dicen fueron encargados por ellos de efectuar 
la descarga en sus lanchas, les comunican que hasta la fecha 
(5 de Octubre), no se había dado principio á la descarga, por- 
que el buque estaba varado en medio del Riachuelo, mas no 
porque no hubiera llegado al logar designado en la orden de fo- 
ja 4, de donde se inñereque ya estaba en dicho lugar, á lo que 
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se agrega que aquellos no pueden hacer mérito á su favor del re- 
ferido documento, por carecer de autenticidad. 

4"" Que el hecho de haber pagado recien el día 8 de Octubre 
los derechos de Puerto y Muelle, como lo acredita el recibo pre- 
sentado á foja 23, no significa que en esa fecha hubiesen obte- 
nido el expediente de la Aduana, pues son actos completamen- 
te independientes y distintos sin relación entre si, tanto que 
muchas veces lo obtienen desde la Rada exterior los buques 
que entran al Riachuelo, no habiéndose producido prueba al- 
guna sobre ese punto. 

5^ Que habiendo terminado la descarga eH6 de Noviembre, 
como lo reconocen los mismos demandados, y no habiéndose 
objetado el cómputo de días hábiles hecho por la Prefectura 
Marítima, es evidente que se han empleado en la descarga 
propiamente 11 días más de los que correspondían con suje- 
ción á las estipulaciones de la póliza de fletamento, los que al 
precio indicado de cuatro peniques por tonelada sobre las 901 
de registro del buque, hacen la suma demandada. 

&> Que sin embargo, está probado por el informe de la Aduana, 
corriente á foja 27, que la barca cUnion» abrió registro de carga 
el 31 de Octubre y que el 5 de Noviembre tenía á su bordo 20.000 
boisas de maíz, lo que quiere decir que por lo menos estos cinco 
días la demora no ha sido en beneficio exclusivo de los demanda- 
dos, puesto que el capitán los ha aprovechado en negocio propio 
en relación con otros contratos, debiendo por lo tanto descon- 
tarse de la suma reclamada, ó sean 377 pesos con 20 centavos. 

Forestes fundamentos y concordantes del escrito de foja... 
fallo condenando á los demandados al pago de la suma de 455 pe- 
sos oro con 80 centavos, y sus intereses á estilo de Banco, desde 
la interpelación judicial. Notifíquese con el original y repón- 
ganse las fojas. 

Virgilio M. Tedin. 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio 12 de 1894. 

T vistos: considerando: Primero: Que si bien los demanda- 
dos no han probado el hecho déla varadura déla barca cIJnion», 
es de tenerse presente que ellos negaron, al contestar la de- 
manda, que la mencionada barca estuviera lista para hacer la 
descarga del carbón el primero de Octubre, afirmando que las 
lanchas no pudieron atracar sino el ocho del citado mes. 

Segundo: Que el demandante no ha manifestado en la de- 
manda que pasara aviso á los demandados de estar el buque 
listo para la descarga el primero de Octubre y que este hecho 
tampoco se ha comprobado en autos, por lo que no puede invo- 
carse & este respecto un silencio de la parte que se explica, por 
no haber existido la afirmación de un acto ó interrogación que 
hubiera el deber de contestar. 

Tercero: Que los términos del auto de foja veinte y una, no 
eximen al actor de la obligación de probarlos hechos que fun- 
dan su acción, y que ninguna prueba ha producido para des- 
truir la negativa de los demandados, como le correspondía, con 
arreglo á lo dispuesto por la ley primera, título catorce, partida 
terceía. 

Cuarto: Que se ha establecido en la sentencia y ha sido con- 
sentido por las partes^ que los días transcurridos desde el pri- 
mero hasta el cinco de Noviembre, deben descontarse de los 
estipulados para la descarga. 

Quinto : Que con ese antecedente, y no estando averiguado 
que el buque estuviera listo para la descarga antes del ocho de 
Octubre, resulta que el plazo de veinte y siete y medio días 
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hábiles, no estaba excedido el diez y seis de Noviembre, fecha 
en qne la citada descarga quedó concluida. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada, co- 
rriente á foja treinta y siete, absolviéndose de la demanda á 
los demandados; y devuélvanse, reponiéndoselos sellos. 

benjamín PAZ.— LUISV. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN.— OCTA- 
VIO BUNGE. 



CAUSA CXYI 



Dan Juan Santos Flori contra la Municipalidad de la Capital 

Federal; sobre cobro de pesos 



Sumario. — ^Debe ser admitida la demanda cuyos hechos fun- 
damentales han sido probados y no negados. 



Caso.— Lo indica el 
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Pallo del JueB Feder»! 



Bueuos Aires, Junio 8 de 1891. 

Vistos : estos autos promovidos por Don Juan Santos Fiori, 
como cesionario de Don José Flores, contra la Municipalidad de 
la Capital, sobre pago de la cuarta parte de dos terrenos denun«- 
ciados por el cedente como de propiedad municipal, situado el 
uno en la calle Comercio entre las de Zeballos y Solis, y el otro 
en la calle de Lorea entre las de San Juan y Cochabamba. 

Y considerando : i"* Que el demandado ha acreditado por me** 
dio del documento original de foja 74 y testimonio de foja 82, 
su carácter de cesionario de los derechos correspondientes á 
Don José Flores,como compensación ala denuncia hecha por és- 
te de los terrenos mencionados . 

2° Que del expediente agregado resulta probado que efecti- 
vamente el expresado Flores denunció como baldío el terreno 
situado en la calle de Comercio, con la extensión y linderos in- 
dicados en el plano de foja 18 de dicho expediente, y que á conse- 
cuencia de esa denuncia la Municipalidad tomó posesión de él, 
reconociendo el derecho del denunciante á la cuarta parte de su 
valor, ácujo efecto se practicó la tasación corriente á foja 19, 
no constando ni habiéndose tampoco alegado que dicha com- 
pensación haya sido abonada hasta la fecha. 

3^ Que aunque no de una manera tan fehaciente se haya 
igualmente comprobado que también denunció Flores el terreno 
situado en la calle de Lorea entre San Juan y Cochabamba, y 
que de él tomó posesión la Municipalidad á mérito de dicha áe^ 
nuncia, pues así lo reconoce el Procurador de la Municipalidad 
en el informe corriente á foja 71 en actuaciones tramitadas ad- 
ministrativamente ante la Intendencia^ refiriéndose á las cons- 
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tancias de los expedientes respectivos, no habiendo, por otra par* 
te negado categóricamente el hecho de la contestación á la de- 
manda, lo que habría bastado para estimar como reconocida su 
exactitud en conformidad al artículo 86 de la ley nacional de 
Enjuiciamiento, ni tampoco rectificado la retribución correspon- 
diente. 

A^ Que si bien la Municipalidad manifiesta que este segundo 
terreno fué cedido al Consejo Nacional de Educación y que en 
tal concepto es á éste á quien corresponde abonar dicha retri- 
bucion; debe obserrarse, en primer lugar, que no se ha justifi- 
cado ni insinuado siquiera que la cesión se haya hecho gratui- 
tamente con semejante cargo, lo que incumbía demostrar á la 
Municipalidad; y en segundo lugar, que entre el actor y el Con- 
sejo no existen relaciones jurídicas queden acción al primero 
para reclamarle el pago, debiendo, por lo tanto, ser la Corpora- 
ción Municipal quien lo repita del Consejo si se cree con dere- 
cho á ello; y finalmente, que el hecho de la cesión que con res- 
pecto al denunciante es res ínter altos acta, no puede alterar 
derechos adquiridos definitivamente por aquel. 

Forestes fundamentos, de acuerdo á lo dispuesto en la Orde- 
nanza Municipal de 18 de Enero de 1879, fallo condenan- 
do á la Municipalidad demandada á que pague dentro de quin- 
ce días á Don Juan S. Flori, la cuarta parte del valor de los 
terrenos arriba mencionados, con arreglo á la tasación de foja 
19 respecto del de la calle de Comercio, y á la que se haya prac- 
ticado ó practique por peritos, según el valor que tenían los te- 
rrenos ala época de la denuncia, respecto del de la calle de Lo 
rea con sus intereses moratorios desde la fecha en que le fué 
reclamado el pago ante ella por el demandante. 

Notifíquese con el original y devuélvase el expediente agre- 
gado al Archivo general, con oficio. 

Virgilio Sí. Tedin. 

T. VI 11 
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Falto de ím SapreoMi €«rte 

Buenos Aires, Junio 14 de 1894. 

Vistos : Por sus f andamentos se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja noventa 7 siete. Repuestos los sellos, 
devuélvanse . 

o 

benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA ex Til 



Don José tabre contra Doña Rosa Olmos; sobre nulidad 

de un contrato de venta 



Sumarió» — 1^ Carecen de valor probatorio, las actuaciones 
obradas ante Juez incompetente j presentadas por el actor con 
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el alegato, sin haber bodio mención concreta de ellas en la 
demanda. 

^'^ No probados dentro del término ée pnebra los hechos en 
que se funda la demanda, ésta debe ser rechazada. 



Caso. — Lo indica el 



Fall« del Jlues Federal 



Córdoba, Julio 25 de 1889. 

Y victos : Los seguidos por Don Aníbal Pérez del Viso, como 
apoderado de Don José Fabre^ pidiendo se declare nata la venta 
de un terreno ubicado en el departamento'Kio Primero, que hi- 
zo á favor de Doña Rosa Olmos, en Enero de 1887; de los que 
resulta : 

Que el año referido, según lo expresa el demandante, el señor 
Fabre otorgó á favor de la señora Olmos una escritura pública 
de venta no con el ánimo de transferirle el dominio sino tan 
sólo á objeto de muñirse de un título público de que carecía en 
esa fecha, evitando á la vez por este medio fuera medido como 
fiscal por los encargados del catastro de la Provincia; alega 
como fundamento de la nulidad de esta venta la simulación 
absoluta que el acto entraña, desde que la mira de los contra- 
yentes no fué el de celebrar un contrato perfecto de compra- 
venta según lo ha acordado con anterioridad á dicho acto y ella 
lo había declarado públicamente más tarde; que por otra parte 
no siendo la simulación de que se trata, contraria alas leyes ni 
con perjuicio de terceros, nada obstaba, y era procedente de to- 
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do punto se declarara inexistente el contrato referido. Pide 
costas. Don José María Faz por la señora Olmos contestan- 
do ]a demanda, niega absolutamente el hecho de la simula- 
ción, invoca á favor de la validez del contrato la escritura pú- 
blica que acompaña, la circunstancia de figurar dicho terreno 
como de propiedad de su representada en la mensura catastral, 
y para acreditarla posesión que tiene del mismo acompáñalos 
recibos de la Contribución Directa, que ha pagado dos años se- 
guidos 7 cita el reconocimiento del mismo señor Fabre, por el 
hecho de haber pedido y obtenido un embargo preventivo de es- 
te mismo terreno ante los Tribunales de la Provincia y antes 
de deducirla presente demanda. 

Agrega, supuesta exacta la existencia de la simulación, no pue- 
de negarse la validez de este contrato, desde que aquella no per- 
judica á tercero ni tiene un fin ilícito (artículo 957, Código Ci- 
vil). 

De todos modos, dice, la nulidad de un acto no puede alegarse 
por el mismo que la ocasionó; cita el artículo 1037, y tomo 13, 
serien'', página 336. Concluye, por último, demostrando el peli- 
gro é instabilidad á que quedarían expuestos los actos que pa- 
san ante los funcionarios públicos por un semejante proceder, y 
si los mismos que concurren á celebrar estos contratos pudieran 
ser más tarde oídos sobre la nulidad de sus propias convenciones 
perfectamente concluidas. Abierta la causa á prueba, sólo se 
produce la de posiciones, á instancia del demandante, y puestos 
á la oficina los autos, una vez vencido aquel, alegan de bien pro- 
bado. 

Y considerando: 1"* Que los litigantes han fijado con acierto, 
tanto las cuestiones que deben ser objeto de esta resolución 
como el método mismo para resolverlas; desde que las acciones 
que nazcan de un contrato que se dice simulado serán ó no pro- 
cedentes: 1^ si la simulación existe; 2° si es contraria á la ley 
ó perjudica á tercero; y finalmente, B"" si no obstante lo dis- 
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puesto por el artículo 955, Código Civil, esta reclamación puede 
ser deducida en el presente caso por el mismo señor Fabre. 

2^ Que en cuanto al primer capítulo, la simulación invocada 
por el demandante para fundar el vicio de nulidad de la escri- 
tura pública de foja 12 ha sido completamente negada por el 
demandado á foja. . . no quedando, en consecuencia, otro medio 
de acreditarse este hecho que la prueba producida. 

3^ Que la única rendida por el demandante, dentro del término 
de prueba, es la de posiciones, foja 21 , no resultando de ésta na- 
da absolutamente que pueda hacer presumir siquiera la simula- 
ción que se alega; por el contrario, el absolvente afirma que to- 
do lo expresado en la escritura pública dé compra-venta que 
tiene presentada es auténtico y que ella posee bástala fecha el 
terreno en cuestión. Que demandado el señor Fabre ante el 
Juez del lugar, para que le desocupara parte del terreno en que 
pastaban animales de Fabre, éste se escusó diciendo que se en- 
contraba enfermo ( A la 6^ y repreguntado )• 

4^ Qae en cuanto ála prueba producida ante el Juez de Paz 
de Santa Rosa y que se ha agregado á los autos recien al eva- 
cuarse el escrito de bien probado por parte del demandante, ella 
estámuy lejos de merecer la importancia que se le atribuye, 
pues tiene en su contra defectos de forma y fondo muy substan- 
ciales, tales como no haber sido citada la señora Olmos para 
absolver las posiciones con el término que ordena el artículo 
151 delaley deProcedimientosProvincial, ni para la declaración 
de los testigos. No habiéndosele oído jamás en juicio al respec- 
to. Estas diligencias prejudiciales son por otra parte uniforme- 
mente desaconsejadas por todos los prácticos, porque no es posi- 
ble sin hacerse cargo de cuanto es motivo del pleito contestar á 
posiciones de este género, y la prohibición do estas diligencias 
tiene por objeto evitar que se tiendan lazos al demandado 
antes de haber meditado sobre la extensión de las obliga- 
ciones que contrajo (Caravantes, tomo 2"^, número 676). 
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5^ Que por otra parte, habiéndose producido esta prueba ante 
un Juez incompetente ella á lo sumo tendría la importancia de 
una confesión extrajudicial ^(Caravantes, número 856; Bonier, 
número...) cuya eficacia no puede resistir^'ante una confesión ca- 
tegórica hecha en juicio y rodeada de todas las formalidades 
qné la ley requiere para su validez y en garantía de la defensa. 
Que aunque es cierto que los mencionados autores dan una im- 
portancia decisiva en algunos casos á esta clase de confesión, 
ninguno de ellos se hace cargo de nuestro caso precisamente, 
pues ninguno dé ellos ha considerado el mérito legal de la con- 
fesión eztrf\judicial frente á frente del que arroja la vertida en 
juicio, y menos aún cuando la primera adolece de vicios tan 
substanciales como los que acaba de verse. 

Por otra parte, el demandante que tenía conocimiento de es- 
tas diligencias y de los testigos que depusieron ante el Juez de 
Paz, pudo pedir que vinieran á ratificar las declaraciones que 
tenían prestadas durante el término de prueba^ lo que no se ha 
hecho. 

Fué, pues, muy justamente observada por la parte de la seño- 
ra Olmos esta deficiencia en su alegato in voce. 

6<> Considerando ahora en cuanto al 2° y 3^ capítulo^ que no 
existiendo prueba alguna que demuestre la simulación que se 
pretende, es por demás superfino é innecesaria una decisión ju- 
dicial al respecto, desde que la calidad de reprobada 6 no de la 
simulación, como las acciones á que pudiera dar origen, de na- 
da importa ante la no existencia de la misma. 

7^ Que habiendo comprobado el demandado hasta la evidencia 
la legitimidad de su título, la propiedad que éste le da al campo 
cuestionado^ como asimismo su posesión actual con el instru- 
mento público de foja 12, los recibos de las contribuciones direc- 
tas abonadas desde la fecha de su compra, lees aplicable^ pues, 
con toda exactitud el adore non probante reus sü absolvendus 
(Fallos de la Suprema Corte, serie 2% tomo 7, página 252). 
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Por estas consideraciones y otras que se omiten, deñnitiva- 
mente juzgando fallo y declaro: perfecto y concluido el contra- 
to de compra-venta celebrado entre el señor Fabre y doña Bosa 
Olmos que motiva el presente juicio y absolviendo en conse- 
cuencia á esta última de la demanda interpuesta en su contra, 
sin especial condenación en costas. Notifíquese con el original 
á los interesados; repaestos los sellos, archívese. 

C. Moyano Gacitúa, 



Vallo de la Suprema Carte 



Buenos Aires, Janio 16 de 1894. 

Vistos y considerando : Primero : Que el instrumento públi- 
co de foja doce prueba acabadamente el hecho del contrato de 
compra- venta, que estaba llamado á hacer constar ( artículo 
nuevecientos noventa y cuatro, Código Civil). 

Segundo: Qae el demandante, que basa su acción en la si- 
mulación absoluta del contrato comprobado por dicho instru- 
mento, no ha presentado contradocumento público ó privado 
(artículo nuevecientos noventa y seis del Código citado) que 
las partes hayan otorgado con el objeto de modificar 6 dejar sin 
efecto el contenido de ese instrumento, resultando de su misma 
exposición que ni siquiera se otorgó. 

Tercero: Que como lo sienta la sentencia de primera instan- 
cia^ de conformidad con las constancias de autos, el actor no 
ha producido durante el término de prueba justificativo alguno 
en comprobación de los hechos en que fúndala demanda. 

Cuarto: Que las actuaciones acompañadas por el demandan- 
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te en su alegato de foja treinta y seis, carece de suficiente valbr 
probatorio, porque^ además de otros defectos substanciales,, im- 
portan diligencias de prueba producida estemporáneamente y 
eso admitiendo que la parte estuviera en el derecho de presen- 
tarla al alegar de bien probado, cuando no hizo mención con- 
creta de ellas en la demanda, conociendo ó debiendo conocer su 
contenido, en caso de ser cierta su existencia. 

Por estos fundamentos, se confirma con costas la sentencia 
apelada de foja cincuenta y tres y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

benjamín paz.— luis V. VÁRE- 
LA.— ABEL BAZAN.- OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CXTIIl 



Don Víctor Silvero contra don A ntonio Ruiz ; sobre interdicto 

de recobrar la posesión 



Sumario. — 1^ Probada la posesión y los hechos turbatorios, 
procede el interdicto de recuperar, aunque el demandado tenga 
títulos que puedan darle derecho á poseer. 

2^ No puede considerarse que el demandado haya tenido la 
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posesión anual anterior á la demanda, si resalta que el acto 
por el cual pretenda haberla tomado fué resistido por el deman- 
dante qne la tenía. 

3^ Cuando los actos posesorios de una y otra parte recaen en 
fracciones de terreno de imposible determinación, debe juzgar- 
se el caso como en las posesiones confundidas, á favor del que 
ha tenido una posesión más antigua; máxime si ésta, por edifi- 
ficios y obras de calidad permanente hechas en ella, presenta 
caracteres de superioridad sobre la otra. 

A"" Conservada asi la posesión, no puede admitirse que haya 
quedado proscripta la acción de interdicto á recuperar la parte 
turbada dentro del terreno poseído por el actor. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 

Corrientes, Octubre 38 de 1889. 

Vistos ríos presentes autos seguidos por D. Yictor Silvero 
contra D. Antonio J. Buiz^ sobre interdicto de recobrar la pose- 
sión de un campo situado en el departamento de Santo Tomé^ 
denominado cBincon de San Mateo»^ de los cuales resulta: 

1° Que D. Martin Miranda se presentó el 7 de Diciembre de 
1888 demandando á D. Antonio J. Ruiz por desalojo del cam- 
po citado, fundándose en que su poderdante disfrutaba tranqui- 
lamente de su posesión cuando D. Feliciano Garay, como apode- 
rado de Buiz, penetró violentamente en dicho campo el 21 del 
mes de Junio del mismo año 88 con más de 60 hombres y em- 
pezó á cortar y destrozar los bosques; que en el acto el capataz 
de su representado, Víctor Blanco, acompañado del Fiscal José 
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María Gatierrez, intimó á los invasores el desalojo, pero éstos 
se negaron invocando órdenes de Garay ; que entonces D* Emilia 
Silvero, hermaoa del demandante, dirigió con fecha 21 y 22 del 
mismo mes de Junio, al jefe político Nemesio Corrales, las dos 
cartas de foja 1 y foja 2, en las que le daba cuenta de la inva- 
sión y le pedía su protección para expulsar á los invasores; que 
dicho funcionario contestó diciendo que había dado cuenta mi- 
nuciosa al Gobierno de la Provincia y que éste le había contes- 
tado telegráficamente hiciera respetar á Garay en la ocupación 
del Banco como representante del propietario señor Ruiz; que 
posteriormente el Juez Pedáneo, con el objeto de evitar conflic- 
tos armados entre la gente del señor Garay y el capataz del 
señor Silvero, dirigió á la hermana de éste la nota de foja cinco, 
para que se abstuviera en toda oposición de hecho ; que enton- 
ces dicha señora, con fecha 7 de Agosto, protestó ante el Juez 
de Paz D. Anacleto Blanchardyel escribano D. Yalentin Va- 
lenzuela contra la ocupación de Garay y la negativa de protec- 
ción de la autoridad; que desde esa fecha hasta hoy, Garay ha 
continuado aumentando los peones y el corte de los bosques, 
que también el año anterior pretendió hacerse reconocer como 
dueño 6 hizo labrar una acta que fué protestada en el acto por 
la señora hermana del señor Silvero, pero sin ocupar el campo 
ni ejercer ningún acto de posesión legal ante la oposición de 
dicha señora; que en esa virtud venía á entablar las acciones 
posesorias que la ley le acuerda, para que Buiz se abstenga def 
cortar los bosques, desocupe completamente la parte ocupada 
en el campo, restituyéndole con todos sus accesorios y pagase 
las costas y costos del juicio con más los daños y porjnicios 
ocasionados, que deberán estimarse en oportunidad. 

2^ Que en el juicio verbal decretado de acuerdo con el artícu- 
lo 332 del Código Nacional de Procedimientos, la parte de Sil- 
vero dijo que nada tenía que agregar á lo expuesto en su escrito 
de demanda. 



j 
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El Dr. Gaastavino, abogado del señor Ruiz, manifestó: que 
en el joicio petitorio entablado contra el mismo señor Silvero^ 
existe el testimonio del acta de la posesión dada á Antonio A. 
Buiz en 13 de Julio de 1887; que en el Juzgado de Faz de 
Santo Tomé existe una escritura de protesta con fecha 19 de 
Julio del mismo año^ que prueba el hecbo de la posesión ad qui* 
rida por el señor Buiz; que la demanda posesoria reconoce 
también ese hecho en la parte en que clasifica de farsaica el 
acta levantada del acto posesorio; que los artículos 994 y 99b 
del Código Civil, deteriúina la autoridad que el acto de pose- 
sión tiene contra terceros ; que según el artículo 2493 del mis- 
mo Código, la acción de despojo deducida por Silvero estaría 
prescripta, caso que hubiera habido tal despojo; que pedía al 
Jnzgado se librase oficio al Juez de Paz de Santo Tomé para 
que remitiese testimonio de la protesta formulada por doña 
Emilia Silvero en 18 de Julio de 1887 y con ese antecedente y 
el acta de posesión fallara la causa. 

S"* Que por su parte, el señor Miranda dijo que no es cierto 
que el señor Buiz haya tomado posesión del campo en la fecha 
que se indica y que solamente pretendió hacerse reconocer como 
dueño, haciendo labrar el acta áque se hace referencia; que la 
posesión debe contarse desde la fecha en que despojó de ella á 
su mandante, tomándola violentamente, por la destrucción de 
sus bosques. 

4® Que en el mismo juicio verbal, suspendido á consecuencia 
del incidente promovido por la parte de Buiz, ofrecieron las 
partes prueba de testigos, cuyas listas se encuentran á fojas 30 
y 18, quienes debían ser examinados al tenor de los interrogato- 
rios de foja 88 y foja. . . 

5^ Que ordenada la recepción de las pruebas, se produjeron 
por parte del señor Silvero las que corren de fojas 36 á74,y por 
la de Buiz, la de fojas 76 á 1 10. T considerando: Que el apoderado 
de D. Víctor Silvero ha confundido en esta causa las acciones 
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posesorias con las de despojo, calificando la acción de SilTero 
indistintamente como interdicto de recuperar la posesión ó 
como acción de despojo. La acción de despojo no es nna acción 
propiamente dicha, ni una acción real fundada en una presunción 
de propiedad; sino una disposición de orden público, con el ob- 
jeto de prevenir la violenciay el atentado de hacerse justicia por 
sí mi^mo. 

Queel interdicto de despojo sólo procede, dice la ley 10, ti- 
tulólo, Partidas*, cuando alguno de propiaautoridad ha ocupa- 
do la libre posesión de una cosa ajena,^ mientras que en el pre- 
sente caso el demandado adquirió esa posesión en virtud de ha- 
ber sido puesto en ella por el vendedor, que fué el Gobierno de 
la Provincia. 

Que la acción que compete al señor Silvero, en el presente 
caso, es en verdad una acción posesoria, con el objeto de recu- 
perar la posesión en que dice ha estado á título de dueño por 
muchos años del campo cRincon de San Mateo» . 

Que esa posesión dada á Buiz, con derecho ó sin t^l, no ha sido 
contradicha por los medios que el derecho aconseja, y resulta 
además probada por el hecho relativo á la posesión del campo 
dada por el vendedor en 13 de Julio de 1887, como se expresa 
en el acta que corre á foja 31 vuelta del expediente sobre reivin- 
dicación, que sigue Buiz contra Silvero, debiendo presumirse que 
él ha poseído desde el día que fué puesto en posesión, si no se 
probase lo contrario, lo que no se ha verificado, pues los testigos 
presentados por el demandante^ Juan A. López, Bernabé Ifran, 
Francisco Lescanoy JuanL. Yelásquez, contestando á la quin- 
ta pregunta del interrogatorio de foja . . , si bien reconocen la 
ocupación 6 posesión de Buiz, nada dicen respecto al tiempo de 
esa posesión ni en qué día tuvo lugar. Abelardo Escalada dice 
que la posesión de Silvero fué interrumpida por Buiz en Julio 
del año pasado. Contra esta declaración está la protesta de D^ 
Emilia Silvero, hermana del demandante, donde consta que 
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Rqíz tomóposesion del campo en cuestión el 13 de Jaliode 1887, 
Corroborada por los testigos Narciso Bando, foja 9ñ, y Ernes- 
to Vera, j demás testigos presentados por el demandado, que 
mencionan diversos actos de posesión ejecutados por los repre- 
sentantes del señor Rniz en los meses de Agosto y Setiembre 
del mismo año ochenta y siete. 

Que ante tales elementos de convicción suministrados por 
la parte demandada, como por la demandante, no se puede du- 
dar y resulta por el contrcrio evidente que Buiz ha {tomado po- 
sesión del campo cBincon de San Mateo» en el mes de Julio 
del año mil ochocientos ochenta y siete. 

Que esa posesión, ya sea que se considere como un hecho ó 
como el ejercicio de los poderes comprendidos en el derecho de 
propiedad, la adquirió mediante un hecho material y visible, es 
también evidente, como consta en el acta mencionada y de la 
cual tuvo conocimiento la hermana del señor Silvero, encarga- 
da á la sazón de dicho campo, como consta igualmente de la 
protesta de foja..., quien es presumible debió comunicar inme- 
diatamente al señor Sikero lo ocurrido. 

Que éste se presentó recien el 7 de Diciembre de 1888, dedu- 
ciendo el interdicto, es decir, diez y seis meses y veinticuatro 
días después que el señor Ruiz tomó posesión del campo. 

Que las protestas hechas por doña Emilia Silvero, que corren 
á fojas 6 y 9, no tienen la virtud de interrumpirla prescripción 
que ganaba Buiz para su posesión, es por demás obvio, pues la 
prescripción solamente se interrumpe por demanda contra el 
poseedor, aunque sea interpuesta ante Juez in'^ompetente y 
aunque sea nula por defecto de forma (artículo 3986 del 
Código Civil), lo que no se ha hecho ni se ha alegado siquiera, 
ninguna dificultad ó imposibilidad de hecho que hubiese impe- 
dido temporalmente el ejercicio de laaccion (artículo 3980, Có- 
digo citado). 

Que en consecuencia la acción posesoria ha sido instaurada 
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por el señor Silvero después de transcnrrido más de un año desde 
que perdióla posesión de dicho campo en laparte ocupada; jdes- 
pnes, por consiguiente, que estuTo proscripta, según lo dispues- 
to por el artículo 2493 del Código Civil. 

Por estos fundamentos : se declara no haber lugar al interdic- 
to entablado para recuperar la posesión, sin perjuicio de los 
derechos de propiedad que pueda corresponderle al señor Silye- 
ro. Hágase saber y repónganse los sellos. 

Notifíquese con el original. 

£. A. Lujambio. 



F»llo de ím Aupreara €mwt9 

Buenos Aires, Junio 16 de 1894. 

Vistos 7 considerando: Primero: Que según resulta de las 
constancias de autos, la acción posesoria en litigio se reñer e á 
una parte del campo denominado cRincon de San Mateo» , del 
que el demandante ha estado en posesión exclusiva durante 
años, hasta el momento en que se han producido los hechos 
cuya apreciación corresponde hacer en el presente juicio. 

Segundo: Que la expresada posesión, demostradapor la prue- 
ba testimonial é instrumental que se registra en el expediente, 
de la que consta que el actor ha mantenido durante largo 
lapso de tiempo en el mencionado campo un establecimiento 
ganadero con casas, corrales, etc., abonando la respectiTa con- 
tribución directa, se desprende, además, del mérito resultante en 
conjunto de las exposiciones de las partes. 

Tercero: Quecoufirma ese hecho la circunstancia averiguada 
en autos de haberse promovido juicio reivindicatorío, aún pen- 
diente, por el demandado contra el demandante, sobre parte á 
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lómenos del campo, lo que presupone que el último conserya la 
posesión referente á la materia de ese jaicio (artículos dos mil 
setecientos cincuenta y ocho y dos mil setecientos setenta y dos 
del Código CiTil). 

Cuarto: Que asi es, en efecto, porque está fuera de duda que 
el actor continúa ocupando la cosa, cuyas poblaciones mantiene 
bajo su poder, ocapándola asimismo con sus ganados. 

Quinto: Que establecido ese antecedente y siendo por otra 
parte incontestable ó inconte^tada la producción de los hechos 
contrarios á la posesión del demandante don Víctor Silvero, que 
han motivado el juicio, hay que averiguar si la acción poseso- 
ria por él entablada se encuentra prescripta como lo pretende 
el demandado en la contestación á la demanda, haciendo de 
ello el fundamento principal de su defensa. 

Sexto: Que desde luego es evidente que, para juzgarse hecha 
la tradición de los inmuebles, es necesario que la cosa esté li- 
bre de toda otra posesión y sin contradictor que se oponga á 
que el adqairente la tome (artículo dos mil trescientos ochen- 
ta y tres del Código Civil). 

Séptimo: Que en consecuencia no puede juzgarse que el 
Gobierno de la Provincia de Corrientes (vendedor) ha hecho 
al demandado Don Antonio Buiz la tradición del cRincon de 
San Mateos medíante el acta de posesión del trece de Julio de 
mil ochocientos ochenta y siete, que se invoca en la sentencia 
apelada, porque ese campo estaba bajo la posesión de Silvero, 
y porque Doña EmiliaSilvero, que obraba por el poseedor y á 
cuyo nombre ocupaba la cosa, se opuso á que el adquirente 
Bniz la tomase, según se ve en los documentos de fojas ochenta 
y tres y ciento cincuenta y seis. 

Octavo: Que si bien de la prueba testimonial producida por 
el demandado aparece que éste ha realizado algunos actos pose- 
sorios durante el año mil ochocientos ochenta y siete, posterio- 
res al trece de Julio de ese año, resulta acreditado que esos 
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actos, materialmente considerados, servían á establecer á favor 
de Ruiz una posesión anual , anterior á la demanda, sobre una 
superficie cualquiera ajena á la que también materialmente ha 
conservado Silvero bajo su poder, lo que hace necesario^ en el su- 
puesto que debieran admitirse como bastantemente caracteri- 
zados los actos de Buiz en contraposición á los de Silvero, apre- 
ciar los derechos de las partes en el concepto amplio con que 
ellas han planteado el pleito y no con aplicación á fracciones 
de imposible determinación, porque imposible sería precisar 
adonde principiaba la posesión del uno y adonde terminaba la 
del otro, pues se trataría de posesiones verdaderamente confun- 
didas. 

Noveno: Que en tal caso y puesto que dos posesiones iguales 
y de la misma naturaleza, no pueden concurrir sobre la misma 
cosa (artículo dos mil cuatrocientos uno del Código Civil), debe 
juzgarse que Silvero y no Ruiz es el poseedor del bien en cues- 
tión, desde que tiene á su favor una posesión más antigua 
(artículo dos mil cuatrocientos setenta y uno deleitado Código). 

Décimo: Que, por otra parte, la posesión de Silvero^ demos- 
trada con edificios y obras de carácter permanente y con una 
ocupación continuada de muchos años, presenta caracteres de 
una superioridad incontestable sobre la que pretende Ruiz ha- 
ber tenido el año de mil ochocientos ochenta y siete, basada en 
una acta ineficaz para operar la tradición, según lo ya conside- 
rado^ y en hechos equívocos con relación al poseedor, ó aislados 
y transitorios. 

Undécimo : Que habiendo Silvero conservado la posesión del 
inmueble, no puede admitirse qne^esté proscripta su acción, in- 
tentada, como lo ha sido, en siete de Diciembre de mil ocho- 
cientos ochenta y ocho, contra actos posesorios, en cuanto im- 
portan la explotación de los bosques del cRincon de San ^lateot, 
iniciada en Junio del mismo año. 

Duodécimo: Que aunque Silvero no haya presentado título 
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que determine la extensión del inmueble poseído, el mérito de 
autos no permite dudar que los trabajos emprendidos por Buiz 
en los bosques de cSan Mateo» se ejecutan dentro de la cosa 
poseída por aquel. 

Decimotercero: Que el título de Buiz, emanado del Gobierno 
de la provincia de Corrientes, puede darle derecho áposeer ; pero 
no le habilita para tomar la posesión, debiendo demandarla por 
las TÍas legales (artículo dos mil cuatrocientos sesenta y ocho 
del Código Civil ), porque cualquiera que sea la naturaleza de la 
posesión, nadie puede turbarla arbitrariamente (artículo dos mil 
cuatrocientos sesenta y nueve ). 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento treinta y nueve, y se hace lugar en consecuencia á la 
demanda, declarándose que el demandante debe ser restituido 
á la libre posesión del terreno un cuestión^ con prohibición al 
demandado de todo acto perturbatorio en ella, á quien se con- 
dena á la devolución de la parte de terreno que ocupa y á la in- 
demnización de daños y perjuicios y costas del juicio. 

Notifíquese con el original y, repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. \ ARELA. — 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE.— 
JUAN E. TORRENT. 



T. VI 12 
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CAUSA ex IX 



Don Francisco Méndez^ en los autos de Francisco Blanco contra 
la Empresa de las Catalinas, por cobro de pesos; sobre per- 
sonería. 



Sumario. — El que no ba tenido intervención en un juicio, no 
puede pedir en ella nulidad déla transacción, por la cual las 
partes le han dado fin. 



Caso.^ Don Francisco Blanco demandó á la Empresa de las 
Catalinas por la cantidad de 21 .210 pesos oro sellado, importe 
de mercaderías que recibió en sus depósitos, y no entregó. 

La Suprema Corte, por sentencia de fecba 14 de Enero de 
1893, revocatoria déla de I*" Instancia, declaró que la Empresa 
estaba obligada á deyolver las mercaderías, y en su defecto á 
abonarlas^ debiendo estimarse su yalor por el aforo que debería 
hacer la Aduanado la Capital, con arreglo á la tarifa actual, con 
intereses desde la fecha de la demanda. 

Devueltos los autos ai Juez federal, presentaron el Gerente de 
las Catalinas, señor Seeber, y el demandante Blanco, un escri- 
to en que manifestaban haber transado en estos términos : La 
Empresa había entregado á Blanco, 1 3.000 pesos moneda nació- 
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nal, oon lo cual se daba por plenamente satisfecho de toda re- 
clamación por razón del pleito, cuya suma declaraba Blanco ha- 
ber recibido ya, debiendo cada parte pagar sus costas. 

Previa ratificación do los interesados, el Juez aprobó este 
arreglo, por auto de 27 de Enero de 1893. 

Por escritos presentados en 28 y 31 de Enero del mismo año, 
Don Patricio Méndez, de presentó en los autos,'' exponiendo : 
Qne había sido sorprendido por el arreglo en virtud del cual se 
dejaba sin efecto la sentencia de la Suprema Corte. . 

Que demandante y demandado, se habían puesto en conniven- 
cía para burlar sus derechos de 33 Vo l^e le corresponden so- 
bre el monto total de las mercaderías reclamadas. 

Que según la escritura pública t^ue acompaña, Blanco ha re- 
conocido esos derechos, y no ha podido transar por si solo, 
comprendiendo el 33 %; y menos, teniendo conocimiento See- 
ber, Cómo tenía, de sus derechos. 

Que presentado por un amigo á Seeber, tuvo con éste varias 
conferencias eü su mismo escritorio, en las cuales no pudieron 
ponerse de acuerdo sobre la cantidad, y mientras él (Méndez) 
escribía á Blanco, de acuerdo con Seeber, si aceptaba la oferta 
hecha por éste, Blanco ocurría con Seeber al Juzgado federal, 
transando el asunto por menor cantidad que la ofrecida, habién- 
dola entregado ya. 

Qne esto lo hicieron, sin embargo de que Seeber le había de- 
clarado la mañana del mismo día en que hicieron la transacción, 
que arreglaría si intervenía él (Méndez), pues á Blanco no le 
permitiría ni pisar los dominios de las Catalinas; y de que 
Blanco le tenía dicho que nunca había cambiado una palabra 
con Seeber durante el pleito y que no lo vería tampoco. 

Que sus conferencias con Seeber se entablaron en virtud de 
la autorización escrita, de Blanco, que acompaña, y en ellas le 
manifestó á Seeber que aquel no era el dueño de todas las mer- 
caderías, pues el 33 Vo lo correspondía á él (Méndez)^ según 
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constaba también de un escrito presentado ante la Suprema 
Corte, el cual no aparece en el expediente por haberse extravia- 
do en ese Tribunal, diciéndose en él lo mismo que dice la es- 
critura que ahora presenta. 

Que siendo conocedores^ tanto Seeber como Blanco^ de la par- 
te que tenía él en el asunto^ no han podido transar sin cometer 
el dolo que prevé el artículo 857, Código Civil, que anuíala 
transacción. 

Que aunque la Empresa hubiera ignorado los antecedentes 
referidos, la transacción debería rescindirse de conformidad al 
artículo 858 del mismo Código. 

Que además, Seeber habría necesitado para transar, poder 
especial que no tiene. 

Que él no se opone á que Blanco transe sobre so parte. 

Pidió que se declarara nula ó rescindida la transacción, pues 
el solo hecho de recibir Blanco 13.000 pesos por 100.000 que 
vale el pleito, indica la connivencia con que se ha procedido. 

Presentó Méndez : 1** testimonio de una escritura pública fe- 
cha 21 de Enero de 1893, en la cual declara Blanco que corres- 
ponden á Méndez el 33 7o de lo reclamado en el juicio, que pue- 
de este cobrar y percibir en la forma que mejor le convenga, 
con prescindencia de Blanco; 2"^ una autorización de Blanco á 
Méndez, fecha 22 de Enero de 1893, para que intervenga en el 
arreglo extrajudicial con la Empresa demandada, pues sólo con 
su intervención desea que se inicien los trabajos, no habiendo 
autorizado á nadie más con tal objeto. 
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F»llo del Jíues rederal 



Buenos Aires, Enero 31 de 1893. 
No siendo parte en el juicio, devuélvase. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo úe ím Suprem» Corte 

Buenos Aires, Junio 16 de 1894. 

Vistos: Estando terminada esta causa entre los que han sido 
parte en ella, y no habiendo tenido Don Patricio Méndez, una 
intervención en la misma, que lo habilite para interponer recur- 
sos ó promover las gestiones que ha deducido, se confirma con 
costas el auto apelado de foja ciento noventa y cinco, sin per- 
juicio de los derechos que pueda tener para hacerlos valer, có- 
mo y dónde corresponda; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

B£NJAM1N PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRBNT. 



dS2 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAC8A CXX 



Criminalj contra Jiuin Rotela^ por hei'idas; sobre competencia. 



Sumario. — La jurisdicción criminal de los Tribunales fede- 
rales, no procede sino en los casos determinados por la ley. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA FISCAL 



La PlaU, Octubre 35 de 1893. 
Señor Juez: 

Versa este sumario sobre herida inferida por el marinero Juan 
Bótela, al señor Sub-prefecto del Tigre, lo que causa la compe- 
tencia de Y. S. para entender en las ulterioridades del caso. 

Sírvase Y. S., en consecuencia, disponer que ese individuo 
detenido en la Policía, comparezca á prestar declaración inda- 
gatoria . 

G.G. Vteyra. 
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Amtm del Jíues Federal 



La Plata, Octubre 31 de 1893. 

Eesnltando de las constancias delsumario, que se trata deán 
hecho producido fuera de la jurisdicción de este Juzgado y cuyo 
conocimiento es de la competencia del Juez de Proyincia, se de- 
clara incompetente para conocer en esta causa, que deberá re- 
mitirse al señor Juez del crimen en turno, poniéndose el desti- 
nado ásu disposición^ ácuyo efecto se librará el correspondiente 
oñcioála policía. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Auie del Jíues del Crlateii 



La Plata, Noviembre 3 de 1893. 

Considerando : Que si bien el hecho ha sido cometido en te- 
rritorio de la Provincia, el delito por su naturaleza cae bajo 
la acción ya sea de la jurisdicción militar, por tratarse de un 
capitán y un marinero en sus relaciones de servicio, ó ya sea 
bajo la ordinaria nacional, por tratarse de empleados nacionales 
derivándose el hecho de sus relaciones como tales empleados. 

Que por consiguiente ratione materiXy este asunto no es de 
su competencia, vueka al señor Juez Federal á sus efectos, 
mandando poner los presos á su orden. 

Cristian Demaría. 
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Fallo del Jíu«fl5 Federiil 



La Plata, Diciembre 11 de 1893. 

Y vistos: la samaría instruida á Juaa Bótela, por heridas, 
vaelta del Jaez en lo Criminal de Provincia, adonde fué pasada 
en virtud de la resol ación de fecha 21 de Octubre, por la cual 
el Juzgado se declara incompetente, en virtud de tratarse de un 
hecho producido fuera de su jurisdicción. 

Y considerando: Que á pesar de la calidad de las personas que 
en él han intervenido, no se ha perpetrado en campamento^ 
cuartel, en actos del servicio militar ^ ó en lugar en que tenga 
imperio la Nación, únicos casos en que surtiría el fuero federal, 
como lo tiene declarado la Suprema Corte en repetidos fallos, 
pudiendo citarse entre otros los que se registran en la serie 1**, 
tomo 19, página 474; serie 2% tomo 7, página 61, en los cuales 
se ha dilucidado el punto con acopio de argumentación y de una 
manera tan clara que desconocerlos sería ir contra la verdad 
misma y contra los principios más elementales del derecho. 

Por esto, y no obstante lo dictaminado por el Procurador 
Fiscal, resuelvo mantener el auto de la referencia en toda su in- 
tegridad. Diríjase nuevamente oficio rogatorio al Juez en lo 
criminal de Provincia, para que manifieste si está dispuesto á 
mantener su incompetencia y en caso afirmativo dar por formu- 
lada la contienda y proceder en la forma determinada por la 
ley (véase artículos 50 y 52 de la ley de 14 de Setiembre de 
1863). 

Mariano S. deAurrecoechea. 
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VISTA DEL SEf^OR PROCURAUOR GENERAL 



BueDOs Aires, Marzo 20 de 1894. 

Suprema Corte: 

Adhiriendo á los fuadamentos de la resolución del Jaez Fe- 
deral de la sección Buenos Aires, corriente áfoja 20, que con- 
sidero ajustada á las constancias del sumario y prescripciones 
de la ley sobre competencia de la Justicia Nacional, pido á Y, 
E. se sirva declarar que el conocimiento de esta causa corres- 
ponde á la jurisdicción ordinaria del crimen de la provincia, en 
que el hecho ha sido perpetrado. 

Sabiniano Kier. 



Füllo de In Supremift Corte 



Buenos Aires, Junio 19 de 1894. 

Vistos y considerando : Que la jurisdicción criminal de los 
Tribunales federales, no procede sino en los casos determinados 
por la ley . . 

Que el presente no se halla comprendido entre los que el ar- 
tículo tercero de la ley de jurisdicción y competencia atribuye 
al conocimiento de los Jueces de sección. 

Por esto, y de conformidad con lo pedido por el señor Pro- 
curador General y los fundamentos del auto del Juez de Sección, 
corriente á foja trece vuelta: se declara que es competente pa- 
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ra conocer en esta causa el Jaez local en lo criminal de la Pro- 
vincia de Buenos Aires. Kemítansele en consecuencia los au- 
tos, j ayísese al Juez de sección. 

BENJAMÍN PAZ.— ABEL RAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUSA CXXI 



Contra Don Pablo S. Calderón y otroSy por infracción á la ley 
nacional de elecciones; sobre nulidad 



Sumario. — Es nula la sentencia pronunciada sin acusación 
previa y sin la audiencia del condenado . 



Caso . — Lo explica el 



V*fillo del «iues Federal 



Mendoza, Marzo 9 de 1894. 

Autos y vistos: Este sumario instruido por denuncia del se- 
ñor Jorge Céspedes y á instancia fiscal, sobre infracciones á la 
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lej nacional de elecciones, en laque tnvo lagar el 4 de Febre- 
ro próximo pasado, para Diputados al Congreso, en el departa- 
mento de Maipú, de que resulta : 

i^ Que Don Jacinto Tejada ha citado á varios ciudadanos ins- 
critos haciéndoles firmar el compromiso de foja 32, ine dice : 
€ Los abajo firmados nos comprometemos gratuitamente á dar 
nuestro voto por el candidato á Diputado. Nacional Don Ángel 
Cereti, en las elecciones que deben tener lugar el día 4 de Fe- 
brero próximo. Maipú, Enero 29 de 1894> por orden de Don Pa- 
blo S. Calderón, 2*^ jefe del batallón número 10 de Guardias 
Nacionales, cou amenaza á algunos de ser conducidos por la 
Policía, 7 á otros, de hacerlos seotir después las consecuencias 
en caso de no acceder ó cumplir (declaración de Pablo Segan- 
do Calderón, foja 30 vuelta; Juan Pérez, foja 14 vuelta; Santos 
Ledesma, foja 15 vuelta; Juan Sarmiento, foja 16; Eulogio Do- 
vier, foja 17; Dionisio Carrasco, foja 18 vuelta; Juan Caballero, 
foja 19 vuelta; Alejandro Suarez, foja 25 vuelta; Ciriaco Gni- 
ñazú, foja 33; Doraliso Rosa, foja 35 vuelta; y Jacinto Tejada, 
foja 31 vuelta). 

T considerando: 1^ Que no se ha justificado que haya existi- 
do falta en los miembros de la mesa, en cuanto á la concurrencia 
oportuna para la instalación de ella, no hay concordancia 
en las declaraciones acerca de la hora, y así, habiendo salvado 
su responsabilidad, por una constancia masó menos exacta, 
los señores Jorge Céspedes y Nicandro Barrionuevo, no puede 
sostenerse que hayan cometido infracción alguna los demás 
miembros de la mesa^ al desempeñar sus funciones más tarde,, 
no habiendo una hora oficial que obligase estrictamente á to- 
dos. 

2** Que no se ha justificado tampoco que los señores Pablo 
Segundo Calderón y Miguel Gutiérrez encabezaron grupos du- 
rante la elección, ni que el último de estos señores haya dado 
orden de citación ó invitación oficial que queda transcrita. 
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Respecto de lo primero no hay prueba suñciente, además de 
que el señor Calderón ha formado parte de la mesa, y no cons- 
tando de que la abandonara, no ha podido encabezar grupos du- 
rante la elección; y respecto de lo segundo, el señor Grutierrez, á 
diferencia del señor Calderón, no ha reconocido el hecho prin- 
cipal de la invitación ó citación en su nombre, y de las declara- 
ciones, sólo algunas, le comprende vagamente. 

3^ Que es prohibido á los Jefes y Oficiales superiores de la 
Guardia Nacional hacer valer en cualquiera manera la inflaen- 
cia de sus cargos para coartar la libertad del sufragio, so pe- 
na de incurrir en una multa de 200 pesos ó un mes de prisión 
(artículos 60 y 65, ley de elecciones nacionales de 16 de Octu- 
bre de 1877). 

4° Que según queda establecido al principio de esta resolu- 
ción el señor Pablo Segundo Calderón ha hecho valer la in- 
fluencia de su cargo como oficial de la Gruardia Nacional para 
procurarse adictos en favor de su candidato. Independiente- 
mente de las amenazas, la convocatoria en formado compromi- 
so firmado iniciado por un Jefe de la Guardia Nacional, im- 
porta ya incurrir en la infracción que la ley prevé y cas- 
tiga. 

La dependencia del sufragante respecto de su Jefe, sobre to- 
do en nuestros pueblos de campaña, es uno de los vicios que más 
comprometen la libertad del sufragio. No se necesita grande 
amenaza, basta una indicación no obedecida, para que los ejer- 
cicios doctrinales ó la vigilancia de la autoridad, se haga sentir 
en el individuo, como extremos de rigor y medios de venganza 
personal, si el votante no siguió sino las indicaciones de su pro- 
pio criterio ó se dejó llevar de una influencia contraria. 

Al hombre del pueblo, cuya libertad aseguran las institu- 
ciones del país, se dirigen todas las acechanzas del que alguna 
autoridad ejecutiva inviste, hasta convertirle en esclavo del 
sufragio, de este derecho sagrado, que en vez de someterlo ¿ 






DE JUSTICIA NACIONAL 189 

odiosa servidambre, debiera levantarlo sobre toda imposición, 
en la evolncion tranquila de la sociedad al constituir libremen- 
te sus mandatarios 6 representantes, como dijo Federico el 
Grande: c todo lo que se hace por fuerza lleva indeleblemente 
marcado el estigma de la bajeza » . 

En el desquicio actual del régimen electivo, es ineludible la 
aplicación vigorosa de la ley átoda infracción que á ella se co- 
meta, para que se cumplan sus propósitos al establecer la liber- 
tad absoluta en el sufragante y al reprimir toda tendencia que 
directa ó indirectamente venga á coartarla, corrompiendo así 
todos los resortes del organismo social que dependen del ejerci- 
cio déla soberanía por el pueblo. 

Por tanto, y no obstante lo dictaminado por el señor Fiscal, 
fallo condenando al señor Pablo Segundo Calderón- á pagar una 
multa de 200 pesos á beneficio déla educación común, en el 
término de tercero día, bajo apercibimiento de sufrir en su de- 
fecto, un mes de prisión. 

En definitiva así lo declaro y ordeno «n Mendoza á 9 de Mar- 
zo de i 894. Notifíquese con el original ó por oficio á quienes 
corresponda, y en oportunidad archívese. 

Severo G. del Castillo. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 23 de 1894. 

Suprema Corte: 

En las causas sobre infracciones á la ley nacional de eleccio- 
nes, deben los Jueces, según su artículo 11, conocer breve y su- 
mariamente. Pero esto no excluye la defensa del acusado, que 
es necesario en todo juicio y es inviolable por la Constitución 
y leyes nacionales . 
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En el caso actual, la audiencia en cuanto á las excepciones y 
defensa, no ha tenido lugar; pues no puede producir sus efectos 
legales la declaración como testfgo que ha prestado el procesa- 
do á foja 30 vuelta. 

Denunciada la infracción á la lej, el Procurador Fiscal pidió 
á foja 4, se produjese la información comprobatoria de la de- 
nuncia, para en seguida deducir las acciones i que hubiere la- 
gar. La información se produjo^ el Procurador Fiscal no dedo- 
jo acción alguna^ expresando á fuja 39, no encontrar mérito pa- 
ra ello;j el Juzgado, no obstante, sin más tramite, dictó á foja 
40 sentencia condenatoria, sin haber citado, ni oído, ni notifi- 
cado diligencia alguna^ para la defensa de los inculpados. En- 
cuentro justo por ello, el recurso de nulidad instaurado y pido á 
y. E. so sirva así declararlo, mandando vuefvan los autos al 
Juzgado, pava que proceda con arreglo á dt;recho. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 21 de 1894. 

Vistos y considerando : Que según consta de autos, la sen- 
tencia de foja cuarenta se ha pronunciado sin acusación previa y 
omitiéndose el requisito esencial de la audiencia del condenado. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se declara nula la sentencia de foja cua- 
renta, y devuélvanse para que el Inferior dé á la causa el trá- 
mite que por derecho corresponda. 

benjamín paz.— ABEL BA- 
ZAN. — OCTAVIO BÜN- 
GE. — JUANE. TORRENT. 
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CAUSA CXXII 



Don Honorio Acevedo, contra el Banco Hipotecario de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, por nulidad de una venta ; sobre 
personería. 



5umano.— El concursado civilmente no tiene personería para 
entablar demandas. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíuem Federal 



La Plato, Abril 24 de 1894. 

Y vistos: los seguidos por Don Honorio Acevedo, contra el 
Banco Hipotecario de la Provincia sobre nulidad de un contra- 
to de compra-venta; y 

Besnltando : 1° Que el representante del Banco de la Provin- 
cia, se presentó (véase foja i\) deduciendo contra el actor ex- 
cepción de falta de personería, sin contestar á la demanda, 



i 92 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

f andándose en que Don Honorio Acevedo se encuentra concur- 
sado ante el Juez de 1*^ Instancia en lo civil de la Capital, doctor 
Méndez Paz y Secretíiría del señor Oderigo, y por tanto, no 
puede ejercer ese derecho sino por intermedio del representante 
que las leyes han establecido para estos casos, ó sea el Síndico 
del Concurso, por cuyas razones solicita el rechazo de ladenoian- 
da, con especial condenación en costas. 

2^ Que corrido traslado de la excepción opuesta^ la evacuó 
la parte deAcevedo, pidiendo el rechazo con costas de la dicha 
excepción, por creerla improcedente. 

3^ Que estimando oportuno el Juzgado, dispuso para mejor 
proveer (véase foja 19 vuelta), se librara oficio rogatorio al Doc- 
tor Méndez Faz en la Capital federal, al objeto de que se in- 
formara si existía el concurso á que se hacía referencia por el 
demandado y cuál era su estado actual; diligencia que se eva- 
cuó y su resultado consta de autos (véase foja 23 y siguientes), 
con lo que el Juzgado se halla habilitado para resolver la ex- 
cepción debatida. 

Y considerando: i° Que Don Honorio Acevedo se encuentra 
efectivamente concursado, como se demuestra por el certifica- 
do de su referencia (véase foja 23), no pudiendo en manera al- 
guna destruir ó modificar su situación el hecho de que se dis- 
cuta la jurisdicción de los Tribunales de la Capital de la Repú- 
blica. 

2° Que en tales condiciones, el concursado civil como el fa- 
llido comercial pierde su capacidad civil para estar en juicio 
como demandante ó demandado, debiendo todas las gestiones 
que se inicien y se relacionen con él, entenderse con el Síndico 
del concurso (véase artículo 727 del Código de Procedimientos 
en materia Civil y Comercial de la Capital de la República). 

3^ Que teniendc en cuenta que se trata de nn concurso radica- 
do ante un Tribunal de Provincia, es al Síndico allí nombrado, 
que corresponde iniciar demandas, admitiendo que aún' en el 
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caso que así se hnbiera prodacido sería dudosa la competencia 
del que suscribe para entender de ello, de acuerdo con numero- 
sos fallos de la Suprema Corte. 

4° Que la razón invocada por él actor de que en la ley federal 
no hay disposiciones relativas á concurso civil^ para sostener 
que ei Juzgado no debe tomar en cuenta la situación jurídica 
del señor Acevedo, carece en absoluto de valor legal^ por cuanto 
no se trata en el caso sub-judice de conocer de un concurso que 
por su naturaleza corresponde á los Tribunales de Provincia 
(véase Fallos, serie i*", tomo 3°, página 55; i% tomo 13, página 
261) sino de considerar su existencia ante Tribunal competente 
como antecedente indispensable para juzgar de la capacidad ci- 
vil de quien demanda. 

5^ Quela incapacidad que afecta al actor no es de las com- 
prendidas en el artículo 9° del Código Civil, en razón de no tra- 
tarse de incapacidad contra las leyes de la naturaleza, como la 
esclavitud, ni de las que revisten el carácter de penales como ex- 
comunión, infamia, herejía, etc., etc., sino proveniente de su 
estado de insolvencia que le inhabilita para accionar por sí. 

6^ Que aun dado el supuesto que así no fuese y se tratara de 
alguna de aquellas incapacidades, su extensión no se limitaría 
á la Capital de la Eepública, sino qup. abarcaría todo el país 
y en ninguna parte de él podría el concursado estar en juicio, 
sino por intermedio del representante que las leyes les dan, 6 
sea el Sindico. 

7® Que cuando el recordado artículo 9 del Código Civil esta- 
blece que las incapacidades contra la naturaleza y las penales 
son meramente territoriales, ha querido decir que no pueden 
traspasar los límites del Territorio de la Nación. 

8^ Que de lo dicho se desprende que las incapacidades ful- 
minadas por nuestras leyes, sólo se aplican en nuestro país y 
las que fulminan las leyes extranjeras, tan sólo se aplican aquí 
si no están en pugna con el artículo 14 del mismo Código. Esta 

T. VI 13 
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es la doctrinadeStory, quien coa este motivo expone lo siguiente: 
cDe aquí es que las mismas inhabilidadesque resultando he- 
rejía, excomunión papal, infamia, etc., etc., y otras incapaci- 
dades penales, excepto aquel en que tienen origen, son estricta- 
mente territoriales» (véase artículo citado, tomo 1^, página 208, 
Conflicto de las leyes, traducción deQuiroga). La idea de terri- 
torio, con arreglo á nuestro Código y á la doctrina universal, es 
una unidad indivisible y comprende el que ocupa el país entero. 
Por esto, y demás concordantes del escrito de foja... fallo: de- 
clarando perfectamente procedente la excepción opuesta por el 
demandado, de falta de personería en el demandante, con costas. 
Notifíquese con el original, regísiiese en el libro de senten- 
cias, y repónganse las fojas. 

Mariano S. deAurrecoechea, 



Fallo de Ia Üuprema Corle 

Buenos Aires, Junio 21 de 1894. 

Vistos y considerando: Que según resulta de autos, el de- 
mandante se halla civilmente concursado ante la Justicia déla 
Capital de la República. 

Que de conformidad con el artículo setecientos veinte y siete 
del Código de Procedimientos, vigente en los Tribunales de 
aquella, está atribuida al Síndico la gestión de las cuestiones 
del concursado, pendientes ó que hubiesen de iniciarse. 

Por esto, y fundamentos concordantes del auto apelado de 
foja veinte y ocho, se confirma éste, con costas. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

benjamín paz.-— ABEL razan. 
—OCTAVIO BüNGE.— JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA CJXXIII 



La Municipalidad de la Capital Federal, contra Don Juan Si- 
vori y Ledesma hermanos^ por expropiación; sobre posesión 
provisoria . 



Sumario. — 1° Es apelable el auto concediendo la posesión 
proTÍsoría de la cosa á expropiarse. 

2^ La declaración de urgencia hecha por la ley especial de 
expropiación, para la Avenida de Mayo de la Capital Federal, 
importa un hecho real, que no puede motivar cuestión de cons- 
titucionalidad. 

3*^ La oferta de precio hc'cha con arreglo á la ley general de 
expropiación, es la que debe considerarse subsistente, á los 
efectos de la posesión provisoria, y no la propuesta de la Comi- 
sión de la Avenida, hecha bajo otras consideraciones, que queda- 
ron niodiñcadas por la ley especial. 

A^ Las cuestiones sobre los hechos de fondo, y sobre la cons- 
titucionalidad de la ley especial con respecto á los derechos y 
deberes de la Municipalidad en relación á los terrenos que fal- 
taban á expropiarse cuando se dictó, pertenecen á las resultas 
del juicio de expropiación. 



Caso. — En Diciembre de 1893, se presentó ante el Juzgado 
Don Clementino Sañudo, por la Municipalidad, exponiendo: 
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Que la finca calle Salta números 34 á 40, de propiedad de Si- 
vori y Ledesma hermanos, se halla afectada por la Avenida de 
Mayo, mandada abrir por el artículo 5^ de la ley de 3i de Octu- 
bre de 1884; 

Que por esto, la Municipalidad ha gestionado la compra pri- 
vada de 644 metros 40 centímetros, que es la superficie que la 
citada propiedad pierde por la avenida; y como no ha podido 
conseguirlo, inicia judicialmente la expropiación; 

Que el artículo S"" de la ley número 3046, autoriza á la Inten- 
dencia para ocupar los terrenos á expropiarse, una vez consig- 
nado judicialmente el precio y no aceptado por el propieta- 
rio; 

Que en cumplimiento de dicho artículo, ha consignado «n el 
Banco de la Nación Argentina, 28.936 pesos 35 centavos, en 
que estímala cantidad de metros cuadrados que toma, teniendo 
en cuenta, con arreglo al artículo V de dicha ley, el mayor va- 
lor que adquiere la finca no expropiada. 

Pidió: l^" Que se le diera la posesión de la finca calle Salta 
números 36 á 40, en la parte afectada por la Avenida de Mayo; 

2® Que se convoque á juicio verbal; 

3° Que se notificara á los demandados. 

Presentó esta parte un recibo del Banco de la Nación, en que 
consta haber depositado á la orden del Juez, en 26 de Diciem- 
de i893, la suma de su referencia y el plano de foja 2. 



Auto del Suem Federal 



Buenos Aires, Diciembre 18 de 1893. 



Por presentado en cuanto ha lugar por derecho y constituido 
domicilio legal, se le tiene por parte al recurrente á mérito del 
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poder general acompañado que le será devuelto, dejando cons- 
tanoia en autos, y dése sin más trámite la posesión que se soli- 
cita por intermedio del oficial de justicia sirviendo el presente 
de suficiente despacho. 

Hágase saber la consignación, y comparezcan las partes á 
juicio verbal el 28 de Febrero próximo á las dos de la tarde. 

Campillo. 



* Este auto fué notificado á los señores Ledesma hermanos, en 
13 de Febrero del corriente año; y á Don JuanB. Sivori, en 9 
del mismo mes. 

En 30 de Diciembre del 93, se dio la posesión al Procurador 
Municipal, de la parte afectada por la Avenida de Mayo, sin opo- 
sición de tercero, haciéndose saber áDoña Carolina Y. deDotta, 
esposa del inquilino ocupante, Don José E. Dotta. 

En 10 de Febrero dei corriente año 94, se presentó ante el 
Juzgado Don Juan B. Sivori, exponiendo : Que según la ley nú- 
mero 3046, invocada por la Municipalidad, dos condiciones son 
indispensables para que ella tenga derecho á la ocupación: 

l*Que se haya ofrecido el precio; 

2* Que el propietario no lo haya aceptado. 

Que no existiendo estos dos requisitos, no procede la ocupa- 
cion, y asi lo reconoce la misma Municipalidad en su es- 
crito; 

Que á él no se le ha ofrecido el precio consignado : la única 
propuesta que se hizo por la comisión especial nombrada por la 
Intendencia, lo fué en 16 de Noviembre de 1893, por medio de 
la nota que presenta, en que se ofece 50.000 pesos como indem- 
nización, á más de ia exoneración de los derechos de edifica- 
ción, vereda y afirmado, todo lo cual importa al rededor de 
150.000 pesos, oferta que no fué aceptada por considerarla bajat 
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no sólo por el valor positivo de la propiedad, sino considerando 
o que se había pagado por otras propiedades, uomo el templo 
escocés, la casa del señor Blaquier, el Mercado Lorea, etc.; 

Que así, la Municipalidad, con arreglo ala ley, debió consig- 
nar 150.000 pesos, que es el precio ofrecido y no aceptado, y el 
cual se compone de 50.000 pesos en dinero, de la exoneración 
de los derechos de edificación, vereda y afirmado, que es dinero, 
pues es una entrada real y positiva de la cual la Municipalidad 
se priva; y de la pared divisoria, que también indicó que cons- 
truiría aquella por su cuenta^ el presidente de la comisioa cen- 
tral, doctor Ortiz Basualdo; 

Que la ley número 3046, invocada por la Municipalidad, es 
contraria ala Constitución nacional: esa ley no es de carácter 
general, como deben serlo las leyes, porque es hecha sólo para 
los propietarios afectados por la Avenida, y ni siquiera para to- 
dos, sino para seis ó siete, que son los únicos que á la promulga- 
ción de esa ley no estaban arreglados con la Municipalidad, 
por culpa de ésta; 

Que la referida ley desconoce j1 principio de la indemniza- 
ción previa, establecido por la Constitución, y según el cual na- 
die puede ocupar la propiedad, sin que el dueño de ésta sea pa- 
gado primero; 

Que no puede considerarse por el depósito hecho, cumplida la 
indemnización, porque el valor de ella sólo puede fijarlo el 
acuerdo de los interesados ola decisión judicial ; y una vez he- 
cho esto, y pagada la indemnización, recien puede precederse 
á la ocupación; 

Que estos principios no pueden alterarse por leyes reglamen- 
tarias, con arreglo á lo dispuesto por el artículo 28 de la Cons- 
titución; 

Que el procedimiento que se ha seguido es irregular, pues 
a posesión fué dada el 30 de Diciembre de 1893 y el propietario 
fué notificado el 3 de Febrero; 
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Qqb habiéndose dado la posesión sin notificárseles, como era 
esencial hacerlo, resulta qne seha cometido un verdadero despojo; 

Que la propiedad de que se trata, es exclusivamente suya (de 
Sivori)^ pues el condominio que existía con Ledesma, quedó ju- 
dicialmente resuelto, como puede probarlo con los testimonios 
del caso. 

Pidió la reposición del auto que acuérdala posesión; apelando 
en subsidio. Pidió, por otra, que se suspendan los efectos de 
la posesión indebidamente acordada, en vista de las cuestiones 
propuestas y sobre todo dada la inconstitucionalidad alegada; 
y porque demolidos los edificios seria imposible su avaluación 
oportuna. 



Fallo delJTues Fedeml 



Buenos Aires, Marzo 8 de 1894. 

Vista la presente solicitud y considerando: i° Que es de de- 
recho y jurisprudencia establecida por la Suprema Corte, que 
los juicios sobre expropiación de bienes por utilidad pública 
deben tramitarse en forma verbal y sumaria (artículo 6*^ de la 
ley de 13 de Setiembre de 1866; Fallos de la Suprema Corte de 
Justicia Federal, tomos 17, página 421 , y 19, página 173). 

S"" Que es igualmentede derechoqueen losjniciosde tal natu- 
raleza no proceden las excepciones dilatorias en forma de artí- 
culo previo, y deben ellas resolverse con las demás que se de- 
dujesen en juicio. 

3^ Que en el presente caso las excepciones opuestas por el de- 
mandado tienden á paralizar la acción deducida por el repre- 
sentante de la Municipalidad, desde que se pide resolución pre- 
via sobre ellas, lo que importaría desnaturalizar dicho juicio 
contra el espíritu y propósitos de la ley. 
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4^ Que en cuanto á la revocatoria y apelación subsidiaria del 
auto de foja... en que se convoca á las partes á juicio verbal, 
tales recursos no son tampoco procedentes en el caso, estando 
el auto recurrido fundado en una disposición expresa de la ley 
(artículo 6 citado) y por cuanto además tal auto no causa grava- 
men irreparable que autorize el recurso de apelación (artículo 
206 de la ley de Procedimientos) . 

5^ Que, finalmente, por el artículo if" de la ley antes citada, 
se autoriza al Poder Ejecutivo para ocupar en caso de urgencia 
el terreno á expropiaese, y habiéndose invocado esta por el re- 
presentante de laMunicipalidad, no procede la suspensión de la 
orden dictada al efecto . 

Por tanto, no se hace lugar alas peticiones contenidas en el 
precedente escrito, debiendo las partes concurrir á juicio ver- 
bal el 13 del corriente, alas dos de la tarde bajo apercibimien- 
to. Repóngasela foja, y téngase por cunstituido el domicilio 
que se expresa en el presente escrito . 

Juan del Campillo, 

Auto de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 10 de 1894. 

Vistos en el acuerdo: Trayendo por su naturaleza, gravamen 
irreparable el auto recurrido, se declara mal denegada la ape- 
lación y se la concede en relación. Encontrándose los autos 
ante esta Suprema Corte, pasen al Relator, debiendo estas ac- 
tuaciones agregarse á aquellos. Repóngase el papel. 

benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA. —ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E. TORRENT. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Janio 21 de 1894. 

Vistos y considerando: Primero: Que conforme al artículo 
cuarto déla ley general de expropiación, cuya constitucionali- 
dad no se contesta en concreto por el apelante, el expropiante 
tiene derecho en caso de urgencia^ á la ocupación de la cosa á 
expropiarse, desde que consigne á disposición del propietario, 
el precio ofrecido y no aceptado^sin perjuicio de las resultas del 
juicio; forma única posible en esos casos, de proveer al requisi- 
to provisional de la previa indemnización y que tiene á su favor 
la constante aplicación que de ella se ha hecho en los juicios 
ocurrentes . 

Segundo : Que el artículo segundo de la ley número tres mil 
cuarenta y seis, especial sobre la Avenida de Mayo, se limita 
á confirmare] mencionado principio, agregando solamente la 
declaración de ser caso de urgencia\eí expropiación, loque im- 
porta un hecho real, dada la naturaleza y estado de la obra y 
que no puede por tanto en manera alguna motivar la cuestión 
de constitucionalidad promovida por la parte. 

Tercero.' Que admitiendo que la Municipalidad hubiera ma- 
nifestado voluntad de convenir en la expropiación bajo las ba- 
ses contenidas en la nota de foja nueve, suscrita por el Presi- 
dente de la comisión de la Avenida de Mayo, siempre sería 
cierto que no debía considerarse subsistente esa manifestación 
no aceptada, desde el momento que la citada ley, número tres 
mil cuarentay seis, posterior á aquel hecho, modificaba substan- 
cialmente la situación de las cosas en el sentido y bajo el as- 
pecto con que se las considera en la referida nota. 

Cuarto: Que en consecuencia, no aparece de autos que, con 
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posterioridad á la ley especial recordada, la Manicípalidad ha- 
ya hecho otra oferta que la contenida en el escrito de foja tres, 
que no estando aceptada por la parte, y siendo el caso de urgeti" 
da, autoriza la aplicación del artículo cuarto de la ley general 
de expropiación. 

Quinto: Que pertenece á las resultas del juicio la apreciación 
tanto sobre los hechos de fondo alegados porSivori^ como sobre 
la inconstitucionalidad de que, según éste, adolece la nueva ley 
al regular los derechos y deberes de la Municipalidad en rela- 
ción á los terrenos que aán no estuviesen expropiados. 

5ea?/o; Que á los efectos de la estimación ulterior de los edi- 
ficios, nada impide tomar un prolijo estado de la condición ac- 
tual de los mismos, no perjudicándose así ningún interés legí- 
timo del propietario, áese respecto. 

Por estos fundamentos, y concordantes del auto de foja vein- 
tevuelta, se confirma, con costas, el auto apelado de foja cuatro 
vuelta. Notifíquese con el original, y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMIN PAZ.— ABEL BAZAN.— 

OCTAVIO BUNGE (en disiden- 
cia).— JUAN E. TORRENT. 



DISIDENCIA 

Considerando: Primero: Que con arreglo á lo dispuesto por 
él artículo cuarto de la ley general de expropiación, y artículo 
segundo de la ley número tres mil cuarenta y seis, habrá derecho 
á la ocupación provisoria del bien raiz á expropiarse, en caso de 
urgencia, previa consignación á disposición del propietario, del 
precio ofrecido y no aceptado, quedando las partes obligadas á 
las resultas del juicio. 
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Segundo: Que de las constancias de autos no resulta otro ofre- 
cimiento hecho directamente al propietario, como lo manda la 
lej, que el que se determina en la nota de foja nueve, que debe 
ser tomado en consideración como ofrecido por una comisión 
nombrada al efecto de la expropiación de las propiedades afec- 
tadas por la avenida. 

Tercero: Que no puede aceptarse como precio ofrecido el que 
se expresa en el escrito de foja tres, teniéndose en cuenta el ar- 
tículo primero de la ley número tres mil cuarenta y seis, por- 
que no consta que ese ofrecimiento hubiese sido realmente pro- 
puesto al propietario y no aceptado por éste, y porque antes de 
!a urgencia de la citada ley, como lo comprueba la fecha de la 
nota de foja nueve, se hicieron gestiones p:^ra la expropia* 
cíon. 

" Por esto, y de conformidad con lo expuesto por la mayoría en 
el quinto y sexto considerandos, se reforma el auto de foja cua- 
tro vuelta, declarándose que la Municipalidad está obligada á 
aumentar la consignación* del precio ofrecido, hasta el monto 
que se precisa en la nota de foja nueve. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

< 

OCTAVIO BUNGE. 
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CAVSA CX.IÍIV 



Don Félix y Don Plácido Aguinaga contra el Ferrocarril Gran 
Oeste Argentino; sobre cobro de pesos 



Sumario. — 1^ Las empresas ferroviarias que obraa en com- 
binación, deben reputarse como una sola á los efectos de la con- 
tratación en materia de transportes. 

2^ No puede considerarse evasiva la respuesta de ignorar 
cuando el hecho contenido en la pregunta no ha sido menciona- 
do en los autos, no es personal del absolvente, y no se ha de- 
mostrado que debía precisamente conocerlo por razón de sus 
funciones: 



Caso. — Lo indica el 



Fullo del Jíues Vedeml 



Mendoza, Abril 15 de 1892. 

Vistos: Don Ciríaco Bravo, con poder de los señores Félix y 
Don Plácido Aguinaga, deduce demanda contra la Empresa del 
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Ferrocarril Gran Oeste Argentino, en ]a persona de sa admi- 
nistrador Don Guillermo Boberts, exponiendo : Que sus repre- 
sentados eran acreedores de la citada Empresa por la suma de 
2315 pesos con 12 centavos moneda nacional de curso legal, 
procedentes de reclamos reconocidos por la misma, como lo ma- 
nifiesta la cuenta y documentos que acompaña; cuyo valor re- 
clama del expresado administrador señor Boberts, con más el in- 
terés corriente, desde la fecha en que se le notifique la demanda, 
y pago de las costas que ocasione en caso de resistencia. 

El representante de la Empresa Don Gonunn Eohn, contes- 
tando á la demanda, observa por su parte : 

Que según el artículo 70 del reglamento de cargas, todo re- 
chimo debe ser acompañado de la factura original de la casa 
vendedora, sin lo cual él no será atendido; cuya prescripción 
no habían cumplido los actores respecto á ninguno de los 32 re- 
clamos de que se trata, lo cual bastaba para que la Empresa no 
los atendiera; pero que ésto no obstante, en obsequio á ellos 
había hecho practicar las averiguaciones del caso sobre las 
mercaderías objeto de los mismos, reservándose el derecho de 
hacer presentar las facturas originales, cuando lo considerase 
oportuno. Que de los citados reclamos deben rechazarse los co- 
rrespondientes á las facturas de 11 de Mayo de 1887, por 45 
pesos, y la del 30 de Octubre del mismo año, por 183 pesos coa 
30 centavos, cuya procedencia no justifican; debiendo por lo 
tanto rebajarse estos valores de la suma cobrada en la demanda. 

Que respecto al reclamo número 5, por 16 pesos, correspon- 
diente á un cajón jamones, él se encuentra en la Estación, á dis- 
posición de los actores. 

Que el del número 13, por 15 pesos, correspondientes á 3 ca- 
jones velas, ellas fueron entregadas á los actores en 15 de Ene- 
ro de 1890, habiendo firmado su recibo el comisionado de éstos 
en la carta de porte respectiva. 

Que el del número 14, por 32 pesos, referente á una bolsa 
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azúcar, ésta fué cargada por el remitente, y según la observa 
cion consignada en la guía y carta de porte oficial, al ser trasbor- 
dada, siendo por lo tanto irresponsable la Empresa de su falta. 

Que la Empresa del ferrocarril Andino, era responsable por 
los reclamos correspondientes á los números 1, 2, 4, i7, 22, 24 
y 37 en razón de que ésta no había entregado jamás á la deman- 
dada las mercaderías á que ellos se refiere; y que la del Central 
Argentino y la del Ferrocarril de Buenos Aires al Rosario lo 
eran por la misma causa, la primera de los correspondientes 
á los números 3^ 12, 16 y 29, la segunda por los de los núme- 
ros 10, 11, 15, 20, 23, 28 y 32; y finalmente la Empresa del 
Pacífico por el correspondiente al número 31. 

Que la Empresa demandada sólo podía responder, previa la 
presentación de las facturas originales de los reclamos de los 
números 6, 8, 9, 19, 25, 26 y 30 y debe entonces rechazarse 
la demanda respecto á los puntos en que manifiesta no aceptar 
responsabilidad alguna; y 

Considerando : 1^ Que los documentos presentados de foja 
1 á 32, acreditan los reclamos hechos por los demandados, á la 
citada Empresa de las mercaderías á que los mismos se refieren, 
que les fueron consignados desde Buenos Aires, Bosario y Tu- 
cuman, respectivamente. 

2** Que se ha acreditado igualmente, que al hacerse los re- 
clamos expresados, la Empresa demandada recibió délos seño- 
res Aguinaga las cartas de porte correspondientes á las merca- 
derías mencionadas objeto délas mismas^ entregando á estos en 
cambio los citados documentos. 

3^ Que constatado así, tanto el hecho de haberse cargado las 
mercaderías aludidas para ser entregadas en esta ciudad á los 
actores, como la presentación por parte de éstos de sus reclamos 
ala Empresa, por su falta de entrega, corresponde sólo averi- 
guar si las objeciones opuestas á la demanda bastan á eximir á 
aquella de toda responsabilidad, como se pretendo. 
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4^ Quo es de notarse, desde luego, que 1^ Empresa no ha 
producido prueba alguna en el sentido de acreditar la responsa- 
bilidad que respectivamente atribuye á las líneas del Andino, 
Central Norte, Central Argentino, de Buenos Aires al Rosario 
7 del Pacífico, por la pérdida 6 extravío de las cargas expresa- 
das; como no ha justificado tampoco la entregad los demandan- 
tes de los 3 cajones de velas correspondientes al documento nú- 
mero 13, y deben entonces desestimarse sus afirmaciones al 
respecto. 

5^ Que además, la Suprema Corte ha declarado recientemen- 
te por su fallo de fecha 4 de Febrero último^ al confirmar la 
sentenciado este Juzgado, dictada en la causa seguida por Don 
José M'^ Gruisasola contra la misma Empresa, que en el contra- 
to de transporte por ferrocarriles, es de derecho, que aunque 
aquel se verifique por las líneas de diferentes Empresas, el via- 
je se considera continuo, y las diversas empresas como una sola 
á los efectos déla responsabilidad para con el expedidor, cuando 
aquellas proceden en combinación y jse ha expedido un solo com 
probante para eUranspor te déla carga por todoel trayecto de ellas. 

6^ Que en el caso sub-judice es de perfecta aplicación la doc- 
trina sentada, desde que las líneas antes expresadas proceden en 
combinación con la del Oran Oeste Argentino y se ha expedido 
además un solo comprobante para el transporte de las cargas 
en cuestión, por todo el trayecto de ellas. 

7^ Qtie respecto á los reclamos por las dos facturas de 11 de 
Marzo y 30 de Octubre de 1887, por valor ambas de 228 pesos 
con 30 centavos y sobre las cuales afirman los demandantes, 
que existen en la administración los expedientes respectivos, 
deben también considerarse legalmente comprobados ante la 
contestación evasiva que al respecto da el representante de la 
Empresa, al absolver la tercera posición del interrogatorio de 
foja..., en conformidad álo dispuesto por el artículo 115 de la 
ley de Procedimientos . 
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8° Que en cuanto al mérito legal de los precitados documen- 
tos de foja 1 á 32 no pueden apreciarse coíno un reconocimien- 
to por parte de la Empresa de las sumas consignadas en los 
mismos, como lo pretenden los actores, sino como una constan- 
cia de haberse deducido el reclamo por las mercaderías á que 
se refieren. 

9® Que esto no obstante y aunque la demanda pudiera con- 
siderarse improcedente en la forma deducida, desde que ellos 
no contienen una obligación de pago, esto no obsta á declarar 
la responsabilidad de la Empresa por la falta de entrega de las 
mercaderías objeto del reclamo, si de los autos resulta consta* 
tada ésta, como se ha establecido anteriormente. 

iO** Que, finalmente, el artículo 163 del Código de Comercio 
vigente á la época dol contrato de transporte materia del juicio, 
impone al porteador la obligación de efectuar la entrega de los 
efectos cargados en el tiempo y lugar del convenio, bajo la pe- 
na de responder á las partes por las pérdidas 6 daños que le re- 
sultasen por malversación ú omisión suya, ó de sus factores, 
dependit^ntes ú otros agentes cnalesquiern. 

11^ Que en consecuencia y ante los términos de la disposi- 
ción legal citada, resulta también evidente la responsabilidad 
de la Empresa por los perjuicios causados á los deman- 
dantes, por falta de entri^'ga de las mercaderías en cues- 
tión. 

Por tanto, y omitiendo otras consideraciones, fallo definiti- 
vamente declarando: Que la Empresa del Ferrocarril Gran 
Oeste Argentino debe entregar á los demandantes, señores 
Aguinaga, las mercaderías especificadas en los referidos do- 
cumentos de fojas 1 á 32, y las correspondientes á las cartas 
de porte de fecha H de Marzo y 30 de Octubre de 1887, con más 
el valor de los perjuicios causados á los mismos por la demora 
en su entrega; ó en su defecto, satisfacer el valor de ellas con 
sus respectivos intereses, que será fijado por peritos en la for- 
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ma prevenida por el artículo 771 del Código citado, con costas. 
Hágase saber original y repóngase el papel. 

Juan del Campillo. 



Pullo de ln Supremn Corte 

Buenos Aires, Junio 23 de 1894. 

Vistos y considerando : Primero: Que la doctrina según la 
que las £mpresas ferroviarias qne obran en combinación deben 
reputarse como una sola á los efectos de la contratación en ma- 
teria de transportes, sin perjuicio de las acciones que puedan co- 
rresponder entre si á las respectivas compañías, forma parte 
ya de la jurisprudencia de esta Suprema Corte con aplicación 
á los contratos celebrados con anterioridad á la ley general de 
la materia, la que en su artículo sesenta y cuatro, que se in- 
voca por su mérito concordante, ha elevado á la categoría de 
ley esa doctrina. 

Segundo: Que respecto alas partidas primera y segunda, por 
valor de cuarenta y cinco pesos y ciento ochenta y tres pesos 
treinta centavos, respectivamente que figuran en la cuenta de 
foja treinta y seis, y que están incluidas en la suma total de- 
mandada, ellas no se hallan debidamente comprobadas, porque 
no refiriéndose la tercera de las proposiciones de foja cincuenta 
y tres, á hechos personales del absolvente, ni estando demos- 
trado que debía precisamente conocerlos por razón de sus fun- 
ciones, ha podido contestar que ignora el contenido de la pre- 
gunta, sin que ello importe denegarse á responder, ó dar 
respuesta evasiva ó ambigua que autorizo la aplicación del ar- 
tículo ciento quince de la ley de Pn^cedimientos, con tanta 
más razón, cuanto qne el actor no mencionó específicamente 

T. VI 14 
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en su demándala existencia de procedimientos ante la oficina 
de reclamos, que constituye el hecho de la citada posición, ni 
hizo manifestación ulterior que indujera ai representante de 
la Empresa demandada, á practicar investigaciones que le die- 
ran conocimiento del hecho interrogado, en el caso de existir. 
Por esto: se revoca la sentencia apelada de foja sesenta y 
cinco, en cuanto manda pagar las citadas partidas una y dos« de 
la cuenta de foja treinta y seis, y condena en costas á la Em- 
presa; y por sus fundamentos respectivos, se confirma aquella 
en lo demás que contiene. Repuestos los sellos, devuélvanse y 
notifiquese con el original. 

benjamín paz.— luis V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN. — OCTAVIOBUN- 
GE.— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CXXV 



Don Félix y don Plácido Aguinaga, contra el Ferrocarril Gran 
Oeste Argentino; sobre daños y perjuicios. 



Sumario, — i"^ Cuando en la caria de porte no se hace men- 
ción alguna respecto del estado en el caal han sido recibidas las 
mercaderías á transportarse, se presume que lo han sido en 
buen estado, y sin vicios aparentes. 
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2^ En tal caso corresponde al porteador probar que su mal 
estado procede deyicio propio^ 6 de otra causa, que no sea su 
negligencia ó culpa, sin que pueda eximirlo de esa obligación 
lacláusula de tsin responsabilidad*, bajo la que pretende haber 
recibido la carga en conformidad á los reglamentos de su em- 
presa. 



Caso, — Lo indica el 



FaIIo del Jíuez Feder»! 



Meiiíloza, Diciembre 4 de 1891. 

Vistos: Don Ciriaco Bravo, con poder de los señores Félix y 
Plácido Aguinaga, deduce demanda contra la Empresa del 
Ferrocarril Gran Oeste Argentino, exponiendo: 

Que la dicha empresa había recibido para conducir á esta ciu- 
dad, á la consignación de sus representados, cincuenta tercerolas 
con aguardiente del país, con peso de ocho mil seiscientos kilo- 
gramos, cuya entrega exigípron de la Empresa previa verifica- 
ción del peso designado en la carta de porte respectiva, por 
creer fundadamente que se había derramado ó extraído una 
gran parte del líquido que los cascos contenían, á lo que ésta 
se había negado pretendiendo efectuar la entrega sin tal for- 
malidad, por lo cual deduce contra ella esta demanda por la 
entrega de las cincuenta tercerolas expresadas, con el peso indi- 
cado, ó en su defecto por el pago del líquido que falta, al precio 
de cinccienta centavos nacionales por litro, ó el que se determi- 
ne por peritos, conforme á la ley. 

£1 representante de la Empresa, Don Teodoro Janom, sin 
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oontestar á la demanda, expone por su parte á foja 10 vuelta: 
Que no tiene inconveniente en deferir á la verificación del peso 
de la mercadería objeto del reclamo, sino tan sólo de consignar 
en la carta de porte una anotación de la falta de peso si la hu- 
biera, que pueda importar un reconocimiento de responsabili- 
dady agregando á foja 13, al contestar la demanda, que no ha 
rehusado la entrega de los cascos previa verificación de su peso, 
y sólo se ha opuesto á hacer su entrega en una forma que impli- 
que el reconocimiento de una obligación que no tiene. 

Que según la carta de porte sujeta al Reglamento de la Com- 
pañfa del Central Argentino, el aguardiente fué cargado en 
cCañada de Gromez», sin responsabilidad, por estar dicho artí- 
culo clasificado «de peligro», cuya tarifa eligió el cargador^ en 
vez de la prevista por el artículo 17 del citado reglamento, que 
da opción á los cargadores para remitir la carga con responsa- 
bilidad para la empresa, pagando en tal caso un flete especial 
con 50 **/o de recargo, observando, por otra parte, que la merma 
en el aguardiente, si la hubiere, sería por la propia naturaleza 
del artículo. 

En tal estado del juicio acordaron los interesados, por acta 
de foja 14^ que el demandante se recibiera de la carga objeto de 
la demanda, previo peso de la misma, que se haría con cono* 
cimieilto de la Administración, dándose al demandante para 
agregarse á los autos, el correspondiente justificativo, todo sin 
perjuicio de los reclamos hechos y que la Empresa desconoce. 

Con tales antecedentes se recibió el juicio á prueba sobre los 
hechos que establecerían la responsabilidad de la Emprea de- 
mandada por la merma que resulta en la carga objeto de la 
demanda. 

Y considerando: 1° Que por la carta de porte presentada á 
foja 2, consta que fueron cargados en la estación «Cañada de 
Gómez» del Ferrocarril Central Argentino, para remitirse A 
esta ciudad, á la consignación de los señores Félix y Plácido 
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Aguinagü las cincuenta tercerolas de aguardiente objeto de la 
presente demanda, conteniendo éstas el peso de 8600 kilogramos. 

2° Que se ha constatado también con el documento de foja 16 
que la referida carga fué entregada á los demandantes en 9 de 
Noviembre de 1889 en el galpón de carga de esta estación, con- 
teniendo únicamente cinco mil novecientos cincuenta y nueve 
kilogramos en su peso. 

3^ Que en consecuencia corresponde averiguar si se ha acre- 
ditado legalmente que la merma resultante provenga de culpa 
imputable á la Empresa demandada, para decidir en su caso si 
proceden las reclamaciones deducidas contra ella. 

4^ Que de la prueba testimonial rendida al efecto, consisten- 
te en las declaraciones de los señores Eduardo Morok, Faustino 
Maradona, Felipe Avellaneda, Estanislao Paez, Francisco Gue- 
vara, Antonio La Paz, de foja 24 á 28, Tito A. Palmicci j 
Juan Alburna, de fojas 36 X 27, resulta comprobado que los 
demandantes reclamaron del jefe de galpones Don Eduardo 
Morok, en la estación de esta ciudad, la entrega de la referida 
carga, quien se negó á rectificar su peso como se le exigía, 
alegando que por su naturaleza y por los reglamentos de carga 
de ferrocarriles se declara el recibo de esta clase de carga sin 
responsabilidad para la Empresa. 

5^ Que se ha constatado también que al reclamarse en la 
estación la entrega de los cascos expresados, se hallaban mu- 
chos de éstos en mal estado, filtrándose el líquido á tal extrp- 
mo que algunos de ellos sólo contenían la tercera parte, otros 
la mitad y otros aún menos. Agrega el testigo Maradona que 
cuando solicitó, como encargado de los señores Aguinaga, la en- 
trega de la carga, previa verificación de su peso, se negaron á 
ello el señor Morok y el jefe del tráfico, resultando que duran- 
te una semana que estuvo esa mercadería fuera de los galpones 
se había derramado, á su juicio, más líquido que en todo el 
viaje. 



2U FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

6^ Que resulta animismo constatado que la enunciada carga 
se ha tenido expuesta á la intemperie y colocada descansando 
los cascos sobre uno de sus fondos con las duelas mal ajustadas 
y resecas por la acción del sol, según ex.presael testigo La Paz 
al contestar la cuarta pregunta del interrogatorio de foja 24. 

7^ Que por parte de la empresa no se ha producido prueba 
alguna' en el sentido de acreditar su inculpabilidad por 
la merma sufrida en el líquido, como fcampoco que la carga 
exprei>ada fuera recibida para transportarse sin responsabili- 
dad alguna de su parte como lo añrma en su contestación á la 
demanda. 

8*^ Que en tal caso debe estarse á los términos consignados 
enla carta de porte, pues ésta, según laley, es el título Ifgal del 
contrato de transporto entre el cargador y t^l acarreador, debien- 
do decidirse por su contenido todas las contestaciones que ocu- 
rran con motivo del transporte de los efectos cargados, sin 
admitirse más excepción en contrario que la de falsedad ó errpr 

• 

involuntario de redacción que no se han alegado ni justificado 
en el caso por parte de la Empresa (artículo 166, 1" parte. Có- 
digo de Comercio). 

9** Que por el artículo 52 de la ley reglamentaria de los ferro- 
carriles nacionales se establece qne las obligaciones ó respon- 
sabilidades de las empresas respecto á los cargadores, por 
pérdidas, averías ó retardo en la expedición ó entrega de las 
mercaderías, serán regidas por las disposiciones del capítulo Y, 
título III, libro I del Código de Comercio, siendo también 
aquellas, según el artículo 53 de la misma, directamente respon- 
sables de los perjuicios ocasionados por culpa ó negligencia de 
sus empleados en el desempeño de sus funciones. 

10"* Que es un deber del acarreador entregar los efectos car- 
gados en el mismo estado en que los haya recibido según resulte 
de la carta de porte, siendo de su cuenta el desfalco, detrimen- 
to ó menoscabo que sufran (artículo 169, Código citado), y no 



/ 
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conteniéndose en ésta especificación alguna respecto al estado 
en que se recibiera la carga para su conducción, es forzoso de- 
ducir que ella fué entregada en perfecto estado por el cargador. 

W"" Que es entonces evidente la responsabilidad de la Em- 
presa por la merma sufrida en la carga durante el transporte y 
aún con más razón la ocasionada durante la estadía á su cargo 
en esta estación, desde que se ha acreditado, según queda dicho, 
el abandono por largo tiempo en que se tuvo después de descar- 
gada. 

i2® Que aún suponiendo que la enunciada carga sea por su 
naturaleza de las que se hallan sujetas al transporte sin respon- 
sabilidad alguna para la empresa, como ésta lo afirma^ no sería 
menos responsable del perjuicio causado á los demandantes, 
desde que no se ha acreditado por aquella que la avería provi- 
niera de vicio propio de la misma, fuerza mayor ó caso fortui- 
to, pues en tales casos la ley le impone la prueba de tales he- 
chos. 

IS"* Que no puede decirse, por otra parte, que la cláusula de 
€sin responsabilidad» con que se dice se recibe por la Empresa, 
en conformidad ásus reglamentos, la carga de esta naturaleza, 
importe escusarla en absoluto de los deberes que la ley le im- 
pone respecto al cuidado y conservación de ella (artículo 163) 
durante el transporte, y esta limitación á su responsabilidad 
se refiere únicamente al caso ya dicho de que el menoscabo ó 
pérdida provengan de vicio propio ó fuerza mayor, y de ningún 
modo al ocasionado por culpa 6 negligencia del porteador. 

\hP Que, finalmente, por el artículo 72 seestablece que cuan- 
do el efecto de las averías 6 daños sea sólo disminución en el 
valor de los efectos, la obligación del conductor se reduce á 
abonar lo que importe el menoscabo y éste, según el artículo 
171, debe estimarse según el valor que tendrían los efectos en 
el tiempo y lugar de la entrega, y con arreglo á la designación 
que de ellos se hubiere hecho en la carta de porte. 
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Por tanto, fallo defini^ameute declarando á cargo de la Em- 
presa del ferrocarril Gran ueste Argentino el pago de los 2641 
kilogramos de aguardiente reclamados en la demanda, cnyo 
valor será fijado por peritos en las condiciones prescritas por 
por el expresado artículo 471 del Código citado en caso de no 
aceptarse el fijado por ios demandantes, con más los intereses 
correspondientes á su valor, y costas del juicio. 

Hágase saber original y repóngase los sellos. 

Juan del Campillo, 



Auto de ln Supremii Corte 

Buenos Aires, Junio 23 de 1894. 

Vistos y considerando: Primero: Que en la carta porte de foja 
tres, que es el título legal del contrato por el cual deben deci- 
diese las contestaciones que ocurran entre las partes, según la 
disposición del artículo ciento sesenta y seis del Código de Co- 
mercio^ no se ha expresado cuál fuera el estado de los cascos 
de aguardiente á que ella se refiere, lo que hace presumir que 
él era bueno y sin vicios aparentes, porque de lo contrario no 
se habría recibido la carga ó se hubiese hecho constar su mal 
estado para evitar responsabilidades. 

Segundo: Que con tal motivo y de acuerdo con la disposición 
del artículo ciento sesenta y nueve del citado Código, la Empre- 
sa acarreadora ha debido entregar dichos cascos en el mismo 
buen estado en que los recibiera, no habiendo probado que el 
mal estado en que se hallaban por haberse aflojado las duelas 
que los apretaban cuando llegaron á la estación de Mendoza, 
proviniera de la mala calidad de los envases y no de la falta de 
cuidado de los acarreadores. 
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Tercero: Que la calpabilidad de la Empresa á este respecto 
y por lo qae hace á merma del aguardiente transportado, se ha 
probado además por el hecho de haber mantenido durante mu- 
chos días en la estación de la referencia, á la intemperie y bajo 
la acción del sol, los caicos que los contenían, negándose á en- 
tregarlos á los cargadores previo peso de los mismos, como éstos 
se lo exigían, según consta de la prueba testifical producida en 
autos. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada de foja 
cincuenta y dos vuelta, se confirma con costas, no haciéndose 
lugar al recurso de nulidad deducido también por la Empresa 
apelante, por estar acreditado que el caso corresponde á la 
jurisdicción federal por razón délas personas. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LüISV. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA crxx¥i 



Don Raimundo Rojas, contra Don Tomás Nocetti, por liquida- 
ción de sociedad; sobre competencia . 

Sumario. — £1 contrato de sociedad celebrado en un lugar, y 
para hacer sus negocios exclusivamente en ese lugar, implica la 
elección do un domicilio especial que confiere jurisdicción al 
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Juez de dicho lugar, para el conocimiento de los derechos y obli- 
gaciones emergentes del contrato. 



Caso. — Don Ignacio Boutet, con poder del señor Bojas. se 
presentó al Juzgado exponiendo: Que su mandante formó, en 
29 de Marzo de i890, con Don Tomás Nocetti, que se decía 
único concesionario de la construcción del adoquinado de la 
ciudad del Paraná, una sociedad para la explotación de este 
negocio, liquidando antes Nocetti la sociedad que con el mismo 
objeto, había tenido con los hermanos Carlos y Juan J. Brugo; 

Que esa sociedad fué disuelta de común acuerdo, por escritu- 
ra pública, en 4 de Enero de 1893, estableciéndose derechos y 
obligaciones hacia Xocetti; 

Que al tratar de hacerlas efectivas, ha tropezado con dificul- 
tades insalvables, por cuanto todo lo que Nocetti reconocía á fa- 
vor de Bojas, pertenecía á la sociedad anterior de Nocetti y los 
hermanos Brugo, cuya liquidación recien había sido aprobada ju- 
dicialmente, por haber sido nula y sin valor la practicada antes; 

Que ante los hechos ocurridos no queda otro camino, sino pro- 
ceder á nueva liquidación, nombrando al efecto arbitradores. 

Termina pidiendo que se tenga por entablada demanda de di- 
solutiion social contra Don Toma» Nocetti, en virtud de la cual 
entregue á su representado la cantidad de 10.376 pesos ó la que 
los arbitros designen y que se señale audiencia para el nombra- 
miento de arbitros. 

Acompañó el contrato de sociedad otorgado en documento 
privado con fecha 29 de Marzo de 1890, testimonio de la escri- 
tura de disolución y liquidación, otorgada en 4de Enero de 1893 
y copia del auto del Juez de 1*^ instancia del Paraná, de fecha 
4 de Agosto de 1893, aprobándola disolución de la sociedad de 
los señores Tomás Nocetti y Brugo hermanos. 
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Acreditado el fuero federal por la distinta vecindad y nacio- 
nalidad délas partes, Nocetti opuso excepción de incompeten* 
cía, alegando que debía ser demandado ante el Juez Federal de 
la Capital, donde tenía su domicilio. 



FaIIo del Juez Feder»! 



Paraná, Noviembre 15 de 1893 « 

Y vistos: En la excepción de incompetencia y considerando: 
Que según el artículo 90, inciso 3^, Código Civil, el domicilio 
legal de las asociaciones autorizadas, es el lugar donde está situa- 
da su administración, si por los estatutos ó por la autorización 
no tuviesen designado un domicilio especial; ,' segnn el artículo 
100 del mismo Código, el domicilio de derecho, y el domicilio 
real determina la competencia de las autoridades públicas para 
conocimiento de los derechos y cumplimiento de las obligaciones. 

Que en el presente caso la demanda de Rojas contra Noce- 
tti, tiene por objeto la. liquidación y disolución de la sociedad 
formada entre ambos para la construcción del adoquinado de 
esta ciudad, por ser nul:i y de ningún valor ni efecto, la prac- 
ticada en cuatro de £nero del corriente año, según lo afirma, 
á cuyo efecto, pide se señale audiencia para que las partes con- 
curran á nombrar arbitros liquidadores. 

Que ya sea ó no justa esta demanda, ella se dirije á hacer 
efectivo el cumplimiento de las obligaciones anexas al contrato 
de sociedad convenido entre el actor y el demandado, para tener 
efecto en esta ciudad, en la que también debe suponerse que 
existía su dirección ó adminÍ8tr¿icion, por no constar lo con- 
trario. 

Que siendo esto así, no cabe duda que el Juez competente 
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para conocer de la demanda es el de esta jurisdicción, según las 
disposiciones citadas, por tener la sociedad su domicilio legal 
dentro de la misma, y ser en ella donde debe disolverse y cum- 
plirse las demás obligaciones que derivan del contrato social. 
Por estas consideraciones, no se hace lugar á la excepción de 
incompetencia, debiendo el demandado contestar derechamente 
el traslado pendiente, con costas. 

T. Pinto. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Diciembre 29 de 1893. 
Suprema Corte: 

El auto declaratorio de la competencia del Juez de Entre- 
Ríos, corriente á foja 34, ha establecido de nna manera clara, 
los extremos que justifican su decisión. 

No se trata desuna demanda determinada por responsabilida- 
des personales del señor Nooetti. 

Se invócala existencia de una sociedad constituida en el Pa- 
raná, para el adoquinado de sus vías públicas; se imputa nuli- 
dad al documento que refiere su liquidación y se solicita el 
nombramiento de arbitros para liquidarla con arreglo á derecho. 

Justos ó injustos estos medios de liquidación reclamados, 
como lo observa el auto recurrido, determinan la jurisdicción 
del lugar en que la sociedad haexistido, y ejecutado sus propó- 
sitos, según prescripción de los articules 90, inciso S'*, y 100 del 
Código Civil. 

Por ello, pido á Y. E. la confirmación del auto recurrido. 

Sabiniano Kier. 
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Pftllo de ím üupreiH» Corte 

Buenos Aires, Junio 28 de 1894. 

Vistos y considerando: Primero : Que la cuestión de compe- 
tencia promovida por la parte de Nocetti á foja veinte y unal, y 
resuelta en primera instancia, se refiere al lugar en que be ha 
de seguir el juicio. 

Segundo: Que el contrato de sociedad celebrado entre el ac- 
tor y el demandado en la ciudad del Paraná, y para hacer sus 
negocios exclusivamente en la misma ciudad, demuestra por su 
naturaleza y^de un modo indudable, ya que no hay indicacio- 
nes en contrario, que es ese el lugar convenido para la ejecu- 
ción de las obligaciones de los socios entre sí, implicando la 
elección de un domicilio especial y común á ambos contra- 
yentes. 

Tercero: Que con arreglo al artículo ciento dos del Código 
Civil, y á la doctrina que surge del artículo mil doscientos 
quince del mismo Código, la elección de un domicilio comporta 
la jurisdicción del.Juez del lugar, para el conocimiento de los 
derechos y obligaciones emergentes del contrato. 

Cuarto: Que estos principios, que no se desconocen por Noce- 
tti, son también de aplicación al caso $ub~judice, como se de- 
muestra en las consideraciones de la sentencia apelada, párra- 
fos dos y tres . 

Por esto y los fundamentos concordantes expuestos por el se- 
ñor Procurador General, y consignados en la citada sentencia, 
corriente á foja treinta y cinco, se confirma ésta, con costas. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BüNGE.— JUAN B. TORRENT. 
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CAIJÜA CXXTII 



El Banco Nacional, contra Don Federico Zorraquin, por en- 
trega de un terreno; sobre infracción á la ley de papel se- 
llado. 



Sumario. — SeguQ la ley de papel sellado, para el año de 1887 
y 1890, el valor de los sellos de que debió hacerse uso, corres- 
ponde ser pagado por quien presenta los documentos relativos, 
y la multa por cada una de las partes que incurrieron en ella. 



Caso.—FA representante del Banco Nacional, dedujo deman- 
da contra el señor Zorraquin, para que se condenara áéste á la 
entrega de un bien raiz que había vendida con pacto de retro- 
venta, en 29 de Octubre de 1887. 

El Juzgado corrió traslado de la demanda. 

Al evacuarlo, el señor Zorraquin acompañó varios documen- 
tos, entre los cuales figuran dos letras por valor de 14.000 pesos 
cada una, otorgadas en los años y 18901887, extendidas en pa- 
pel común. 

El Juzgado mandó pagar la multa que corresponde por dichas 
letras. 

La parte de Zorraquin pidió aclaratoria de este auto, mani- 
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festaudo que, á sa juicio, no debía pagarse el sello por las le- 
tras, pues qae el impuesto había sido abonado al extenderse la 
escriturado yentay se trata de una sola obligación, no siendo 
justo que se le abone dos veces. 



Fftllo deUuez Federal 



Paraná, Janio 12 de 1893. 

Vistos: Lo solicitado por la parte de Zorraquin, para que se 
declare que las letras de foja... están exentas del impuesto de se- 
llos, por haberse ya pagado el mismo impuesto en la escritura 
de retroventa de foja... y ser las letras la expresión por du« 
[licddo de la misma obligación consignada en aquella escritura; 
con lo expuesto por el Procurador Fiscal, 

Y considerando: Que según el artículo i^ de la ley de sellos 
todos los actos contratos, documentos y obligaciones que versen 
sobre asuntos ó negocios sujetos á la jurisdicción nacional, por 
razón del lugar ó naturaleza del acto, deben extenderse en pa- 
pel sellado nacional. 

Que de acut^rdo con esta disposición, las letras de foja... como 
dadas al Banco Nacional en operaciones de su giro, han debido 
extenderse en papel sellado nacional^ desde que todos los actos 
en que el Banco Nacional es parte están bujetos á la jurisdic- 
ción nacional, como lo tiene establecido la jurisprudencia co- 
rriente. 

Que siendo esto así, no puede decirse por la parte de Zoria- 
quin que la misma obligación vendría á pagar dos veces el mis- 
mo impuesto de sellos si se repusiesen los de las letras aludidas 
de foja..., pues los sellos de la escritura de retroventa son pro- 
vinciales, siendo así que debieron reponerse con los sellos na- 
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clónales^ porque ese contrato está sujeto á la jarisdiccion na- 
cional 7 no habiéndose hecho esta reposición correspondía ex- 
tenderse las letras en sellos nacionales, para así pagar el im- 
puesto debido á la Nación que no lo estaba en la retroventa. 

Por estas consideraciones, no se hace lugar á lo solicitado 
por la parte deZorraquin, debiendo satisfacerse la multa tan- 
to por éste como por el Banco, en conformidad á lo que dispone 
el artículo 48 de la citada ley de sellos. 

M. de T. Pinto. 



El Banco apeló en cuanto se declara que la multa debe abo- 
narse por él también. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 26 de 1893. 
Suprema Corle: 

El artículo de la ley que dispone que el valor de los sellos 
sea pagado por quien presente los documentos ú origine las ac- 
tuaciones, no excluye la responsabilidad de las multas, que co- 
mo expresa la sentencia recurrida, deben satisfacerse por los 
que otorguen, admitan, presenten ó tramiten documentos en pa- 
pel común. 

Sólidamente fundada la sentencia que establece esta respon- 
sabilidad, me basta invocar esos fundamentos, para pedir á 
V. Vj, su confirmación. 

Sabtmano Kier. 
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VaIIo de la üaprent» Corie 

Buenos Aires^ Junio 23 de 1894. 

Yistos 7 considerando: Que con arreglo al artículo treinta y 
tres de la ley de sellos para mil ochocientos ochenta y siete y 
treinta y cinco de la correspondiente á mil ochocientos noven- 
ta, incurren en la multa por ellos prevista^ no sólo los que otor- 
guen sino también los que admitan documentos en papel co- 
mún, los que conforme á las mismas leyes deban extenderse en 
papel sellado. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos, se confirma^ con 
costas, el auto apelado de foja cuarenta y seis vuelta, en Upar- 
te recurrida. 

Eepuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VARE- 
LA . —ABEL B AZ AN . - OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN É. TORRENT. 



T. VI 15 
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CAUSA C.i:X VIH 



Don Francisco Ameghino contra la Municipalidad de La Piala, 
por indemnización de perjuicios, y regulación de hono- 
rarios; sobre apelación denegada. 



Sumario. — No es apelable el auto mandando regular hono- 
rarios j hacer saber la regulación. 



Ca^so. — Lo indica el 



Informe del Jues Federal (ad hoc) 

La Plata, Octabre 23 de 1893. 

Excmo. Señor: 

En virtud del mandato precedente debo informar á Y. E. lo 
que sigue: 

Don Francisco Ameghino inició un juicio contra la Munici- 
palidad de La Plata, en el cual, como lo dice el recurrente, 
fué libertada la Municipalidad de la acción intentada y conde- 
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uado en las costas aqael. El Doctor Don Narciso Sosa, aboga- 
do de esa corporación, pidió la regulación de sus honorarios, 
proveyendo de conformidad el Juzgado, nombrando regulador al 
Doctor Don Benjamín C. González, quien estimó en 1500 pesos 
moneda nacional dichos honorarios. 

Hecha saber esa regulación al señor Ameghino, se opuso és- 
te á su pago, fundándose onque tanto el Doctor Sosa como el 
Procurador de la Municipalidad referida, reciben sueldo mea- 
sualmente por sus servicios á la misma, según presupuesto, j 
que no devengaban otros honorarios que esa asignación men- 
sual : ; pedía al Juzgado así lo declarase y sin qud en ese ínter 
se entendiera que daba por justa y equitativa la regulación y 
de la cual apelaría oportunamente en el supuesto caso de que 
se declarase que el Abogado y Procurador á sueldo de la Mu- 
nicipalidad, pudiera recibir otra retribución por los trabajos que 
practiquen en defensa de aquella. 

Corrido traslado, el Doctor Sosa contestó que^no era cierto 
que él sea ni haya sido nunca Abogado á sueldo de la Municipa- 
lidad de La Plata, y que si ésta, en ese juicio, lo ha elegido su 
patrocinante, sus buenas razones habrá tenido; que la parte de 
Ameghino no puede promover tal articulación sínó limitarse á 
asentir 6 apelar de la regulación y que si algún derecho tiene 
lo ejerza en la estación oportuna del juicio, y pedía al Juzgado 
imprimiera al expediente la marcha que debía llevar. El Juz- 
gado resolvió lo siguiente, después de llamados autos: 

<La Plata, Agosto 13 de 1892. Y vistos: no siendo la esta- 
ción oportuna para oponer excepciones, pues sólo se trata de la 
regulación de honorarios, no ha lugar á lo pedido en el escrito 
de foja 5 por Don Francisco Ameghino y corran los autos se- 
gún su estado. Repóngasela foja. Aurecoechea.T^ 

Notificado Ameghino^ recusó al Juez titular, apelando de esa 
resolución, fundando su recusación en el artículo 43, incisos 4^ 
7 7^, siendo admitida po: la razón del primero de esos dos in- 
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cisos 7 pasados los autos al infrascripto, denegó el recurso de 
apelación que había interpuesto Ameghino por no causar gra- 
vamen irreparable. 

En cuanto al Procurador de la Municipalidad me abstengo 
de informar, por cuanto corre por cuerda separada. Es todo cuan- 
to puedo informar áY. E. á quien tengo el honor de saludar 
con toda consideración . 

Emilio Carranza. 



FaIIo de I» Saprem» Corte 

Baenos Aires, Junio 23 de 1894. 

Vistos en el acuerdo : Por lo que resulta del informe prtsce- 
dente y considerando: que el auto que manda practicar la regu- 
lación de honorarios y la regulación en vista no importa decla- 
rar quién sea la persona obligada á satisfacerlos. Por esto y 
no trayendo^ en consecuencia, gravamen irreparable el auto re- 
currido, se declara bien denegado el recurso interpuesto. Y 
previa reposición del papel, remítanse estas actuaciones al Juz- 
gado del origen de la causa, para su agregación á ésta. 

benjamín paz.— LülS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
JUAN E. TORRENT. 



. A*^ 
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CACS(A CXXIJC 



El Banco de Italia y Rio de la Plata contra Don José FerrariSy 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre excepciones y remisión 
de autos al Juez del Concurso Durante y Odero. 



Sumario. — 1® En el juicio ejecutivo no son admisibles las 
excepciones opuestas después déla oportunidad legal, máxime 
si ellas no son legítimas. 

2" De autos en que no tienen participación los fallidos, no 
procede la remisión al Juez del Concurso. 



Co^o.— Don Manuel López Zamora con poder del Banco de 
Italia j Bío de la Plata, se presentó al Juzgado acompañando 
los siguientes dos documentos de igual tenor : 

Vence el 22 de Junio de 4890 

Rosario de Santa Fé. 

Por$ 35.000,00 

El día 22 de Junio de 1890 pagaré en Rosario á la orden del 
señor Durante Odero la cantidad de 35.000 pesos moneda na- 
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cional corso legal por ¡goal valor recibido en un terreno, que 
le he comprado en esta fecha y el caal queda hipotecado en ga- 
rantía de dicha cantidad. 

José Ferraris. 

Rosario, Junio 23 de 1890. 
Protestado por falta de pago por ante mí y lo anoto. 

Bustos. 

Estos documentos, se encuentran endosados en blanco por 
Don Paulo Odero con poder de los señores Durante y Odero y lue- 
go el siguiente: < Pagúese á la orden del Banco de Italia y 
Bíode la Plata. Por poder de la Banca de Genova: Eslevan Leo- 
nardini »; y fueron también protestados en persona por falta de 
pago á su vencimiento. 

En virtud de ellos, inició demanda ejecutiva por cobro de la 
cantidad de 70.000 pesos intereses y costas. 

Seguido el juicio en todos sus trámites, se dictó sentencia 
de trance y remate, mandándose llevar adelante la ejecución, y 
nombrando en seguida las partes de común acuerdo, perito pa- 
ra la tasación del bien raíz embargado (foja 44). 

En este estado, el representante del ejecutado, se presentó 
exponiendo: 

Que recien nota diversas irregularidades que envuelven la 
nulidad de todo lo actuado; 

Que el Banco de Italia y Río de la Plata, procede en virtud 
de endosos suscritos por autorización de la Banca do Genova, 
sin que esa autorización conste de autos ni por otro auto algu- 
no, siendo de notar también que el endoso se halla firmado por 
el señor Leonardiui, gerente del Banco de Italia y Río de la 
Plata en el Rosario; 
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Que sí bien es cierto, que los señores Dorante y Odero, deja- 
ron en caución en el Banco de Italia por negociaciones empren- 
didas con el Banco de Genova, también es cierto que éste no 
aceptólos giros que pretendieron hacer aquellos, en cuyo caso 
no puede disponer de tales documentos, desde que no se concibe 
una obligación sin causa; 

Que asi, pues, Leonardini debe verificar su personería para 
firmar y aceptar pagarés endosados por el Banco de Genova; 
termina pidiendo se admita la excepción opuesta. 



FaIIo del Jíues Federal 



Rosario, Marzo 19 de 1891. 

Y visto lo expuesto por el actor á foja 46 y contestado por el 
ejecutante áfoja 54; y 

Considerando: i® Que el debate iniciado por la parte de Fe- 
rrari, versa: primero, en que desconoce á la contraria la perso- 
nería para seguir esta ejecución, fundada en la falta de exhibi- 
ción de poderes para el endoso que llevan los pagarés de fojas 
4 y 5 suscritos por Don Estovan Leornardini; segundo, en que 
quedó sin verificarse la operación de giro que los señores Duran- 
te y Odero, á cuya orden se extendieron los pagarés menciona- 
dos, pretendieron llevar acabo con el Banco de Genova, endosante 
último de esos documentos á favor del Banco de Italia y Río de 
la Plata de esta ciudad; y tercero, en que estos autos adolecen 
del defecto de nulidad por irregularidades cometidas. 

2® Que respecto alo primero, la ley no exige la constancia 
previa del documento habilitante para la práctica de un endoso 
de pagarés ó letras de cambio, teniendo resuelto la Suprema 
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Corte en el fallo que se registra en la serie !•, tomo 7°, página 
116, que puede conferirse aquella autorización hasta por cartas . 

3^ Que aunque no existiera la anterior, se tendría siempre que 
él endoso de Leonardini, por el Banco de Genova, ha sido llevado 
á cabo con autorización y poder bastante, como se comprueba por 
los documentos públicos que corren de fojas 49 á 53. 

Ar Que respecto á lo segundo, la discusión de los derechos que 
liguen directamente álos señores Durantey Odero con el Banco 
de Genova, no pueden traerse á este debate, que se sigue exclu- 
sivamente entre el Banco de Italia y Río de la Plata de esta 
ciudad, tenedor legal de esos documentos, como ya se deja es- 
tablecido, y Don José Ferraris, suscritor de los documentos 
mencionados, y por consiguiente deudor del valor de ellos. 

5^ Que con respecto á la última observación, consignada por 
el ejecutado, debe tenerse presente que no existe nulidad en 
los actos judiciales, sin violación de las disposiciones legales 
que los rigen en todo este expediente, seguido de un modo ajus- 
tado á la ley de Procedimientos nacionales, no existe trasgre- 
sion alguna que pueda encarnar dicha nulidad no importando 
ello tampoco ninguna de las otras observaciones ya considera- 
das. 

6^ Que aparte de todo lo anterior, existen las disposiciones 
bien claras y terminantes consignadas en el Código de Comer- 
cio en sus artículos 76 y 741, y 268 y 270 de la ley nacional de 
Procedimientos, que hacen del todo ineficaces, estemporáneas , 
las excepciones deducidas, no sólo por no ser ninguna de ellas 
aceptadas por la ley, si que también por haber pasado la opor- 
tunidad de interponerlas, aunque ellas fueran de las aceptadas 
por el artículo 270, puesto que el presente juicio se encuentra 
en una tramitación más adelantada de aquella que se refiere al 
artículo 268, dentro de cuyo plazo pueden aquellas ser deduci- 
das legalmente. 
Por tanto: No se hace lugar á las excepciones interpuestast 
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con costas al ejecutado, debiendo proseguirse esta causa de 
acuerdo con las disposiciones que la rigen. 
Notifíqueuse y repónganse los sellos. 

G. Escalera y Zuviria. 



El señor Ferraris, dedujo los recursos de nulidad y apelación, 
los que le fueron concedidos en relación. 

En este estado, el Juez de 1' Instancia en lo Civil y Comer- 
cial de la ciudad del Kosario, dirigió un oficio al Juez de Sec- 
ción, manifestándole que en el juicio seguido por el síndico del 
concurso de los señores Durante y Odero, contra el Banco de Ita- 
lia y Río de la Plata, sobre entrega de documentos, se ha resuel- 
to pedirle se sirva disponer que esta causa le sea remitida á su 
Juzgado y si la remisión no fuera posible en el momento, se ae- 
rifique ella tan pronto como se pueda y en todo caso, quede 
embargado el importe de los pagarés. . 



Fallo del Jíiiea Federal 



Rosario, Agosto 12 de 1891. 

Fot recibido en la fecha y sin perjuicio de la jurisdicción de 
este Tribunal, cúmplase el precedente exhorto. En su conse- 
cuencia informe la Secretaría acerca del estado en que se halla 
el expediente reclamado y anótese en el mismo el embargo que 
se solicita de los pagarés obrantes, y al fuero se hace lugar en 
cuanto hubiere lugar por derecho. Repóngase. 

Escalera. 
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Aaio del Jíues Federal 

Rosario, Setiembre 9 de 1892. 

Visto: El llamamiento de aatos de foja.,, referente al ex- 
horto dirigido por el señor Juez de Provincia á este Tribunal 
pidiendo á nombre del Síndico del Concurso de los señores Du- 
rante y Odero en el juicio seguido contra el Banco de Italia y 
Río de la Plata, sobre entrega de documentos, la remisión del 
expendiente seguido ante esta jurisdicción entre el mencionado 
Banco de Italia y Don José Ferraris, á cuya remisión se opone 
la parte del Banco, con lo expuesto por ambas partes; y 

Considerando : i° Que al presente se trata de una letra sus- 
crita á la orden de los señores Durante y Odero y en cuyos docu- 
mentos estos figuran como endosantes, como la misma parte del 
Banco lo confiesa á foja 4, párrafo 2^, de su escrito de foja 103. 

2^ Que como asimismo se manifiesta á foja 7 vuelta, el con- 
curso de Durante y Odero demanda ante la Justicia de Provincia, 
única competente en los casos de juicios universales, la propie- 
dad de los pagarés de Ferraris, revistiendo así dichos documen- 
tos de la calidad de un crédito activo perteneciente, ó que se 
dice pertenecer, al concurso mencionado. 

3^ Que la legislación comercial que rige el caso es bien cla- 
ra, no dando lugar á interpretación alguna por lo esplícito de 
los términos empleados en el artículo 1387 del Código de Co- 
mercio, cuando éste dice : c La declaración de quiebra atrae al 
Tribunal de Comercio todos los negocios judiciales pendientes 
del fallido y todos sus créditos civiles, activos y pasivos». 

4® Que el articulóla déla ley sobre jurisdicción y competen- 
cia de los Tribunales nacionales, de 14 de Setiembre de 1863, 
con igual claridad preceptúa : c En todos los juicios universales 
de concurso de acreedores y partición de herencia, conocerá el 
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Juez competente de Provincia, cnalquiera qne fuese la naciona- 
lidad ó vecindad de los directamente interesados en ellos y 
aunque se deduzcan allí acciones fiscales de la Nación». 

5^ Que es allí, ante esa jurisdicción competente, que es de- 
ber ocurrir los que se crean poseedores de un derecho cualquie- 
ra cuyo ejercicio pueda contrarestar el queá su vez crea tener á 
su favor la masa de un concurso, 

6° Que siendo evidente la participación que tiene en estas 
diligencias el concurso de Durante y Odero, puesto que á él se re- 
fieren todos los obrados, ninguna incorrección encuentra el 
Tribunal en la participación que ha tomado el Síndico del mis- 
mo por medio del escrito presentado y corriente á foja 7, máxi- 
me cuando al presente no se trata verdaderamente de un juicio 
en el sentido jurídico que tal palabra tiene y por consiguiente 
de las restricciones legales de que el mismo debe revestirse 
ensusecuela, sino únicamente de simples diligencias tendentes 
al cumplimiento de un exhorto. 

Por tanto : Se declara debe darse cumplimiento al exhorto de 
la referencia, remitiéndose, en consecuencia, los autos corres- 
pondientes que se han solicitado, debiendo permanecer glosados 
los escritos de fojas 7, 15 y 22, concediéndose la apelación sub- 
sidiaria que se deduce, elevándoselos autos á la Suprema Corte 
con la nota de estilo. 

Notifíqnese y repóngase. 

G. Escalera y Zuviria. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 23 de 1894. 

Vistos y considerando : Que según resulta del documento de 
foja ochenta y dos, el Juez de primera Instancia en lo Civil y 
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Comercial de la ciudad del Rosario, exhorta al Jaez Federal de 
Santa Fé para la remisión de la presente causa y para qae en 
caso de que ello no fuera posible, por cualquier motivo, quede 
embargado el importe de los documentos cuyo pago persigue el 
Banco de Italia y Río de la Plata hasta la solución del juicio 
que á su respecto iniciará la parte del Síndico del concurso for- 
mado á los señores Durante y Odero, fundándose en estar estos 
concursados y en que se demanda al citado Banco para la en- 
trega de los mencionados documentos. 

Que el Banco de Italia y Río de la Plata expresando confor- 
midad con el embargo del importe de los pagarés, se opone ala 
remisión de los autos . 

Que en esta causa sólo han intervenido como partes el Banco 
ejecutante y Don José Ferraris, ejecutado, no habiendo tenido 
en ella participación alguna los fallidos Durante y Odero. 

Que conforme al artículo mil trescientos ochenta y siete del 
Código de Comercio, la declaración de quiebra atrae al Tribu- 
nal de Comercio todos los negocios judiciales pendientes del fa- 
llido, loque excluye la acumulación de aquellos en que los cita- 
dos fallidos no han sido parte. 

Por esto, se revoca el auto de foja ochenta y tres, en la parte 
recurrida, declarándose en consecuencia que no debe hacerse la 
remisión de la causa solicitada en el oficio de foja ochenta y 
dos. Y por sus fundamentos hb confirma con costas el auto ape- 
lado de foja setenta. Repuestos los sellos, devuélvanse, pudien- 
do notificarse con el original. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL RAZAN. •— OCTAVIO BUNGE. 
— ^JUANE. TORRENT. 
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CAVfilA €\XX 



Los doctores don Rafael Ruiz de los Llantos, don José itf* Asti- 
gueía y don S. Castro Feijáo, contra don Napoleón Saravia, 
por reivindicación; sobre competeficia . 



Sumario. — La acción por la cual los sucesores de un lega- 
tario, fundándose en las cláusulas del testamento, reclaman la 
parte indivisa de la cosa legada contra los sucesores del co- 
legatario que la posee en su nombre, pertenece al Juez de la 
cucesion del causante. 



Caso, — El Dr. Don Julio Deheza, por los señores Ruiz de los 
Llanos, Astigueta y Feijóo, se presentó ante el Juzgado expo- 
poniendo: Que el doctor Mateo Saravia y Jáuregui, obtuvo por 
merced en el año 1806, según el testimonio que presenta (foja 
24), del virey marqués de Sobremonte, la posesión y dominio 
de campos que formaron su gran estancia conocida con el nom- 
bre de cEl Carmen», ubicada sobre la división interprovincial 
de Santiago del Estero y Córdoba, quedando dentro de la juris- 
dicción de esta última provincia una superficie de 103 leguas y 
algunas cuadras, ó sea 2781 kilómetros. 

Que el Doctor Saravia y Jáuregui pagó la media cuota según 
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la constancia qae también acompaña (número 2), de modo qoe 
sus títulos á los referidos campos es iudiscutible. 

Que el Doctor Saravia y Jánregni murió el año 36, dejando 
los dos testamentos públicos que presenta (número A) por el 
último de los cuales, otorgado en Chulumaí, Bolívia, el 28 de 
de Diciembre de 1834^ legó (cláusula 16) á sus cinco hijos, Don 
Mannel Antonio, Don Mariano, Don Juan Manuel^ Don Nicolás 
j Javier Saravia su estancia «El Carmen». A ellos se refiere el 
testamento en la cláusula 15 con las palabras «nnos huérfanos 
que he criado». 

Que este legado ha sido reconocido siempre por los albaceas 
nombrados en la cláusula 12 del testamento otorgado en Córdo- 
ba el 6 de Agosto del año 29, tanto respecto del inmueble que 
constituye su objeto, como respecto de las personas de los lega- 
tarios: ese legado, pues, por ser de especie determinada y ha- 
berse hecho en testamento válido, trasmite á los legatarios el 
dominio pleno de la cosa legada desde el momento que se abiió 
la sucesión del testado según lo establece la legislación antigua 
y mo lerna. 

Que á la muerte del Doctor Saravia y Jáuregui, sus hijos Don 
Manuel Antonio y Don Nicolás Saravia entraron á poseer pro- 
indiviso y de sus hermanos y colegatarios, la estancia ó 
merced «El Carmen», posesión que los herederos del último y 
sus sucesores han continuado hasta el presente sobre parte, al 
menos, de la merced. 

Que los herederos de Don Manuel Antonio Saravia, como lo 
demuestra el documento que presenta (número 5), han trasmi- 
tido á titulo de venta, la quinta parte de- la estancia «Eí Car- 
men», que pro-indiviso les correspondía á los señores Ruiz de 
los Llanos, Astigueta y Castro Feijóo, á quienes en consecuen- 
cia pertenece hoy en propiedad dicha quinta parte indivisa. 

Que estos señores tienen conocimiento de que Don Napoleón 
Saravia, á su propio nombre y el de sus hermanos los demás 
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herederos de Don Javier Saravia, uno de los cinco legatarios 
agraciados con cEl Carmen», pretendiendo poseer exclusiva- 
mente la parte de cEl Carmen» que queda dentro de la jurisdic- 
ción de la provincia de Córdoba, ha desconocido la comnnidad 
establecida por sus propios títulos, y con prescindencia com- 
pleta de los demás interesados, tos sucesores de los otros cuatro 
legatarios, ha practicado ante los tribunales de la ciudad de 
Córdoba mensura judicial de la expresada parte de c El Car- 
men»^ enajenando en seguida diversas fracciones. 

Que los señores Ruiz délos Llanos, Astigueta y Castro Fei- 
jóo, con dominio en la referida estancia por la cuarta parte 
que determinan las le} es 33 y 34, título 9, partida 6% y ejerci- 
tando la acción reivindicatoría que les acuerda los artículos 
2679, 2758 y 2772, Código Civil, y la acción subsidiaria que les 
confiere el artículo 2779 del mismo Código, demandan á Don 
Napoleón Saraviay pide que se le condene: 1^ al reconocimien- 
to del condominio que les compete y á la consiguiente restitu- 
ción de la porción indivisa que le corresponde en toda la exten- 
sión de tierra comprendida en la merced de c El Carmen»; 
2° á indemnizarles los d&ños causados con las enajenaciones 
hechas; 3*^ al pago de las costas. 



Fallo del ^ues Federal 



Córdoba, Abril 26 de 1893. 

Y vistos: Las excepciones dilatorias de incompetencia de ju- 
risdicción y de falta de personería deducidas por el demandado 
Don Nopoleou Saravia contra los demandantes señores Astigue- 
ta^Ruiz de los Llanos y Castro Feijóo, fundándose la primera en 
que se pide la reforma de una partición de herencia y el reco- 
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nocimiento de un legatario ó sucesor» acciones todas que deben 
deducirse sólo en el último domicilio del testador, que fué Salta, 
y quees también el del demandado; y segundo, que los deman- 
dantes carecen de todo título como reivindicantes del inmueble 
en cuestión y como comuneros en el mismo. 

Visto también lo alegado por los demandantes y las pruebas 
producidas en autos; y 

Considerando: 1® En cuanto ala incompetencia de este Juz* 
gado para el conocimiento de esta causa: 

Que de cualquiera manera que se considere la acción enta- 
blada ella tiende siempre, según los mismos demandantes, á mo- 
dificar la partición hereditaria hecha ala muerte del señor Sa- 
ravia y Jáuregui desde que se presenta reclamaciones á nombre 
de un nuevo legatario que no recibió su legado. 

Además, aun cuando esta reclamación se llame acción reivin- 
dicatoría, ella lleva por propósito la entrega de un legado* 

La parte demandante no niega categóricamente esta circuns- 
tancia, limitándose á decir que el último domicilio del testador 
fué Córdoba, es decir, alegando una cuestión de hecho, cuya 
pruébale compete al que la invoca. 

2"" Que el articulo 3284 del Código Civil establece que ante 
los Jueces del último domicilio del difunto deben entablarse: 
c S"" Las demandas que tiendan á la reforma ó nulidad de la par- 
tición ; 3® Las demandas relativas á la ejecución de las dis- 
posiciones del testador . . . como sobre la entrega de los lega- 
dos». 

Siguiendo el sistema del Código Civil, es indudable qae estas 
condiciones llevan implícitas la que la acción se dirija contra 
coherederos ó colegatarios, porque si se dirigiera contra terce- 
ros, regirían otras disposiciones. 

Llevan también implícita esta otra: que sean varios los co- 
herederos ó colegatarios, porque si fuera uno regiría el artículo 
3285, pues en este caso no militan las razones que se ha pro- 
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puesto la ley al crear la competencia délas autoridades del úl- 
timo domicilio del difunto para la resolución de estas cuestio- 
nes. 

Ahora bien; el demandado aquí es uno solo de los coherede- 
ros, pero no lo es en su solo carácter, no lo es por su parte en la 
sucesión, sino también por la de sus otros coherederos, se le to- 
ma como representante de hecho de la sucesión. 

Yes por esto que debe opurrirseal último domicilio del di- 
funto. 

Todo lo cual, es bueno repetir que no discute ni niega categó- 
ricamente el demandante. 

Debe, pues, esta acción deducirse en el último domicilio del 
autor de la sucesión. 

3° El actor ó demandante debió probar que Córdoba fué ese 
último domicilio, como lo tiene afirmado, pero ni de la prueba 
instrumental ni de la testimonial resulta comprobado este 
punto. 

De la prueba testimonial de su contrario se dedoce más bien 
que el último domicilio fué el c Carmen », provincia de Santia- 
go, 6 en su parte situada en esa provincia, lo dicen los testigos 
Eleazar Garzón, coronel Fernandez, Emilio Funes, Recuero, 
Saravia, etc., no obstante afirmar alguno de estos testigos que 
de «El Carmen » pasó á Salta. 

De la prueba instrumental producida por la demanda tampo- 
co resulta que este último domicilio fuera Córdoba : el testador 
habla de unos papeles que tiene en su casa en Córtloba ; pero te- 
niendo como tenía el Doctor Saravia tantas casas en varios 
puntos, esta expresión sólo prueba que tenía una en Córdoba y 
que en ella tenía tales papeles, mas no que aquí fuera su domi- 
cilio legal, loque es muy diferente. 

Tampoco lo prueba el encabezamiento de su testamento de 
Córdoba de 1829 al decir: «natural de la ciudad de Salta... y ac- 
tualmente vecino de esta ciudad », pues esta vecindad pudo ser 

T. VI 16 
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accidental sin constituir el domicilio real 6 legal, y debió ser 
así, pues de lo contrario lo habrían sabido los varios testigos 
ancianos y respetables qne le conocieron y han declarado en 
autos. 

En todo caso, dadas estas declaraciones, si la dicha expresión 
puede inducir que fué, á esa fecha, Córdoba, el domicilio del tes- 
tador, no prueba que fué el último, que pudo serlo c La Faz ^, 
Bolivia^ donde murió éhizo nuevo testamento^ ó Santiago ó Sal- 
ta, donde residió antes de pasar áBolivia, según el coronel Fer- 
nandez. 

£n mérito de estas consideraciones este Tribunal decide no 
estar comprobado que fuera Córdoba el último domicilio del Doc- 
tor Siiraviay Jauregui. 

4® Que aun cuando su último domicilio hubiera sido Córdoba, 
el Juez competente no habría sido el Federal sino el provincial 
del juicio universal sucesorio, en virtud de expresas disposicio- 
nes legales (artículo 12, inciso 1^, ley del 63). 

Siempre resalta entonces la improcedencia de la demanda 
ante este Tribunal. 

5^ Respecto á la excepción de falta de personalidad, debién- 
dose declarar incompetente este Juzgado para el conocimiento 
de esta causa, ni debe ni puede pronunciarse sobre otro punto de 
ella ni tampoco sobre esta última (XJepcion . 

Y omitiendo otras consideraciones^ se resuelve: que este Tri- 
bunal es incompetente para el conocimiento de la presente 
demanda, porque ella debe entablarse en el último domicilio del 
Doctor Mateo Saravia y Jauregui y ante el Juez del juicio uni- 
versal sucesorio, que no puede ser el de sección. Sin especial 
condenación. 

Hágase saber con el original, previa reposición y copia lega- 
lizada en el libro de resoluciones. 

C. Moyano Gacitúa, 
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VISTA DEL SEfiOR PROCURADOIl GENERAL 



Buenos Aires, Julio 3 de 1893. 

Suprema Corte : 

Nada creo deber agregar á las consideraciones del auto re- 
currido de foja 128 para pedir á Y. E. su confirmación, en 
cnanto ala improcedencia de la jurisdicción del Juez federal de 
Córdoba. 

Sab imano Kier, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 23 de 1894. 

Vistos y considerando : Primero : Que la demanda deducida á 
foja cincuenta j una, tiene por objeto hacer valer los derechos 
sucesorios, que se pretende que surgen de] testamento de foja 
ocho. 

« 

Segundo: Qae ella es concerniente á los bienes hereditarios 
y tiende á definir derechos entre los copartícipes como herede- 
ros ó legatarios . 

Tercero : Que con arreglo al artículo tres mil doscientos 
ochenta y cuatro, Código Civil, citado en la sentencia apelada, 
corresponde al Juez de la sucesión el conocimiento de las de- 
mandas concernientes á los bienes hereditarios hasta la parti- 
ción inclusive, cuando son interpuestas por alguno de los su. 
cesores universales contra sus coherederos, las que tiendan á 



\ 
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la reforma Ó nulidad de la partición y las relativas á la ejecu- 
cien de las disposiciones del testador^ aunqne sean á título 
particular, como sobre la entrega de los legados. 

Cuarto: Que el Juez de la sucesión es el de Provincia, según 
lo dispone el inciso primero, artículo doce de la ley de Jurisdic- 
ción y competencia de los Tribunales Nacionales. 

Por esto : de conformidad con lo resuelto por esta Suprema 
Corte en el caso que se registra en la serie segunda, tomo ter- 
cero, página cuatrocientos ochenta y ocbo de sus fallos, con lo 
pedido por el señor Procurador General, y por sus fundamentos 
concordantes, se confirma con costas la sentencia apelada,^ co- 
rriente á foja ciento veinte y ocho; y devuélvanse, reponiéndo- 
se el papel, pudiendo notificarse con el original. 

BENJAMÍN PAZ.— ABEL RA- 
ZAN. —OCTAVIO RUNGE. 
—JUAN E. TORRENT 



CAV8A CXXXI 



El Banco Nacional , contra Don Juan Silvano Godoy, por cobro 

de pesos; sobre competencia, 

Sumano.— Las letras de cambio y pagarés á la orden, que 
no llevan lugar designado para el pago, son pagaderos en el la- 
gar donde han sido firmados, con preferencia al del domicilio 
del deudor. 



\ 
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Caso. — ^El Juez Federal de Corrientes dirigió un exhorto al 
de esta Capital, para que hiciera notificar á Don Juan Silrano 
Oodoy^ la demanda por cobro de intereses que había interpues- 
to contra él, el representante de la sucursal del Banco Nacional 
y lo emplazara para contestarla. 

Notificado Godoy, á quien le fueron entregadas las copias de 
la demanda y sus recaudos, el Juez de la Capital mandó devolver 
diligenciado el exhorto. 

En este estado, se presentó Godoy ante el mismo exponiendo: 

Que nohabíafírmado la letra cuyos intereses se le cobran, ni 
había estado en Corrientes en la fecha de ella, siendo por lo tanto, 
falso que adeude el importe de la letra al Banco Nacional; 

Que aparte de esto, que constituirá su defensa^ en la misma 
demanda se expresa que él se encuentra actualmente en esta 
Capital; que esta residencia es permanente^ por ser en la Ca- 
pital donde está domiciliado desde hace cerca de veinte años, 
como lo prueba con los dos testigos que presenta; 

Que siendo su domicilio en la Capital, er Juez de Corrientes 
es incompetente para conocer en el asunto, y es competente el 
de la Capital, por ser el del domicilio del demandado, como lo 
ha establecido la jurisprudencia. Pidió que el Juez se declarara 
competente y dirigiera oficio al de Corrientes para que se in- 
hibiera y remitiera el expediente. 



Fallo del Jíues Federal 



Buenos Aires, Marzo 17 de 1893. 

Resultando de las copias presentadas por el demandado que 
el documento original en virtud del cual el Banco Nacional ha 
iniciado el juicio á que se refiere el exhorto de foja... ante el 
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señor Juez de Sección de la provincia de Corrientes, ba sido 
extendido y fechado en dicha ciudad, para ser pagado, según se 
desprende de su texto, en la sucursal del Batico Nacional esta- 
blecida en la misma. 

Y considerando: 1^ Que el documento en cuestión, aunque en 
estricto sentido DO es una letra de cambio, siendo un pagaré á 
la orden está equiparado á ella y le son aplicables las disposi* 
clones que rigen para las letras de cambio, de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 740 y 741 del Gódigode Comercio. 

2<^ Que según el artículo 606 del Código de Comercio, la letra 
de cambio puede ser pagadera en el mismo lugar donde ha sido 
firmada 6 en el domicilio de un tercero, y si no lleva lugar, don- 
de ha sido firmada, circunstancia que determina preferencia 
en el fuero del domicilio del deudor, como lo ha establecido la 
Corte Suprema, en la causa 99, tomo 21, de sus fallos, porque 
la elección de un domicilio implica la extensión de la jurisdic- 
ción que no pertenecía sino á los juf^ces del domicilio real de 
las personas (artículo 102, Código Civil). 

3® Que si la letra presentada por el Banco Nacional de Co- 
rrientes ó la firma que la suscribe, es falsa como lo asevera 
Godoy, ó no, es materia que debe discutirse ante el Juez compe- 
tente para conocer de la ejecución de dicho documento, pues 
constituye una excepción legal sobre el fondo de la cuestión. 

Por estos fundamentos, no ha lugar ala inhibitoria solicitada 
y estando diligenciado el exhorto de fojal^, remítase con el co- 
rrespondiente oficio. Repónganse las fojas. 

Virgilio M. Tedin. 
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VISTA DEL SE^tOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 6 de 1893. 

Suprema Corte: 

Los fondamentos del auto recurrido de foja 11, basados en 
artíoulos inequívocos del Código de Comeroio y en la decisión 
especial de y. E. en caso idéntico publicado en la página 818, 
serie 2% tomo 21 , de sus fallos, me autorizan á pedir % Y. E. su 
confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Vallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio 36 de 1894. 



Vistos: Por sus fundamentos,'y de conformidad con lo expuesto 
y pedido por el señor Procurador General, en su vista de foja 
die2 y seis, se confirma con costas el auto apelado de foja diez; 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 



LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAtl. 
—OCTAVIO BUNGE.— JUAN B. 
TORRENT. 
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CAUSA CXJ^XII 



Don José T. Novillo, por cobro de honorarios, como depositario 

judicial; sobre competencia . 



Sumario.— E\ cobro de honorarios como depositario judicial, 
debe hacerse ante el Jaez de la radicación del juicio. 



Caso. — Lo indica el 



Fullo del Jues Federa I 



Córdoba, Junio 27 de 189S. 

Autos 7 vistos: Los seguidos por el señor José T. Novillo» pi- 
diendo se le acepte la renuncia del cargo de depositario de las 
propiedades Chacarilla y Quitilipe, como asimismo que se le 
abonen los honorarios que como tal ha devengado, á razón de 
15 pesos mensuales á contar desde el 23 de Noviembre de 1875, 
fecha en la que dice fué nombrado depositario de las propieda- 
des arriba expresadas, á solicitud del señor Natal Crespo, en 
un embargo que dicho señor hizo trabar en los mismos. 
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Y considerando: 1® Que lo que el señor Novillo pretende en 
pago de sus honorarios, debe gestionarlo ante el Juez de la ra- 
dicación del juicio, pues ante él exclusivamentedeben ventilar- 
se todas las cuestiones que forman parte de un juicio tramitado 
ante él. 

2® Que es contrario á todas las leyes de procedimientos j ju- 
risdicción, que se instaure acción por cobro de honorarios ante 
nn Juez que no es el de la cau9a, y que sólo tenía intervención 
accidental como comisionado para hacer un depósito, aun cuan- 
do esta acción consista en el ejercicio de un derecho de retención. 

3^ Que el depositario debió hacer su reclamación en tiempo 
oportuno, ó por lo menos saber qué Juez y en qué juicio se or- 
denó originariamente esa diligencia lo que no dice ni parece co- 
nocer. 

Y omitiendo otras consideraciones, se resuelve no hacer lu- 
gar á lo solicitado por el señor José T. Novillo en la presente 
causa, por falta de jurisdicción para conocer déla misma; pu- 
diendo el interesado ocurrir al Juez de su radicación, á los fi- 
nes que hubiere lugar en derecho. Hágase saber, repóngase y 
archívese. 

C, Moyano Gacitúa. 

Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 26 de 1894. 

Yistos: Por sus fundamentos, se confirma el auto apelado de 
foja nueve vuelta, y devuélvanse al Juez de sección, debiendo 
hacerse ante él la reposición del papel sellado. 

LUIS V. VÁRELA.-— ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUMGB. — JUAN E. 
TORRENT. 
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CAVSA CXXXIII 



Don Antonio Bebau, contra Wildermouth hermanos ^ por falta 
de cumplimiento de contrato de fleVimento; sobre cobro de 
pesos . 



Sumario. — 1° En el caso de no oumplimiento de contrato por 
falta de los fletadores y de haber el fletante tomado carga, 
aqnellos deben pagar la diferencia entre el flete estipulado j 
el producido, con los intereses desde el día de la demanda. 

2° Establecido en la póliza que el buque fuera aprobado por 
el agente de seguros, los fletadores no pueden rehusarse á cum- 
plir el contrato, una vez verificada la inspección y hechas las 
composturas ordenadas por el agente á su satisfacción. 



Ccwo.— Lo indica el 



Pullo del Juez iPederal 

Rosario, Octubre 30 de 18d3. 

Y vistos: Los iniciados por Don Antonio Beban, capitán del 
pailebot cDos Venturas», contra los señores Wildermuth 
hermanos, sobre contrato de fletamento. 
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Resulta: 1® Que el actor al deducir esta demanda la fnnda en 
la póliza defoja 3, de fecha 30 de Julio de 1891, por la caal los 
demandados debían entregarle un cargamento de trigo para ser 
porteado al Brasil, mientras que tal carga no se había entre- 
gado, viéndose el actor obligado, después de cumplido el térmi- 
no de las estadías, á tomar otro cargamento de pasto, de lo 
cual le había resultado un saldo en contra de 1141 pesos 36 
centavos moneda nacional, oro sellado, suma por la cual inter- 
pelaba á los fletadores, pidiéndose les condenase & su pago, á 
objeto de resarcirse de los daños y perjuicios que se le habían 
ocasionado por la falta de cumplimiento al contrato celebrado. 
El fletante invoca en apoyo de su acción la prescripción délos 
artículos 1047, 1049 y 1063 del Código de Comercio. 

2^ Que corrido el traslado de ley, la demanda se contesta á 
foja 26, pidiendo su rechazo, y aduciendo: Que el capitán Be- 
ban había faltado á las obligaciones estipuladas en la póliza de 
fletamento; que el buque fletado debió estar listo en el Rosario 
para recibir la carga el día de 18 de Agosto, mientras que re- 
cien el 31 del mismo, dicho capitán había comunicado á los fie- 
tadoresy encontrarse apto, desde el siguiente 1** do Setiembre, 
para recibir la carga, segnn la carta de foja 23; Que el paile- 
bot cDos Venturas» no se encontraba tampoco en condición 
de recibir un cargame.nto de trigo en razón de haber trans- 
currido 20 años desde su construcción, circunstancia que 
no le dábalas seguridades suñcientes de una buena conserva- 
ción á bordo, para una carga tan delicada como lo era el 
trigo. 

3*^ Abierta la causa á prueba por el auto corriente á foja 28 
vuelta, se produce además de la presentada en la demanda y 
contestación, la que corre de fojas 39 á 43, 48 y 55 vuelta á 58. 

T considerando: 1** Que si bien es cierto encontrarse estable- 
cido en el contrato de fletamento, que el pailebot cDos Ventu- 
ras» debía estar listo para aceptar la carga el día 18 de Agosto, 
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mientras que sólo se puso en tal disposición el día 1® de Setiem- 
bid siguiente; también lo es que esta demora no puede conci'p* 
tuarse como causal de rescisión, no sólo por no encontrarse es- 
tablecida en ese carácter en la póliza de foja 3, sino también 
porque, según consta dtj autos^ t^il demora no fué tomada en 
consideración por los fletadores, haciendo caso omiso de ella y 
tratando de asegurar el cargamento, siendo de aplicación alca- 
so la máxima: electa una via non datur egrestis ad alte^ 
ram. 

2® Que por otra parte, y aún dado el caso de que la condición 
expresada revistiera los caracteres de una cláusula resolutoria, 
esa resolución del contrato no ha podido ser verificada por sólo 
los demandados, como lo han hecho, debiendo, por el contrario, 
ser reclamada judicialmente la rescisión como lo preceptúa 
el artículo 216 del Código de Comercio, puesto que nadie 
puede ser Juez en causa propia : nemo in re sua judicare 
possit. 

3^ Que si también es cierto encontrarse estatuido en la póliza 
de netamente que el pailebot cDos Venturas» debería ser apro- 
bado por un agente de seguros, tal cláusula no implica ni puede 
implicar racionalmente^ importe ella la clasificación del buque, 
como lo aseguran los demandados, pues esteúltimo término en 
el lenguaje marítimo, es notorio, tiene una significación diver- 
sa y mucho más amplia que aquella que significa la simple ajus* 
lacion. Aprobar, es dar por bueno; clasificar, es ordenar por 
clases, es calificar de primera clase ó segunda, etc.; y los pro- 
cedimientos usados en la marina para realizar el primer acto y 
el segundo, difieren de manera notable ; para aprobar^ basta la 
inspección interna del buque y la externa fuera de la línea de 
agua; mientras que para clasificar, bien sabido es, se necesita 
de una inspección mucho más prolija y en la que se abarque to- 
dos y cada uno de los detalles, haciéndose imprescindible poner 
al buque en seco para examinar la quilla de popa & proa en que 
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86 funda la fábrica del buque. Y como la póliza no dice clasi- 
ficar sino aprobar, debe estarse á lo en ella escrito y á su sig- 
nificado técnico. 

La prueba de testigos, rendida sobre este punto por los de- 
mandados, carece de va^ot probatorio^ pues quede los tres que 
han depuesto, Briet ha sido tachado justamente ; Barnet, aire - 
conocer su carta de foja 43, no sólo es contradictorio con su 
informe de foja 4, sino también que en la primera se refiere 
con especialidad aun seguro por avería particular y no á las 
condiciones generales del buque para un seguro total, 
quedando sólo el testigo Mairini^ que por ser único nada 
prueba . 

4^ Que la aprobación á que se refiere la póliza ha sido prps- 
tada, se desprende del documento corriente á fojas 4 y 5, tra- 
ducido á fojas 8 vuelta y 9. En efecto: allí la casa aprobad ora de 
Barnet, expresa que después de haber hecho cuna inspección 
minuciosa, encontró que la condición del buque era satisfacto- 
ria»; cque la reparación de las bombas y renovación de las ca- 
pas de los palos reasegurando los bitos, habían sido hechas á su 
entera|3atisfaccion>; cque los aparejos, etc., en general, de abor- 
do, los encontraba en buen estado, completos y correspondien- 
tes á un buque de su tamaño, con excepción de no tener más 
que un juego de velas completo, lo que suplido con otro trinque- 
te, consideraba estar el buque equipado suficientemrnte, en 

4 

buenas condiciones para portear cualquiera carga». 

5** Que la falta de un juego de velas de repuesto á que alude 
Barnet, no presupone unanecesidad ineludible que pudiera anu- 
lar, por sisóla, la cláusula preindicada, no sólo por la calidad de 
supernumerario que el mismo Barnet da á ese nuevo juego, si 
que también, porque no puede concebirse existiera de ella una 
necesidad imprescindible, desde que, antes -e indicar la venta- 
ja que el nuevo juego de velas tendría, la casa de Barnet, con 
repetición, expresa en su informe que las condiciones generales 
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del buque eran satisfactorias, y que los aparejos, etc., en gene- 
ral, de á bordo, los encontraba en buen estado, completos y co- 
rrespondientes á un buque de su tamaño; no habiéndose por otra 
parte, probado que las dichas velas de repuesto, no hubieran 
sido también adquiridas por el pailebot. 

6° Que aún en el caso de que la condición de aprobar el ba- 
que^ importase clasificarlo, no habiéndose probado legalmen- 
te por los demandados, haya sido el cDos Venturas» clasifica- 
do como inapto para portear la carga de los fletadores (pues ya 
se ha dicho, y e^ delcasu repetirlo, quela única prueba existente 
al respecto^ es la carta de foja 43, que tiene por exclusivo ob- 
jeto referirse á un seguro por avería particular y no á dar la 
clasificación de «Dos Venturas») se tendría que estar síempie á 
los términos de la póliza de netamente, suscrita por los mismos 
demandados y en la cual so expresa que el «Dos Venturas» es- 
taba seco, estanco, sano y en todos los respectos provisto para 
el viaje: en tal forma ha sido aceptado el pailebot por los de- 
mandados. 

7^ Que por otra paite y no obstante todo lo anterior, el actor 
no ha comprobado legalmente, á su vez, como debió hacerlo, la 
exactitud de la cuenta de foja 13, importe de 1141 pesos 63 
centavos oro sellado, que cobra como indemnización de los per- 
juicios sufridos, no debiendo por tanto aceptarse por el Juzga- 
do la indicada cantidad. 

8** Que es del caso la aplicación del artículo 1053 del Código 
de Comercio, por ser su prescripción la que rige la cuestión. 

Por tanto, definitivamente juzgando, fallo declarando: que 
los fletadores señores Wildermuth hermanos, se encuentran 
obligados á abonar y abonen al capitán del pailebot «Dos Ven- 
turas», Antonio Bebau, dentro de los 10 días posteriores á la 
ejecutoria do esta sentencia, la sum i que resulte faltar entre el 
flete convenido en la póliza de foja 3^ y el abonado por la carga 
porteada por el pailebot mencionado al efectuar el viaje de la 
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referencia, laque deberá ser justificada legalmente por el capi- 
tán Beban; sin especial condenación en costas. 
Notifíqutíse con el original, y repónganselos sellos. 

G. Escalera y Zuviría. 



PhIIo de la SuprcmH Corte 

Buenos Aires, Junio 26 de 1894. 

Vistos y considerando: Primero: Que el retardo en la llegada 
del pailebot cDos Yenturasi, al puerto del Rosario, fué debido 
á las exigencias de los fletadores de hacer el viaje remolcado 
desde Buenos Aires, por un vapor que no podía llegar en la fe- 
cha fijada, como lo ha afirmado el demandante, sin contradicción 
por parte de los señores Wildermuth hermanos. 

Segundo: Qué según resulta de la protesta de foja veinte y 
cuatro, el motivo principal que tuvieron los señores Wildermnth 
hermanos para m» cumplir el contrato celebrado con el capitán 
Bebau,fué que inspeccionado el buque por los señores Barnet 
y compañía, agentes de seguros, les comunicaron que no era ap- 
to para asegurar el cargamento en las condiciones de avería 
particular, gruesa y pérdida total. 

Tercero: Que en el aita mencionadise hace constar también, 
que habiéndose propuesto el seguro por los señores Wilriermuth 
hermanos á otras compañías del Rosario, ninguna quiso acep- 
tarlo sino á pérdida total, lo que demuestra que la inhabili- 
daíl del pailebot, sólo era relativa á cierta clase de seguro. 

Cuarto: Que no se expresa en el contrato que el buque deba 
ofrecer las condiciones necesarias para un seguro parcial, ó es- 
tar clasificado de primera clase, consignándose por el contrarío 
en. él, que la clasificación AI del Lloyd inglés, había expi- 
rado. 
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Quinto: Que no se estipula tampoco la forma en que deberá 
hacerse la inspección, estableciéndose tan sólo en la póKza que 
el buque fuera aprobado por el agente de seguros, por lo cual 
ha podido el Capitán requerir para la diligencia á los señores 
Bernett y C*, agentes de la compañía del Lloyd inglés, queson 
los mismos peritos que fueron vistos por los demandados á ese 
efecto, como consta en el acta de protesta. 

Sexto: Que verificada la inspección por el perito John Dover, 
nombrado por los señores Barnett y compañía, éste ordenó al- 
gunas composturas que fueron hechas á su entera satisfacción, 
quedando el buque en buenas condiciones para cargar cualquier 
carga desde el Bosario hasta el Rio Grande del Sud, sin que sea 
de mayor consecuencia la falta de la vela de trinquete, pues el 
perito no la exigió para dar un informe favorable, no obstante ha- 
berlo hecho respecto á las reparaciones ordenadas, y fácilmente 
podía proveerse de ella el Capitán antes de emprender el viaje. 

Séptimo: Que el demandante no ha probado se produjeran 
estadías, como le correspondía, dados los términos en que fué 
contestada la demanda. 

Octavo: Que el deudor moroso debe intereses por las sumas 
que adeude (artículo seiscientos veinte y dos. Código Civil) é in- 
curre en mora desde la interpelación (artículo quinientos nneve). 

Por estos fundamentos, y sus concordantes: se confirma la 
sentencia apelada corriente á foja noventa y dos, declarándose 
que el pago de la suma en que se condena á los señores Wil- 
dermuth hermanos, deberá hacerse con sus intereses desde la 
fecha de la demanda á estilo de Banco, sin especial condenación 
en costas; y repuestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notifi- 
carse con el original . 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGB.— JUAN E. TORREl^T. 
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€AIJSA €XXXIV 



Doña Francisca Magnin contra el Doctor Don Manuel L Moreno; 

sobre recurso directo 



Sumario,— Sin la previa denegación de la apelación no pro- 
cede el recurso directo. 



Caso . — Lo indica el siguiente 



Imlorme del Jíues Fcdernl 

Buenos Aires, Diciembre 26 de 1893. 
Excma. Corte de Justicia Nacional: 

Eyacaando el informe ordenado por V. E, debo manifestar 
que habiéndose recibido esta causa á prueba y vencido el tér- 
mino de la misma, el día 31 de Mayo^ se solicitó por la parte 
de Moreno la declaración áe\o^ testigos Don Máximo Camus y 
Don Marcos Arredondo, con fecha 24 de Mayo. El Juzgado se- 
ñaló la audiencia del día H del mes de Junio para la declaración 
de dichos testigos por estar ocupados por otras declaracionus 
decretadas previamente los días faltantes hasta completar el 
término ordinario. 

Con fecha 17 de Junio presentó el Doctor Moreno escrito 

T. VI 17 
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manifestando que no habiéndose tomado declaración en dicbo 
día á los testigos mencionados por motivos fundados del Secre- 
tario del Juzgado^ pedía se señalara nuevo día para la misma. El 
Juzgado, atenta la causal alegada, señaló el día 28 de Junio pa- 
ra tal objeto. Con fecha 3 de Julio, la parte de Moreno presentó 
escrito pidiendo nuevo día para la misma declaración y el Juz- 
gado señaló la audiencia del día 17 del corriente. En fecha 15 
de Julio volvió á presentar escrito manifestando que por falle- 
cimiento de la señora madre del solicitaute pedía nuevo dia y 
el Juzgado, atenta la causal alegada, señaló nuevamente otro 
día para la declaración de los testigos, manifestando que el tes- 
tigo Arredondo tenía un niño enfermo y el testigo Camus esta- 
ba enfermo el mismo. El Juzgado proveyólo siguiente: 

cBuenos Aires, Julio 28 de 1893. No justificándose las cir- 
cunstancias alegadas y siendo ya varias las veces que se ha pos- 
tergado la audiencia señalada á objeto de recibir la declara- 
ción de estos testigos con escusas semejantes, no ha lugar. 
LalanneT^. 

El Doctor Moreno interpuso revocatoria ó apelación en sub- 
sidio y corrido el traslado legal el Juzgado dictó el siguiente 
auto : 

€ Buenos Aires, Agosto 29 de 1893. Por los fundamentos del 
auto recurrido y los concordantes del precedente escrito, es- 
tése á lo resuelto. Lalanne.* 

De este auto se desprende que el Juzgado omitió pronunciar- 
se sóbrela apelación interpuesta en subsidio, y el interesado, á 
quien este decreto fué notificado con fecha 2 de Setiembre, en 
lugar de solicitar que el Juzgado salvara esta omisión, ha ocu- 
rrido ante V. E. interponiendo el recursi de hecho que ha ori- 
ginado el decreto de informe. 
Dios guarde á V. E. 

J. V. Lalanne. 
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Fullo de la Supremn Corte 

Baenos Aires, Junio 26 de 18d4. 

Vistos en el acaerdo: No habiéndose producido el hecho en 
qae el recurreute funda el recurso de apelación directa traída 
ante esta Suprema Corte, pues que según resulta del prece- 
dente informe, el Juez de la causa no se ha pronunciado otor- 
gando 6 negando la apelación interpuesta del auto á que se re- 
fiere, se declara improcedente el recurso deducido. Y repuestos 
los sellos, remítanse estas actuaciones al inferior para que las 
mande agregar á sus antecedentes . 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN6E. 
—JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CXXXT 



Bernardo Mary contra la Compañía mChargeurs Réunisy* y Don 
Pedro Christophersen.pqr cobro de pesos; sobre ratardada 
justicia. 

Sumano.—- Siendo justificada la demora, no procede la fija- 
ción de término para que se dicte providencia. 



I 
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Caso. — Lo indica el siguiente 



Inlorme del Juca Federal 



Rueños Aires, Juaio 18 de 1894. 

Excmo Señor: 

A fin de que Y. E.^ si estimando la naturaleza del juicio que 
motiva el recurso de queja, resolviese fijar un término para el 
pronunciamiento del Juzgado, me permito llamar la atención de 
Y. E. sóbrelos siguientes puntos: Si bien es cierto que esta 
causa aparece con el retardo que se denuncia, el Juzgado á mi 
cargo ha estado en acefalía casi todo el año próximo pasado, 
hasta el 18 de Noviembre último, en que el infrascripto se re- 
cibió de él. 

El expediente que motiva el recurso es voluminoso y compli- 
cadOy por el cúmulo de pruebas producidas y extensos alegatos 
presentados, y ha sido iniciado con posterioridad á muchos otros 
que están pendientes de resolución definitiva, los cuales está en 
el deber el infrascripto de atender por su orden ó antigüedad^ 
no habiendo, como no lo hay en el caso, razón alguna que impon" 
ga una preferencia sobre otras causas de igual ó mayor impor- 
tancia. Debo permitirme observar á Y. E. que si procediera en 
el caso lañjacion de un término al infrascripto para producir 
su resolución definitiva, ante la sola consideración de hallarse 
vencido el término legal y no por negligencia ó mala voluntad , 
procedía con razón igual idéntica medida respecto de todas y ca- 
da una de las infinitas causas que se hallan en el mismo estado 
por el extraordinario recargo de juicios que pesan sobre el Juz- 
gado desde algunos años áesta parte, que hace de todo punto 
imposible su expedición en los términos de la ley, pudiendo 
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y. E. comprobar estos acertos con presencia de la estadística 
de este Juzgado, consignada en las últimas memorias del Mi- 
nisterio de Justicia. 

Es cuanto tengo que informar áT. E. en cumplimiento de lo 
ordenado . 

Juan del Campillo. 



Fullo de ln Supremii Corte 



Buenos Aires, Junio 26 de 1804. 

Yistos en el acuerdo: Estimándose justificada la demora por 
las razones expresadas en el precedente informe, no ha lugar á 
losolicitado por el recurrente. Y repuestos los sellos, remítanse 
estas actuaciones al Juez de la causa, para que soan agregadas 
á sus antecedentes . 

benjamín paz.— luis y. várela.— 
abel bazan.— octavio bunge. — 
juan e. torrbnt. 
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CAUSA CXXXTI 



El Banco de Londres y Rio de la Plata contra Carlos Tori y C*, 
por remisión de autos al Juez de la testamentarla Tori; 
sobre regulación de honorarios. 



Sumario. — La remisioa de los autos ejecutivos al Juez de la 
testamentaría del deudor, ao impide que el Juez de la causa 
regúlelos honorarios del abogado y procurador del ejecutante. 



Caso. — Resulta del 



FÁllo del Juez Federal 



Rosario, Abril 30 de 1892. 

Vis tos y considerando: 1^ Que el decreto dictado por este 
Tribunal en el exhorto dirigido por el señor Juez de Provincia 
Doctor Mouliá mandándose remitir los autos á dicho señor Juez, 
quien los había solicitado por haberse iniciado ante él el 
juicio universal de Tori, se encuentra ejecutoriado habiendo 
adquirido la estabilidad de la cosa juzgada. 

2® Que la Justicia Nacional es taxativa, no pudiendo proro- 
garse ni aun mediante la voluntad de las partes, y su incompe- 
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tencia es axiomática tratándose de juicios universales como son 
los dé concurso de acreedores y partición de herencia, en los 
cuales deberá conocer el Juez competente de Provincia, cual- 
quiera que sea la nacionalidad 6 vecindad de los directamente 
interesados en aquellos y aunque se deduzcan acciones fiscales 
de la Nación (artículo I'' de la ley sobre Procedimientos nacio- 
nales, y artículo 12, inciso 1^, de la ley sobre jurisdicción). 

3^ Que ante estos antecedentes, no es discutible la proce- 
dencia de la remisión de los presentes autos al Tribunal que 
los solicita para ser tomados en consideración en el juicio uni- 
versal de herencia del señor Tori, iniciado ante el Juzgado 
exhortante. 

4^ Que la regulación de los honoiarios del Doctor Paganini y 
Procurador señor López Zamora, no modifica en nada las reglas 
que se dejan establecidas, puesto que como un incidente de^ 
juicio en que se han devengado esos honorarios, deben seguir 
el destino de lo principal ó sea del mismo juicio. 

5® Que la remisión de los autos que debe hacerse, aleja todo 
inconveniente á la práctica déla diligencia de regulación, pues- 
to que con los autos á la mano, puede hacerse aquella sin in- 
conveniente alguno ante el Juez universal, y tal como podía 
ejecutarse ante este Juzgado. 

6° Que no sólo milita en el caso actual la razón consignada 
en el número anterior, si que también adhiere la correcta de 
que en tal regulación debe tomar la parte que le corresponda el 
representante de la testamentaría del señor Tori, y los acreedo- 
res de ésta, quienes no tienen intervención .alguna en los presen- 
tes autos mientras ellos sigan ante la jurisdicción del infras- 
cripto. 

Por tanto: Estése á lo ordenado en el decreto de foja... y re- 
mítanse los autos al Tribunal del señor Juez exhortante. 

G, Escalera y Zuviría. 
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Falla de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Judío 26 de 1894. 

Vistos: No refiriéndose la petición de foja sesenta y tres á 
relaciones entre el Abogado y el Procarador del Banco de Lon- 
dres 7 Río de la Plata con la testamentaría á cnyo Juez deben 
remitirse estos aatos, en cumplimiento del auto ejecutoriado 
de foja sesenta y dos, sino á las relaciones entre aquellos y su 
propio cliente ó sea del citado Banco, las que son extraños al 
juicio testamentario^ en cnyo caso el Jaez de Sección tiene ju- 
risdicción para conocer de la referida petición, por tratarse de 
honorarios devengados ante él. 

Por esto : se revoca el auto apelado de foja setenta y cinco en 
cuanto no hace lugar á la mencionada regulación antes de la 
remisión de los autos; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín PAZ.— LUIS Y. VÁRELA.- 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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cAirBAcx:«:x¥ii 



Don Pablo Carenzo, contra Rodolfo Schorn y C", por pago de 
piezas de madera y rescicion de contrato; sobre ejecución 
de sentencia é imposibilidad de pago. 



Sumario. — La obligación de entregar cosas inciertas no fun- 
gibles determinadas sólo por sa especie, no puede extinguirse 
por imposibilidad de pago, y se resuelve siempre en indemni- 
zación de pérdidas é intereses. 



Caso, — Lo indica el siguiente 



Falla del Jíues Federal 



Salta, Julio 19 de 1893. 

Y vistos: En los autos seguidos por Don Pablo Carenzo con- 
tra Don Rodolfo Schorn y compañía, sobre pago del valor de unas 
piezas de madera y rescicion de un contrato de compra-venta 
del mismo artículo. 
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Resulta: Que en Mayo 20 de 1891, el demandante y los de- 
mandados celebraron un contrato por el cual el primero vendió 
y se obligó á entregar á los segundos en el término de veinte 
días, 150 trozos de madera de quina y quebracho, decincoy más 
varas de largo, y ocho pulgadas por cuatro de grueso, por el 
precio de 1 peso y cuarenta centavos moneda nacional el metro 
lineal, en la estación de esta ciudad, y los segundos apagar al 
primero el importe de la madera entregada, en pagarés, che- 
ques ó mercaderías. 

Que el demandante entregó álos compradores 83 tirantes y 
y 5 metros lineales, á cuenta de las piezas vendidas, y 15 tiran- 
tillos con 30 metros lineales. 

Que no habiendo pagado los compradores el precio de esta 
madera, el vendedor, señor Carenzo, demandó el pago del valo^ 
de los metros entregados, y el de los tirantillos, según cuenta 
de foja 11, y la rescisión del contrato, por no haber cumplido 
aquellos, dejando de abonar el precio de la madera entregada. 

T considerando: 1° Que el demandante no ha probado haber 
requerido á los demandados por el recibo de los 125 trozos de 
madera, después déla primer partida entregada á los compra- 
dores, como lo afirma en el primer párrafo de su demanda áfoja 
8 y lo mandó el auto de prueba á foja 20; pues la 2^ pregunta 
del interrogatorio de foja 23, y la contestación del testigo Tos- 
cano, á foja 36, no puede referirse sino ala 1* partida medida 
y entregada á los compradores, por ser la única recibida, cuyo 
importe debían los demandados, é hizo cobrar con repetición el 
señor Carenzo; según lo declaran el mismo y los demás testigos 
en la 3*^ pregunta, confirmándola el demandante, al final de las 
posiciones absueltas á foja 40 vuelta, donde dice que se refiere 
á dicha primer partida, medida y entregada, y la declaración 
del testigo Teodoro López que, absolviendo la 4* pregunta, di- 
ce que Carenzo vendió á otros la segunda partida de madera que 
trajo, porque Schorn y C*" no le pagaron la primera. 
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2^ Que la venta no es hecha i^ot junto, como lo sostíenea los 
demandados; porque si bien se ha precisado en masa un con* 
junto de cosas de- la misma especie^ no se ha estipulado un solo 
precio total por ellas^ siaó el de la medida expresada en el con- 
trato; de manera que, aunque determinable, el precio no está 
precisado, ni puede ser conocido mientras no se midan los me- 
tros contenidos en los 150 trozos de madera contratados (artí- 
culos 1339 y 1340 del Código Civil). 

3<^ Que sin embargo de que en las ventas de peso, cuenta ó 
medida, la venia no es perfecta, hasta que las cosas no estén 
contadas, pesadas ó medidas (artículo 1342 del Código Civil), 
la intención de la ley no es sustraer á las partes de los efectos 
del pacto contraído, sino establecr únicamente que él por sí só- 
lo no trasmite al comprador los riesgos ni la propiedad de la 
cosa; pero la venta es eficaz como contrato que produce obliga- 
ciones entre las partes (Marcadé, tomo 6% comentario álos ar- 
tículos 1585 y 1586 del Código Francés), por lo cual el artícu- 
lo 1343 de nuestro Código, confiere al comprador el derecho de 
obligar al vendedor á que pese, mida ó cuente y le entregue 
el total de la cosa vendida, imponiéndole á la vez la obligación 
correctiva, de recibirla del mismo modo, y de pagar el precio de 
ella al vendedor. 

4*^ Que no existiendo en el contrato ninguna cláusula que au- 
torice á las partes á rescindirlo, en el caso de no cumplirlo al- 
guna de ellas, no debi hacerse lugar ala disolución, de confor- 
midad al artículo 1204 del citado Código, sino mandar cumplir 
el contrato como lo han pedido los demandados, obligando al 
vendedor á completar el número de piezas de madera que esti- 
puló vender, ó en su defecto, á indemnizarles los daños é inte- 
reses que justificasen haber sufrido por la falta de cumplimien- 
to, para entonces obtener el pago del precio de toda la madera 
vendida, ó en su caso, el número de metros entregado (Marca- 
dé, al artículo 1585). 
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5° Que los demandados confiesan á foja 40 (deposición) ha- 
berles entregado el vendedor 145 metros lineales de madera á 
caenta del contrato, sin contradecir por otro lado el recibo de 
los 15 tirantillos, con el número de metros y al precio expresado 
en la cuenta de foja 11, lo cual importa la confesión de la en- 
trega 7 aceptación tácita del precio, según lo dispone el artí- 
culo 86 de la ley nacional de procedimientos. 

Por estas razones, definitivamente juzgando, fallo: no hacien- 
do lugar á la rescicion demandada, y ordeno qae el demandan- 
te entregue á los demandados el resto de las piezas de madera, 
hasta completar el número que se obligó á vender y entregar, 
6 en su defecto por imposibilidad comprobada, & satisfacerles el 
importe de los daños é intereses, que justificasen haber sufrido 
por la falta de cumplimiento de tal obligación^ de conformidad 
á las disposiciones y doctrinas legales citadas^ en cuyo caso se 
descontará éste del valor de los 145 metros lineales de trozos, á 
1 peso 40 centavos el metro, y de los 30 metros de tirantes á 
70 centavos moneda nacional el metro. 

Sin costas. Repónganse y notifíquese original. 

David Zambrano. 



Después de ejecutoriada esta sentencia, el Juez la aclaró de 
conformidad de partes, estableciendo que la partida de madera 
recibida por los demandados fué de 83 tirantes con 352 metros 
lineales, á pesos 1.40 moneda nacional el metro, además de los 
tirantillos expresados en la sentencia. 

Hecho esto, se presentó Carenzo ante el Juez, exponiendo: 
Que siéndole absolutamente imposible entregar el resto de ma. 
dera que según el contrato celebrado con Schorn y C" debía 
entregarles, por carecer en absoluto de madera, en razón de ha- 
ber perdido ya el inmueble de que la extraía, y por cuanto oa- 
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rece de los medios necesarios para satisfacer las primeras nece- 
sidades de la vida, pedíase declarase terminado el camplimien- 
to del contrato; 

Que el artículo 724 Código Civil, enumera entre los modos de 
extinguirse las obligaciones, la imposibilidad del pago; 

Que así, corresponde ordenarse que Schorn y C", le abonen 
la madera que les tiene entregada, con sujeción á.los valores 
pactados en el contrato. 

Corrido traslado, Schorn 7 C* manifestaron: que no acepta- 
ban la proposición de Carenzo de que se abone únicamente la 
madera que tiene entregada, dejando sin efecto los términos de 
la sentencia en que se ordena á aquel entregar el resto de la ma- 
dera según contrato. 

Pidieron que se rechazara la pretensión de Carenzo conmi- 
nándolo al cumplimiento déla sentencia. 



Pallo del «i ues Federal 



Salta, Noviembre 8 de 1893. 

Y vistos: Considerando: Que con la prueba testimonial rendi- 
da con citación contraria, el demandante ha demostrado encon- 
trarse en un estado tal de insolvencia, que le es imposible cum- ' 
plir el contrato de venta de maderas según se obligó. 

Que en este caso, previsto en la sentencia ejecutoriada de fo- 
jas 56á59, dispone la misma que se pague á Don Pablo Caren- 
zo el valor de la madera que entregó á los demandados, al precio 
fijado en el contrato, con descuento de los daños é intereses 
que estos justificasen haber sufrido por la falta de la madera 
que el demandante dejó de entregar. 

Que en el juicio abierto sobre la imposibilidad de cumplir el 
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contrato referido, opuesta por el demandante^, los demandados 
no han determinado esos daños é intereses ni ofrecido prueba 
al respecto, ni menos han justificado haberlos sufrido . 

Por estas razones, en cumplimiento de la citada sentencia, 
y al auto explicatiyode i6 de Agosto último, mando que loa se- 
ñores Schorn y compañía, paguen dentro de tercero día á Don 
Pablo Carenzo el importe de los 352 metros lineales de tiranti- 
llos entregados á 1 peso 40 centavos moneda nacional el metro, 
y los 30 metros lineales de tirantillos, que recibieron fuera del 
contrato, á 70 centavos moneda nacional el metro; todo lo cual 
suma la cantidad de 513 pesos 80 centavos moneda nacional. 

Bepónganse las fojas y notifíqueso con el original. 

David Zambrano. 



Falla de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 38 de 1894. 

Vistos y considerando: Que el contratocuyo cumplimiento se 
ordena por la sentencia ejecutoriada de foja cincuenta y cinco 
vuelta tiene por objeto en relación al demandante, la obligación 
de entregar cosas inciertas nofungibles, determinadas sólo por 
su especie (escritura de foja treinta y siete). 

Que en tales casos el pago nunca se juzga imposible^ y la 
obligación se resuelve siempre enjndomnizacion de pérdidas é 
intereses en defecto del citado pago^ como lo dispone también . 
dicha sentencia ejecutoriada (artículo ochocientos noventa y 
cuatro del Código Civil). 

Por esto, se revoca el auto apelado de foja ochenta y cinco^ y 
declarándose improbada la imposibilidad de pago opue(<ta por 
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la parte de Carenzo. Devuélvase previa reposición de sellos, 
para qud se proceda con arreglo i la sentencia de foja cincuen- 
ta y cinco vuelta. 

benjamín paz.— luis y. váre- 
la. — OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORKENT. 



CAUSA CXXX%I1I 



Kirschbaun hermanos, contra la provincia de Buenos Aires, 
por cobro de pesos; sobre personería del Fiscal de Estado. 



Sumario. — El fiscal de Estado de la provincia de Buenos 
Aires, no tiene personería para representar á la Provincia de- 
mandada ante la Suprema Corte nacional. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 28 de 1894. 

Vistos en el acuerdo: Considerando que el Doctor Don Fran- 
cisco B. Pico, presenta como único título para representar á la 
provincia de Buenos Aires en este juicio, el decreto que le con. 
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fiero el carácter de Fiscal de Estado de aquella Provincia, in 
vocando las atribuciones que como á tal funcionario le acuerda 
el artículo ciento cincuenta y dos de la Constitución de la mis- 
ma. 

Que si bien en el texto de ese artículo se declara que el Pis- 
ca! de Estado, como encargado de defender el patrimonio del 
fisco, esparte legítima en todos aquellos juicios en que se con- 
troviertan intereses del Estado; ni ese artículo, ni disposición 
algunade la Constitución de Buenos Aires, da al Fiscal de Es- 
tado, las funciones administrativas que son del resorte del Po- 
der Ejecutivo y que lo constituyen en el mandatario que debe 
representará la Provincia, según el artículo ciento cuarenta y 
uno de la misma y la naturaleza de sus funciones. 

Que cualquiera que sea el alcance del artículo ciento cin- 
cuenta y dos mencionado, es indudable que las atribuciones que 
él confiere al Fiscal de Estado, son para ejercerse sólo dentro de 
la jurisdicción territorial de la Provincia, y no ante Tribunales 
de ajena jurisdicción y que tienen su asiento en territorio dis- 
tinto. 

Por estas consideraciones: no ha lugar á la revocatoria soli- 
citada, y estése á lo mandado. Repóngase el papel. 

benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BDNGE. — iUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CXXXIX 



Don Carlos Hirclc, contra la provincia de Buenos Aires y por 
cobro de pesos; sobre personería del Fiscal de Estado, 



Sumario. — El fiscal de Estado de la provincia de Buenos 
Aires no tiene personería para representar á la Provincia de- 
mandada ante la Snprema Corte Nacional. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio ^8 de 1894. 

Vistos en el acuerdo: Considerando que el Doctor Don 
Francisco B. Pico, presenta como único título para representar 
á la Provincia de Buenos Aires, en este juicio, el decreto que le 
confiere el carácter de Fiscal de Estado de aquella Provincia, 
invocando las atribuciones que como á tal funcionario le acuer- 
dad artículo ciento cincuenta y dos de la Constitución de la 
misma. 

Que si bien en el texto de ese artículo, se declara que el Fis- 
cal de Estado, como encargado de defender el patrimonio del 
Fisco, esparte legítima en todos aquellos juicios en que se con- 

T. VI 18 
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troviertan intereses del Estado, ni ese artículo^ ni disposición 
alguna de la Provincia de Buenos Aires, da al Fiscal de Estado 
las funciones administrativas que son del resorte del Poder 
Ejecutivo 7 que lo constituyen en el mandatario que debe re- 
presentar á la Provincia, según el artículo ciento cuarenta y 
uno déla misma, y la naturaleza de sus funciones. 

Que cualquiera que sea el alcance del artículo ciento cin- 
cuenta y dpsmencionado, es indudable que las atribuciones que 
él confiere al Fiscal del Estado, son para ejercerse sólo dentro 
de la jurisdicción y que tienen su asiento en territorio distinto. 

Por estas consideraciones: no ha lugar á la revocatoria soli- 
citada, y estése á lo mandado, reponiéndose el papel. 

RENJAMIN PAZ. — LCIS V. YARE- 
LA. — ABEL BAZAN.— OGTAYIO 
BUNGE.—JUAN B. TORREKT. 



CAUSA CXIi 



Contra Don Julio Ibarguren, Don Carlos Grande y Don Fe- 
derico Grande ; sobre insfraccion de la ley nacional de elec- 
ciones. 



Sumario. — La detención de las actas electorales y demora 
injustificada de su entrega, constituyen una infracción de la 
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ley nacional de elecciones, que debe ser castigada con arreglo al 
artículo 69 de la misma. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíttes Federal 



Salta, Marzo 31 de 1894. 

Y vistos : En el sumario formado contra los señores Carlos y 
Fermín Grande y Don Julio Ibargnren, por ocultación del acta 
de elecciones del departamento de Anta, de las declaraciones 
indagatorias de los sindicados, resulta : 

Que Don Julio Ibarguren fué exprofesamente mandado y pa- 
gado por el Doctor Ángel M. Ovejero á traer las actas de las 
elecciones de Anta. 

Qae Don Sandalio Gómez, inmediatamente de terminada la 
elección, las recibió de los escrutadores y en presencia délos 
mismos las entregó á Ibarguren, quien, cumpliendo su encargo, 
se dirigió á entregarlas al Doctor Ovejero y no pudiendo hablar 
con éste las dio á Don Carlos Grande por ser tan interesado co- 
mo aquel en el resultado de la elección. 

Que pasadas por éste á su hermano Don Fermin no pudo ex- 
hibirlas en el día que le fueron requeridas por el Juzgado, á 
cansa de no encontrar á su hermano. 

Que Don Fermin Grande, creyendo no ser urgente entregar 
dichas actas hasta la víspera ó día del escrutinio, se ausentó de 
la ciudad, sin embargo de saber que por cédula sh había notifi- 
cado al señor Carlos Grande. 
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Que las actas fueron presentadas por Don Fermín Grande el 
I'' delcoriente en el mismo estado en que las recibió Ibarguren, 
según consta en hi declaración de éste y anotación de foja 27 
vuelta, arrojando el mismo resultado y suscritas por los mis- 
mos escrutadores que aquel expresó. 

Y coíisiderando : Que si bien la coincidencia de aparecer en 
las referidas actas que en una sola mesa sufragaron los inscrip- 
tos de las dos series de la sección electoral, que con los hecbos 
de la demora en entregar esos documentos, de la marcha de Don 
Fermin Grande al campo, sabiendo que á su hermano se le re- 
quería la entrega de aquellas y la ausencia de Don Carlos en el 
mismo dia, hace suponer que se ocultaban las actas verdaderas 
para suplantarlas con otras que no adolecieran de la nulidad 
anotada, tal presunción no puede constituir una prueba com- 
pleta de la culpabilidad acusada, porque habiendo exhibídose 
las verdaderas actas, ha dejado de cometerse la infracción á 
la ley electoral y delito que tal vez se premeditaron, sin que 
sea permitido juzgar la intención que existiera en la conciencia 
de los acusados. 

Que los indicados estaban, es verdad, obligados á entregar las 
actas á sus destinatarios por el hecbo de haberlas recibido con 
ese objeto, pero no lo estaban á hacerlo en fecha determinada, 
hasta el día del escrutinio, porque la ley de elecciones impone 
sólo al Presidente de cada mesa escrutadora el deber de remi- 
tir inmediata y directamente las actas á sus destinos y son los 
responsables d»í los efectos que pudiera producir el retardo ó 
extravío de ellas. 

Finalmente, que estando probado con la exhibición de las ac- 
tas no haberse perpetrado la interceptación y ocultación que 
motivó el sumario ni ninguna infracción de la ley de elecciones, 
debe absolverse á b^s acusados de acuerdo con el artículo 434 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal y lo declarado por la 
Suprema Corte en sus fallos, 2° serie, tomo il", página 407. 



J 
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Por estas razones, absuelvo de la acusación á los señores Don 
Carlos y Fermín Grande y á Don Julio Ibarguren. 
Notifíquese original y archívese . 

David Zambrano. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 8 de 1894. 
Suprema Corte: 

No se ha demostrado que haya habido falsificación ó alguna 
alteración de las actas de la elección de Diputados > Nacionales 
en el departamento de Anta, á que se refiere este proceso. 

Pero consta y es reconocido por los procesados, señores Carlos 
y Federico Grande y Julio Ibarguren, que las actas recibi- 
das por ellos respectivamente desde el 6 de Febrero, fueron re- 
cien entregadas por apremio en i ^ de Marzo, según el escrito y 
diligencia de fojas 14 y i5. 

La trasmisión sucesiva de las actas de Ibarguren á Grande y 
de éste á su hermano, cuando se trataba de un mandato espe- 
cial, es ya una irregularidad que toma el carácter de una verda- 
dera infracción de laley de elecciones cuando se observa que el 
mandato de entrega ha sido eludido por tales medio8,durante cer- 
ca de un meSy habiendo obtenídose esa entrega, sólo mediante e 
apremio personal decretado por el Juez a quOy á foja 6. 

La ley de elecciones en su artículo 36 prescribe : «que uno de 
los ejemplares de las actas se remitirá en el acto al Presidente 
de la Legislatura Provincial y otro al Juez Nacional de la pro- 
vincia». 

Caandola ley ha requerido la remisión en el acto, ha reque- 



^ 
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rido implícitamente la entrega sin otra demora que la indispen- 
sable del tiempo prudencial para camplírla. 

Y resultando que ese tiempo prndencial ha sido ultrapasado 
con exceso, que los procesados no han expresado causal alguna 
que constituya una excepción legal y al contrario, de sus decla- 
raciones se desprende 6 un plan de ocultación ó una demora in- 
conciliable con la seriedad debida respecto de un acto trascen- 
dental de la elección, la infracción del espíritu y letra del 
artículo 36 citado me parece manifiesta. 

Como esa infracción no ha sido prevista por las leyes, corrob- 
ponde aplicarle la pena de multa dentro de los límites fijados 
en el artículo 69 de la ley general de elecciones . 

Pido por ello á Y. E. la revocación de la sentencia recurrida 
por el Procurador Fiscal á foja 33, y la aplicación de la pena 
pecuniaria que corresponda según el recto criterio de Y. £. 

Sabiniano Kier. 



Ffillo de la Suprenifi Corte 

Buenos Aires, Jumo 30 de 1894. 

Yistos y considerando: Que con arreglo al artículo treinta y 
seis de la ley de elecciones, los ejemplares de la acta de la ins- 
talación de la mesa, de la listado votantes de la acta de clausu- 
ra y déla de escrutinio, á que dicho artículo se refiere, deben 
ser remitidos en el acto á su destino, lo que implica que el 
conductor de }os mismos se halla en la obligación de cumplir 
con su encargo y á la mayor brevedad posible, porque aólo á 
esa condición se habrían salvaguardado los preceptos de la ley 
y las altos fiues de interés público á que ella trata de pro- 
veer. 
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Qae consta de autos qae los procesados Jolio Ibargnren, Car- 
los Grande y Fermín Grande han violado ese deber traspasán- 
dose sucesivamente los ejemplares de la elección practicada en 
cuatro de Febrero del corriente año en el departamento Anta, 
provincia de Salta^ y retardando su entrega hasta el primero de 
Marzo, al estremo de haberse ésta realizado á consecuencia de 
apremio ordenado por el Juez . 

Por estos fundamentos, de acuerdo con lo expuesto y pedido 
por el señor Procurador General y de conformidad con lo dis- 
puesto coles artículos sesenta y nueve y setenta de la citada 
ley de elecciones, se revoca la sentencia apelada corriente á fo- 
ja treinta y dos vuelta y se condena á cada uno de los mencio- 
nados procesados á la pena de doscientos cincuenta pesos mone- 
da nacional con destino al fondo de escuelas de la Provincia de 
Salta y al pago de las costas del juicio. Devuélvanse. 

benjamín paz. — ^ABBL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 



CArSA CXI.I 



Don Nicolás Delfino contra Don Ángel de Nicola, por cobro de 

pesos; sobre competencia 

Sumario. — La promesa de enviar el dinero para los pagos, 
importa designar el lugar del cumplimiento de la obligación y 
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determina el de la jarisdiccion competente para hecerla efec- 
tiya. 



Coso.— Lo indica el 



Pullo del ^ues üeirado 



ResisteDcia, Setiembre 26 de 1892. 

Vístala incompetencia de jarisdiccion opaesta por Don Án- 
gel de Nicola, en el juicio qae por cobro de pesos le ha instaura- 
do Don Nicolás Delfíno. 

Resalta: Que el demandado desconoce deber la suma que cobra 
el actor, alegando la fasedad del contrato que corre á foja 2 y 
negando que haya autorizado á Don José Gastaldi para obrar 
en su nombre. 

Que siendo falso el contrato y no estando el firmante facul- 
tado á obligar al reo,]el actor debe seguir el fuero de éste y no 
el designado en la cláusula tercera. 

Contesta el demandante que el firmante obró legítimamente 
autorizado por el demandado; que el contrato presentado, por 
tanto, le obliga, por lo cual debe acatar esta jurisdicción des- 
de que aquí fechó el contrato, aquí se celebró, y aquí se obli- 
gó á pagar el precio de las maderas ((ue le fueron recibidas y 
que él recibió en Buenos Aires. 

Abierto el incidente á prueba, con lasoartas autenticadas, se 
ha comprobado que el señor de Nicola autorizó plenamente al 
señor Gastaldi á comprar maderas por cuenta de aquel, y le dio 
instrucciones minuciosas sobre la manera de proceder, com- 
prar, pagar, pesar. El excepcionante no ha intentado probar 
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qne el contrato fuera falso; y de las cartas citadas (qae obraa 
de fojas 54 á 59, tradacidas) se ve qae él es efecto de las nego- 
ciaciones sobre maderas que aquel efectuaba en esta localidad y 
sus inmediaciones, por intermedio de su mandatario comisionis- 
ta ó socio señor Gastaldi, plenamente autorizado para compro- 
meterle en las especulaciones. 

Por ello y lo dispuesto, entre otros muchos, por los artícu- 
los 399, parte 2% 240 y 226 del Código de Comercio, de con- 
formidad á las conclusiones del Ministerio público y al primer 
inciso del 4"^ párrafo del artículo 4'' del Código de Procedimientos 
en lo Civil, declaro : que soy competente para entender, subs- 
tanciar y fallar esta causa. En consecuencia, mando que se con- 
teste derechamente la demanda dentro del término de ley, y 
que las costas del incidente sean pagadas por su promotor. 

Begulo el honorario del Doctor Alsina en 100 pesos, y en 60 
los del procurador. 

Alfredo Parodié, 

Ante mí: ' 

Enrique Cuevas, 
Secretario ad hoc. 



VISTA DEL SLÑOR PKOCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Ocíubre 31 de 1892. 
Suprema Corte: 

El Juez Letrado de la jurisdicción del Chaco austral, se ha 
declarado competente para conocer de la demanda interpuesta 
por Don Nicolás Delfino, vecino de aquella gobernación, contra 
Don Ángel Nicola, vecino de la capital Federal, por cobro de 
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pesos, procedentes de la obligación contraída en el docomento 
de foja 2. {Según ese documento^ Nicola debía enviar á Besis- 
tencia el dinero efectivo para los pagos qoe expresa el artículo 
tercero. Esa promesa de envío importa la designación del lugar 
del cumplimiento de la obligación, que determina el de la ju- 
risdicción competente. Las consideraciones del auto recurrido 
de fojas 69 á 70, demuestran que el documento en cuestión 
obligaba al demandado, con sujeción á las demostraciones de 
la prueba producida, y por otra parte, las excepciones opuestas, 
afectando el fondo mismo de la obligación, no procede contra la 
competencia del Juzgado. 

Por ello y fundamentos del auto recurrido pido á Y. E. su 
confirmación. 

Sabiniano Kier . 



Pullo de I» Supream Corte 

Buenos Aires, Junio 30 de 1894. 

Vistos: Por sus fundamentos, y de conformidad con lo ex- 
puesto y pedido porel¿Senor Procurador General: se confirma, 
con costas, el auto apelado de foja sesenta y nueve; y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BEKJAMIN PAZ.— ABEL BAZAR. 
—OCTAVIO BUNGE. — JDAH 
E. TOREENT. 
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CAUSA CXIilI 



Don José Delpech contra OUo Bemberg y Compañía, por reivin- 

dic€unon; sobre competencia 



Sumario. — No corresponde á la Jasticia Nacional la cansa 
entre nn extranjero y nna sociedad de la oaal forma parte otro 
extranjero. 



Caso. — Lo indica el 



Vulto del ^ues Federal 



Buenos Aires, Noyiembre 7 de 1893. 

Antos y vistos : Considerando : 1° Qne la acción deducida por 
Don Andrés Manris, en representación de Don José Delpech, 
extranjero, es dirigida contra la razón social Otto Bemberg y 
compañía, segnn terminantemente lo expresa el escrito de 
demanda. 

^ Que para acreditar la competencia del Juzgado sólo se ha 
establecido la nacionalidad argentina de don Otto Bemberg , se- 
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gao consta en las diligencias de foja 18 vuelta, mientras qae de 
la precedente manifestación hecha por éste, resulta que forma 
parte de la razón social Don Emilio GuUi, de nacionalidad fran- 
cesa. 

3^ Que según el artículo 10 de la ley sobre jurisdicción y 
competencia délos Tribunales nacionales de 14 de Setiembre 
de 1863, las sociedades colectivas y en general en todos los ca- 
sos en que dos ó más personas sean demandadas por una obli- 
gación solidaria, para que caigan bajo la jurisdicción federal es 
necesario que cada una de ellas pueda ser demandada indivi- 
dualmente ame los Tribunales nacionales^ lo que no sucede en 
el presente. 

Forestes fundamentos, el Juzgado se declara incompetente y 
ocurra donde corresponda. 

Virgilio M. Tedin. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero 10 de 1893. 

Suprema Corte: 

Según la diligencia de foja 56, la razón social de la casa de 
comercio demandada, se forma del señor Otto Bemberg, argen- 
tino, y del señor Emilio GuUi, de nacionalidad francesa. 
Siendo de especial aplicación al caso el artículo 10 de la ley so- 
bre jurisdicción y competencia de los Tribunales nacionales, 
de 14de Setiembre de 1863, en que se funda el auto de foja 57, 
declaratorio de la incompetencia, pido á V. £. se sirva confir- 
marlo por sus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 



DE JUSTICIA NACIONAL 285 



Ffillo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 30 de 1894. 

Vistos : Considerando que el anto apelado de foja cincuenta 
y siete, decide solamente la cuestión de competencia en rela- 
ción á la Justicia Federal. Por ésto, de conformidad con lo ex- 
puesto y pedido por el señor Procurador General, y por sus 
fundamento^, se confirma, con costas, el mencionado anto; y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIZ PAZ. — AB£L BAZAN. 
— OCTAVIO BÜNGE.— JUAN E. 
TORRENT. 



C^AIJSA CXIilII 



Fonrmer y Compañía contra Don Luís Cometti ; sobre 
falsificación de marca de fábrica 



Sumario. — El hecho de vender 6 circular artículos con mar- 
ca falsificada 6 fraudulentamente aplicada, no constituye deli- 
1^0, sino ¿condición de que ello se realize con conocimiento de 
la fabricación ó fraude. 



286 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Caso. — Lo indica el 



Fallo del ^itex Federal 



Buenos Aires, Abril 30 de 1894 

Y vistos: estos autos seguidos por Don Gaspar Pietranera. 
en representacisn de Don Ernesto Caillon, apoderado general de 
H.Fournier y compañía, de París, contra Don Luis Cometti^ so- 
bre falsificación de una marcado fábrica, de los que resulta: 

A foja H Pietranera se presenta exponiendo que los señores 
Fonrniery compañía de París, son propietarios de la marca que 
consiste en los ejemplares que acompaña en el testimonio de la 
oficina de Patentes, y con que se distinguen los productos deno- 
minados Goudron de Guyot, y cápsulas de Goudron de Guyot. 

Que existen muchas falsificaciones de este artículo, y por fin 
que ha logrado encontrar uno délos que lo fabrican y expenden 
y viene á denunciarlos para que sean castigados y penados 
civil y criminalmente como lo merecen, acompañando un ejem- 
plar de la marca verdadera y otro de la falsificada para com- 
probar el delito, ofreciendo para cuando llegue la oportunidad 
de la prueba presentar también el dibujo comparativo que ha- 
ce resaltar los defectos de la etiqueta falsa comprobada con la 
verdadera. 

Que uno de los falsificadores se llama T. Grandjon y compa- 
ñía y los otros un señor Cometti y compañía. 

Que en vista délo expuesto se decrete el embargo en las ca- 
sas mencionadas, de las mercaderías falsificadas, útiles y demás 
enseres, y que se tenga por deducida formal demanda contra los 
enunciados, los que deberán ser condenados á los daños y per- 
:u icios provenientes de la falsificación , con reserva de las ac- 
ciones civiles y criminales que correspondan. 
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Ordenado el embargo solicitado, no dio ningún resultado en 
la perfamería de Grrandjon, y en la droguería de Gometti j 
compañía se trabó embargo en 27 frascos de alquitrán de Gu- 
yot, indicados por el representante del demandante como falsi- 
ficados, por diferenciarse de los legítimos en los detalles que se 
expresan en la diligencia de embargo. Habiendo desistido de 
la acción entablada contra Qrandjon y compañía se confirió 
traslado de la demanda áCometti y compañía, los que la con- 
testan á foja 26 exponiendo : 

Que desechan en un todo las temerarias aseyeraciones de la 
parte contraria; que reconocen el derecho de esta á la marca 
que reclama. 

Que no quieren poner en duda que los productos Goudron y 
cápsulas de Goudron de Guyot se falsifiquen, que es sensible y 
corresponde investigar álos interesados. 

Que la ley de marca de fábrica ha establecido en su artículo 
28 los casos en que se reputa que hay falsificación de marca, y 
aquellos en que considera que hay complicidad en el delito, y 
en ninguno de esos casos se encuentran comprendidos sus re- 
presentados. Ellos han tenido en venta Goudron de Guyot sin 
sin saber nada sobre la falsificación de tales productos ; que no 
es extraño que no hayan conocido tal falsificación, porque no 
es posible exigir á un comerciante que se preocupe de los inte- 
reses ajenos, iuvestigandü minuciosamente si un artículo que 
se le ofrece en venta es ó no falsificado, máxime, cuando, como 
en este caso, se trata de una adulteración bastante difícil de 
descubrir y con toda la apariencia de la marca verdadera. 

Que cumpliendo la disposición del artículo 31 de la ley de la 
materia declaran que adquirieron en el mes de Abril una parti- 
da de frascos de alquitrán de Guyot que les fué ofrecida en ven- 
ta en la misma casa por Don Anibal García, que se ocupaba en 
corretajes de marcad erí as y que está domiciliado Pozos 272, ha- 
biendo comenzado el espendio en Mayo. 
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Que como el embargo trabado en la droguería de lo8 deman- 
dados ha sido sin motivo y bajo la responsabilidad de los de- 
mandantes piden que se le indemnicen los daños y perjuicios 
que con aquella medida se les ha irrogado, los que estiman en 
20.000 pesos moneda nacional. 

Corrido traslado por esta contrademanda por los daños y 
perjuicios, á foja 33, la evacúa Gaspar Pietranera diciendo: 

Que la reconvención debe ser rechazada con costas. Que los 
demandados se amparan en su afirmación de que ellos han te- 
nido en venta Goudron de Guyot sin saber nada de la falsifica- 
ción de tales productos ; 

Que según el artículo 6° del Código Penal en la ejecución de 
los hechos clasificados de delitos se presume la voluntad cri- 
minal, á no ser que resulte una presunción contraria r-e las oir- 
cunstantMas particulares de la causa ; 

Que todo lo que dicen para probar de dolo son meras escusas; 

Que la declaración con que creen cumplir con la. disposición 
del artículo 31 es completamente estemporánea; 

Que la contrademanda no resiste al más ligero análisis; 

Que los artículos 32 y 33 no distinguen, así es que aun supo- 
niendo buena fé en Luis Cometti y compañía hay que proceder 
á inutilizar los envases, y aun las mercaderías, pues tratán- 
dose de medicinas, no basta inutilizar las marcas si los deman- 
dador estuvieren de buena fé, lo que no puede tomarse á lo 
serio, dadas las circunstancias del caso, ellos habían sido las 
víctimas del vendedor, sufrirían el perjuicio resultante de la 
inutilización délas especies; 

Que es un colmo pedir 20.000 pesos por el embargo de unos 
cuantos frascos, porque los señores Fonrnier han solicitado el 
secuestro de mercaderías atribuidas ásu fábrica, que los mismos 
demandados reconocen falsificadas . 

Recibida la causa á prueba, habiéndose producido única- 
mente el informe pericial de foja 50, según el cual las etiquetas 
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de los frascos se diferencian de los legítimos en varios detalles; y 

Considerando : Que si bien del informe pericial de foja 50 
resulta, según lo reconoce el demandado en su alegato de foja 
54^ que son falsificadas é imitadas las etiquetas de los frascos 
de alquitrán embargados en la droguería de los demandados, 
donde estaban á la vista, el actor no ha probado que Cometti 
haya sido autor de la falsificación de esas etiquetas ni que él 
las colocara sobre los productos legítimos ó falsificados que 
debían cubrir. 

Que el actor tampoco ha probado que los demandados hayan 
puesto á la venta el producto con etiqueta falsificada con cono- 
cimiento de su falsedad, como lo exige la ley de marca, no sien- 
do de aplicación en este caso el artículo G'^ del Código Penal, 
pues aquí la ley demarcas se aparta de esa regla, exigiendo el 
dolo especial que no puede presumirse y debe ser probado por 
quien pretende su existencia. 

Que por otra parte^ los demandados han hecho saber al con- 
testar la demanda la persona de quien hubieron los artículos 
embargados y demás circunstancias exigidas por el artículo 31 
déla ley de marcas. 

Que en lo relativo á la contrademanda por los daños y per- 
juicios, que los demandados dicen haberles sido ocasionados por 
el embargo de foja 16, habiendo los demandantes procedido 
dentro de su derecho al pedir el secuestro de mercaderías que 
tenían su marca falsificada, no han incurrido ni podido incu- 
rrir por ello en responsabilidad alguna. 

Que constando que la etiqueta de los frascos embargados son 
falsificados deben ser inutilizados. 

Por estos fundamentos, de conformidad con los artículos 28, 
31 y 32 de la ley de marcas de fábrica, fallo absolviendo de la 
demanda á Luis Cometti y compañía y no haciendo lugar á la 
reconvención por estos interpuesta, debiendo ser devueltos á 
sus dueños los frascos embargados á foja 16, previa inutiliza- 

T. VI 19 
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cion de las etiquetas que los cubren. Notifíquese con el origi« 
nal y repóngase el papel. 

J. V. halarme. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 30 de 1894. 

Vistos y considerando : Que el hecho de vender 6 circular 
artículos con naarca falsificada ó fraudulentamente aplicada, no 
constituye delito sino á condición de que ello se realice con co- 
nocimiento de la falsificación ó fraude, según expresamente lo 
establece el inciso tercero del artículo veinte y ocho de la ley 
de marcas de fábrica y comercio. 

Que no sólo no se ha comprobado por el demandante, que el 
demandado hubiera tenido ese conocimiento, al expender las mer- 
caderías con marca falsificada, como debió hacerlo para acreditar 
la existencia del delito, sino que además nada hay en las cons- 
tancias de autos que pueda hacer presumir dicho conooimiento. 

Que por otra parte y como lo hace constar la sentencia ape. 
lada, el demandado ha cumplido con lo dispuesto en el artícu- 
lo treinta y uno déla citada ley ; de manera que, según los tér- 
minos de ese mismo artículo, no debe ser considerado como 
cómplice del delincuente. 

Que habiéndose rechazado por la sentencia tanto la demanda 
como la reconvención, no procede la condenación en costas. 

Por estos fundamentos y sus concordantes, se confirma la 
sentencia apelada de foja sesenta y una. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

benjamín paz.— ABEL ra- 
zan.— octavio BUNGE. 
—JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CXIilT 



Don Pedro J. DirkSy contra la provincia de Santa-Fé; por 
cobro ejecutivo de pesos ; sobre endoso imperfecto 



Sumario. — En las obligaciones de título ejecutivo, la sola 
excepción á la personnería, que el ejecutante justifica con pos- 
terioridad ala oposición, no autoriza á rechazar la ejecución^ 
pero si á exonerar al ejecutado de los costas del juicio. 



Caso. — Resulta del 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 3 de 1894. 

Vistos y considerando : Que la demanda interpuesta por Don 
Pedro J. Dirks, contra la provincia de Santa-Fé, se dirige á 
obtener el pago de suma de dinero por obligación de plazo ven- 
cido y que se halla comprobada por instrumento que trae apa- 
rejada ejecución. 
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Qae en consecuencia, el procedimiento ejecutivo dado á la 
causa se halla, en cnanto al fondo del asunto, dentro de las 
prescripciones del artículo doscientos cuarenta y ocho de la ley 
de procedimientos. 

Que la excepción de falta de personería en el actor, opuesta 
por el demandado en el término de la ley, y que hace el funda- 
mento de la oposición que ha hecho valer á la ejecución, no 
puede sostenerse en presenciade la escritura pública de foja^se- 
senta y cinco, que acredita en forma fehaciente pertenecer 
al demandante, el crédito demandado. 

Que antes ni después de haberse presentado esa escritura 
no se ha alegado por el ejecutado excepción alguna de fondo de 
las que, conforme al artículo seiscientos setenta y seis del Código 
de Comercio, son admisibles en tratándose de la ejecución de 
letras de cambio. 

Por esto : no ha lugar á la oposición deducida, y llévese ade- 
lante la ejecución hasta hacerse pago al acreedor del capital é 
intereses, sin especial condenación en costas, en mérito de ha- 
berse exhibido con posterioridad á la oposición^ la citada 
escritura de foja sesenta y cinco. Notifíquese con el original y 
repónganselos sellos. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JüAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA CXIiT 



Don Daniel y don Adolfo San Miguel, contra el Dr. don Pauli- 
no Llambi Cambelly por reivindicación; sobre excepción di- 
latoria de no parte. 



Sumario, — Cuando el demandado por reivindicación no lo 
68 en el concepto ile|ser mero tenedor de la[cosa^ no procede la 
excepción dilatoria de no parte, fundada por aqnel en no ser ya 
propietario, ni poseedor. 



Caso, — Don Manuel J. Castilla, por los señores Daniel y 
Adolfo San Miguel, dedujo demanda de reivindicación contra el 
Doctor Paulino Llambí Campbell, de un lote de campo denomi- 
nado «Alerta», situado en la provincia de Santa-Fé, departa- 
mento de San Cristóbal, compuesto de una extensión de 11275 
hectáreas, 33 áreas y 50 CQutiáreas, y cuyos linderos son los si- 
guientes : al Norte, Don Pedro San Gormes ; al Sud, los seño- 
res Portalisy Adolfo Carranza y C"; al Este, los señores Ca- 
rranza y C", y al Oeste, el río Salado. 

Acreditado el fuero por la distinta vecindad de las partes, se 
corrió traslado de la demanda. 

Don Domingo Calcagno, por el Doctor Llambí Campbell, se 
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presentó al Juzgado exponiendo : que su representado ha sido 
efectivamente propietario, en condominio, del campo Fortin 
Alerta; pero enajenó su parte .al Banco de Crédito Territorial 
y Agrícola de Santa-Fé, siendo actualmente sus propietarios y 
poseedores, este establecimiento y Don Juan Terrarosa, domi- 
ciliado en el Rosario ; que aquel cumple con el deber de hacer 
esta manifestación para evitar & los señores San Miguel la pro- 
secución de un juicio frustráneo y pide que así se les haga 
saber. 

El Juez así lo ordenó, sin perjuicio del procedimiento. 

Los demandados acusaron rebeldía por no haberse evacuado 
el traslado de la demanda. 



Fallo del Jues Federal 

Buenos Aires, Noviembre 24 de 1893. 

Intímese á la contraparte la contestación del traslado pen- 
diente, dentro del término de !24 horas, bajo apercibimiento de 
darla por desistida. 

Lalanne . 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 3 de 1894. 

Vistos y considerando : Primero : Que de conformidad al ar- 
tículo setenta y tres de la ley de Procedimientos y á la juris- 
prudencia establecida en su mérito, la excepción de falta de per- 
sonería en el demandado, no es procedente en calidad de dila- 
toria. 
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Segundo : Qae la limitación á esa regla consignada en el ar- 
tículo dos mil setecientos ochenta y dos del Código Civil para 
el caso en qae la acción reivindicatoría se intente contra el 
mero tenedor, no admite interpretación extensiva^ con arreglo 
al principio de que la excepción confirma la regla para los casos 
no exceptuados. 

Tercero: Que la demanda no se dirige contra el apelante en 
el concepto á que alude el citado artículo dos mil setecientos 
ochenta y dos, siéndole^ por tanto, aplicables los principios ge- 
nerales mencionados en el primer considerando de esta reso- 
lución. 

Por esto se confirma, con costas, el auto apelado de foja cien- 
to veintiocho. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. —OCTAVIO 
BCNGE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CXIiTI 



Contra Faustino y Salvador Sánchez; sobre falsificación de 
billetes de Banco garantidos por la Nación 



Sumario. — La falsificación de billetes de Bancos garantidos 
por la lición, es un delito sujeto á la penalidad establecida 
pnr la ley nacional penal de 14 de Setiembre de 1863. 



L_ 
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Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíues Federal 



Mendoza, Febrero 3 de 1894. 

Vistos : los autos seguidos á instancia fiscal contra los proce- 
sados Don Faustino Sánchez, argentino, soltero, militar, do- 
miciliado en Mendoza, calle Bodeguíta, de 20 á22 años de 
edad, jDon Salvador Sánchez, argentino, soltero, domiciliado 
en la calle Bodeguita, de 21 á 23 años de edad, sobre falsifica- 
ción de moneda nacional. Instruido el sumario policial de foja 
1 á fojayiB, con el billete de diez pesos que lo encabeza, se si- 
gue el sumario policial que corre de foja 19 á foja 33, dándose 
allí por terminado. A foja 36 presenta su acusación el minis- 
terio fiscal, manifestando que por las declaraciones prestadas en 
la causa, se comprueba que el día 29 de Julio de 1892, los jó- 
venes Sánchez entraron como á las siete y media p. m. en la ca- 
sa comercial de Doña Antonia de Angelis, donde el primero de 
ellos (Faustino) compró cigarros por valor de un peso, abonan- 
do su valor con un billete nacional que importaba diez; que la 
referida señora de Angelis, cerciorada de que el billete era fal- 
so se presentó el día siguiente (30.de Julio) en la segunda co- 
misaría de policía de esta ciudad y puso el hecho en su conoci- 
miento; que el procesado Faustino Sánchez ha confesado su de- 
lito, si bien se escusa diciendo que ha falsificado cuatro billetes 
nacionales tan sólo como una distracción ó travesura y que dos 
de ellos los dio á mujeres de mala vida y los otros fueron para ha- 
cerlos circular en las fiestas de la Plaza Independencia, llama- 
das de la «Rosales > ; que consta también que el mismo dia 29 
de Julio, Don Faustino Sánchez compró en la casa de comercio 
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del señor Rooig un cepillo para ropa, en un peso y cincuenta cen- 
tavos, y pagó con un billete de diez pesos que el comerciante 
quemó después de ver que era falso ; que los testigos han reco- 
nocido en Don Faustino Sánchez la persona que hacía circular 
los billetes falsos; que además, el lOde Diciembre de 1892, la 
policía remitió el billete de foja 34, de igual valor y proceden- 
cia que el anterior, cuyo billete fué encontrado en la policía, de 
donde fué empleado Sánchez; que en esta virtud formula su 
acusación por el delito de falsificación de moneda nacional y 
pide se le condene á sufrir la' pena de 5 años de trabajos forza- 
dos y á satisfacer la multa de 3000 pesos moneda nacional, de 
conformidad á lo dispuesto por el artículo 62 de la ley de 14 de 
Setiembre de 1863 sobre crímenes contra la nación. Respecto 
de Don Salvador Sánchez, no encontrando motivo suficiente pa- 
ra que la causa pase al estado de plenario, como cómplice pre- 
sunto, solicita el señor Fiscal se sobresea provisoriamente á su 
respecto. El Juzgado, á foja 38 vuelta, corrió traslado de la acu- 
sación fiscal á Faustino Sánchez, y de acuerdo con lo prescri- 
to en el artículo 436 del Código de Procedimientos criminales, 
sobreseyó provisionalmente respecto de Salvador Sánchez, se- 
gún lo pedido por el Procurador Fiscal y lo puso en libertad. 
A foja 40, el defensor del procesado contesta la acusación. Ob- 
serva que la ley de 14 de Setiembre de 1863, no rige ya en mate- 
ria de falsificación de billetes, pues ha sido derogada por el Códi- 
go Penal vigente, que en su artículo 285 trata en especial de la 
falsificación de billetes de banco, y el hecho que motiva esta 
causaba tenido lugar mucho después de regir dicho Código; 
que no se trata de una falsificación de un billete de banco na- 
cional, pues el papel que encabeza el proceso dice : < Banco de 
la Provincia de Buenos Aires » y carece de inscripciones y fir- 
mas que corresponden á esa serie y clase de billetes, y no siendo 
billete no hay falsificación; que si hubiera delito sería en todo 
caso el de estafa, que ya se encontraría compurgado con la pri- 
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sion sufrida, qae cuando se trata de dos billetes de diez pesos 
no puede llamarse falsificación, porque la ley supone el hecho 
en grande escala ; que sólo haj estafa en la defraudación que 
Sánchez llevó á cabo por una simple travesura. Y pide se falle 
dando por compurgada la falta con el tiempo de prision|sufrida, A 
foja 3i se abre la causa á pru*)ba y no se produce ninguna. Ven- 
cido el término de prueba, se llaman los autos para sentencia; y 

Resultando : l^' Que el día 29 de Julio de 1892, Don Fausti- 
no Sánchez, haciendo uso del billete de diez pesos que corre 
agregado á los autos preinsertos á la primera foja del sumario 
policial, se presentó de 7 á 8d6 la noche^ acompañado de Martin 
Fernandez, en la casa de comercio de Doña Antonia M. de An* 
gelis^ ubicada en la calle de Belgrano, de esta ciudad, compró un 
peso de cigarros puros, que pagó con dicho billete y recibió el 
excedente sobre el valor gastado, en buena moneda que la ven- 
dedora le dio, sin apercibirse, en el momento^ de la calidad del 
papel recibido y con el que autorizó al día siguiente su denuncia 
í la Policía ( declaración de Antonia M. de Angelis, fojas I'' y 
24 vuelta; de Antonia Zaconi,fojas2y 26; de Yalentin Muñoz^ 
fojas 5 y 25 vuelta; de Salvador Sánchez, fojas9yl9vueltay 31). 

2'' Que el día sábado 20 de Agosto del mismo año 1892, como 
á las 7 de la noche Don Faustino Sánchez, yendo acompañado 
de su hermano Don Salvador, quien no entró á la casa, se va- 
lió de otro billete de diez pesos análogo al anterior, y compró 
en la tienda cLa Alemana > del señor José Bonig, un cepillo de 
ropa en un peso y cincuenta centavos, recibiendo en vuelto la 
diferencia, cuyo billete fué quemado en la casa al descubrir 
su falsedad (declaraciones de Oseas Corroza, fojas 7 y 27; de 
Faustino Sánchez, fojas 9 y 19 vuelta y 31, y de Salvador Sán- 
chez, fojas 12, 22 y 31). 

3"" Que la policía comunicó en 10 de Diciembre haber encon- 
trado el billete de foja 34, si bien manifiesta igaorar su proce- 
dencia (nota de foja 30); y 



DE JUSTICIA NACIONAL 299 

Coasiderando : 1° Que los billetes de diez pesos^ imitación de 
los del Banco de la provincia de Buenos Aires, puestos en cir- 
culación por el señor Faustino Sánchez en las compras que se 
dejan mencionados, han sido falsificadas por él mismo, fabri- 
cándolos con su propia mano según resulta completamente pro- 
bado por el hecho de haber usado de ellos y por la confesión 
del procesado, coordinada con la prueba testimonial que consta 
de autos (artículo 316, Código de Procedimientos criminal). 

2® Que el hecho de la fabricación de billetes falsos de Banco 
autorizados en la República constituye, aun antes de su empleo 
ó deque se hagan circular, un delito especial previsto y casti- 
gado por las leyes nacionales, no obstante que bajo ciertos res- 
pectos pueda considerársela fabricación como un acto prepara- 
torio de la defraudación que con él ha de llevarse á cabo 
(artículo 25, Código Penal; ley de 14 de Setiembre de 1863 so- 
bre crímenes contra la nación, y ley de Bancos garantidos, de 
V de Noviembre de 1887 ). 

3^ Que si bien la estafa realizada por medio de los billetes 
falsos, no ha sido estimada en la acusación, es lo cierto que no 
consiste en ella lo principal, y que la gravedad del delito está 
en la falsificación del billete, independientemente del uso que 
se hiciere de éste, porque aun cuando no se trata de un acto 
atentatorio de la soberanía nacional, ni de la acuñación de mone- 
da metálica, la importancia de los intereses económicos com- 
prometidos y la inminencia de las defraudaciones consecutivas 
ó como inherentes á la intención del falsificador, han determi- 
nado en las leyes la sanción de una vigorosa penalidad que, á 
mayor abundamiento, ha de ser consignada en el papel falsifi- 
cado por el delincuente (argumento del artículo 46, citas del 
ndmero anterior, y B.1 varóla. Exposición y critica del Código 
Penal, tomo 3^ páginas 243 á 248). 

4"^ Que respecto de la falsificación, no puede pretenderse que 
por las consecuencias de la estafa ó defraudación, haya de gra- 
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duarse la importancia y la gravedad del hecho criminoso: á los 
ojos de la ley, es y debe ser tan grave la falsificación de nno, 
como de muchos billetes; ni es el nso más ó menos vil que se 
haya hecho de una moneda ó de sus signos representativos en el 
comercio, consideración atendible para la calificación de la ac- 
ción delictuosa. La penalidad se ha establecido para la falsi- 
ficación del billete de Banco autorizado por la Nación^ con pres- 
cindencia absoluta de otros propósitos que puedan informarla ó 
seguirla. Larepresion es grave sin duda. Podrán quizá haber 
casos en que llegue á considerarse injusta ; pero no puede olvi- 
darse que uno de los fines de la sanción penal en la sociedades 
la intimidación que en los demás produce el castigo infligido al 
delincuente, evitando, mediante el escarmiento, que hechos 
análogos se repitan. Si imitar un billete de curso legal es cosa 
baladí y la falsificación y el engaño producidos han de merecer 
leve censura, lícito sería ó igualmente censurable, por lo me- 
nos, que cada habitante de la Nación los repitiera, disfrutando 
de igual benevolencia. La indulgencia de la ley que estima co- 
mo delito el hecho preparatorio y como independiente y más 
reprensible que la defraudación misma á que conduce ó puede 
conducir, hubiera sido perjudicial y grave para los intereses que 
garantiza la Nación al constituirse organizada, asegurando al 
individuo el respeto de sus derechos, mediante previsoras de- 
legaciones de autoridad. Si la ignorancia de la ley no sirve de 
escusa, con mayor razón entonces, se justifica la severidad de 
la pena para el delincuente, que tiene que pasar por sobre su 
amenaza, al escribirla él mismo, mientras fabrica el billete fal- 
so. Es indudable que en este caso la penalidad se proporciona 
á las consecuencias que no siempre pueden medirse, de la fal- 
sificación, y también á la necesidad de evitar la reproducción 
de los hechos con el temor del castigo que la ley prefija al in- 
fractor. T como dice Pacheco, « desde que un papel hace las 
veces de moneda y la ley garantiza esta cualidad, quien falsifi- 
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cael tal papel, ejecuta ana acción semejante ala del que falsi- 
fica moneda. Así, la legislación de esto último caso no ha podido 
menos de servir de norma para pI primero : en todos los países 
se ha partido de launa á la otra, como en cosas análogas sino 
homogéneas en un todo, (Pacheco, Código Penal Español, artí- 
culos 218 y 223 y sus comentarios; Tejedor, Proyecto de Códi- 
go Penal^ artículo 434 y su nota). 

5° Que es de todo punto insubsistente la alegación del de- 
fensor del procesado, en cuanto sostiene que no se ha falsificado 
un billete nacional, sino provincial, porque se indica que per- 
tenece al Banco de la Provincia de Buenos Aires. En efecto, 
es un poder delegado por las provincias á la Nación el de acu- 
ñar moneda y establecer bancos con facultad de emitir billetes 
(artículos 67, inciso 5°, y 108, Constitución nacional). £1 billete 
de cuya falsificación se trata, corresponde á la clase de iñoneda 
legal emitida en el país, por más que pertenezca á la provincia 
de Buenos Aires y lleve esa designación. Un billete de una su- 
cursal del Banco nacional ó garantido por la Nación, es siempre 
un billete nacional y así su falsificación cae bajo el imperio 
de la ley. 

6"^ Que en el hecho que motiva este proceso no hay circuns- 
tancias agravantes ni atenuantes que modifiquen los términos 
ordinarios de la represión establecidos, según las prescripciones 
del artículo 52, Código Penal, si bien en cierto modo y ya que 
no para la calificación del delito, por lo menos para la imposi- 
ción de la pena, pudiera considerarse la escasa y casi insignifi- 
cante trascendencia del hecho producido, desde que al Juez no 
le es dado moderar más allá la severidad del precepto legal. 

T* Que la ley aplicable al presente caso es la de 14 de Setiem- 
bre de 1863, sobre crímenes cuyo juzgamiento compete á los 
Tribunales nacionales, por cuanto si bien esta ley podría con- 
siderarse derogada por el Código Penal, cuyo artículo 285 se ocu- 
pa especialmente de la falsificación de billetes de Bancos auto- 
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rizados, estableciendo la correspondiente penalidad^ sa vigencia 
ha renacido con la ley nacional de 3 de Noviembre de 1887, 
posterior á dicho Código, que sujeta á los falsificadores de bille- 
tes de Banco á la penalidad fijada en el título 10 de la referida 
ley del 63. Es así que, ya se sostenga ó no que el Código Penal 
ha derogado la ley de 1863 en lo relativo al fuero federal, oque 
aquel Código se refiere al fuero común, el hecho es que una ley 
nacional estrictamente obligatoria y en materia de competencia 
privativa del congreso ha venido á modificar el Código Penal 
en lo relativo al delito de falsificación de billetes de Banco, es- 
tableciendo al respecto las penas de la ley de 14 de Setiembre 
de 1863, antes recordada (artículo 30). 

8° Que como se ha hecho notar ya en estos autos se ha pres- 
cindido de la defraudación, para reducirlo á la falsificación del 
billete; de manera que no existiendo prueba ni indicio alguno 
de que resulte complicidad por parte de Salvador Sánchez, no 
habiéndosele querellado por estafa, debe así declararse en la 
causa respecto de aquel. 

Por estos fundamentos y atento lo pedido por el señor Fiscal 
en su acusación, fallo de conformidad á lo dispuesto por el ar- 
tículo 62 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, sobre qrímenes 
contraía Nación, y por el artículo 50 del Código Penal, conde- 
nando á Don Faustino Sánchez, á la pena de 4 años de presidio 
y multa de 500 pesos moneda nacional, debiendo computarse 
con arreglo al artículo 49, Código Penal, el tiempo de prisión 
sufrida, con más las costas del juicio y reposición del papel y 
sin perjuicio déla responsabilidad civil á que hubiere lugar por 
razón del uso de los billetes falsos. Y respecto de Don Salvador 
Sánchez, declárase que el sobreseimiento dispuesto á foja 19, á 
virtud de lo expuesto en el considerando último, ha de estimar- 
se como definitivo, en cuanto al delito que informa la acusación 
ventilada en estos autos, reponiéndosele en su honor y fama. 
Juzgando en definitiva, asilo declaro y ordeno en Mendoza á 
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3 de Febrero de 1894. Notíflquese con el original y en oportu- 
nidad archívese. 

Severo G. del Castillo, 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

[Buenos Aires, Junio 15 de 1894. 
Suprema Corte: 

El hecho de la falsificación j espendio de unos billetes de 
Banco está demostrado; j convicto y confeso de la perpetra- 
ción de ese hecho, el procesado Faustino Sánchez. Tratándose 
de un banco garantido por la Nación, el delito es de carácter 
nacional y regido en consecuencia, perla ley nacional de 1863 
trascripta al dorso del billete. 

Reconozco que la pena es severa tratándose de una falsifica- 
ción á la pluma, notoriamente limitada y de poca consecuencia. 

Pero la ley es esplícita y el Juez aplicando el mínimun de 
pena, prescrita en su artículo 62, ha procedido con justicia. 

Por ello pido á V. E. la confirmación, por sus fundamentos, 
de la sentencia recurrida, corriente á foja 45. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de la Suprema Carie 

Buenos Aires, Julio 5 de 1894. 

Vistos y considerando : Que está comprobada la falsificación 
de billetes de Bancos garantidos, que ha motivado este proceso, 
y bien averiguada la persona de su autor. 
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Qne conforme al artícalo treinta de la ley de bancos garan- 
tidos, la penalidad aplicable á los que falsifican billetes de los 
autorizados por esa ley, es la establecida por la de catorce de Se- 
tiembre de mil ochocientos sesenta y tres^ que define y pénalos 
delitos contra la Nación . 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, y fundamentos concordantes de la senten- 
cia apelada de foja cuarenta y cinco, se confirma ésta con cos- 
tas; y devuélvanse. 

benjamín paz,— luis V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE.— 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSEA CXIiYll 



La Comisión de las Obras de Salubridad de la Capital, contra 
los señores J, Po)is y C®, por entrega de obras ; sobre compe- 
tencia y nulidad de lo obrado. 



Sumario. — 1° Las causas en que es parte la Comisión de las 
Obras de Salubridad de la Capital, y en que se trata de la apli- 
cación de ley de obras públicas, corresponden á la Justicia Na- 
cional. 
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2® Es nulo lo obrado respecto del pago de honorarios, cuya re- 
gulación no ha sido aprobada. 



Caso. — En una cansa suscitada por la comisión de las Obras 
de Salubridad, contra los señores J. Pons y C", por entrega de 
obras, el señor Don Eanor Ortiz, nombrado representante de los 
demandados, pidió regulación de honorarios, y practicada ésta, 
solicitó y obtuvo orden de pago« 



Ffftilo del Juez Federal 



Buenos Aires, Mayo T de 1894. 

Observando el Juzgado que no ha sido aprobada la regula- 
ción de honorarios del señor Ortiz practicadaáfoja...»se decla- 
ra nulo todo lo obrado desde la foja 41 vuelta, y pónganse los 
autos al despacho para proveer lo que corresponda. Repón- 
ganse las fojas. 

Jtuin del Campillo, 



VISTA DEL SEÑOR PROGURADOB GENERAL 



Buenos Aires, Junio 13 de 1894. 

Suprema Corte: 

Las Obras de Salubridad, aunque destinadas al servicio de la 
Capital federal, son propiedad de la Nación y administradas á 
su nombre por una comisión nombrada por el Poder Ejecutivo. 

T. Yl 20 
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Esa comisión desempeña todas las facultades inherentes á la 
administración de esas obras que se han construido y prosiguen 
con fondos del Tesoro Público de la Nación. 

El conocimiento de la causa suscitada contra los contratis- 
tas de los nuevos filtros, correspondía por ello, al Juez de sec- 
ción nacional, según los incisos i"" y 5^ del artículo 2® de la ley 
de 1863 sobre competencia de los Tribunales Nacionales, y en 
el caso especial su¿-ytecíice, con sujeción á lo establecido en el 
artículo 46 de la ley de 1876, sobre obras públicas. 

Siendo la Suprema Corte el único Tribunal de apelación de 
las resoluciones de los jueces de sección federal, según el artí- 
culo 4'' de la ley de jurisdicción citada, sin entrar á apreciar la 
procedencia del recurso traido, pienso que Y. £. inviste com- 
petencia legal, para resolver sobre su procedencia. 

Sabiniano Kier. 



FaIIo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 5 de 1894. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja cuarenta y siete. Bepuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRE- 
LA.— ABEL BAZAN.- OCTAVIO 
BUNGE.— JüAN E. TORREWT. 
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CAVSA CXIiYIlI 



Contienda de competencia entre el Juez de 4" Instancia de la 
Capital y el de /■ Instancia de La Plata, en el juicio de ren- 
dición de cuentas de la tutela de los menores Etchegaray . 



Sumario. — La Saprema Corte no tiene jurisdicción para co- 
nocer en la contienda de competencia entre Jueces locales, en 
los juicios que no sean de concurso ó testamentaria. 



Caso. — Resulta de la 



VISTA DEL S£ÑOR PROCURADOR GENERAL 



Bueoos Aires, Abril 12 de 1894. 

Suprema Corte: 

La cuestión dd competencia entre la jurisdicción del Juez de 
1° Instancia de la Capital federal y el de igual clase de la 
provincia de Buenos Aires, viene á la resolución de V. E. 

Se trata de un juicio sobre rendición de cuentas de la tute- 
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la, en una testamentaría liquidada en la Provincia, por tratarse 
de vecinos de la campaiía de aquella y en la que hasta el dis- 
cernimiento déla tutela, se hizo por el Juez provincial. 

Las circunstancias de tener entonces el Juzgado su asiento 
en Buenos Aires y de haher quedado los autos en este archivo^ 
nada implican contra la jurisdicción provincial, desde que esa 
ciudad era entonces el centro del Departamento de la Capital 
federal, años después de consumados los actos del arreglo testa- 
mentario por la autoridad provincial. 

Por ello, considero justa y arreglada á las circunstancias de 
los autos testamentarios y á la prescripción del artículo 463 del 
Código Civil, la resolución del Juez de 4" Instancia de la Capi- 
tal de la provincia de Buenos Aires, que corre á foja 88; é in- 
vocando sus fundamentos, pido á Y. £. se sirva declarar su 
competencia para las ulterioridades del juicio de rendición de 
cuentas iniciado áfoja 2 de los autos caratulados c Etchegaray 
de Santa Maria, contra Etcheverry, D. Juan». 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 5 de 1894. 

Vistos : No estando el presente caso comprendido en las dis- 
posiciones de la ley de tres de Setiembre de mil ochocientos se- 
tenta y ocho^ por no tratarse de un juicio de concurso ni de su- 
cesión, únicos á que se refieren los artículos segundo y tercero 
de dicha ley, y no siendo tampoco de aplicación la disposición 
del artículo cuatrocientos diez y nueve del Código de Procedi- 
mientos de la Capital, que no se refiere á la Suprema Corte de 
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Justicia Nacional, que no puede, por otra parte, reputarse tí- 
gente^atenta la disposición de los artículos ciento uno y tres- 
cientos diez y ocho de la ley orgánica de los Tribunales de la 
misma capital, se declara que esta Suprema Corte carece de 
jurisdicción para la decisión de la presente contienda de compe- 
tencia, y en su consecuencia, devuélvanse respectivamente los 
autos remitidos á los Juzgados de su procedencia á los efectos 
que hubiere lugar, y repóngase el papel. 

benjamín paz.— luis V. YARE- 
LA. — ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E. TOKRENT. 



CAUSA CXI.IX 



El Juez letrado de Misiones, sobre permiso para 

retirarse del Juzgado 



Sumario. — No corresponde conceder permiso para retirarse 
del Juzgado^ al Juez que lo solicita por haber remitido á la Ho- 
norable Cámara de Diputados los antecedentes de denuncias, al 
efecto de provocar un juicio sobre su conducta. 
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Caso. — Resulta de la 



SOLICITUD DEL JUEZ LETRADO 



Posadas, Mayo 22 de 1894. 

Sefíor Presidente de la Suprema Corte de Justicia : 

Habiendo presentado á la Honorable Cámara de Diputados 
de la Naoion la solicitud cuya copia tengo el honor de enviar á 
y. E., interesado en que se ocupe de las calumniosas denuncias 
en distintas épocas y formas aparecidas contra mí, á fin de obte- 
ner ana amplia satisfacción con la autoridad de su juicio y an- 
ticipándome al sentir que aquella Honorable Cámara manifestó 
en otro caso, solicito de la Suprema Corte permiso para reti- 
rarme del Juzgado mientras proceda el esclarecimiento de esas 
denuncias. 

Existe, además, otra consideración que funda esta solicitud y 
es la de que actualmente es imposible la marcha regular de la 
Administración de la Justicia en este territorio por los obstá- 
culos y dificultades opuestas á su ejercicio de parte del señor 
Gobernador y autoridades policiales de su dependencia y mien- 
tras ellos no sean removidos por el Poder Ejecutivo, cuyo auxi- 
lio he solicitado por notas que en testimonio también adjunto 
para conocimiento de la Suprema Corte, carece de objeto la 
presencia en Misiones de la autoridad judicial. 

Dios guarde á V. E. 

' D. Quiroga. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 28 de 1894. 
Suprema Corte : 

El retiro del [señor Juez del territorio de Misiones no sería 
procedente mientras la Honorable Cámara de Diputados de la 
Nación, no haya puesto á la orden del día las denuncias que mo- 
tivaron su acusación. 

La oportunidad de ese retiro, que importaría una suspensión 
en el ejercicio del cargo, sólo debería solicitarse por la Cáma- 
ra acusadora si en los antecedentes llevados á su conocimiento 
encontrare mérito para ello. Entretanto, opino que V. E. no 
debería hacer lugar ala solicitud de la nota precedente. 

Sabiniano Kier. 



Bettolucloii de la Suprema C*orte 

Buenos Aires, Julio 5 de 1894. 

Adóptase como resolución el precedente dictamen del señor 
Procurador General, y avísese en repuesta. 

BENJAMÍN PAZ. -— LUIS V. VÁRELA. 

— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 

BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA Cli 



Los herederos de Don Melchor Beláustegui, contra los herede- 
ros de Don Mariano Baudrix, por ejecución de un laudo dic- 
tado en el extranjero ; sobre recurso á la Suprema Corte de 
sentencia de los Tribunales de la Capital. 



Sumario, — No procede el recurso á la Saprema Corte de sen- 
tencias de los Tribunales de la Capital, en las que se han inter- 
pretado 7 aplicado las leyes comunes, ó las de carácter local. 



Caso. — Lo explica el 



INFORME DE LA ECXMA . cJLmARA DE APELACIONES 



Buenos Aires, Setiembre 12 de 1893. 

Al señor Presidente de la Suprema Corte Nacional, Doctor Don 
Benjamin Paz. 

En contestación á su nota de fecha 22 de Agosto próximo pa- 
sado^ en la que se sirve solicitar informe de esta Ecxma. Cámara 
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por el recursodehecho deducido ante esa Suprema Corte por Don 
Mariano Bandrix, D'^Martinay demásherederos de Don Mariano 
Bandrix, en autos con los sucesores de Don Melchor Beláuste- 
gai, sobre ejecución de nna sentencia arbitral dictada en el 
Estado Oriental del Uruguay, y evacuando el informe pedido, 
tengo el honor de manifestar á Y. E : 

Que según consta délos referidos autos que tengo á la vista, 
los señores Mariano Bandrix y Melchor Beláustegui, siguieron 
un juicio sobre rendición de cuentas en la Kepública Oriental 
del Uruguay, juicio que terminó por un laudo arbitral por el 
que se condena á Baudrix á pagar á Beláustegui la suma de 
43,423 pesos oro oriental, en el término de cuatro meses. 

Baudrix dedujo el recurso de nulidad de este laudo ante ios 
Tribunales orientales, recurso que fué desechado, declarándose 
en definitiva subsistente dicho laudo después de dos instancias, 
por la sentencia pronunciada en Junio de 1874, contra cuyo 
fallo interpuso nuevamente el recurso extraordinario de nulidad 
é injusticia notoria, cuya solución ha quedado parausada. 

Los herederos de Don Melchor Beláustegui se presentaron al 
Juzgado de Primera Instancia en lo Civil á cargo del Doctor 
Ángel Graray en 24 de Julio de 1890, continuando anteriores 
gestiones y pidiendo la ejecución del susodicho laudo. Segui- 
dos los trámites del caso, el señor Juez Doctor Garay resolvió 
el litigio por sentencia de 8 de Octubre de 1892, mandando que 
se diera cumplimiento al laudo arbitral, dictado en la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay, por el que se condenó á Don Mariano 
Baudrix al pago de 43.423 pesos moneda corriente de aquella 
República. 

Apelada esta sentencia por los herederos de Baudrix en lo 
principal y por la de Beláustegui en cuanto á las costas no im- 
puestas ala parte vencid^a, esta Ecxma. Cámara, por su resolu- 
ción de Julio 29 de este año, confirmó en todas sus partes la sen- 
tencia apelada. En 7 de Agosto, los herederos de Baudrix inter- 
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posieron recurso deapelaciou de esa sentencia para ante esa Su- 
prema Corte, y este Tribunal denegó esa apelación por consi- 
derar que el caso no está comprendido entre los prescritos por 
el artículo 14 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, sobre juris- 
dicción y competencia de los Tribunales nacionales. 

Es cuanto puedo informar á Y. £., sia perjuicio deque si 
esa Suprema Corte lo creyese necesario, sean remitidos los au- 
tos de la referencia. 

Dios guarde á V. E. 

GARLOS MOLINA ARROTEA 

Luis Ponce y Gómez, 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 6 de 1893. 



Suprema Corte : 



El informe de la Ecxma. Cámara de la Capital, se limita á 
declarar en cuanto al recurso solicitado para ante Y. E., que 
no está comprendido entre los previstos por el artículo 14de la 
ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacio- 
nales. 

Ante tan mesurado informe, y los términos contradictorios 
de su afirmación en el recurso instaurado, considero necesario 
el examen de los autos que la Ecxma. Cámara pone á disposi- 
ción de Y. E. 

Pido á Y. E. se sirva pedirlos al efecto, disponiendo que^ 
agregados corran con la vista conferida, 

Sabiniano Kier. 
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VISTA DBI/ SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayo 16 de 1894. 
Suprema Corte : 

T7n lando arbitral promovido en la República Oriental del 
Urngnay de carácter forzoso por la naturaleza de la acción, 
había resuelto cuestiones surgidas entre don Mariano Bandrix y 
Don Melchor Beláustegni. 

Invocada y deducida la acción de nulidad contra la decisión 
del laudo, fué resuelta negativamente en dos instancias; pero el 
resultado definitivo pende aún del Tribunal de recursos extraor- 
dinarios^ para ante el cual fué deducido y admitido ese supremo 
recurso. 

Se ha pedido ante los Tribunales de la Capital, no obstante 
la preexistencia de aquel recurso admitido» la ejecución del 
laudo arbitral, expresándose que tal ejecución es admisible en 
la Bepública Oriental, sin perjuicio del recurso pendiente. Pero 
la parte ejecutada sostiene que la ley extranjera invocada no 
podría prevalecer sobre la legislación nuestra^ que requiere la 
ejecutoria, sin violar el artículo 31 de la Constitución Nacio- 
nal, el 13 de nuestro Código Civil y aún nuestra ley de proco- 
cedimientos, que prescribe las condiciones imprescindibles de 
la ejecutorialidad de sentencias dictadas en país extranjero. 
La cuestión 'Surgida de estos antecedentes no afecta la Consti- 
tución en ninguna de sus cláusulas. 

La del artículo 31 invocada, establece que la Constitución y 
leyes del Congreso, así como los tratados con potencias extran- 
jeras, son ley suprema de la Nación ; pero esta cláusula consti- 
tucional no se ha puesto en tela de juicio. La resolución apoyada 
en principios del derecho y en disposiciones de nuestros códigos 
Civil y de Procedimientos, carece por ello de aptitud legal para 
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autorizai el recurso establecido en el articulóla déla ley de 
Justicia Nacional de 1863. 

Aun cuando la sentencia hubiera aplicado mal los principios 
de] derecho y las prescripciones de nuestros códigos, los tres 
incisos del articulo 14 de la Jey citada, siendo esplicitos y cir- 
cunscriptos á los únicos casos de violación ó negación de la cons- 
titución, de los tratados 6 délas leyes nacionales, impedirían el 
acceso del recurso. 

y como la interpretación de la ley de Procedimientos de la Ca- 
pital, es atribución exclusiva desús Tribunales, y la aplicación 
é interpretación del Código Civil, aunque ley del Congreso, se 
excluye del recurso acordado en.el articulo 14, por prescripción 
expresa del articulo 15 siguiente : pienso que el recurso de he- 
cho traido ante Y. E. es inadmisible, y pido á Y. E. se sirva así 
declararlo. 

Sabimano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 5 de 1894. 

Yistos en el acuerdo : Considerando : 

Primero : Que según consta de autos y lo dice esplicitamente 
el recurrente^ éste funda el recurso traido ante esta Suprema 
Corte, en la circunstancia de haberse puesto en cuestión en el 
pleito la interpretación del articulo trece del Código Civil, que 
como ley de la Nación se halla bajo el amparo del articulo trein- 
ta y uno de la Constitución, y de haberse igualmente discutido 
las disposiciones de la ley de Procedimientos de la Capital. 

Segundo : Que conforme al articulo quince de la ley de 
Jurisdicción y[competencia de los Tribunales Federales, lainter- 



I 



DE JUSTICIA NACIONAL 317 

pretacion ó aplicación que los Tribunales locales hicieran del 
Código Civil, no dará ocasión al recurso autorizado por el artí- 
culo catorce déla misma ley, con arreglo á lo dispuesto en los 
artículos sesenta y siete, inciso once, y cien de la Constitución 
Nacional. 

Tercero : Que la simple interpretación y aplicación del Có- 
digo de Procedimientos, ley de carácter local, es también aje- 
no al conocimiento de esta Suprema Corte, como lo tiene esta- 
blecido haciendo jurisprudencia en diversos casos, especial- 
mente en el fallo de treinta y uno de Mayo de mil ochocientos 
noventa y dos, recaído en los autos seguidos por la Municipali- 
dad de la Capital contra la sociedad Laurak-Bat. 

Por esto: de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, y por los fundamentos del auto corriente á 
foja doscientas noventa y nueve del expediente traído^ se de- 
clara bien denegado el recurso. Agregúense estas actuaciones 
á los autos, y previa reposición de sellos, remítanse á la Cámara 
de su procedencia. 

BENJAMÍN PAZ. — LÜI8 V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. —JUAN E. 
TORRENT. 
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CAUSEA €1.1 



La Empresa del Ferrocarril Bahia Blanca y Nord- Oeste, con- 
tra Teófilo y Bernardo Borden; sobre expropiación 



Sumario, — Debe confirmarse la indeiUDizacion qne se estima 
equitativa. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíucsr Federal (ad hoc) 

La Plata, Abril 13 de 1891. 

Y vistos : Este juicio seguido por Don Teófilo N. y Don Ber- 
nardo Bordeu contra los señores John Gr. Meiggs Son y com- 
pañía^ sobre expropiación. 

Resulta : 1° Que formalizado el juicio de expropiación, como 
consta del acta de foja 2, se procedió en este acto al nombra- 
miento de peritos, de conformidad al artículo G"" de la ley de la 
materia. 

2^ Que aceptado el cargo por los nombrados^como consta áfo. 
ja 13, se expidió el perito de la Empresa del Ferrocarril de Ba- 
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bía Blanca y Nord-Oeste por el informe de foja 14, y el de los 
demandantes por el de foja 18. El primero estima la fracción 
de terreno cruzado por el ferrocarril entre el kilómetro 5 y e¡ 
kilómetro 8, en la suma 8380 pesos 27 centavos moneda nacio- 
nal, con inclusión de daños y perjuicios; la segunda fracción en 
la de 31 5 pesos con setenta centavos moneda nacional, precio 
del terreno y los perjuicios; la tercera fraccionen la suma de 
883 pesos con 70 centavos moneda nacional, dando las tr^s 
fracciones un total de 9581 con 67 centavos moneda nacional. 
El perito de los demandantes, por su parte, estima justo el pre- 
cio pedido por estos, es decir, por la primera fracción, la suma 
de 19.957 pesos con 80 centavos moneda nacional, lo que signi- 
fica el metro cuadrado á razón de 20 c^'utavos moneda nacional; 
la segunda fracción, la avalúa á 30 centavos moneda nacional 
metro cuadrado, ó sean 13.154 pesos 40 centavos ; y la terce- 
ra fracción á razón de 50 centavos, lo que importa 75.709 pe- 
sos 80 centavos, resultando un total para las tres fracciones de 
108.822 pesos moneda nacional. 

3"^ Que en vista de la enorme diferencia que resulta en la es- 
timación del precio que hacen los peritos de la tierra en cues- 
tión, el Juzgado nombró uno especial para que en compañía del 
secretario se trasladase al lugar déla expropiación y constatase 
la exactitud de las afirmaciones hechas respecto al precio de la 
tierra y perjuicios sufridos, debiendo practicar una estimación 
circunstanciada que ilustrase el juicio del magistrado para 
formar conciencia cabal del asunto. 

4'' Que esa diligencia fué practicada como consta de foja 25 á 
28, produciéndose el perito especial Dr, Alberto Oteiza, á foja 
30, estimando el precio total de la tierra á expropiarse en 
7978 pesos 65 centavos y los daños y perjuicios en 5981 pesos, 
que sumados ala partida anterior, hacen la cantidad de 13.962 
pesos con 65 centavos moneda legal. 

5^ Que conlacalidad de para mejor proveer el Juzgado decre- 
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tóáfoja... unaiaspeccion ocular del terreno niateriade la expro- 
piación para darse exacta cuenta de los hechos alegados, cuya 
diligencia se practicó como consta del acta precedente. 

Y considerando : 1"^ Que ni el perito de los demandantes, ni 
el de los demandados están en lo justo, pues estudiando sus res- 
pectivos informes, resulta el deH® exageradamente elevado, j el 
del 2^ un tanto bajo, de tal modo que lejos de asesorar ó ilus- 
trar al Juzgado lo inhabilitan para formar una base de criterio 
racional para una estimación verdadera. 

2^ Que en este caso sólo queda al Juzgado para buscar esa 
base, el informe del perito Doctor Oteiza, que es el que razona- 
damente se ajusta más á lo cierto, tanto en el precio como en 
la estimación de los perjuicios (fojas 25 á28). 

3° Que la exactitud de lo aseverado por el perito Doctor 
Oteiza ha podido comprobarlo el Juzgado en la vista ocular que 
se ha practicado y la minuciosidad de ese informe lo releva de 
entrar en otro género de consideraciones para adoptar como re- 
solución el dictamen del perito especial Doctor Oteiza. 

Por todo ello fallo: confirmando ese informe y fijo en su con- 
secuencia por todo precio é indemnización de daños y perjui- 
cios por la parte de tierra á expropiar en las tres fracciones in- 
dicadas en los escritos de foja... á foja.. .la suma de Í3.962 pesos 
con 65 centavos moneda nacional de curso legal, que con sus in- 
tereses á estilo de banco, deberán pagar los señores Mciggs Son y 
C^ á los señores Borden dentro de 10 días de ejecutoriada esta 
sentencia, con más las costas del juicio, por haber ofrecido 
la Empresa menor suma que la que se manda pagar; con decla- 
ración de que las costas quedan reducidas á los gastos de 
actuación y honorarios de los peritos, de conformidad con la ju- 
risprudencia sentada por la Suprema Corte en casos anilogos. 
Regístrese, notífíquese con el original y repónganse las fojas. 

Sergio Garda Uriburu. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Baenos Aires, Julio 7 de 1894. 

Vistos j consideraado : Que de coman consentimiento de 
partes, esttí juicio se ha seguido como de expropiación, aceptán- 
dose en consecuencia los derechos y deberes que surgen dei 
mismo. 

Por esto j estimándose equitativa la indemnización fijada en 
la sentencia apelada de foja sesenta^ se confirma ésta. Repues- 
tos li)S sellos, devuélvanse. 

benjamín paz.— ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUSA CXII 



Contienda de competencia entre el Juez Federal de La Plata y 
el de /* Instancia del Departamento del Sud de la Provincia 
de Buenos Aires, en la demanda de la sociedad anónima 
¥.La Curamalá7i» contra Don Juan B. Biga, extranjero; so- 
bre reivindicación. 

Samario. — Procede la contienda por inhibitoria, promovida 
por el extranjero demandado ante el Juez local por una socie- 
dad anómima, antes de ser declarado rebelde. 

T. VI 21 
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Caso.— Don Santiago Bepetto, por la sociedad anónima cLa 
Curumalán», promovió contra Biga, ante el Juez de 1" Instan- 
cia de Dolores, juicio de reivindicación de un campo situado en 
Arroyo Corto, jurisdicción del partido de Saavedra. 

El Juez mandó citar al demandado para que dentro de 23 
días comparezca á contestar la demanda. 

Biga fué notificado de ésta en 22 de Marzo de 1893, y en ese 
mismo acto se le hizo entrega de las copias respectivas^ y no 
habiendo comparecido en el término señalado, se le declaró re- 
belde en 22 de Mayo de 1893. 

Con fecha 19 de Abril del mismo año, Don José A. Barbera, 
por Don Juan J. Biga, ocurrió al Juez Federal promoviendo 
contienda de competencia por inhibitoria, fundado en que su 
representado es extranjero y «La Currumalán» sociedad anó- 
nima, como consta en otro juicio análogo seguido por las mis- 
mas partes, y pide, que¡ previo certificado del secretario Gua- 
bello al respecto, se tenga por deducida la inhibitoria. 



Auto del Juez Federal 

La Plata, Mayo 9 de 1893. 

Resultando del precedente certificado, comprobada la nacio- 
nalidad italiana de Don Juan B. Biga, y el carácter de la socie 
dad anónin^a <La Currumalán», se declara este Juzgado com- 
petente para conocer en la demanda á que se hace referencia, en 
virtud de lo prescrito en el artículo 2°, inciso 2**, y artículo 9 de 
la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales na- 
cionales y en consecuencia diríjase exhorto al señor Juez de 1* 
Instancia del Departamento del Sud, adjuntándose testimonio 
de este auto y del escrito precedente para que se inhiba y se sir- 
va remitir el expediente si no sostuviese su competencia. 

Aurrecoechea, 
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A UTO DEL JUEZ DE PBIMERA INSTANCIA 



Dolores, Octubre 5 de 1893. 

• 

Y vistos: Considerando: Que las cuestiones de competencia 
deben promoverse antes de estar trabado el pleito por demanda 
y contestación, según lo establece el artículo 41 4 del Código de 
Procedimientos déla Provincia. 

Que esto mismo dispone la ley de procedimientos nacional, 
desde que en su artículo 45 establece que dichas cuestiones se 
propongan como excepciones dilatorias, y estas^ tanto por las 
leyes de la provincia como por la nacional, artículo 72, deben 
deducirse dentro de los nueve días de notificada la demanda ó al 
del vencimiento del emplazamiento, lo que quiere decir que las 
cuestiones de competencia se deduzcan antes de la litis €071168- 
tatio. 

Que en estos autos se emplazó á Biga con fecha 22 de Marzo 
del coriente año por el término de 23 días y vencidos estos se les 
dio por contestada la demanda en su rebeldía en Mayo 8, ha- 
hiéndesele acusado esta en 18 de Abril, de manera que la pre- 
sentación ante el señor Juez Federal, ha sido posterior .i la 
traba del pleito según resulta del oficio de inhibitoria con la 
única fecha del auto del 9 de Mayo, cuya fecha debe de atri- 
buirse al escrito de Biga por no traerla ni venir constancia de 
cargo alguno. 

Por estos fundamentos, los del escrito de foja 37 y de confor- 
midad con el Agente Fiscal, no se accede á la reclamación del 
señor Juez de sección y ofíciesele, con trascripción de este auto, 
requiriéndosele á la vez, para que dada por formada la contien- 
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da de competencia, remita los antecedentes á la Suprema Corte 
de Justicia. Bepónganse las fojas. 

M. Lian de Rosas, 



Ante mí: 

A, F. Acosta, 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 13 de 1894. 
Suprema Corte: 

La cuestión de competencia no se ha promovido en estos au- 
tos como excepción: no ha quedado por ello sujeta á los térmi- 
nos estrictos de las excepciones dilatorias. 

La parte de Biga, sin contestar la demanda promovida con- 
tra él ante el Juzgado de Dolores en la provincia de Buenos Ai- 
res, ha recurrido al de sección de la misma provincia, provocan- 
do el ejercicio de su jurisdicción. 

El Juzgado así lo ha resuelto en el auto de foja 23. 

Resultando que ese auto es arreglado á los antecedentes de 
hecho y prescripciones del derecho federal, según los fundamen- 
tos expresados en la vista del Procurador Fiscal, corriente á fo- 
ja 10, pidoáV. E. se sirva confirmarlo, declarando la com- 
petencia, en el caso, del Juez nacional de la sección de Buenos 
Aires. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, «Tulio 7 de 1894. 

Vistos 7 considerando: Qae scgnn resultada autos la deman- 
da se ha interpuesto por una sociedad anónima, que debe ser 
reputada á }o3 efectos del fuero, ciudadano vecino de la provincia 
en que se halla establecida, como lo dispone el artículo nueve 
de la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y 
tre?, sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales nacio- 
nales, contra Don JuanB. Biga, extranjero. 

Que en tales casos procede la competencia de los Jueces de 
sección, con arreglo al inciso segundo, artículo segundo de la 
citada ley . 

Que el demandadado. no sólo no ha hecho acto que importe la 
voluntad de prorrogar la jurisdicción del Juez de provincia, 
sino que al contrario, ha ocurrido en tiempo ante el Juez Fede- 
ral solicitando que este promoviese la contienda oficial de com- 
petencia. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, se declara que el conocimiento de esta can- 
sa corresponde al Juez de sección, á quien se remitirán los au- 
tos, avisándose por oficio al de primera instancia del Departa- 
mento delSud de la provincia. Repóngase el papel. 

benjamín PAZ. — LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BüNGE. — 
JUAN E.TORRENT. 
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t.AlJSA ClilII 



Contra Don P. Ornar ini; sobre comiso. 



Sumario, — La medición efeotaada sin vioio de nulidad, 
que no ha podido verificarse por culpa del interesado, debe con- 
siderarse como legitima al efecto de establecer la existencia 
del exceso sujeto á comiso. 



Caso. — Lo indica el siguiente 



PARTE 



Señor Jefe de Vistas^ Don Joaquin Echagüe : 

El señor Q. Guastavino pidió por el permiso N** 1095, Re- 
gistro N*> 172, perteneciente al buque c Wilhden >, el despacho 
de lo siguiente : 

Ciento noventa y ocho vigas de madera dura con 3500 varas 
cúbicas de 10 por 10 ó sean 7000 metros cuadrados. 

Como al examinar el permiso y verificar la clase de madera 
me pareció muy poca la manifestación^ después de empezar la 
medición en presencia del despachante y del dueño de la made- 
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ra señor Omarini, encargué su coDÜnaacion al guarda señor 
Arraygadá poniendaen el parcial el siguiente decreto: cPrevia 
medición del resto, entregúesele », en razón de estar ya satisfe- 
chos los derechos, recomendándole la operación siempre en pre- 
sencia del interesado. 

■ 

CoDcluidalo medíciony resultando 991 meirosdemásde lo mani- 
festado, el señor Omarini, acompañadodel despachante, pidieron 
une nueva medición, á lo que me pareció muy justo acceder^ 
pueá alegaban no haber ellos presenciado la medición efectuada 
por el señor Arraygadá, de lo que di cuenta verbalmente al señor 
Administrador; mas esta operación sólo ha podido efectuarse en 
145 vigas, porque las 53 que faltan, no me las presentó el señor 
Omarini para su medición ; no obstante haberme asegurado an- 
tes de efectuar la medición que aunque había retirado algunas 
vigas él me indicaría adonde se hallaban para que las midiese, 
procediendo contrariamente me ha presentado una nota de me- 
dición de las 53 vigas que faltan, tomada por él solamente, la 
que por muy cierta que ella sea no es posible aceptar, ni tam- 
poco hacer ningún cómputo, pues de las piezas medidas^ resul- 
tan algunas con diez y once metros y otras con 80 y 70 cada una. 

Además de esto el señor Omarini, dueño déla madera, no de- 
bió retirar ninguna pieza si no estaba conforme con la medición 
efectuada, so pena de aceptar tácitamente la operación practi- 
cada y mucho menos pedir nueva medición cuando él sabía que 
había retirado la cuarta parte de la cantidad pedida á despacho, 
por cuya razón he mantenido firme la medición primitiva y man- 
dado detener prorisoriamente ios 991 metros cuadrados hasta 
tanto el señor Administrador resuelva lo que sea de justicia. 

Dios guarde ájjYd. 

Aduana, Marzo 13 de 1893« 

L. //. Torres. 
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RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 



Rosario, Abril 29 de 1893. 

Vistos y resultando : 1® Que en la verificación del permiso nú- 
mero 1095, el Vista ha encontrado el exceso que denuncia en el 
parte que antecede, consiscente en 991 metros cuadrados de ma- 
dera dura. 2"^ Que las explicaciones que da el Vista en su parte 
denótalo correcto del despacho y las precauciones tomadafj por 
él, sin resultado satisfactorio en el sentido de evitar un frau- 
de. 3° Que evidentemente éste se ha pretendido cometer, según 
se deduce de las diferentes exposiciones de este expediente. 
4'' Que la declaración de los interesados no contiene verdadera- 
mente ninguna justificación que justifique el procedimiento 
vicioso y á todas luces fraudulento de los interesados. 5* Que 
aceptando on todas sus partes el informe del Vista despachan- 
te y tomándolo como base para imponer la pena que corresponde, 
pues por muchos conceptos no debe de él dudarse, esta Admi- 
nistración resuelve : Condenar á la pena de comiso el exceso de- 
nunciado de 991 metros cuadrados de madera, notificándose á 
los interesados que la repetición de un hecho semejante traerá 
como consecuencia la prohibición absoluta de toda operación. 

Notifíquese, procédasecon intervención de la Alcaidía ala 
venta en público remate de la mercancía penada y fecho 'pase á 
Contaduría y Tesorería para su ejecución y efectos de los] artí- 
culos 1029 y 1030. 

José de Camino. 



D£ JUSTICIA NACIONAL 329 



Pallo del Snex Federal 



Rosario, Diciembre 29 de 1893, 

Vistos y considerando : I"* Que en la primera medición efec- 
tuada por el Vista denunciante y que dio por resultado el exceso 
de los 991 metros cuadrados de madera, que ha dado origen á la 
resolución administrativa de foja 6, no se ha aducido ningún 
reclamo ni incidente de aquellos que pudieran legalmente inva- 
lidar 6 viciar esa diligencia probatoria, pues la circunstancia 
que pudiera aducirse de no haber presenciado toda esa medición 
el dueño del artículo ó encargado de su despacho, no implica tal 
vicio ni anulación, desde el momento en que no consta de autos, 
ni aún de la declaración del interesado, el de que la operación 
predicha hubiera sido realizada clandestinamente por la Aduana 
como se observa fuera la segunda, siendo, por otra parte, del 
deber de dicho interesado ó dueño de dicha mercadería, presen- 
ciar la enunciada primera medición, y al no hacerlo así, esa 
prescindencia debe racionalmente entenderse como una renun- 
cia voluntariado aquel deber y derecho correlativos. < 

2^ Que esto así, la medición primera que dio por resultado el 
exceso declarado en comiso por la Administración de Rentas, 
debe tenerse como verdadero y exacto, máxime cuando por el 
mismo hecho llevado á cabo por el reclamante, extrayendo parte 
de la mercadería^ se ha hecho imposible la investigación del 
error de que esta parte acusa á la primera diligencia practi- 
cada. 

3^ Que la medición posterior, nuevamente mandada verificar 
por el Vista, com > que fué autorizada por éste por mediar dife- 
rencia, ya no reviste los caracteres de una operación necesaria é 
imperativamente requerida por la ley, para de ella únicamente 
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deducir los derechos del introductor de la mercadería, exigiendo 
entonces, y por el contrario, como se ha dicho, la primera medi- 
ción practicada y de la cual resulta el excedente decomisado. 

Por estos fundamentos y .^de acuerdo con lo dispuesto en los 
artículos 1039, 1040, 1041, d053 y 1054 de las Ordenanzas de 
Aduana y sus correlativos, se confirma la sentencia administra- 
tiva de foja 6. 

Notifíquese y repónganse. 

G, Escalera y Zuñiría. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 15 de 1894. 
Suprema Corte: 

La nulidad insinuada á foja 40 no se ha demostrado ni ar- 
güido siquiera en la expresión de agravios, ni resulta tampoco 
de las constancias del proceso. La injusticia de la sentencia 
tampoco se ha demostrado. 

Según el parte de foja 1*, la primera medición de las made- 
ras fué despachada en presencia del despachante y del dueño 
señor Omarini. 

Acordada la segunda medición como un acto de mera condes- 
cendencia, el interesado no present6 el número de vigas que for- 
maban la partida, objeto de la operación, habiendo aprovecha- 
do el tiempo intermedio entre la primera y la segunda operación 
para eliminar 53 vigas. 

Esta eliminación estemporánea,el haber reservado su parade- 
ro y pretendido sustituir la medición oficial, con la que se dice 
verificada únicamente por el interesado, desvirtúa la segunda 
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medición y deja en plena subsistencia á los efectos legales la 
primera, practicada sobre el total de la partida. El interesado 
mismo, ejecutando actos que imposibilitaban ana nueva medi- 
ción por haber retirado, cuando la pedía, una buena parte de la 
madera, ha dejado subsistente la primera medición, como única 
base de apreciación de la cantidad despachada. 

Y resultando evidentemente de ella que hay un exceso muy 
superior á la tolerancia admitida en las ordenanzas, la declara- 
ción de comiso se impone sobre ese exceso. 

Por ello pido á V. E. la confirmación de la sentencia de fo- 
ja 38. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 7 de 1894. 

Vistos : Por sus fundamentos y de confo rmidad con lo expuesto 
y pedido por el señor Procurador General, y no haciéndose lugar 
al recurso de nulidad por no resultar de las constancias de autos 
motivo que lo autoricen: se confirma, con costas, la sentencia ape- 
lada de foja treinta y ocho. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. —luis V. VARE- 
LA.— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 



332 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAUSA CI^IV 



José Milessiy hermano , contra Don Heraclio Román; sobre 

escrituración de venta y fianza. 



Sumario, — Habiéndose dispuesto de conformidad de partes 
qoe se proceda á la escrituración de la venta y pago del precio, 
es justa la sentencia que confirmando dicha disposición, somete 
la percepción del precio á la fianza de restitución, una vez que 
resulta que existe pleito sobre la propiedad ¿e la cosa vendida. 



Ca^o. — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 



Córdoba, Octubre 30 de 1893. 

T vistos: Estos. autos seguidos por los señores Milessi her- 
manos, contra el señor Heraclio Román, délos que resulta: 

1^ Que los primeros demandan al señor Román, pidiendo les 
otorgue escritura del campo c Monte '^'de la Obscuridad» que 
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éste se obligó á venderles en contrato firmado de Agosto de 
1891, cuyo campo tiene una superficie de trece mil quinientas 
ochenta y tres hectáreas, á razón de 19.000 pesos nacionales la 
legua cuadrada, c precio que los compradores debían abonar al 
firmar la escritura^ la que se extendería al 1^ de Octubre del 
mismo año 91 », escritura que el señor Román se niega á abo- 
narle. Pide costas. 

2^ La parte de Eoman dice : Qne aun cuando siempre estu- 
vo y aún está dispuesto á cumplir su contrato, y á otorgar en 
cocsecuencia la escritura que se pide, solicita no se haga lugar 
áesta demanda, porque el demandante no ha pagado el precio, ni 
ofrece pagarlo como lo establece el artículo 1201 del Código 
Civil. Pide también costas. 

3° Que en vista de la contestación de la demanda y llamados 
de oficio á una audiencia conciliatoria, en ella dijo el doctor 
Abraham Molina, representante de Milessi, que, de acuerdo con 
lo expuesto, manifestaba estar dispuesto á pagar el precio de la 
escrituración, pues que habiendo llegado á su noticia que el 
inmueble estaba pleiteado, exigía la fianza de escrituración á que 
se refiere el artículo 1425 del Código Civil. La parte de Román 
manifestó que la exposición del señor Molina, importaba una 
modificación á la demanda, que ya no podía ser tomada en 
cuenta por estar contestada. 

4*^ Recibida la causa á prueba, se produce la instrumental en 
que consta que el señor Román ha iniciado un juicio de men- 
sura de un campo en c San Justo», denominado c Monte de la 
Obscuridad >; que practicada esa mensura, se ha opuesto á ella 
el señor Tristan Malbran, diciéndose propietario y poseedor de 
los campos : se produce también la prueba confesional de 
fojas... 

5^ Alegando de bien probado, el señor Molina afirma que él 
entendió qne en la demanda ofrecía el precio que le viene ofre- 
ciendo desde antes y qne le ha ofrecido también al señor Román 
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particnlarmente antes de iniciar el juicio, lo que está probado 
etc. El señor Román dice que antes de este juicio nunca pen- 
só Milessi pagar el precio, al otorgarse la escritura^ sin<) al en- 
tregársele el terreno. Que no puede modificarse la demanda, 
pues en ella no se ofrece el precio, ni menos se exije fianza. Se 
coloca en el caso que ella hubiese sido ofrecida y enuncíalo que 
hubiere contestado á ella. 

6^ Después de llamadlos los autos, las partes acuerdan sus- 
pender el juicio mientras el señor Milessi, presenta el precio y 
el señor Román, se compromete á dar la fianza de ia restitu- 
ción. Se estipula que si en diez días el señor Milessi ó el señor 
Román no cumplen lo estipulado, el juicio debe seguir su curso, 
foja 63 vuelta. En este término el señor Molina, no hizo 
el depósito, inyocando la revolución acaecida el mes pasado en 
el tiempo en que ésfe debía cumplir. Diez y ocho días des- 
pués consignó el precio y pidió !a escritura de fianza; pero el 
señor Román dijo que ya la casa que debía afianzarlo no podía 
hacerlo por ausencia del abogado de aquella. 

Que proponía hipoteca de su estancia en la sierra, ó esperarla 
carta del doctor Román, en su defecto pedía se fallara el 
pleito. 

T considerando: 1° Que está fuera de cuestión el punto de 
saiber si el señor Román está obligado ó no á entregar la escri- 
tura, objeto iinico de la demanda, pues éste no la ha rehusado 
en el juicio .interior, ni lo rehusa al contestar la demanda. 

2° Que estando fuera de cuestión el objeto principal de la de- 
manda sólo queda á resolver este punto: si debe mandarse otor- 
gar la escritura en mérito de acuerdo de partes, ó si debe re- 
chazarse la demanda por no haberse ofrecido el precio por el 
comprador demandante; para cuya resolución debe tenerse pre- 
sente que el señor Milessi ofrece expresamente el precio, in- 
mediatamente después de contestada la demanda, precio que 
ofrece previa fianza. 
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3° Que en cuanto al ofrecimiento del. precio, al Juzgado lo 
mira como hecho en la demanda, desde que en ella se dice, de 
conformidad al contrato, que los demandantes deben pagar el 
precio convenido al firmar la escritura. Esto importa decir : 
ofrezco pagar el precio en su oportunidad, puesto que en nues- 
tro sistema judicial, no hay ya frases sacramentales. Que 
á esto debe añadirse que la oportunidad de pagar el pre- 
cio aún no había pasado ni llegado para Milessi, pues él debe 
hacerse en el acto de firmarse la escritura, lo que aleja todo mo- 
tivo que pudiera tener en contrario, para sostener que Milessi 
no quería pagarlo. Su propósito de pagarlo, se demuestra 
también en el hecho probado de que el doctor Molina dijo parti- 
cularmente al señor Román antes de iniciarse el juicio, que no 
le obligase á entablar una nueva demanda, que si quería exten- 
derle la escritura, sus representados estaban dispuestos á entre- 
garle el precio (artículos 917 y 918, Código Civil). 

4** Que suponiendo que no se entendiera ofrecido, á causa de 
un descuido en la demanda, ese precio, habiéndolo sido inme- 
diatamente después, no habría mérito para un juicio subsi- 
guiente en el caso sub-judice, en que las partes están conformes 
sóbrelo principal, porque el artículo 1202 y las leyes en gene- 
ral reflejan un espíritu de equidad. Supuesto siempre la confor- 
midad de Koman sobre el punto, la ley no puede haber querido 
que una omisión ó descuido de la demanda, no pueda ser subsa- 
nada después de contestada, cuando ella no trae perjuicios á 
nadie; es decir que ese descuido sea irreparable y que produzca 
el raro efecto de hacer un juicio inútil y nuevo, sobre lo que se 
ebtá conforme de otorgar en el presente. 

5** Dándose como ofrecido el precio en lademanda, la cuestión 
de la fianza no puede ofrecer mayor dificultad, porque ella es 
una consecuencia del estado irregular de la cosa vendida, porque 
está acordada por la ley (artículo 1425), y sobre todo porque el 
demandante se ha defendido voluntariamente de la exigencia de 



336 CALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

ella (foja 56 y siguientes) y ha tenido todo el término de prue- 
ba para usarlo sobre lo mismo en lo que le conviniera. 

6"* Que los plazos últimamente convenidos para cumplir mu- 
tuamente el c\.ntrato, aparecen haber sido, respecto á cada uno 
de ellos, puramente facultativos y ninguna de las partes invoca 
su influencia en la cuestión principal. 

7^ Quede los antecedentes de hecho y de derecho consignados, 
resulta que el señor Román debe otorgar la escritura pública 
del terreno^ y los señores Milessi hermanos pagar su precio 
previa fianza de restitución á los efectos del artículo 1425 del 
Código Civil. 

8° ¿ Quién debe pagar las costas de este juicio ? No puede 
decirse que si Milessi hubiese ofrecido expresanieníe el precio 
en la demanda, este juicio se hubiera evitado, porque dada la 
actitud de la contraria en él, siempre habría habido pleito por la 
fianza; también podría alegar la parte de Milessi, que sobre la 
fianza tenía en su contra, el señor Boman, la ley expresa, de 
manera que no aparece temeridad por ninguna parte. 

En consecuencia, y omitiendo otras consideraciones, definiti- 
vamente juzgando, fallo ordenando : l°Que el señor Heraclio 
Eoman otorgue escritura pública de venta en favor de los 
señores Milessi hermanos, que deben recibirla, del campo que 
expresa el boleto de foja H, cuya escritura debe redactarse en 
los términos de ese contrato, y terminarse con plazo de diezdías. 

2® Que los señores Milessi hermanos, abonon el precio con- 
venido en el mismo ao-to de firmar la escritura, previa una fian- 
za de restitución del mismo que deberá otorgar el señor Román 
en la forma que convengan. 

3** Que cada parte satisfaga sus costas. Hágase saber, trans- 
críbase, y repuestos los sellos, en oportunidad archívese. 

C. Moyano Gacitúa, 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 12 de 1894. 

Vistos y considerando : Qae tanto el actor como el deman- 
dado, expresan reiteradamente estar dispuestos á cumplir con 
las obligaciones que respectivamente les impone el contrato de 
foja tres. 

Que á esos efectos y con posterioridad al convenio de foja 
sesenta y tres vuelta, hi parte de Román presenta el boleto para 
la escrituración (escrito de foja setenta y cuatro), habiendo la 
de Milessí hecho el depósito del precio de venta á los fines del 
pago (escrito de foja setenta). 

Que con esos antecedentes el Juez de la cansa ordenó que, de 
conformidad de partes, se proceda por los interesados á verificar 
la escrituración, previo otorgamiento de la fianza convenida 
(auto de foja setenta y siete). 

Que con ese auto, consentido por los interesados, había ya 
mérito bastante para dar por fenecido el pleito en todo lo que 
había sido materia de él hasta ese momento. 

Que la sentencia apelada no hace sino mantener io dispuesto 
en el citado auto, en cuanto manda escriturar y pagar el pre- 
cio, cometiendo su percepción ala fianza de restitución. 

Que aparte de estas consideraciones, es cierto, como lo reco- 
nocen las partes, que los contrayentes están en el deber de cum- 
plir con las obligaciones de los contratos, siendo igualmente 
cierto que el comprador que tuviese motivos fundados de ser 
molestado por la reivindicación de la cosa ó por cualquier ac- 
ción real, puede suspender el pago del precio, á menos que el 
vendedor le afianze su restitución (artículo mil cuatrocientos 
veinte y cinco, Código Civil). 

T. VI 22 
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Que el informe de foja cuarenta y una, revela que Don Tris- 
tan Malbran, con presentación de títulos en el juicio respectivo, 
pretende ser propietario y poseedor del terreno á que se refiero 
el contrato de venta, celebrado entre Román y Milessi, lo qae 
funda enaste un justo motivo de temor, con tanta más razón, 
cuantoque no ba sido desvirtuado por la parte de Román, no 
obstante haber gozado del término de la prueba. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja ochenta y do», se confirma ésta, no haciéndose lugar 
á condenación especial en costas, por no haber mérito para 
ello. Repuestos los sellos, devuélvanse, pudiondo notificarse 
con el original. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
—JUAN E. TORRENT. 



CAUSEA 



Don Eduardo Fernandez contra el Banco Hipotecario déla 
provincia de Buenos Aires; sobre escrituración. 



Sumario. — El remate de una finca, efectuado con la cláusu- 
sula de ser aprobado por quien lo ordenó, no da derecho al ad- 
judicatario de pedir la escrituración, mientras no exista la 
aprobación. 
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Caso. — Lo indica el 



Vallo de Juez Federal 



La Plata, Febrero 11 de 1893. 

Y vistos : los seguidos por Don Eduardo Fernandez contra el 
Banco Hipotecario de la provincia de Buenos Aires, sobre es- 
crituración y demás en autos deducidos; y 

Resultando : i"^ Que con fecha 14 de Marzo del año próximo 
pasado se presentó Don Eduardo Fernandez diciendo: Que el 
día 2 de ese mes y año, compró al Banco Hipotecario de la Pro- 
vincia, en remate público, una propiedad hipotecada según prés- 
tamo números 7904 y 9i50, serie K y L, situada en el partido 
de Lincoln, compuesta de 8493 hectáreas con los linderos que 
se expresan en los anuucios del remate, por el precio de 
69.350 pesos con 50 centavos moneda nacional, que excedía pa- 
ra la base fijada para la venta. 

^ Que el remate se verificó á la hora indicada ante regular 
concurrencia, y que siendo su oferta la mayor, se le adjudicó 
por el martiliero encargado de la venta, otorgándosele el bole- 
to respectivo y oblando por su parte en la Tesorería la suma do 
3467 pesos con 50 centavos, correspondiente al 5 por ciento del 
importe de la adjudicación. 

3^ Que en esa operación se llenaron todos los requisitos de 
la ley y se cumplieron las disposiciones internas del estableci- 
miento para el remate, y que no existiendo causa alguna de nu- 
lidad era de esperarse se procediese á su escrituración. 

i^ Que no ha sucedido así, pues el Presidente de ese esta- 
blecimiento no estaba conforme con esa venta y trataba de 
anularla buscando un protesto para ello, y que á pesar de no 
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haberlo encontrado se ha resoelto por el Yice-presidente del 
mismo, en atención de haber existido error, dejar sin efecto la 
venta, ordenando se anulen los boletos. 

5° Que conocida por el demandante esa resolución, que con- 
sidera arbitraria, se apersonó al Presidente, Vice, é Inspector, 
pidiéndole hicieran conocer las causas de esa resolución, á lo 
que se negaron aquellos. 

6*^ Que habiendo celebrado el contrato con las formalidades 
necesarias y condiciones estipuladas^ no tiene facultad el Pre- 
sidente del establecimiento demandado para rescindir la ven- 
ta arbitrariamente , fundado en la cláusula contenida en el bole- 
to de foja 1, de quedar facultado para aprobar ó desaprobar la 
compra-venta, según conviniere á los intereses del estableci- 
miento. Que esa cláusula se pretende hacerla ilimitada antoja- 
dizamente, haciendo imposible un contrato de esa naturaleza, 
siempre que no concurriese la buena voluntad de dicho Presi- 
dente : arguye otras razones para demostrar el alcance de esa 
cláusula potestativa, negándole otras facultades que no sean 
las que le acuerda la carta orgánica del Banco. 

7^ Que corrido traslado al Banco Hipotecario, éste lo evacuó, 
como consta á foja 10, diciendo : Que la cláusula puesta en el 
boleto de foja 1^, instrumento en laque se han escrito todas las 
que forman el contrato, por la que se dejó al Presidente la fa- 
cultad de aprobarlo ó no, es ley que debe'respetarse, con arreglo 
á lo establecido por el artículo H 97 del Código Civil. 

8° Que esa cláusula es perfectamente válida, que no es ilícita 
ni inmoral, que puede ser un inconveniente ó perjudicial para 
los intereses del mismo establecimiento, pero que conviniendo 
en que así fuera, el demandante no tiene personería para hacer 
valer esa circunstancia. Que sería en todo caso el propietario 
de la finca vendida el quo podía quejarse judicialmente déla 
anulación del remate. 

9^ Que aun cuando no hace al caso ni al derecho que se dis- 
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cate, como simple contestación á las insinuaciones que á titulo 
de observaciones hace el demandante, agrega que hubo error j 
grande en el remate en cuestión, que se dio orden para vender 
una propiedad del deudor que tenia varios trimestres atrasados 
y se remataron dos por error. La propiedad que se adjudicó al 
señor Fernandez, rematada por esa equivocación, si bien sus ser- 
vicios no estaban al día, no estaba ni mucho menos en las con- 
diciones que toma por norte el Directorio usando de prudencia 
para ejecutar sus deudores. Que hubiera sido una excepción 
odiosa que el Presidente ha querido evitar. Pide en el exordio 
no se haga lugar, con costas, á la demanda, intimándose al de- 
mandado perpetuo silencio. 

10° Que el Juzgado abrió la causa á prueba, debiendo versat 
la testimonial sobre las excepciones contenidas en el párrafo 
quinto de la contestación á la demanda, produciéndose por el 
actor los periódicos de fojas 19 y 21 y los informes de fojas 26 

y 33. 

T considerando : 1® Que el pumo que debe resolverse apriori, 
es sobre la validez de la cláusula agregada al boleto de foja 1', 
por la cual se reserva el Presidente del Banco Hipotecario la 
facultad de rescindir la venta, si así convinieae á los intereses 
del establecimiento. 

2° Que las condiciones impuestas por elBancopara realizarla 
venta, constan del aviso publicado en el periódico agregado á 
foja 15 y entre ellas no se encuentra la de reservarse el Presi- 
dente la facultad de rescindir la venta en la forma que aparece 
en el precitado boleto. 

3° Que con arreglo al artículo 29 de la ley orgánica del Ban- 
co Hipotecario» éste está obligado forzosamente á vender los 
bienes hipotecados pasados sesenta y cinco días de vencido el 
trimestre ó semestre en que estuviera dividida la anualidad}: no 
es, pues, una facultad del Directorio la de proceder á esa venta, 
sino un mandato imperativo de la ley que lo erigió, y que no es 
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susceptible de controversia. El Banco estaba obligado á vender 
la propidad que compró el señor Fernandez^ desde que de autos 
consta que á la fecha del remate se adeudaban dos trimes- 
tres. 

4*^ Que la cláusula de reservarse el Presidente la facultad 
de aprobar ó desaprobar la compra-venta, según conviniere á 
los intereses del establecimiento, no tiene otro alcance que el de 
reservar esa facultad de desaprobar el remate fundado en cau- 
sas perfectamente legales, y ni aun así, desde que si ol Direc- 
torio no tiene esa facultad en virtud de lo dispuesto por el re- 
cordado artículo 29 de su ley orgánica^ menos puede tenerla su 
Presidente. 

5" Que para explicarse la razón de que el deudor haya admi- 
tido la cláusula de reserva al Presidente del Banco, de aprobar 
ó no la venta, que se viene haciendo mérito, debe tenerse pro- 
senté que el Banco está obligado á observar en todos sus actos, 
la más completa bueija fe y esto forzosamente ha de suponerle 
todo el que contrate con él, sin que nada escuse á ese estableci- 
miento la falta de observancia de esa condición virtual y de 
ahí nada de extraño que en esa confianza, suscriban los compra- 
dores, boletos en las condiciones del de foja 1". En el caso ocu- 
rrente milita, además, la circunstancia de que en el aviso de re- 
mate corriente á foja 19, no se ha establecido esa condición, que 
solamente ha debido conocerla el señor Fernández al suscribir 
ese boleto. Esa cláusula no sólo es repugnante al espíritu de la 
ley del caso, sino que desnaturaliza el acto por la imposición 
del reconocimiento de una obligación meramente potestativa 
de parte del obligado, que lo es en este caso dicho estableci- 
miento, puesto que no se ha negado que Fernández, por su par- 
te, llenó su compromiso. 

6® Que aun cuando hubiera cometido error el Banco al orde- 
nar la venta, no lo escusaría del cumplimiento de la obligación, 
desde que resulta que estaba obligado á vender, como queda di' 
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cho, porque así selo imponía sa ley orgánica; admitirla latitud 
que le quiere dar á la cláusula de que hace mérito, sería ad- 
mitir en el Presidente ó en el Directorio, una facultad que no 
tiene por su carta institucional, ni puede atribuírsela tampoco 
so pretexto de mejorar la condición del deudor, contrariando 
aquella. En el caso ocurrente se ba cumplido con la ley, y la 
cláusula referida no tiene razón de ser y debe tenerse por no es- 
crita. 

Por todas estas consideraciones y concordantes del escrito ñe 
foja 45, fallo: condenando al Banco Hipotecario de la Provin- 
cia á escriturar, dentro de diez días de ejecutoriada la presente, 
á favor de Don Eduardo Fernandez, la propiedad que éste leba 
comprado según resulta de estos autos, con arreglo al boleto de 
foja 1', ó en su defecto, pagar todos los daños y perjuicios, con 
declaración de que todas las costas son á cargo del Banco deman- 
dado. Notifíquese con el original, regístrese en el libro de sen- 
tencias y repónganse los sellos. 

Marianos, de Aurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 14 de 1894. 

. Vistos: Considerando: Que según resulta del documento de 
foja primera, presentado por el demandante para fundar su ac- 
ción, éste convino expresamente en otorgar ai Presidente del 
Banco la facultad de aprobar ó desaprobar la compra-venta^ 
según conviniera á los intereses del establecimiento. 

Que mediante esa cláusulri el remate quedaba reducido á 
un acio ad referendum^ ó lo que es lo mismo, la postura admí- 



n 
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tida por el rematador no significaba el acaerdo de volantades 
necebario para la formación de un contrato, sino nna oferta que 
para producir el vínculo de derecho, requería la correspondien- 
te aceptación (artículos mil ciento cuarenta y cuatro y mil cien- 
to cuarenta y siete del Código Civil). 

Que la autorización conferida al Presidente para aprobar 6 
desaprobar el remate, importa dejar á la discreción del Directo- 
río la apreciación de las ventajas ó inconvenientes que la venta 
pudiera entrañar en relación á los intereses del estableci- 
miento. 

Que las convenciones hechas en los contratos, forman para 
las partes una regla á la cual deben someterse como á la ley 
misma (artículo mil ciento noventa y siete del Código Civil), 
no pudiendo, en consecuencia, sustraerse á este mandato el de- 
mandante, álos efectos de sus propias estipulaciones, desde que 
por otra parte ellas no se hallan reprobadas por derecho, como 
acontece en el caso. 

Que á importar la cláusula que acuerda al Banco el derecho de 
aprobar ó desaprobar el remate, una condición meramente potes- 
tativa, según se pretende, tal cláusula afectaría á la obligación 
misma (artículo quinientos cuarenta y dos del Código Civil). 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de 
foja sesenta y ocho, absolviéndose de la demanda ál Banco de- 
mandado. Repónganselos sellos y devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
ABEL BAZAN • — OCTAVIO BUNGE* 
— JUANE. TORRBNT. 
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CAUSA CXYI 



Don José M. Novoa, contra Don Salvador Micheri, por cobro de 
de pesos ; sobre defecto en la demanda . 

Sumario. — El pedido de reconocimiento para preparar la 
vía ejecotiva, no es una demanda formal que puede servir de an- 
tecedente al juicio ordinario. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíues Federal 

Posadas, Octubre 10 de 1898. 

Autos 7 vistos : Considerando: Que por el escrito de foja 6 
Don Epifanio Gochicoa, en representación de Don José María 
Novoa, entabló contra Don Salvudor Micheri demanda para que 
reconozca la cuenta que corre á foja 2 y manifieste á cuanto 
asciende el 25 Vo del pasaje de seis carretas y quince ovejas, 
con el fin de preparar la acción ejecutiva y en atención á no ha- 
ber podido conseguir el cobro de lo que le corresponde según el 
contrato de pasajes de hacienda corriente á foja 1 . 

Que el demandado promovió áfoja 9 artículo de previo y es- 
pecial pronunciamiento, y pidió se declarase defectuosa la de- 
manda, pues es requisito de la ley que ella sea hecha en términos 
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S'' Comete fraude el que omite expresar en el manifiesto la 
calidad del artículo, y consiente el aforo hecho con arreglo á 
una clasificación inferior de la que corresponde. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



RESOLUCIÓN DE ADUANA 



Buenos Aires, Julio 29 de 1893. 

Visto lo actuado, de lo que resulta que se ha manifestado (90) 
noventa barricas conteniendo tubos de vidrio para lámparas, 
habiéndole asignado el Vista señor Amadeo el aforo de 10 cen- 
tavos el kilo, 7 que de la verificación practicada por el Guarda, 
autor del parte de foja 1, resulta que los tubos de que se trata 
son finos ó regulares, que tienen de aforo (30) treinta centavos 
el kilo^ partida de la tarifa 3683, y considerando que la Direc- 
ción General de Rentas confirma la clasificación hecha por el 
mencionado guarda, con arreglo á lo dispuesto en los artículos 
930 7 1054 de las Ordenanzas de Aduana, resuelvo se paguen 
dobles derechos sobre la diferencia de valor entre la mercadería 
pedida á despacho 7 laque resultó de la verificación practicada. 
Hágase saber. A sus efectos pase á contaduría 7 repóngase los 
sellos. 

S. Baibiene. 
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VISTA FISCAL 



Señor Juez : 

La tarifa consigna en ana partida los tubos de vidrio comunes 
con nn aforo de 10 centavos el kilo, y en otra los de cristal re- 
galares ó finos con un aforo de 30 centavos kilo. 

El señor Pasman hizo la manifestación en una forma que 
quedaba comprendida la primer partida, siendo así que por la 
calidad de los tubos se hallaba comprendida en la segunda, 
esto es, en la de cristal regulares. Ha habido pues, en este caso, 
una falsa manifestación, que debe ser penada en la forma que 
lo ha hecho el Adminisirador. Soy de opinión que V. S. confir- 
me la resolución administrativa de foja. . . y vuelva este expe- 
dieute á la Aduana para que siga su tramitación. 

J. M. Bus tillo. 



Fallo del Jíueas Federal 



Buenos Aires, Febrero 10 de 1894. 

Y vistos : Considerando, en cuanto al recurso de hecho traído 
ante este Juzgado, que en los presentes autos, la clasificación 
que correspondía á las mercaderías pedidas á despacho, no ha 
sido el único punto discutido por el interesado, el cual pretendía, 
además, que no había habido por su parte falsa manifestación, 
pues se había limitado & manifestar la mercadería sin determi- 
nar clase 6 calidad: declárase mal denegada la apelación. Y con- 
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siilerando en cuanto al fondo del asonto, atento que sobre él 
han sido oídos el interesado y el Procurador Fiscal : 

1^ Que los manifiestos de despacho directo á plaza, como 
los manifiestos para el despacho de depósito, deben expresar 
además de otras circunstancias, la especie^ 'calidad, y cantidad 
de los artículos pedidos á despacho^ según lo disponen los artí- 
culos 104 y 347 de las ordenanzas. 

2^ Que no habiéndose expresado en el manifiesto presentado 
por el apelante, la calidad del artículo cuya extracción solicita- 
ba, esa omisión cae dentro de la prescripción del artículo 1025 
de las ordenanzas, que considera como fraude, y materia de 
pena por consiguiente, toda falta de requisito que sipasara des- 
apercibido produjese una disminución en la renta que legítima- 
mente debiera percibir el Fisco; pues al no haber apercibido el 
guarda autor del parte de foja 15 el error de aforo en que había 
incurridoel Vista, la mercadería hubiera sido extraída con ctí- 
dente menoscabo de la renta pública. 

3° Que según resulta de la nota de foja 40, la Dirección de 
Rentas ha establecido en resolución de fojal7 vuelta, que sobre 
el particular es inapelable, que la partida de tarifa que corres- 
ponde á los artículos pedidos á despacho es la misma que indi- 
caba el guarda denunciante. 

Por estos fundamentos^ se confirma la resolución apelada de 
foja 21. Notifíquese con el original, y en oportunidad devuél- 
vanse los autos á la Aduana para que lleve adelante los proce- 
dimientos. Repóngase los sellos. 

J. V. Lalanne. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 15 de 1894. 

Suprema Corte : 

La sentencia de foja 41 se apoya en fundamentos que consi- 
dero inquebrantables. 

Nada necesito agregar, para pedir á T. E. que en su mérito 
se sirva confirmarla. 

Sabiniano Kier. 



Vallo de I» Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 14 de 1894. 

Vistos: Por sus fundamentos y de conformidad con lo expues- 
to y pedido por el señor Procurador General en su vista de foja 
cincuenta y dos: se confirma con costas la sentencia apelada de 
foja cuarenta vuelta; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz.— luis V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN.— 0CT4VI0 BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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€AUÍ»A CXYIII 



Don José M. López, contra Don Diego A . Lawry, por cobro 
ejecutivo de pesos ; sobre inhabilidad de titulo 



Sumario. — 1<* Es título hábil para fundar la ejecuciÓD, la 
cuenta coa conforme del saldo deudor, reconocido enjuicio. 
2^ No lo es el recibo simple de una suma de dinero. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíuex Vederal 



Buenos Aires, Febrero SI de 18d4. 

Y vistos estos autos para resolver sobre la inhabilidad del tí- 
tulo opuesta por el ejecutado. 

Y considerando : P Que el documento de foja I"" es una 
cuenta en forma, que arroja en contra del ejecutado un saldo, 
respecto del cual éste ha manifestado su conformidad, habien- 
do reconocido como suya la firma que aparece suscribiendo el 
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conforme que contiene dicha cuenta; t'idolocual la coloca en 
la categoría de los instrumentos que traen aparejada ejecución, 
de acuerdo con lo que establece elai tículo249, inciso 7°, de laley 
nacional de Procedimientos. 

2° Que no &!e encuentra en las mismas condiciones el docu- 
mento de foja 77, pues no aparece que sea un documento de 
obligación, consistiendo en un recibo simple de una suma de 
dinero. 

Por estos fundamentos, fallo haciendo lugar á la excepción 
opuesta en cuanto al documento de foja 77, y mandando que se 
lleve adelante la ejecución, hasta que el ejecutante sea pago del 
saldo expresado en la cuenta de foja 1', con mis los intereses 
desde el día de la demanda j las costas del juicio. Notifíque- 
se con el original, y repóngase el pape). 

J. r. Lalanne. 



Fall« de I» Suprema Corte 



• Buenos Aires, Julio 14 de 1894. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia de foja ciento cincuenta, en la parte apelada ; y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz.— luis V. VAHE- 
LA. — ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BÜNGE. — JUANE. TORllENT. 



T. Yl 23 
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€;aijí»a ciiix 



Don Antonio Peluffo, contra Don Tomás M. Caballero ; sobre 
rescicion de contrato de arrendamiento, daños y perjuicios. 

Sumario. —i^ Resultando que el locatario ha dejado de pa- 
gar el precio del arriendo correspondiente á dos períodos^ pro- 
cede la rescisión del contrato pedido por el locador. 

2® El locador no puede pedir como indemnización de perjui- 
cios, un mayor precio de alquiler por el tiempo posterior al pe- 
pido de rescisión, ámenos que pruebe satisfactoriamente que 
ese mayor precio corresponde al valor locativo déla cosa. 

3° El locatario no puede pedir contra el locador indemniza- 
ciones que se refieren á cosas ajenas del contrato de locación. 

4** La Suprema Corte no puede resolver sobre puntos res- 
pecto de los cuales el inferior no se ha pronunciado. 

5® No es admisible el recurso de nulidad, que el recurrente no 
manifiesta en qué se funda, ni se descubre tampoco que exista 
en los autos. 



Caso. — Lo indica el 

Fallo del Juez Federal 

Corrientes, Octubre 25 de 1892. 

Vistos : Estos autos iniciados por Don Antonio Peluffo, con- 
tra Don Tomás M. Caballero, sobre rescicion de un contrato de 
arrendamiento ; y 
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Resultando de la exposición del demandante: 1^ Que por es- 
critura pública celebró contrato de arrendamiento de un campo 
de una legua de extensión, con el señor M. Caballero, araron de 
500 pesos nacionales, que debía abonar al fin de cada año y por 
el término de cinco años, como consta del contrato de foja 
10. 

S'' Que Caballero no ha cumplido con las obligaciones que le . 
imponen dicho.contrato, dejando vencer tres anualidades sin 
abonarle los arrendamientos estipulados á fin de cada año, no 
obstante habérselo requerido repetidas veces por cartas y pro- 
puesto arreglos ventajosos que jamás quiso aceptar. 

S° Que en vista de ésto instaura la presente demanda de res- 
cisión de dicho contrato de arrendamiento con las pérdidas é in- 
tereses que le acuerda el artículo 1579 del Código Civil. 

4^ Que rescindiéndose el contrato por falta de pago de dos 
anualidades consecutivas, Caballero ocupa hu campo sin contra- 
to, debe abonarle por el excedente de dos años, no los 500 pe- 
sos papel que estipularon, sino 500 pesos oro, ó su equivalente 
en moneda nacional al cambio corriente del día del pago, con 
más los intereses desde el día que debía pagarle las cuotas ven- 
cidas y las costas y costos de este juicio. 

5"^ Que justificado el fuero, se corrió traslado al demandado, 
foja 3 vuelta, contestándola éste áfoja 16, contestación que fué 
aceptada en virtud de la caución de rato y grato de foja 26, con- 
firmada por el apoderado del propio demandado á foja 53. El 
demandado expone: 

6° Que el 21 de Abril de 1888, celebró con el actor el con- 
trato que en dos fojas acompaña (corre de foja 10 á foja 11), por 
el cual éste le daba en arrendamiento una legua de campo, con 
casa, corrales, alambrados, etc., y con ella 1000 animales vacu- 
nos de cría, por las que al vencimiento de cada año pagaría 1000 
pesos ; 500 por el campo, y 500 por las haciendas, á razón de 
0,50 centavos por cabeza. 
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1^ Que en la misma fecha ó con uno ó dos días de diferencia^ 
le vendió el mismo demandante una carreta con eje y llanta de 
lierro, 69 novillos, 76 vaciinosde cría, 7 bueyes, 16 caballos, 
y 33 yeguas. 

8^ Que entró á ocupar las cosas arrendadas y compradas en 
la fecha del contrato, y que á consecuencia de cuestiones judi- 
- ciales y escándalos producidos entre el actor y su esposa, fué 
despojado de todo lo que fué materia del contrato de arrenda- 
miento por sentencia del Juez de 1* Instancia de Monte Case- 
ros, el 22 de Diciembre del mismo año 1888, á los ocho meses 
de comenzado el arriendo. 

9^ Quedos años después de haber sido despojado del goce de 
las cosas arrendadas, el 18 de Octubre de 1890, fué resti* 
tuido en el goce de ellas^ pero que esa restitución no se 
veriticó en las condiciones debidas, pues que en los dos 
años y medio corridos desde la fecha del contrato, hasta 
la en que se le restituyeron los bienes arrendados, adop- 
tando el tipo común de 25 Vo &' año en los procrees, debió 
devolvérsele 1757 cabezas, calculando el procreo de las 
1000 arrendadas, y que sin embargo se le devolvieron sólo 
1129. 

10^ Que el demandante pretende cobrarlos arrendamientos 
incluso, durante el tiempo que no ocupó la cosa arrendada, 
guardando el premeditado silencio sobre la desposesion en que 
estuvo dos años, pues sólo contándolos puedt decir que él < no 
ha cumplido por su parte con las obligaciones que le imponía el 
contrato^ dejando vencer tres anualidades sin abonarle los 
arrendamieutos», 

11® Que la demanda se funda en hechos falsos que no debe re- 
conocer, y que da lugar á que el actor sea contrademandado 
para que se le condene á la indemnización que le debe por fal- 
ta de cumplimiento del contrato, pomo haberle conservado el 
goce pacífico de la cosa arrendada y por los perjuicios que ha 
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tenido en el juicio qae se comprometió con su esposa y que ori- 
ginó los perjuicios mencionados. 

12^ Que debe ser también condenado á la restitución de sus 
bienes propios de que por él y por su culpa ha sido despojado y 
á los daños y perjuicios. 

13^ Que en consecuencia pide quesea absuelto de esta de- 
manda y que se ondene al actor á abonarle el importe de los 
bienes que no se le han restituido y al pago de los daños y per- 
juicios, y á las costas del juicio. 

14^ Que corrido traslado de la contrademanda la evacuó el 
actor á foja 39, diciendo que es necesario estudiar la clase y sig- 
nificai'ion legal de los contratos celebrados entre él y Caballe- 
ro, deque da cuenta la escritura pública presentada por éste al 
entablar la reconvención; que de este estudio resultará que ce- 
lebraron un contrato de arrendamiento, en cuanto al campo, y 
otro de mutuo ó empréstito de consumo en cuanto á las hacien- 
das, y que si esto no se admitiese, habrían celebrado un con- 
trato innominado, idéntico en sus efectos al de mutuo; que nada 
importa para el caso, que en el contrato se diga,, por ignorancia 
de las partes contratantes, que se arrendaban también las ha- 
ciendas, pues es sabido que el nombre que las partes dan á un 
contrato, nada significa si faltan los requisitos esenciales, para 
que pueda existir tal contrato ; que las cláusulas del contrato 
de la referencia donde se dice: cuya hacienda le hacia entrega 
pudtendo disponer de ella como mejor le pareciere. Esta ha- 
cienda ú otra de la misma especie, será devuelta al señor Pe- 
luff o al terminar elcontralOt reve\9in la existencia de un con- 
trato de mutuo y no de locación, desde que Caballero se 
hizo dueño de ellas y podía venderlas y consumirlas, debien- 
do sólo devolver las mismas haciendas ú otras de las misma es- 
pecie y en las mismas condiciones, lo cual no pasa con el arren* 
damiento^ donde no se transfiere al locatario el dominio de las 
cosas arrendadas; que según esto, no celebró con Caballero con- 
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trato de arrendamiento respecto de las haciendas sino df mútao, 
y que por tanto sus obligaciones no son las del arrendatariosi- 
nó las del mutuario: Caballero adquirió el dominio de las ha- 
ciendas desde el momento que se las entregó, puesto que podía 
disponer como mejor le conviniese^ podía venderlas ó retenerlas 
en especie como estaba convenido ; Caballero se hizo deudor 
suyo de una cantidad de cosas fungibles y los peligros que vi- 
nieren erau á su cargo, aunque viniesen por caso fortuito, ó 
fuerza mayor, que aun cuando hubiera sido despojado de todas 
ellas, por cualquier motivo, siempre quedaba en la obligación 
de devolverle igual cantidad de hacienda vacuna por punta con 
el diez por ciento de tone8,como había convenido. 

15** Que, efectivamente, Caballero fué despojado del campo y 
haciendas en virtud de orden judicial, después de ocho meses de 
haberlo puesto en pacífica y tranquila posesión. 

16® Qae el deber de Caballero era darle aviso luego que se 
iniciaran las primeras diligencias del juicio que dio por resul- 
tado el despojo y que debió hacerlo en el más breve tiempo po- 
sible, para que pudiera acudir á su defensa, so pena de respon- 
der de los daños y perjuicios y de ser privado de toda garantía 
por su parte; pero que algunos escritos hasta que vino la orden 
judicial de despojo, y que recien cuando le quitaron el estable- 
cimiento se lo participó por medio de un telegrama. 

17® Que inmediatamente se presentó ante la justicia y solici- 
tó yobtuvo la nulidad de dicho juicio, que tuvo lugar sin su 
audiencia, como lo comprueba la sentencia del Tribunal de jus- 
ticia que acompaña en copia, autorizada en 6 fojas útiles (co- 
rrientesde fojas 30 á 35), en virtud de la cual fué puesto nueva- 
mente en posesión del campo y de las haciendas el señor Ca- 
ballero, como aparece del inventario que en copia legalizada 
también acompaña (fojas 36 á 37). 

18® Quees falso que el embargo de los 70 novillos, lo haya 
pedido contra Caballero; que lo pidió para éste contra el que los 
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había comprado de los despojantes, y que esos novillos estaban ya 
en los corrales de abasto é iban á ser vendidos por un señor Julián 
Grané, salvando así al señor Caballero de una pérdida segura. 

19^ Que es igualmente inexacto que Caballero haya sido des- 
pojado de 69 novillos, 76 vacunos de cría, 7 bueyes, 16 caba- 
llos y 33 bueyes y una carreta que le vendió, pues que esas co- 
sas que menciona el demandado en el escrito presentado, no fi- 
guran en el inventario que se formó cuando los despojantes to- 
maron posesión del establecimiento, cuyo inventario también 
acompaña (foja 38). 

20^ Que como aparece de los inventarios presentados, el de- 
mandado recuperó mayor cantidad de hacienda déla que había 
cuando fué despojado, y más los 70 novillos embargados y que 
sólo él como dueño verdadero tiene personería para recuperar- 
las; pero aún suponiendo que hubiera encontrado menos can- 
tidad de hacienda ó no se hubiese encontrado ninguna, no 
sería él el responsable, sino los que causaron el perjuicio. 

21^ Que por otra parte, tanto las haciendas del demandado 
como las de su hijo Miguel Caballero, han pastado y procreado 
en el campo arrendado duranteel tiempo del despojo, constadel 
inventario citado, y que por lo tanto, se puede decir que ha se- 
guido gozando de los beneficios para conservar sus haciendas, y 
como éstas le fueron quitadas por un tiempo solamente, vol- 
viendo después ásu poder, le debe los arrendamientos aun en el 
tiempo que duró el despojo; pero que aún suprimiendo ese tiem- 
po, le debería más de los dos años, cuando ha contestado su 
demanda. 

22° Que por lo expuesto pide se rechacen las pretensiones del 
contrario, deducidas en la reconvención^ con costas. 

23^ Que en virtud del auto de prueba de foja 49 vuelta, se 
produjeron por parte del aotor las de fojas 56 á 76, y por las del 
demandado de fojas 83 á 88, habiendo alegado sobre su mérito 
la parte de Peluffo. 



1 
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Y considerando : En cnanto á la demanda de rescicion del 
contrato, que es sobre lo que debe recaer el pronunciamiento 
del Juzgado, pues es loque constituyela demanda de Don An- 
tonio Peluffo: 

V Que por el artículo i° del contrato de foja 10, Don To- 
más M. Caballero, se comprometió á entregar al fin de cada ano 
el alquiler estipulado durante el tiempo del arrendamiento, 
siendo este contrato la ley especial á que estaba sometida la vo- 
luntad de las partes en el presente caso. 

2® Que si bien es cierto que el arrendatario, después de ocho 
meses de uso y goce déla cosa, fué pri^rado ó despojado de lo 
que constituía el contrato de arrendamiento, en virtud de or- 
den judicial dictada á mérito del interdicto de retener, instau- 
rado contra el locador por su esposa Petrona Fernandez, de la 
que recurrió ei demandante para ante el superior Tribunal de 
Justicia de la provincia, y obtuvo la nulidad del procedimien- 
to seguido en dicho interdicto de foja 30 á foja 35, también es 
cierto que computando aquellos meses con los corridos^ desde 
que el locatorio fué restituido en el goce de las cosas arren- 
dadas, 18 de Octubre de 1890^ hasta el día en que contestó la 
demanda haciendo suyo el pleito, i8 de Marzo de 1892, se tie- 
nen más de dos anualidades vencidas. 

3** Que el tiempo que estuvo privado el locatario de las cosas 
arrendadas á consecuencia del derecho invocado por la esposa 
del locador, no debe tomarse en cuenta á los efectos del valor 
del contrato, debe considerarse como suspendido en su conti- 
nuación y sus efectos, ya que el locatario no dedujo ninguna 
de las acciones que le acuerda la ley para ese caso. 

4^ Que el contrato de locación, como todos los bilaterales, lle- 
va implícita la condición resolutoria para el caso de que uno 
de los contratantes no cumpliese lo estipulado, y en presencia 
délo que queda establecido en los dos primeros considerandos y 
de lo que expresamente dispone el artículo 1579 del Código Ci- 
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vil, DO puedeponérse en duda el perfecto derecho de Peluffo, 
para solicitar la rescicion. 

Considerando, además, sobre las indemnizaciones que respec- 
tivamente se demandan el locador y el locatario: 

Que el locador hace derivar la indemnización de pérdidas é 
intereses que demanda, déla falta de pago, por parte del loca- 
tario de las anualidades vencidas, á lo que también tiene dere- 
cho, desde que se ha constatado que hay retardo en el pago de 
esas anualidades ; pero esas pérdidas é intereses en el presente 
caso, debe limitarse á los intereses que devengue la suma de di- 
nero que debía entregar el locatario. 

Que por lo que se refiere i las indemnizaciones que contrade- 
manda el locatario, consiétentes en 70 novillos de su propiedad, 
embargados á petición del actor, eu que tampoco se le restitu- 
yeron H caballos,? bueyes, y un carro, todo de su exclusiva 
propiedad^ y en que no se le entregó el procreo de las mil cabe- 
zas de crfa de dos años, tiempo que duró la suspensión de la 
locación, calculadas al 25 Vot 1^0 pueden ser tomadas en consi- 
deración como pérdidas ó intereses resultantes de la inejecu- 
ción del i.'ontrato por parte del locador y como razón para no 
cumplir con la obligación; porque los primeros, no formando 
parte del contrato de locación, no se puede hacer responsable 
al locador por no haberles sido devueltos : el locatario tenía y 
tiene su acción directa, como propietario de ellos, contra los 
autores del despojo; y en cuanto al procreo de las haciendas 
que formaban parte d?l contrato de arrendamiento, también 
es improcedente, porque consta que el locador no sólo entregó 
las 1000 cabezas de cría áqne se obligó por el contrato, sino 
que devolvió 1129, empezando así á correr el tiempo de la lo- 
cación en las condiciones estipuladas en el contrato, sin oposi- 
ción y reclamo de ningún género délas partes contratantes. 

Que la interpretación que hace el locador del contrato cele- 
brado con el locatario, en un escrito contestando la contrade- 
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manda, para establecer qae existen dos con tratos , uno de 
arrendamiento del campo, y otro de mutuo de las haciendas, no 
debe tomarla en consideración el Juzgado, porque no ha sido 
puesta esa cuestión en el escrito de demanda, ni ha sido discu- 
tida siquiera en el curso del juicio. 

Que finalmente, Caballero ha gozado los derechos de locata- 
rio en las cosas arrendadas, como lo confiesa, y continúa en po- 
sesión de ellas con ese carácter^ no siendo entonces justo que se 
exonere de los deberes que como á tal locatario le corresponden. 

Por estos fundamentos^ fallo declarando rescindido el con- 
trato de foja 10 y obligado el locatario al pago del arrenda- 
miento estipulado, hasta que ponga al locador en posesión de 
las cosas arrendadas, lo que deberá verificarlo en el término de 
tresm6ses, con más los intereses correspondientes á las anuali- 
dades vencidas, cuaiculados con arreglo ala tasa que cobran los 
bancos públicos, debiendo el locatario hacer el pago de las anua- 
lidades vencidas y sus intereses en el plazo de 10 días, no ha- 
ciendo lugar á los reclamos de haciendas, ni á las indemniza- 
ciones de pérdidas á intereses que hace el locatario. 

Las costas serán satisfechas en el orden causadas. Hágase 
saber con el original, y repónganse los sellos. 

E, A. Lujambio. 



La parte de Peluffo pidió se dictara inhibición general, con- 
tra el fiador de Don Tomás Caballero. 
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Fallo del #uea Federal 



Corrientes, Noviembre 4 de 1892. 

Habiendo cesado por ahora, la jurisdicción del Juzgado en la 
causa, por la apelación deducida por ambas partes de la sen- 
tencia definitiva, ocurra donde corresponda. 

E. A, Luj amblo. 

Pedida reposición y apelado in subsidiumy se dictó el si- 
guiente: 



Auto del Jues Federal 



Corrientes, Noviembre 16 de 1892. 

Vistos y considerando: Que la inhibición general de enaje- 
nar pedida en la solicitud de foja 126, contra el fiador Luis M. 
Caballero, fundada en la sentencia apelada de foja... que decla- 
ra la rescisión del contrato de arrendamiento celebrado entre 
el solicitante y Don Tomás M. Caballero, y en el cual aparece 
como fiador aquel, no es^ como lo pretende el recurrente, un 
juicio nuevo, independiente del derescicion que ha salido déla 
jurisdicción del proveyente por la apelación deducida, porque, 
en primer lugar, la inhibición en el caso que estuviere autoriza- 
da, como el embargo, el arraigo, no es un juicio, es una medida 
preliminar que antes de entablarse una demanda ordinaria 
pudo pedirse, y Pelnffo no solamente no demanda á Luis M. 
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Caballero, pero ni siquiera promete hacerlo; y porque, en se- 
gundo lugar, como puede verse en los encabezamientos de los 
escritos del solicitante, se presenta en los autos contra Tomás 
M. Caballero, sobre rescicion de su contrato de arrendamiento, 
es decir, en el juicio que dio por resultado la sentencia apelada 
para ante la Suprema Corte. 

Que si como lo reconoce Peluffo, el Juez a quo, no puede mo- 
dificar ni ejecutar la sentencia que ha pronunciado, mientras 
se encuentre en apelación, también debe reconocer que el pro- 
Teyente no puede agregar ó aminorar en nada las obligacio* 
nes contenidas en su fallo, aun cuando sea para asegurar sn 
cumplimiento, máxime cuando, como en el presente caso, la 
medida que se solicita afecta á persona que no ha sido parte en 
el juicio, cuyoresultado se quiere asegurar con lá medida soli- 
citada. 

Que es principio inconcuso, que la jurisdicción del Juez aquo 
queda completamente suspendida, en viftud déla apelación le- 
gítimamente interpuesta y concedida libremente y en ambos 
efectos, como en el presente caso, y nada puede hacer de nuevo 
en la causa. « Tonemos por bien y mandamos, dice la ley 26, 
título 23, partida 3^*, que mientras que el pleito anduviere ante 
el judgador del alzada, que el otro Juez de quien se alzaron 
non faga ninguna cosa de nuevo en el pleito sino 6n aquello so- 
bre que fué dado el juicio». 

Todo lo que en contrario á esta ley hiciese el Juez inferior en 
la causa, se llama atentado y debe revocarse por el mismo Juez 
ó superior. (Cur. Filip., parte 5*, 1, número 2^). 

Que no es exacto, como lo cree el recurrente, que la petición 
de inhibición, aceptada la falta de jurisdicción del proveyente, 
no tendría Juez, desde que la Suprema Corte no puede fallar 
otros capítulos no deducidos en la 1** Instancia, porque en un 
caso idéntico al presente^en un juicio ordinario seguido por Don 
José Luis Cabral, por cobro de pesos contra Don Pedro Soor- 
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21, que este Tribanal falló condenando al demandado á sn pago, 
quien apeló de ese fallo, el apelado pidió entonces ante la Supre- 
ma Corte el embargo preventivo de los bienes de Scorza, fun- 
dándose en las consideraciones de la sentencia apelada, lo que 
le fué concedido. 

Por estos fundamentos, no ha lugar á la reposición del auto 
número 1656, de fecha 4 del corriente y concédese el recurso de 
apelación en relación, debiendo este incidente correr agregado 
al juicio principal que debe remitirse á la Suprema Corte, co- 
mo está ordenado. 

Hágase saber j repónganse los sellos. 

/?. A. Lujambio. 



Fallo de la (¡Suprema Certe 

Buenos Aires, Julio 14 de 1894. 

Vistos : Los recursos de nulidad y apelación deducidos con- 
tra la sentencia de foja ciento quince. 

Considerando en cuanto al piimer punto de estos recursos : 
Que la parte de Caballero no ha expresado al interponerlo, ni en 
el escrito de expresión de agravios^ cuál es la nulidad que afecta 
á la sentencia recurrida, nulidad que tampoco se descubre que 
exista en autos; por ello se declara no haber lugar á dicho re- 
curso. 

Considerando respecto á los recursos de apelación : Que des- 
de la celebración del contrato de foja diez, en cuya fecha se re- 
cibió Caballero del campo, materia de la locación, hasta que se 
dedujo la demanda de foja primera, han transcurrido dos años 
sin que el locatario Caballero haya satisfecho una sola de las 
anualidades del arrendamiento estipulado. 
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Que en consecuenoia procede la resciciondel contrato, como lo 
ha solicitado el locador Peluffo^ y lo ha declarado la sentencia 
apelada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo mil 
quinientos setenta y nueve del Código Civil. 

Queel hecho alegado por Caballero, de haber sido despojado 
del campo y haciendas que tenía en él, en virtud del interdicto 
deducido contra Pelnffo por su esposa, no es razón bastante 
para dejar de pronunciar la rescicion solicitada, desde que apa- 
rece de las constancias de autos que aquel fué restituido á lapo- 
sesión del campo y haciendas, con los aumentos de que instru- 
ye el acta de foja treinta y seis, habiéndose conservado dichas 
haciendas en el mismo campo, durante el tiempo de la despose- 
sion, á lo que debe agregarse^ que ha tenido además la tran- 
quila posesión de ambas cosas por más de dos años, sin abonar 
á pesar de ello, anualidad alguna, como resulta sumande el 
tiempo de posesión anterior al despojo, con el de posesión pos- 
terior á éste hasta que se trabó la litis contestación. 

Que por loque hace á la pretensión de Peluffo, de que se le 
paguen á oro los arrendamientos vencidos después de los dos 
primeros años del contrato, ella no es seguramente arreglada á 
derecho, ya en cuanto se refiere al tiempo desde el cual cobra 
diferente arrendamiento del estipulado, ya también por lo que 
respecta á la clase de moneda. 

Que para demostrarlo primero basta observar que el artícu- 
lo mil quinientos setenta y nueve del Código Civil, en que Pelu- 
ffo funda su demanda, no establece la rescicion del contrato zp- 
$0 jure por la faltado pago de dos períodos sucesivos de arren- 
damiento, sino que faculta al locador para pedir con este mo- 
tivo dicha rescisión; lo que implica que ella debe declararse, 
cuando él la solicita. 

Que aunque con arreglo al artículo mil quinientos setenta y 
nueve del Código Civil, cuando el locatario deja de pagar dos 
períodos consecutivos de alquileres ó renta al locador, puedede- 
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mandar la rescicion del contrato, con indemnización de pérdi- 
das é intereses, Peloffo no ha comprobado otros perjuicios que 
los resultantes del retardo del pago del precio déla locación, 
pues admitiendo que tuviera derecho á cobrar desde la deman- 
da un mayor alquiler que el estipulado, por razón de daños y 
perjuicios, ello no sería sino á condición de haber acreditado 
que ese mayor precio correspondía al valor locativo de la pro- 
piedad arrendada^ lo que no ha verificado, por no ser bastante 
al efecto el comprobante de foja sesenta y dos, que ha presenta- 
do con ese fin, por cuanto el contrato áque ese comprobante se 
refiere, se ha celebrado sobre bases que, por sus desemejanzas, 
no permite equipararlo al que motiva el presente juicio, siendo 
por otra parte indudable que el citado Peluffo no ha podido por 
sí determinar el monto de los perjuicios. 

Que respecto de la reconvención que dedujo-Caballero y áque 
no ha hecho lugar la sentencia apelada, procede la confirmación 
de ésta, por sus fundamentos, céntralos cuales nada útil ha ale- 
gado el apelante para pedir la revocación de la misma. 

Por estas consideraciones, se confirma la sentencia apelada 
de foja ciento quince, sin hacer lugar á la condenación en costas 
pedida por Peluffo, por no haber mérito para ello. 

Y considerando, en cuanto al recurso interpuesto contra el au- 
to de foja ciento veinte y siete : que el juez no se ha pronuncia- 
do sobre la solicitud defojacíento veinte y seis, fundándose en 
haberse desprendido de su jurisdicción por razón de la apela- 
ción concedida en la causa, y no quedando, en consecuencia, aten- 
ta la presente sentencia, materia sujeta al fallo de esta Supre- 
ma Corte, devuélvanse, previa reposición de sellos. Notifíque- 
se con el original. 

benjamín paz.-— luis V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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€IiX 



Don Gregorio Villarreal, después doña Josefina Márquez, contra 
don Toribio J. Zarate ; sobre interdicto de recobrar 



Sumario. — Contra el detentador de la cosa, cuya posesión se 
reconoce pertenecer á una sucesión, procede el interdicto de 
recobrar á favor del comprador de los derechos hereditarios de 
la misma. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jiies Vederal 



Buenos Aires, Agosto 2 de 1893. 

T vistos estos autos seguidos por Don Gregorio Villarreal 
contra Don Toribio J. Zarate, sobre interdicto de recobrar la 
posesión, de los que resulta: 

Que á foja 1 , se presentó el señor Villarreal manifestando que 
los señores Torre y Carranza y Octavio Bellini, sucesivos re- 
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presentantes de los herederos de Doña Adelina Yaqueiros de 
, Bolín, poseyeron quieta y pacíficamente desde i883 el terreno 
situado en la esquina de las calles Santa Fe y Ministro Inglés; 
que el recurrente compró en 1889 las acciones y derechos de di- 
chos terrenos y entró de hecho en la posesión del terreno y 
casa de material en él ubicada, continuando así la de sus ante- 
cesores; que Bellini siguió por su cuenta con la administración 
del bien raíz y alquiló, por convenio verbal^ á Zarate dos piezas 
de material situadas en él, realizando además, como administra- 
dor de Yillarreal, diversos actos conservatorios en el mismo te- 
rreno; que posteriormente y habiéndole exigido á Bellini la 
entrega judicial del terreno y rendición de cuentas, obtuvo, 
ante el Juzgado de Faz de la sección octava, esa entrega, 
con excepción de las piezas ocupadas por Zarate, quien se ne- 
gó á desocuparlas; que habiéndolo demandado por desalojo y 
siendo desechada esta demanda, venía á deducir el correspon- 
diente interdicto de recobrar la posesión, fundado en los artícu- 
los 2464 del Código Civil y 322 de la ley nacional de Procedi- 
mientos. 

Que convocadas á juicio verbal las partes, el demandante re- 
produjo su demanda y el demandado contestó que nunca había 
poseído el terreno á nombre de Yillarreal sino de Don Martin 
Oldazabal, representante de la testamentaría de Yaqueiros, 
quien le había encargado que le cuidara la casa. Con tal motivo 
produjese la prueba que corre agregada de foja 14 á foja 67 y 
el expediente traído del Juzgado de Paz de la sección 8*. 

Y considerando : Que el artículo 328 de la le^ nacional de 
Enjuiciamiento exige como requisitos para que tenga lugar el 
interdicto de recobrar la posesión: 1^ Que el que lo intente y su 
causante hayan tenido la posesión de la cosa demandada; 2° Que 
haya sido efectivamente despojado de esa tenencia, debiendo 
designarse los hechos y el autor del despojo. 

Que tanto en el escrito de demanda de foja 1** reproducido en 

T. VI 24 
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el juicio verbal de foja 14, como en el pliego de posiciones pre- 
sentado á foja 15, el demandante reiteradamente establece que 
Zarate entró á ocupar las piezas que habita como inquilino del 
actor ó de su representante y la prueba producida, en el mejor 
de los casos, sólo podría serle favorable en el sentido de deter- 
minar la veracidad deesa pretensión. 

Que en tal concepto, no habiendo Zarate efectivamente des- 
pojadoal actor de su posesión, éste no habría justificado uno de 
los estremos exigidos por la ley para la admisión del interdicto 
entablado. 

Por estos fundamentos: fallo, no haciendo lugar á la acción 
interpuesta. Repóngase el papel, y hágase saber con el origi- 
nal. 

J. V. Lalanne. 



Fallecido Yillarreal, se presentó al juicio Doña Josefina 
Márquez con una escritura declaratoria^ según la cual Yilla- 
rreal había comprado para ella los derechos y acciones á los he- 
rederos Yaqueíro. En virtud de esto, el Juez tuvo por parte ala 
señora Márquez, quien interpuso contra la sentencia los recur- 
sos de apelación y nulidad que le fueron concedidos. 



Fallo de la Suprema C^rte 

Buenos Aires, Julio 17 de 1894. 

Yistos y considerando: Que la demanda tiene en su apoyo la 
escritura pública de foja ochenta y ocho, según la cual Doña 
Josefina Márquez es sucesora de los derechos hereditarios de 
Yaqueiro. 
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Qoe Don Toribio Zarate, como única defensa, pretende conser* 
var la tenencia del inmueble encoestion; invoca á sn vez el do- 
cumento simple de foja seis, expediente agregado, que dice otor- 
gó Don Martin Oldazabal, llamándose representante de los 
herederos de Vaqueiro. 

Que con estos antecedentes resulta bien averiguado, aún por 
confesión de Zarate, que es la sucesión Yaqueiro quien tiene la 
posesión del inmueble, con arreglo á1os artículos dos mil tres- 
cientos cincuenta y uno y dos mil cuatrocientos sesenta y dos 
del Código Civil, siendo así incuestionable no sólo que aquel 
no tiene, ni pretende tener esa posesión, sino que la reconoce 
en la citada sucesión. 

Que aún admitiendo la existencia y eficacia del contrato de 
foja seis, expediente agregado, él, según sus propios términos, 
no daría derecho á Zarate para resistir la desocupación que se le 
ha requerido por los sucesores de Vaqueiro. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de foja 
ochenta y dos, y se declara que Don Toribio J. Zarate debe de- 
socupar la finca que ocupa, dentro del término de diez días. 
Sepuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BÜNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CXXI 



El Banco Nacional, contra Don Salvador Gómez, por cobro de 
pesos; sobre levantamiento de inhibición 



Sumario. — Cuando se pide la cesación de la inhibición gene- 
ral, ofreciendo bienes en garantía, la suficiencia de estos, en 
desacuerdo de las partes, debe ser decidida por el Juez de la 
causa, previos los trámites ilnstrativos que considere necesa- 
rios. 



Caso. — El representante del Banco Nacional inició ejecución 
contra Don Salvador Gómez, por la cantidad de 91.884 pesos oro 
sellado y 284.000 moneda legal, la cual quedó después reduci- 
da en virtud de pagos parciales, á 16.369 pesos con 70 centa- 
vos moneda legal, «'iscendiendo la deuda á oro á 111.547 pesos 
con 98 centesimos, por acumulación de intereses. 

En el escrito con que el ejecutante preparó la ejecución, pi- 
dió que, bajo la responsabilidad del Banco, se decretase contra 
el deudor una inhibición preventiva, por no conocerle bienes. 

Por auto de Abril 15 de 1891, el Juez decretó inhibición ge- 
neral de enajenación contra el deudor. 
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El señor Gómez ofreció bienes á embargo para hacer cesar la 
inhibición, y á oposición del Banco se dictó el 



Fallo del Jínes Federal 



Buenos Aires, Junio 19 de 18d4. 

Atento lo manifestado en el precedente escrito, no ha lugar 
al levantamiento de la inhibición decretada, hasta tanto se 
ofrezcan bienes á satisfacción del acreedor. 

Campillo, 



Fallo de la Suprema Corte 



Bueuos Aires, Julio 17 de 1894. 

Vistos y considerando: Que la inhibición general de bienes, 
que sólo procede al objeto de garantir la eficacia de un derecho, 
no paede tener lugar sino en defecto de fianza ú otra garantía 
suficiente. 

Qne por consiguiente, la inhibición decretada en este juicio 
debe cesar nna vez que el demandado presente bienes bastantes 
á garantir su obligación á favor del Banco. 

Que encaso de desacuerdo entre las partes en la estimación 
de los bienes presentados, es al Juez á quien corresponde deci- 
dir la diferencia, previos los trámites ilustrativos qne considere 
necesarios, de conformidad con los principios generales y con 
la doctrina qne surge del artículo dos mil del Código Civil. 
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Por estos faadamentos: se revoca el auto apelado de foja 
ciento cuarenta y ana, en cuanto declara que la garantía debe 
86r á satisfacción del acreedor; y repuestos los sellos, devuelvan^ 
se para que el Juez de sección proceda de conformidad con esta 
resolución. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁ- 
RELA.— ABEL BAZAN. —OC- 
TAVIO BDNGE. 



CAUSA CI4XII 



El Banco Nacional, contra Don Benito Cortés, por cobro de pesos; 

sobre infracción á la ley de sellos 



Sumario. — La agregación de estampillas no inutilizadas por 
la Administración, á un documento que debe ser extendido en 
papel sellado, importa una infracción ala ley de sellos. 



Caso. — El representante del Banco ocurrió al Juzgado con 
una letra firmada por Don Pablo Noblet, con poder de Don Be- 
nito Cortés^ pidiendo que se mande expedir por el Jefe del Ar- 
chivo, testimonio de la respectiva escritura de poder. 

El Juzgado confirió vista al Procurador Fiscal del documento 
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acompañado, por haberse agregado dos estampillas para inte- 
grar el sello. 



VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

Aon cuando la ley de papel sellado ha limitado el nso de es- 
tampillas á ciertos y determinados casos, no entiendo qae la 
prohibición del artículo 62 llegue hasta excluir la integración 
con estampillas en documentos como el presente, con tal que se 
asegure el derecho que corresponde al valor de la obligación. 

Si ésta estuviera extendida en papel común ó sellado de me- 
nor valor, importaría evidentemente una defraudación al Fisco; 
pero completado el valor con títulos emitidos por el Estado para 
garantir y facilitar la percepción de la renta, que se emplean en 
esta clase de obligaciones, no constituye una infracción y por lo 
tanto esta exento de penalidad. 

Considero, pues, que V. S. debe dar curso á la acción dedu- 
cida. 

G. G. Vieyra. 



Fallo del Jíuez Federal 

La Plata, Octubre 21 de 1893. 

Autos y vistos: Considerando: 1^ que el artículo 62 de la ley 
de papel sellado ha circunscrito el uso de estampillas exclusiva- 
mente á los casos señalados por la misma, entre los que no se 
encuentra el presente. 

i^ Que 6n la letra de foja 1^ se ha usado 6 está extendida en 
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una con el sello de nueve pesos, debiendo de serlo de veinte pe- 
sos, y para darle este valor se le ha agregado ana estampilla de 
diez pesos y otra de uno^ lo que ha estado constantemente pro- 
hibido. 

3® Que esa integración sólo podía admitirse en el caso de que 
las estampillas integrantes estuviesen inutilizadas porlaDirec- 
cion de Bentas, ó alguna de sus oficinas autorizadas al efecto, 
lo que no sucede en este caso^ pues ni aun están inutilizadas. 

Por ello: resuelvo declarando que se ha violado la ley de se- 
llos, y vuelva en su consecuencia el expediente al señor Procu- 
rador Fiscal, para que pida loque corresponda. Regístrese, re- 
póngase la foja. 

Mariano S, de Aurrecoechea. 



Fallo de te Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 17 de 1894. 

Vistos: De conformidad con lo dispuesto en el artículo pri- 
mero de la ley de papel sellado para mil ochocientos noventa, 
con lo expuesto y pedido por el señor Procurador General, y por 
sus fundamentos concordantes: se confirma el auto apelado de 
foja tres vuelta, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN.— OCTAVIO BüN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CI4XIII 



Contra Don Justino Grané y Don Crispin Zapata ; 

sobre contrabando 



Sumario. — El delito de contrabando paede ser probado por 
piesanciones que reúnan las condiciones requeridas por el artí- 
culo 358 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 



Vistos, resulta: 1^ Que el 18 de Diciembre del año próximo 
pasado, embarcó el vapor cMontevideo», en su viaje de subida 
número 95, en el puerto de Montevideo, con destino al Salto lo 
siguiente: RJG, sesenta barricas de tabaco; RGr, cuarenta 
barricas de tabaco, y en el viaje número 100 de 22 de Enero 
del corriente año, lo siguiente : G A E, sesenta barricas de taba- 
co; O E, sesenta barricas de tabaco, para el mismo destino^ lo 
que forma un total dé 220 barricas que desembarcó en el puerto 
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del Salto Oriental, según lo certifica el capitán de dicho vapor, 
en SQ informe de foja 34, agregando que la marca S que tienen 
las barricas fué puesta á bordo con tinta punzó, para designar 
con esa letra el punto de su destino. 

S"" Que la Receptoría del Salto Oriental, en el informe que 
transcribe el Cónsul argentino de aquella localidad, de foja 31 
vuelta, expresa haberse recibido en aquella Aduánalas mencio- 
nadas partidas de tabaco procedentes de Montevideo, en trán- 
sito para el Brasil, las que fueron reembarcadas el 30 de Enero 
del corriente año en el Ferrocarril á dicho destino por vía de 
Santa Bosa. 

3° Que habiendo pedido informes al Vice-Cónsul argentino 
en Santa Rosa, éste no pudo obtenerlos oficiales^ pero sí extra- 
oficiales, como consta á foja 35 vuelta y 36, de los que resulta 
que el pailebot cLeandro Gómez», de propiedad del señor Grané, 
de Santo Tomé, cargó en el puerto del Cuareim (resguardo de 
Santa Rosa), por el muelle del Ferrocarril las doscientas veinte 
barricas de tabaco bajo permiso de reembarco para puertos del 
Brasil y que cargado con los bultos mencionados levó anclas ha- 
ciendo rumbo al puerto del Ceibo (Monte Caseros), en donde an- 
cló el mismo día de su salida. 

4° Que estos informes están constatados oficialmente por la 
nota de foja 127 del Cónsul General de Montevideo^ en la que 
transcribe el informe del Contador Interventor de Aduana, ex- 
pedido por mandato de la Dirección de Rentas, que dice textual- 
mente lo siguiente : 

€ En los documentos archivados en esta oficina y que corres- 
ponden á la Receptoría de Santa Rosa, se encuentra un permiso 
en el que consta que las 220 barricas indicadas en la nota adjanta 
(véase foja 1 17), fueron reembarcadas para ITruguayana en el pai- 
lebot argentino cLeandro Gómez», el día 2 de Febrero último.» 

5^ Que el mencionado buque entró á este puerto el día 2 de 
Febrero, de 3 á4 de la tarde, con procedencia del Cuaieim, segan 
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lo manifiesta el Patrón en sus declaraciones de fojas 124 y 133 
(annque niega haber cargado allí las barricas) habiendo forma- 
lizado sa entrada el día siguiente tres. 

6"^ Qoe al formalizar su entrada en esta Aduana de Monte 
Caseros, en vez de los documentos de Santa Rosa presentó des- 
pachos de Santo Tomé é hizo su manifiesto como procedente de 
aquel puerto. 

7^ Que en la guía de foja 60 constan las mismas partidas de 
barricas con iguales marcas, etc., á las reembarcadas en Cua- 
reim, las que se desembarcaron y siguieron para el Ferrocarril 
á Concordia, punto de su destino. 

S° Que llegada la carga á Concordia, el Administrador de 
aquella Aduana trabó embargo sobre ellas porque tenía denun- 
cias de que procedíao de Montevideo y de la defraudación que 
se intentaba llevar á cabo . 

9^ Que averiguado quién era el dueño ó consignatario de la 
mercadería resulta que es Don Justino Grané, según lo hace sa- 
ber el señor Agenor Yillalonga en su escrito de foja i% suscrito 
también por el señor Grané. 

lO' Que en la declaración de fojas 26 á 28 vuelta, dicho se- 
ñor manifestó que las 220 barricas de tabaco que se hallaban 
embargadas las había cargado en Santo Tomé, y que lo pro- 
baba con los documentos suscritos por él, y despachados por 
aquella Aduana, agregando que el tabaco es criollo como lo ex- 
presa la guía número 13 de foja 60. 

11^ Que sometida la mercadería á una verificación pericial, 
tanto el Vista y Contador de la Aduana de Concordia como el 
Tribunal de Vistas de la Capital, clasificaron el tabaco de bra- 
silero, como consta á fojas 47 y 74. 

12^ Que inspeccionadas interiormente las barricas se nota que 
las marcas no han sido alteradas, que tienen además la letra S, 
puesta á bordo, según lo manifiesta el capitán en su informe de 
foja34, observando en algunas la palabra cMontevideo», que ha 
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sido cepillada en casi todas las barricas, y que la palabra Remo- 
vido con que están marcadas no es exactamente ignal á la que 
se usaba en Santo Tomé. Todo esto consta en el informe de foja 
Al vuelta. 

13^ Que la declaración prestada por el guarda que cumplió 
la guía en Santo Tomé, Don Eduardo Yigneaux, foja 9 y siguien- 
tes, se dice que las barricas eran de las que habían servido para 
azúcar, con sunchos de madera, mientras que las embargadas 
son nuevas y con sunchos de fierro; así como la marca de remo- 
vido es con tinta y no con betún, como dijo se usaba allí; dice 
también que el buque llevaba troja mientras que el Patrón de- 
clara á foja 133 vuelta que no venía completamente cargado, 
que tenía espacio para más carga. 

IA° Que en la declaración del agente, defoja?, expresa que el 
río estaba sumamente bajo cuando entró el buque al puerto j 
que habría necesitado de 10 á 15 días para el viaje desde Santo 
Tomé y éste aparece despachado el 27 de Enero y entró el 2 de 
Febrero. 

15^ Que el escrito presentado por el señor Faustino Grané 
á foja 95 vuelta, ofrece como pirueba de la legal procedencia 
del tabaco, que dice ser de producción nacional^ quince guías te- 
rrestres expedidas por las autoridades de Concepción y San Ja- 
vier; que examinados dichos documentos, arrojan un total de 
29.394 kilos de tabaco que de dichos puntos entraron á Santo 
Tomé por cuenta del señor Grané según la planilla de foja 10 y 
desde Abril del año 91 hasta Enero del corriente año. 

16^ Que pedidos á la Aduana de Santo Tomé los datos res- 
pecto á la exportación del mismo artículo, resulta que desde Ma- 
yo]del91 hasta Enero del 92, el mismo señor ha exportado kilos 
57.163 de tabaco denominado criollo sin contar los 21.405 ki- 
los neto que es el peso de las 220 barricas. 

17^ Por último, que las demás circunstancias expuestas no 
deben tom(\rse en consideración dado el cúmulo de pruebas feha- 
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cientes qae ponen en evidencia nn hecho respecto del cual no 
cabe la menor duda, y es que las 220 barricas de tabaco brasi» 
lero, desembarcadas por el pailebot «Leandro Gómez» son las 
las mismas que cargó en Cnareim el día 2 de Febrero de reem- 
barco, de Santa Rosa procedente de Montevideo. 

Y considerando : 1^ Que está suficientemente probada la de- 
fraudación que estuvo á punto de consumarse desembarcando una 
mercancía sujeta á derecho con documentosque^ si bien revisten 
los requisitos legales, han podido obtenerse simulando una ope- 
ración que no se ha efectuado. 

2*^ Que ante la fé que merecen los documentos públicos que 
obran en este expediente, expedidos por autoridades aduaneras 
y consulados, no tienen valor alguno Jas declaraciones negativas 
de las partes interesadas ni las afirmaciones en contrario. 

3^ Que en las aduanas de la República todo hecho que tiende 
á defraudar la renta, es. penado con la pena de comiso cuando 
la defraudación se intenta sobre cantidad de efectos. 

4*^ Que los que resultan directamente responsables, son : 
por una parte, el señor Jutino Grané, consignatario de la mer- 
cancía, y Don Crispin Zapata, patrón del buque conductor. 

5** Que en cuanto á los empleados que resultan complicados, el 
gobierno, procediendo administrativamente, los ha separado de 
sus puestos. 

6" Que no está probada la complicidad en la defraudación de 
las demás personas que han intervenido en la operación por ra- 
zones de su profesión. 

Por estos fundamentos, y en uso de la facultad que me con- 
fieren la ordenanzas de Aduana, fallo : de acuerdo con lo artí- 
culos 1025y 1026 de las mismas, declarando caídas en la pena 
de comiso las 220 barricas de tabaco que se hallan detenidas en 
la Aduana de Concordia, y condenando á pagar una multa igual 
al valor de dichas mercaderías á Don Crispin Zapata, patrón del 
buque que las condujo. Notifíquese por el actuario á quienes 
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corresponda, y fecho resérvese por el término de ley, pasado el 
cual se procederá á sa ejecncion. 

Santiago Argerich. 
Admioistrador de Rentas Nacionales. 



Fallo del Jíues Federal 



Paraná, Mayo 10 de 1893. 

Vistos: resalta lo sigílente: Que el vapor «Montevideo», con 
fecha 18 de Diciembre de 1891, tomó ¿su bordeen el puerto de 
Montevideo, para conducir al Salto, cien barricas]de tabaco bra- 
silero con peso de 11.700 kilos, sesenta con la marca R JG y 40 
con la RG. 

£1 mismo vapor embarcó también en Montevideo y con el mis- 
mo destino y con fecha 22 de Knero de 1892, ciento veinte ba- 
rricas de tabaco de igual clase y procedencia que el anterior, de 
las que sesenta tenían marca G AE y las sesenta restantes GE, 
todas con peso de 13.973 kilos, de modo que en los dos viajes con- 
dujo doscientas veinte barricas de tabaco conteniendo veinti- 
cinco mil seiscientos setenta y tres kilos tabaco negro brasi- 
lero . 

Este hecho está plenamente justificado por el capitán del 
vapor, de foja 338 vuelta^ ratificado áfoja 343 y principalmente 
por el de la Aduana de Buenos Aires, fojas 40 y 41 , en donde fué 
manifestada esa carga en tránsito, con fecha 19 de Diciembre 
de 1891 la primera partida y 25 de Enero de 1892 la segunda. 

Estas barricas estaban señaladas en las tapas con la letra S, 
con tinta punzó, puesta á bordo del vapor «Montevideo», para 
designar el punto de su destino, según el informe citado del 
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capitán del vapor, confirmado por la carta del mismo Grané á 
dicho capitán en la tercera pregunta qae le dirige traída por el 
mismo Grané á los autos de foja 223. Las dos partidas de tabaco 
con las mismas marcas, llegaron al Salto en 20 de Diciembre de 
1891 la primera, y en 25 de Enero de 1892 la segunda; y el 
30 del mismo mes de Enero fueron despachadas por la Aduana 
del Salto en tránsito para el Brasil, por vía de Santa Rosa, lo 
que está justificado por el informe oficial del Receptor de Adua- 
na de aquella ciudad, transcrito por el Cónsul argentino de la 
misma en la nota que corre á foja 31, reembarcándose el dia 2 
de Febrero siguiente en Santa Rosa con destino á üruguayana 
en el pailebot «Leandro Gómez», hecho que está comprobado no 
sólo por el informe del Contador Interventor de la Aduana de 
Montevideo, con referencia á las constancias del archivo trasmi- 
tido por el Cónsul General argentino, foja 127, sino también por 
los documentos traídos como prueba por el mismo Grané á fojas 
230 y 231. A este propósito el Yice-Cónsul argentino de Santa 
Rosa dice á fojas 35 y 36, que el informe oficial le fué negado 
por el Receptor de Aduana, pero extra- oficialmente, se ha infor- 
mado que el pailebot «Leandro Gómez», de propiedad del señor 
Grané, de Santo Tomé, cargó en el puerto de Cuareim (resguardo 
de Santa Rosa) las doscientas veinte barricas de tabaco por el 
muelle del Ferrocarril con permiso de reembarco para el Brasil, 
inmediatamente de cargado levó ancla haciendo rumbo al puerto 
de Ceibo (Monte Caseros) en donde ancló el mismo día de su sa- 
lida. 

Que efectivamente resulta también probado no solo por la 
confesión del patrón del «Leandro Gómez», foja 124, sino tam- 
bién por los documentos presentados por Granó á fojas 230 y 
231^ que el mismo día 2 de Febrero que salió este pailebot del 
Cuareim fondeó en el puerto argentino del Ceibo de tres á cuatro 
de la tarde, según el patrón, fojas 124 y 133. 

Que resulta asimismo que el pailebot «Leandro Gómez» fué 
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despachado del puerto argentino de Santo Tomé con destino á 
Concordia el día 26 de Enero del mismo año 1892, conduciendo 
de removido, también, doscientas veinte barricasde tabaco crio- 
llo, guía de foja 60 y declaraciones de fojas. . . 

Que como se ha visto anteriormente, el pailebot en su viaje 
arribó primero al Guareim, puerto extranjero, cargó allí las 
doscientas veinte barricas de tabaco brasilero y en seguida, el 
mismo día 2 de Febrero dio entrada en el Ceibo, puerto de Mon- 
te Caseros. 

Que en este puerto el agente señor Fagoaga presentó tan sólo 
la ^uia despachada por la Aduanado Santo Tomé el 26 de Ene- 
ro^ para obtener el trasbordo de la carga al Ferrocarril del 
Este, haciendo figurar en el manifiesto presentado, únicamente 
las doscientas veinte barricas de tabaco y no la de yerba y caña 
que aparecen en la guía de Santo Tomé, sin presentar guía ni 
otros documentos de despacho de Santa Rosa. 

Que así, las doscientas veinte barricas conducidas por el 
cLeandro Gómez» fueron introducidas á Monte Caseros y tras- 
portadas á Concordia sin pagar derechos de importación, como 
conteniendo tabaco criollo, removido de un puerto argentino. 

Que al llegar á Concordia por el Ferrocarril, el Administra- 
dor de Aduana diciendo tener noticias de que eran introducidas 
de contrabando decretó la formación del sumario correspon- 
diente y el embargo délas barricas, las que fueron trasportadas 
en los depósitos de aduana con fecha 6 de Febrero, y recien el 
12 de Marzo las hizo inspeccionar por el Vista y el Contador sin 
la intervención del propietario y de ningún otro que lo repre- 
sente. 

Que según esa inspección las barricas llevan la letra S puesta 
en las tapas con tinta punzó y tienen las marcas CJR, CB, 
G E, GAE; están aseguradas por sunchos de fierro en sus ex- 
tremos y se nota la palabra removido que tienen estampadas, 
difieren de las que usa el resguardo de Santo Tomé en la forma 
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de la letra, según lo demuestra el modelo traído para el cotejo, 
así como que la palabra cMontevideoí ha sido cepillada en al- 
gunas barricas (informe de foja 47). 

Que sometida á examen la mercancía contenida en ellas, según 
la opinión del Vista y Contador de Concordia, y los vistas de la 
Capital Federal^ en presencia dé una muestra enviada por el 
Administrador sumariante, el tabaco resulta ser brasilero y no 
criollo, pero examinada nuevamente por orden de este Juzgado 
una muestra sacada de las mismas barricas por el Administra- 
dor de Monte Caseros, los vistas de la Capital Federal encuen- 
tran que no es posible establecer con seguridad si el tabaco es 
brasilero 6 criollo (informe de foja 287). 

Que el propietario de la carga conducida por el cLeandro 
Gomezi es Don Justino Grané, según las declaraciones del mis- 
mo, foja. . ., y del consignatario señor Yillalonga. 

Que mientras se instruía el sumario administrativo, D. José 
López, Administrador de la Aduana de Concordia, fué recusado 
ante el Poder Ejecutivo como interesado en la condenación de 
la mercadería, por no aparecer otro denunciante que él, con 
cuyo motivo pasó la causa al Administrador de Monte Caseros, 
que después de ampliar el sumario pronunció el fallo de foja.» . 

Pendiente la causa ante este Tribunal, el Administrador re- 
cusado Don José López embargó el pailebot «Leandro Gómez», 
motivando con este hecho el reclamo del propietario, corriente á 
fojas 134 y 139. 

Y considerando : En cuanto á la nulidad del procedimiento 
administrativo : Que ésta se funda en que el Administrador de 
Concordia, que lo inició, fué recusado por causa legal, y además 
que tanto él como el Administrador de Monte Caseros que lo 
continuó y resolvió actuando sin jurisdicción, según el artículo 
1034 délas ordenanzas, poi haberse iniciado el sumario cuando 
la mercadería que constituye la materia del proceso, viajaba 
por el Ferrocarril, despachada por la Aduana de Monte Caseros 

T. VI 25 
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y por lo tanto cuando había salido ya de la jarisdiccion de la 
Aduana^ y también en que no existe el parte del dennnciante 
que según el artículo 1054 de las ordenanzas debe preceder al 
sumario. 

Que la guía de Santo Tomé^ foja 60, demuestra que las dos- 
cientas veinte barricas de tabaco fueron despachadas para Con- 
cordia y no para Monte Caseros; así lo demuestra también el 
proveído siga á su destino, puesta al pié de la misma por la 
Aduana de Monte Caseros, y lo prueba finalmente el no haberse 
seguido para el desembarque en esta última la tramitación esta- 
blecida por el artículo 474 y siguientes para el despacho á pla- 
za en la Aduana del destino ; de modo que mientras las barricas 
llegasen á la Aduana de Concordia y saliesen de ella, se encon- 
traban bajo la juiisdiccion administrativa, y en tal caso el Ferro 
carril que las trasportaba de Monte Caseros & ésta última ha- 
cía el servicio de lancha como ha dicho muy bien su adminis- 
trador. 

Así se deduce claramente del artículo 765 de las ordenanzas, 
que dispone que el movimiento de mercaderías nacionales ó na- 
cionalizadas que se remuevan de un punto á otro de la República 
y que para ello tenga que atravesar las líneas que forman las 
aduanas ó receptorías ó resguardos de fronteras quedan sujetas 
á la jurisdicción de éstas. 

Que por lo tanto, aunque fuesen nulos, como efectivamente lo 
son, los procedimientos del Administrador de Concordia, por es- 
tar recusado, los del Administrador de Monte Caseros son váli- 
dos, no por haberse ido en persecución de contrabando como 
dice el Fiscal, pues nada hay que así lo demuestre, sino porque 
la mercadería no salió de la jurisdicción aduanera. 

Que por lo que respecta al parte denunciando el contrabando, 
de que habla el artículo 1059 citado, por tal debe tenerse e] 
decreto con que se encabeza el sumario y por denunciante al 
mismo Administrador que lo proveyó, siendo por lo mismo irre- 
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golar qae él continuase las actuaciones como lo reconoció el Po- 
der Ejecutivo á foja. . . 

Considerando, en cuanto al fondo de la cuestión: que el hecho 
sólo de entrar el pailebot «Leandro Gómez» en el puerto extran- 
jero de Cuairem, ó Santa fiosa, después de salir del puerto ar- 
gentino de Santo Tomás, despachado con guía de removido para 
el puerto de Concordia antes de dar su entrada en Mopte Case- 
ros, puerto argentino en que debía hacer sa trasbordo, sin llenar 
los requisitos establecidos por las ordenanzas de Aduana (articalo 
26) y sin qae se haya justificado ni insinuado siquiera que esa 
arribada tuviera por causa un peligro ú otro motivo legal, in- 
duce sospecha que eso ¡tenía por objeto realizar una operación 
fraudulenta. 

Que efectivamente, la operación que se proponía y que realizó 
fué el embarque en el Cuareim de doscientas veinte barricas de 
tabaco negro brasilero para introducirlas en territorio argen- 
tino con el conocimiento y guía de Santo Tomé como producto 
nacional libre de derechos de importación, ^ues está probado, 
como se ha visto, que el día 2 de Febrero cargó en el Cuareim el 
tabaco brasilero llevado allí de Montevideo y está también pro- 
bado que el mismn día 2, de tres á cuatro de la tarde, dio fondo 
en el Ceibo, puerto de Monte, Caseros, sin que conste que las 
barricas embarcadas en Santa Rosa hayan sido descargadas en 
otro puerto; siendo además imposible que en el día 2 de Febrero 
las embarcase y llevase á TJruguayana y tuviese tiempo para de 
allí ir al Ceibo á las tres ó cuatro de la tarde, é inverosímil que 
estando despachado de un puerto argentino á otro de la misma 
Nación con carga, fuese á levantar otra carga de un puerto 
uruguayo para otro brasilero, antes de terminar su primer 
viaje. 

Que aunque esto sólo lleva al ánimo el más seguro convenci- 
miento de que el tabaco de procedencia extranjera, fué introdu- 
cido como criollo en territorio nacional, concurren tambiea las 
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coincidencias de ser igual el número de barricas cargadas en 
Santo Tomé, y las conducidas á Montevideo y embarcadas en 
S.mta Rosa, de tener unas y otras las mismas marcas con la di- 
ferencia que una parte de las de procedencia brasilera llevaban 
GE y no CR, como las de Santo Tomé y las embargadas, dife- 
rencia que sólo consiste en una pequeña línea que puede fácil- 
mente explicarse por un error calculado en la guía de Montevi- 
deo, favorecido por la forma imperfecta de las letras; y lo que 
es más^ que las embargadas llevan sobre las tapas como las ex- 
tranjeras la letra S con tinta punzó siendo remarcable la cir- 
cunstancia de que el peso bruto de las barricas introducidlas 
por Monte Caseros (24000) veinte y cuatro mil kilogramos, exce- 
den al délas removidas de Santo Tomé que tenían sólo veinte y 
dos mil novecientos treinta y siete kilogramos y se aproxima 
más al de las barricas extranjeras que, como se ha visto, daban 
veinticinco mil seiscientos sesenta y tres kilogramos, siendo 
esta merma más verosimil que el aumento. 

La fecha misma, 30 de Enero, en que se despachó de Montevi- 
deo el tabaco brasilero con destino al Salto para seguir hasta 
Santa Rosa y la entrada á este puerto del pailebot f Leandro 
Gómez» , 2 de Febrero, demuestra que todo fué preparado de an- 
temano para realizar el fraude cubriéndolo con las apariencia 
de una operación legal. 

Podría objetarse que habiéndose embarcado doscientas veinte 
barricas en Santo Tomé y otras tantas en el Cuareim debieron 
resultar cuatroscientas cuarenta en Monte Caseros; pero como 
el embarque en Santo Tomé tenín seguramente por único objeto 
disimular el removido de un producto nacional que no paga de- 
recho, esas barricas debieron contener materia sin valor, pard 
arrojarse al agua durante el viaje. 

Que tampoco destruye ni debilita la conclusión que lógica- 
mente se desprende de los hechos probados, la explicación que 
les dio Grané en su alegato de foja. . . y que apoya con la docu- 
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mentación de foja 227, porque esa documentación está destituida 
de mérito probatorio. 

La carta oficiosamente dirigida por Luis Ferreira, agente 
del cLeandro Gómez» en Santa Rosa á don Justino Grané, foja 
227, nada prueba : 1° porque no precisa hechos; la afirma- 
ción de que la entrada de aquel buque al Guareim no tuvo por 
objeto levantar carga^ sin6 dar ocasión á una tramitación adua- 
nera, para introducir de contrabando en la misma República del 
Uruguay el tabaco brasilero, sólo lo hace Grané en su escrito de 
foja 314, no Ferreira; 2** porque si algo dijera en relaciona 
estos hechos, sería la exposición de un testigo singular hecha 
fuera del término legal, sin mandato judicial ni citación Fiscal. 

El informe del Receptor de Rentas de Santa Rosa, foja 221, 
que afirma que el pailebot en cuestión principió la carga el 2 de 
Febrero pasado medio día y la terminó el 3, no es un documento 
oficial que haga fé, porque perteneciendo á una oficina extran- 
jera no ha sido expedido por mandato de autoridad competente, 
como era necesario, según es común opinión de los autores en 
silencio de la ley, ni ha sido ratificado enjuicio con citación fis- 
cal; y esta formalidad era tanto más necesaria en este caso, en 
que la letra de la autenticación consular y la de la firma del 
vice-c6nsul(foja 221) es manifiestamente diferente de la que usa 
este funcionario en sus informes de fojas 34 y 36. 

Además, afirma lo que es inverosímil, á saber : que consta en 
su archivo que el cLeandro Gómez» terminó su carga el día 3, 
siendo así que está probado hasta por confesión de Grané, que 
el mismo día 2 salió y llegó al Ceibo, de modo que el resguardo 
de Santa Rosa no pudo dar salida el día 3 á un buque que desde 
el día anterior no existía en ese puerto, siendo remarcable la 
circunstancia de que ese Receptor^ que se negó á informar sobre 
la misma operación al vice-cónsul argentino, foja 114, se haya 
prestado deferentemente á hacerlo á pedido de un particular, 
hasta con el detalle de horas; carece, pues, de valor probatorio 






390 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

y aunque lo tuviere, él sólo constataría un error de fecha en la 
tramitación del resguardo, del que no puede deducirse nada con 
seguridad. 

Que no es más eficaz !a defensa que se basa en las guías de 
foja 151 á foja 163, porque como lo ha demostrado numérica- 
mente el Administrador de Monte Caseros en la sentencia re- 
currida, la cantidad de tabaco criollo embarcado por Grané en 
Santo Tomé resulta ser mayor que la que según esas guías fl 
acopia. 

Que más atendible sería la defensa fundada en la imposibili- 
dad de practicar la tramitación aduanera y la carga de las dos- 
cientas veinte barricas en el tiempo que permaneció el pailebot 
en el puerto del Cuareim, si se hubiese probado que esa trami- 
tación principió el mismo día 2 y no antes; que en ese día se 
transportó la carga desde el mismo Ferrocarril á bordo, y que 
se llenaron todos los trámites que enumeran los peritos á foja 
232, lo que seguramente no se hizo, pues el Yice-Cónsul, á foja 
36, afirma que no se le dio conocimiento de la salida y entrada 
de ese buque ; y sobre todo para que esta prueba fuese perfecta 
era indispensable que la perioia se hubiese decretado ó ratificado 
judicialmente, con intervención fiscal. 

Que así, desvanecidas las explicaciones que la parte de Grané 
pretende dar álos hechos probados en el proceso, década uno de 
ellos y de todos en conjunto, fluye lógicamente esta única de- 
ducción : 

Que las doscientas veinte barricas de tabaco negro embarga- 
das por el Administrador de aduanado Concordia en el Ferro- 
carril del Este, son de propiedad de Don Justino Grané, y las 
mismas doscientas veinte barricas de tabaco brasilero conduci- 
das por el vapor cMonteTideot, desde la ciudad de este nombre 
hasta la del Salto y de ésta hasta Santa Eosa por el Ferrocarril 
Oriental, y que ellas fueron introducidas al territorio argentino 
por el pailebot cLeandro Gómez» sin pagar los derechos de im- 
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portación, quedando en consecuencia legalmente probado elfrau- 
de (artículo 358 del Código de Procedimientos en materiaPenal); 

Que las personas directamente responsables del delito de de- 
fraudación, son: Don Justino Grané, propietario del tabaco, y D. 
Crispin Zapata, que como patrón del pailebot cLeandro Gómez» 
hizo la sustitución de la carga é introdujo en territorio argen- 
tino la extranjera como nacional. 

Por estas consideraciones, y en conformidad con lo que dispo- 
ne el artículo 1026 de las ordenanzas de Aduana declaro: caídas 
en comiso las doscientas veinte barricas de tabaco embargadas á 
qne se refiere la orden de foja 57, aplicando su valor á favor del 
Fisco Nacional ; y condeno áDon Crispin Zapata al pago de una 
multa igual al valor del comiso, en conformidad alo qne dispone 
el artículo 1024 de las ordenanzas citadas, y en su defecto á su- 
frir un día de prisión por cada peso del valor de la multa, hasta 
dos años y no más; y quedando con esto satisfecho el fisco de 
sus derechos, y cumplida la pena por parte de Don Justino Gra- 
né, líbrese orden para el desembargo del {pailebot. Notifíquese 
con el original, y repóngase el papel [con los sellos correspon- 
dientes, y transcríbase esta resolución al Administrador de 
Concordia para la avaluación del comiso y para que intime á 
Zapata el pago de la multa. 

Manuel de T. Pinto. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 18 de 1893. 
Suprema Corte : 

Esta cansa viene ante Y. £. por los recursos de nulidad y ape- 
lación instaurados contra la sentencia del Juez Federal de la 
provincia de Entre-Ríos, corriente de fojas 347 & 355. 
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Fúndase el primero en la inaptitud legal del Administrador 
de Rentas de Concordia^ que hiendo denunciador y parte inte- 
resada^ debió estar inhibido para practicar las diligencias del 
sumario, y en que en éste no se ha observado las prescripciones 
de las ordenanzas respectivas. 

La observación sobre impedimento del Administrador de Ben- 
tas de Concordia, pierde su eficacia ante las circunstancias del 
sumario. Denunciado el hecho por el interesado, recién en el 
segundo punto del escrito de foja 96 fué elevado á la resolución 
del Poder Ejecutivo; que de acuerdo con lo informado por la 
Administración General de Rentas y dictaminado por el señor 
Procurador del tesoro, fojas 97 y 99, resolvió pasar el sumario 
al Administrador de Rentas de Monte Caseros, para que proce- 
da como corresponde. 

Este funcionario es quien ha seguido el sumario, y concluido 
hasta dictar la resolución de foja 134, sin que el interesado se 
haya opuesto ni {pedido diligencia alguna sobre ratificación de 
las diligencias antes practicadas. 

Esas diligencias no fueron tampoco objetadas de falsedad, su 
ratificación ordenada de oficio, por el auto del Juez a quo, á foja 
251, subsana todo vicio que pudiera imputarse alas diligencias 
practicadas por el Administrador inhibido. 

No es dudoso entonces que la resolución administrativa, ha 
sido dictada sobre fundamentos válidos, por un funcionario ex- 
traño á todo interés en el resultado del juicio. 

La requisición del parte escrito, á que se refieren los números 
1039, 1040 y 1041 de las Ordenanzas de Aduana, se explica en 
el caso previsto en ellos, de ser un empleado subalterno quien 
descubre el contrabando, pues careciendo de atribuciones propias 
para proceder, debe solicitar al efecto el ejercicio de las pecu- 
liares al Jefe de la Aduana. Pero, este parte no podía en el caso 
dirigirse por el Jefe, descubridor asimismo, y el auto cabeza 
de proceso corriente á foja 1° lo sustituía dejando establecidas 
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las constancias necesarias para iniciar el procedimiento admi- 
nistrativo. 

La le; ha sido cumplida en sas fines primordiales, y comeen 
ella DO se establece tampoco la pena de nulidad, por la infracción 
de nna regla más bien favorable á la administración qae al de- 
nunciado, no puede legalmente invocarse en el caso. 

La observación relativa á la jurisdicción originaria delJnez, 
por haber salido las mercaderías de la aduana antes de la ini- 
ci.-icion del sumario administrativo, carece también de eficacia, 
pues esas mercaderías con guías de Santo Tomé, iban desti- 
nadas á Concordia, según documentos de foja 60; mientras 
uo hubieran llegado y sido despachadas, giraban dentro del radio 
de la Aduana nacional, 

£1 mismo interesado lo ha reconocido, aceptando el procedi- 
miento administrativo, é interponiendo en vez de una demanda 
directa al Juez de Sección, el recurso de apelación que se con- 
signa á foja 143. 

Se discuten extensamente en la defensa^ las condiciones de 
aprehensión de las mercaderías en el caso sub-judicCy para 
deducir, con sujeción á lo dispuesto en el artículo 1036 de las or- 
denanzas de Aduana, que el contrabando no existe compro- 
bado. 

Pero de que el artículo citado considere contrabando las ope- 
raciones clandestinas, y las hechas fuera de horas y caminos 
determinados, no se deduce, que no lo sean las demás contraven- 
ciones de la ley, tendentes á la defraudación de la renta públi- 
ca. T que los hechos constantes en estos autos, y lógica y me- 
tódicamamente enumerados en la sentencia, constituyen una 
prueba de presunciones, es verdad ; pero que razonablemente 
funda la opinión sobre los hechos determinados, cuyo valor ju- 
rídico reconoce el artículo 357 del Código de Procedimientos en 
lo criminal, resulta demostrado en autos. 

Porque es exacto que el pailebot cLeandro Gomezi salió del 
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puerto argentino de Santo Tomé con destino á los puertos ar- 
gentinos de Monte Caseros y Concordia^ y sin que se haya jus- 
tificado fuerza mayor, arribó al puerto extranjero del Cuairem, 
sin haber justificado tampoco la inocuidad de sus procederes 
con sus documentos, prescritos por el artículo 26 de las orde- 
nanzas. 

Porque es exacto que en ese puerto extranjero se tomaron 
doscientas veinte barricas de tabaco negro y el mismo día de su 
embarque dio el mismo buque fondo en Monte Caseros, siendo 
de notar que se trata en uno y en otro caso del mismo [número 
de barricas de tabaco, con casi las mismas marcas é idénticos 
envases y señales. 

La sentencia de foja 347 y la administrativa de su referencia 
de foja 134 que de tales antecedentes deducen que el tabaco negro 
apresado en el Ferro-carril del Este, por el Administrador de 
Aduana de Concordia, es el mismo embarcado en el puerto de 
Montevideo y conducido allí al |de Cuereim y de Cuareim al de 
Monte Caseros y Concordia, resultan fondadas en presunciones 
que reúnen las condiciones de pruebas requeridas ene! artículo 
358 del Código de Procedimientos en lo criminal, y por ello 
pido á Y. E. se sirva confirmarlas por sus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 



Falle de l« Suprema Certe 

buenos Aires, Julio 17 de 1894. 

Vistos : por sus fundamentos y de conformidad con lo expuesto 
y pedido por el señor Procurador General en su vista de foja 
trescientos noventa y siete, se confirma, con costas, la sentencia 
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apelada de foja trescientas cuarenta y siete en la parte apelada I 
7 repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ.— ABEL fiA- 
ZAN.— OCTAVIO BUNGE. 
—JUAN E. TORRENT. 



CAUSA €liXI¥ 



El Doctor Don Leonardo Couteher^ en los autos de Don (rregorio 
Torres contra Don Javier Silva y después contra los herederos 
de Don Javier Arrufó, por regulación de honorarios ; sobre 
apelación denegada. > 

Sumario. '--'íío es apelable el auto dictado por el Juez con la 
calidad de c para mejor proveer i . 



Caso. — Resulta del 



Informe del Jínes Pederal 

Rosario, Junio 4 de 1694. 

Suprema Corte : 

Cumpliendo el informe que Y. E. se sirve pedirme en el de« 
creto que antecede debo manifestar : 
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Que esta causase inició por el Doctor Leonardo Coutelier, en 
representación de Don Gregorio Torres, contra Don Javier Sil- 
va, vecino de estu provincia, siéndolo el señor Torres de la Capital 
de la República, razón que fundaba el fuero de este Tribunal. 

Con posterioridad, á foja 22, el Doctor Coutelier manifestó 
que acababa de llegar á 3u conocimiento que el señor Silva no 
era el tenedor del campo materia del litigio sino los herederos de 
Don Javier Arrufó, quien había sido vecino de esta provincia, 
habiendo averiguado que la viuda del señor Arrufó, con alguno 
de sus hijos, vivía en San Isidro pueblo de la provincia de Bue- 
nos Aires, y otra de las hijas, Doña Silvia A. de Malbran, casa- 
da con Don Tristan Malbran, vivía en la ciudad de Córdoba, 
prosiguiendo así h, procedencia del fuero federal (sumaria in- 
formación de foja 23 vuelta). 

A foja 26 el mismo Doctor Coutelier expone : « Que de acuer- 
do con lo convenido privadamente con el señor Don Tristan 
Malbran y el Doctor Don Gabriel Giralt, esposos de dos hijas del 
señor Arrufó, Doña Silvia y Doña Ema, pedía se dirigiera exhor- 
to al Juez í'ederal de la Capital para que notifique al Doctor 
Giralt, como apoderado de la señora de Malbran y como re- 
presentante legal de su esposa, la citación á estar á derecho en 
juicio, teniendo el Doctor Giralt su domicilio en la calle Vene- 
zuela número 1332, en la ciudad de Buenos Aires » . Citado el 
señor Giralt, á foja 48el Procurador Don S. Gallegos, con el po- 
der que corre á foja 47 y á nombre exclusivamente de aquel, 
contesta la demanda siguiéndose el pleito entre el señor Giralt 
y el señor Torres. La singularidad de la representación de Gi- 
ralt en esta causa se confirma por la sustitución de poder hecha 
por Gallegos al Procurador Lavandera, y que corre á foja 72. 

Tratándose entonces, pues, de un pleito seguido exclusivamen- 
te entre dos vecinos de la Capital de la República, los señores 
Torres y Giralt, el fuero federal venía á desaparecer y así se 
declaró por mi sustituto el Doctor Salva en el auto corriente á 
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foja 55, en el cual sé declaraba incompeteote á este Tribanal 
para seguir entendiendo en la cansa. 

A foja 157 se pide revocatoria de este auto, aceptando táci- 
tamente el hecho de ber ambos litigantes de un mismo domicilio 
pero aduciendo la nueva razón de que en este caso se trataba de 
nn inmueble situado en esta Provincia y que sólo un Juez de la 
misma podía conocer déla acción, aunque los actores y reos tu- 
vieran su domicilio en otra. 

Con anterioridad al fallo anterior del Doctor Salva, el Doc- 
tor Coutelier, á foja 153, presenta su cuenta de honorarios que 
avalúa en 7500 pesos nacionales, pidiendo fuera notificado el se- 
ñor Torres de ella. 

Habiéndose hecho nuevamente cargo del Tribunal e! insfras- 
crito y sin advertir la existencia del fallo de incompetencia 
pronunciado por el Doctor Salva y el pedido de revocatoria pen- 
diente, mandé dar vista á Don Gregorio Torres, déla cuenta de 
honorarios del Doctor Coutelier, y se prosiguió la tramitación 
de este incidente. 

Pero el señor Torres sh presenta y aduce no debe nada al Doc- 
tor Coutelier, pues tenía con el abogado Director de la causa, Don 
Leopoldo del Campo, una iguala por la cual estaba exonerado él 
de pagar dichos honorarios, no habiendo tampoco él, sino el 
Doctor del Campo solicitado los servicios profesionales del Doc- 
tor Coutelier, viniendo asi á surgir una nueva discusión no ya 
referente exclusivamente al quantum de los honorarios del Doc- 
tor Coutelier, sino de manera especial relativa ala persona que 
debiera en efecto hacer el abono de los honorarios mencionados. 

A objeto de traer luz sobre este punto y en calidad de para 
mejor proveer, el Tribunal dispuso se librara exhorto al señor 
Jaez Federal de la Capital de la República para que interrogara 
al Doctor del Campo al tenor de las preguntas que formularía 
el infrascrito y se adjuntarían al exhorto á remitirse (auto de 
foja 263). 



398 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

De esta disposición se pide revocatoria ó apelación por el 
Doctor Coutelier, á foja 204, y á objeto de fallar lo que corres- 
pondiera al respecto, el insfrascrilo toma á estudio los autos, 
encontrando con esa ocasión existente aún, sin fallo también, el 
antiguo incidente sobre revocatoria de la declaración de incom- 
petencia del Tribunal y se procede entonces al fallo de este úl- 
timo, sosteniendo la dicha declaración de incompetencia, y enel 
mismo día en el escrito del Doctor Coutelier en que se solicita- 
ba la reposición ó apelación del auto en que se mandaba inte- 
rrogar al Doctor del Campo. T que, como antes he dicho, fué dic- 
tado en calidad para mejor proveer se proveyó lo siguiente uLo 
proveído en esta misma fecha, resolviendo el incidente sobre in- 
competencia»; providencia de la cual ha apelado directamente 
ante V. E. el Doctor Coutelier, sin recordar tal vez la jurispru- 
dencia establecida sobre la improcedencia de la apelación de au- 
tos que tienen aquella calidad y lo dispuesto en el artículo 206 
de la ley nacional de Procedimientos. 

Los autos quedan á la disposición de esa Excelentima Corte. 

Dejando así evacuado el informe que V. E. se ha servido pe- 
dirme, tengo el honor de ofrecer áesa Suprema Corte las consi- 
deraciones de mi respeto. 

G. Escalera y Zuvtria, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 19 de 1894. 

Vistos en el acuerdo : Teniendo en consideración que afecta 
la providencia recurrida tan sólo á un auto que con la calidad 
de para mejor proveer, dictó el Juez de la causa, auto, por tan- 
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lo, ajeno á la acción j al derecho de las partes: se declara bien 
denegado el recarso interpuesto ; y remítanse estas actuaciones 
al Juez de la causa para que las mande agregar á sus anteceden- 
tes, reponiéndose el papel. 

benjamín paz. — LüIS V. \ARELA.— 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. 
—JUAN E. TORRENT. 



CAUSA €liX¥ 



Don Ce ferino Peñalva, contra Don Rudecindo Bolívar; 

sobre interdicto de retener. 



Sumario, — Sin la prueba de hallarse el demandante en ac- 
tual posesión déla cosa, no procede el interdicto de retener. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo úel JTuez Federal 

La Plata, Octubre 23 de 1893. 

Y vistos : los seguidos por Don Ceferino Penal va contra Don 
Rudecindo Bolívar, sobre interdicto de retener, y resultando: 
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I'' Que en 4 de Febrero de 1893 (véase foja 6) se presentó ante 
este Juzgado el señor Ceferino Peñalva exponiendo: Qne en 
Julio de i889, se presentó ante el Juez de i° Instancia doctor 
Gamboa, secretaría de Parody, para acreditar que había poseído 
á título de dueño un campo por más de cuarenta años, ubicado 
en el partido del Azul, compuesto de 800 cuadras más ó menos. 

2® Que en el acto dicho, produjo la prueba consiguiente y se 
declaró por sentencia en 19 de Agosto de 4891, había adquirido 
por prescripción dicho terreno que lindaba con las suertes de 
estancias números 205, 206 y 207, y las propiedades de Ancho- 
rena, Salaberr y Pereda. 

3^ Que desde entonces ha continuado como antes en quieta y 
pacífica posesión del campo, hasta hace unos pocos días, qne ha 
tenido conocimiento de que el señor Rudecindo Bolívar, invocan- 
do órdenes del Jefe de la Oficina de Tierras Públicas de la pro- 
vincia se ha presentado en el campo de su referencia y ayudado 
por la policía del Azul ha procedido á lanzar los empleados y 
arrendatarios que allí tenía el eiponente, haciéndose conocer 
como dueño por dichas personas. 

4° Que en su consecuencia viene á interponer interdicto de 
retener la posesión, pidiendo al Juzgado condene al señor Ru- 
decindo Bolivar á no turbarle en dicha posesión, como igual- 
mente en su tiempo imponerle las costas del juicio. 

5° Que el actor, por escritura de fecha 9 de Febrero (fojas 7 
y 9), otorgada por las personas que la misma escritura expresa, 
protestan manifestando: que lo hace en salvaguardia de sus 
(lerechos y á su vez para que al rpsolverse este juicio las tenga 
presente el Juzgado, como parte de las pruebas que debe pro- 
ducir. 

6° Que en los testimonios de su referencia : 1^ Don Pedro y 
Don Mariano Carmena, Don Eustaquio Bustamante y Don Ja- 
cinto Anzelmiz y Camargo, miniüestan que hacen varios años 
ocupan un campo de propiedad de Peñalva, que linda con los de 
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Anchorena, Pereda, y con las suertes de estancia núaveros205, 
206 y 207 ; 2<* Que eH5 ó 16 de Enero se presentó en el campo 
expresado una persona que dijo ser el Alguacil del Juzgado de 
Paz y les notificó reconocieran como único dueño de ese campo 
á Don Budecindo Bolívar, habiéndose verificado esta notifica- 
ción personalmente á sus familias; 3"^ Que encontrándose au- 
sente el señor Peñalva y considerando que el procedimiento se- 
guido, es no solamente atentatorio de los derechos de éste, sino 
también perjudicial á los intereses de los exponentes, vienen á 
hacer constar que no reconocen más dueño del campo indicado 
que el señor Peñalva, protestando contra el señor B» Bolívar 
por los hechos expuestos. 

7° Que en 9 de Marzo tuvo lugar el juicio verbal (véase foja 
28) á que fueron convocadas las partes, expresando la de Pe- 
ñalva, que reproducía su demanda, agregando que Don Budecin- 
do Bolivar había usado de la fuerza pública para derribar una 
de las poblaciones existentes en el campo, habiendo ido á tomar 
la posesión íntegra de dicho campo por orden de la Oficina de 
Tierras Públicas, sin citación ni audiencia del actor. 

8^ Que acordada la palabra al señor B. Bolivar expuso: que el 
interdicto debe desecharse con costas, por ser falsos los hechos 
aducidos: 1° que ni el actor es poseedor del terreno en cuestión, 
ni el demandado ha ejecutado acto alguno de turbación; 2"" que 
las órdenes de desalojo á los intrusos y de las que se queja Peñal- 
va, han sido dictadas por el Gobierno de la Provincia por inter- 
medio de su Oficina de Tierras Públicas, según lo reconoce el 
mismo actor; 3^ que por lo tanto, si cree que le lesionan derechos, 
debe reclamar ala autoridad que ha dictado dichas órdenes. 

O'' Que Don Ceferino Peñalva no posee tal campo y que esto 
resulta de las actuaciones que obran en la Oficina de Tierras: 
actuaciones extendidas con motivo del oficio que esa repartición 
libró al Juez de Paz del Azul, para él desalojo de los intrusos, 
de donde se desprende que al noticiarse á estos que tenían que 

T. VI 26 
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desocupar el campo, manifestaron no tener inconTeniente, sin 
que á ninguno se le ocurriera decir que era arrendatario de Don 
Cef erino Penal va ni á los que aparecen protestando en las escri- 
turas que ha presentado el actor. 

iO^ Que la mejor prueba de quePeñalvano ha sido nunca po- 
seedor del terreno es que en la misma Oficina de Tierras obran 
antecedentes de una petición por la que solicita se le concediese 
ese terreno, cuya petición fué desestimada. 

il^ Que recibida la causa á prueba, se produjeron por una y 
otra parte las corrientes en autos (véase fojas 31 á61), habién- 
dose dictado autos para definitiva: 

Y considerando: 1^ Que planteada la cuestión en elsub-judi- 
ce, en los términos que se ba visto, corresponde sentar las bases 
sobre que reposan las acciones de la naturaleza de la que se ha 
traido á su consideración y estudiar en seguida la relación jurí- 
dica délas persanasque debaten, para de ahí deducirla verdad 
que se busca. 

2"" Que según lo preceptuado por el artículo 327 de la ley de 
Procedimientos de 14 de Setiembre de 1863, para que proceda el 
interdicto de retener se requiere: a) que el demandante se ha- 
lle en actual posesión ; b) quó se haya tratado de inquietarlo 
por actos que deberán expresarse en la demanda. 

3^ Que ha de examinarse si han sido llenados estos requisitos 
por el actor y si las demás constancias de autos, ó sea, la prue- 
ba producida, ó sean, las constancias de autos, por una y otra 
parte, corroboran el derecho que invoca. 

A^ Que las acciones posesorias son aquellas de que pueden 
hacer uso los que son turbados en su posesión ó han sido des- 
pojados de ella, con el fin de colocarse en la verdadera situación 
jurídica y fijar su posesión para el futuro. 

5° Que, precisamente, fundado en ello, la ley les da á esta 
clase de juicios, un procedimiento sumarísimo, en el cual no se 
discute otra cosa que el hecho de la turbación ó despojo. 



DE JUSTICIA NACIONAL 403 

G"" Que desde luego, y sin abandonar esta doctiina, debe des- 
cartarse de la discusión todo aquello que sea impertinente al 
sub-judicej á fin de no producir confusión en las ideas y no des- 
viarnos de la línea de apreciación que marcan las leyes en caso 
como éste. 

7° Que siendo esto así, el Juzgado debe limitarse á conside- 
rar el hecho de la posesión prescinciendo de la propiedad, la cual 
deberá ser materia de juicio aparte, y á este respecto debe em- 
pezar por estudiar la prueba producida por el actor, con el fin de 
saber si ella es^ suficiente para que prospere el derecho que in- 
voca. 

8^ Que la declaración de los testigos Don Aureliano Lavié 
(foja 32), Don Manuel Z. Várela (foja 34) y demás presentados 
no arroja plena luz en la cuestión que se debate^ porque si bien 
es uniforme para comprobar que Feñalva ha poseído un campo 
en el Azul, no lo es y, por el contrario, aparece ambigua, cuando 
se refiere al campo vendido al señor Adrogué. En efecto, repre- 
guntado por la parte de Bolivar, para que digan si el campo 
que ha poseído aquél es el mismo que cedió á éste, manifiestan 
que no debe ser el mismo. 

9^ Que es de advertir lleva esta contestación necesariamente 
la duda, más enérgica, al ánimo del Juez, le inclinan á pensar 
que hay confusión de ideas y de recuerdos en los testigos, cosa 
que se corrobora por Ta deposición de los presentados p.or el 
demandado y adquiere una certidumbre evidente después de 
considerar las demás constancias de autos, en el sentido de ne- 
gar al actor el derecho que se atribuye. 

10^ Que contradichas en sus fundamentos las declaraciones 
mencionadas, por las de los testigos de Bolívar, Don Alejandro 
Vallordet, foja 48, César Adrogué, foja52, y Joaquín López, foja 
55, quienes aseveran lo dicho por el conocimiento personal que 
tienen de los hechos, se impone á la razón más refractaria, que 
las únicas fracciones de campo que ha poseído Feñalva en aque- 
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líos lugares, animus res sibi habendi, son aquellos que vendió 
á Don César Adrogué, y que la porción de terreno de que se 
trata ahora, no ha sido poseída sino por intrusos, entre los cua- 
les ni figura siquiera Penalva. 

ll"" Que tratándose de pruebas testimoniales y dado caso que 
se refieran ambas al mismo campo (cosa inadmisible, como se ha 
visto) siempre resultarían destruidas unas por otras, y entonces 
esnecesrrio ocurrir á las demás constancias de autos, para com- 
plementarlas. Allí se encuentra el informe de foja 63 expedido 
por la Oficina de Tierras Públicas, que viene á arrojar plena luz 
en el sentido de iluminar el criterio del Juez, aparte de otras 
consideraciones que se mencionarán enseguida. 

12° Que del citado informe resulta que en un expediente se- 
guido por Don Ceferino Penalva, pidiendo en compra la fracción 
de tierra fiscal, recayó una resolución negativa de fecha 17 de 
Mayo de 1892 en mérito de no haber justificado su mejor dere- 
cho, acordándose esa fracción á Don Kudecindo Bolívar en su 
carácter de cesionario de Don Pastor Pacheco y como poblador 
de ella. 

13° Que entonces ¿cómo se presenta ahora Peñalva entablando 
interdicto de retener un campo cuya compra !e negó el Superior 
Gobierno de la Proviocia, no hace aún un año, y á causa de que 
otro era poblador y por consiguiente tenía mejor derecho? 

14^ Que de este antecedente surgen consideraciones funda- 
mentales que desvirtúan por completo el carácter invocado por el 
actor. Si poseía á título de dueño, no tenía para qué solicitar 
en compra loque había venido á ser suyo por el transcurso del 
tiempo. Si poseyó única y exclusivamente, mal pudo ser venci- 
do en sus pretensiones ante el Gobierno, por otro que se decía 
poblador y lo justificó conforme ala ley, para obtener en compra 
el mencionado campo. 

15° Que por fin, si hubiera sido cierta su posesión, resulta evi- 
dente que no reunía uno de los requisitos que los autores y la 
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jurisprudencia constante délos Tribanales exigen para deter- 
minarla, cual es el animus domini característico de su intención. 
Además, debe tenerse presente, que si hubiera poseído en 
la acepción legal de la palabra, habría perdido todo derecho 
desde el momento que reconoció propiedad en otro, ante quien 
se presentó en compra, pues desde ese momento se subordi- 
naba á los resultados de su petición, sin reservas de ningún 
género . 

\& Que el informe de la Oficina de Tierras Públicas, revela 
que la fracción de tierra fiscal vendida á Don Kudecindo Bolivar 
es la señalada en el plano general con la letra C, cuya extensión 
se compone de 944 hectáreas 43 centiáreas, y no de 800 cuadras 
cuadradas como se dice en el escrito de demanda, y esta dife- 
rencia de área está demostrando que el actor ni conoce bien el 
campo cuya posesión pretende t^ner. 

17° Que á petición del señor Bolivar, la Oficina de Tierras 
Públicas en 31 de Diciembre de 1893. libró oficio al Juez de 
Paz del Azul para que se le pusiere en posesión del campo de la 
referencia, lo que se efectuó sin oposición por parte de los intru- 
sos que allí había. 

18° Que con posterioridad, esdecir, el 9 de Febrero del corriente 
año, volvió á pedir el señor Bolivar, no ya la notificación de su 
posesión, sino el desalojo de aquellos intrusos. Librado el ofi- 
cio de estilo, fué diligenciado debidamente el 21 del mismo mes, 
otra vez sin oposición por parte de los ocupantes, que lo eran 
Don Eladio Bilbao, Don Mariano Carmena, Don Jacinto Ansel- 
mini, Don Eduardo Carmena y Don Pedro Rivarola, siendo ne- 
cesario proceder por medio de la fuerza pública contra D. Eusta- 
quio Bnstamante y Rosario Suarez, quienes se negaban á cum- 
plir lo ordenado. 

19° Que como se vé ni siquiera figuraba entre los intrusos el 
actor, ni éste ha justificado, ni siquiera intentado que éstos 
poseyeran á su nombre. Por consiguiente, forzoso es arribar 
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por tercera ó cuarta vez á que el señor Ceferino Peñalva no ha 
poseído jamás el campo de la referencia. 

20^ Qne de las escrituras públicas de fojas 7 y 9, que el actor 
ha presentado como parte de prueba, se desprende la circunstan- 
cia especialísima y muy digna de tenerse en cuenta que las pro- 
testas que entrañan, han sido hechas antes que se librara el oficio 
de que habla el informe de la Oficina de Tierras al Juez de Paz 
del Azul, para el desalojo, pues lleva las fechas de 28 y 30 de 
Enero de i893, y consta que el diligenciamíento de aquel oficio 
recien se practicó el 21 del mes siguiente, ó sea, el de Febrero. 

21^ Que no tiene, pues^ semejante acto, el valor que el actor 
pretende darle, justamente por ser anteriora la época en que 
pasaron los hechos de que se trata. ¿ Cómo protestar eficaz- 
mente de hechos que no habían tenido lugar hasta ese momento? 

22<^ Que de acuerdo con la faltado valor legal que revisten 
las escrituras mencionadas y teniendo en cuenta que no hay en 
autos otros elementos de prueba que justifiquen la posesión in- 
vocada por el actor, tenemos que convenir en que carece de base 
su acción para prosperar. 

23^ Que en definitiva y de acuerdo con las consideraciones 
expuestas, tanto de doctrina como de puro derecho, se llega á la 
conclusión de que el actor no ha probado hallarse dentro de 
las prescripciones de la ley mencionada en el considerando 2^ 
pues que no ha justificado la posesión que invoca como antece- 
dente; lo cual, agregado á lo preceptuado por el artículo 2473 y 
demás concordantes del Código Civil, concluye por imponer al 
ánimo la certidumbre de su falta absoluta del derecho que 
alega. 

24** Que independientemente de lo expuesto y como corolario 
déla opinión que elJuzgado se ha formado en el sub^judice, 
existen otras consideraciones de orden general que se oponen á 
que dicho interdicto prospere, como ser Iasleyesdel825,del829 
y 1881 , sobre reservas de tierras públicas en el Azul , y las que no 
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se estudian por caanto con lo expuesto basta al objeto de la ac- 
ción invocada. 

Por estos fundamentos fallo : no haciendo lugar, con costas, 
al interdicto de retener, deducido por Don Ceferino Peñalva 
contra Don Rudecindo Bolívar. Notifíquese con el original, re- 
gístrese en el libro de sentencias y repónganse las fojas. 

Marianos, de Aurrecoechea 



FaHo de lA SupreniA Corte 

Buenos Aires, Julio 19 de 1894. 

Vistos y considerando : Que como lo establece la sentencia 
apelada y lo dispone el artículo trescientos veintisiete déla ley 
de Procedimientos, la cccion posesoria de retener requiere, como 
antecedente indispensable, que el demandante se halle en actual 
posesión déla cosa á que se refiere la demanda. 

Que la prueba testimonial producida por Peñalva es insuñ- 
ciente al objeto de comprobar el extremo mencionado, ya por el 
propio mérito de las declaraciones de los testigos por él presen- 
tados, en las que se observan deficiencias y aún contradicciones, 
ya por la prueba de igual naturaleza rendida en contrario por 
el demandado, siendo de notar que Don César Adrogué, que com- 
pró á Peñalva el terreno limítrofe con el de la cuestión^ afirma 
ser el campo adquirido por él y solamente ese, el que estuvo so- 
metido á la posesión de Peñalva. 

Que importando las escrituras de fojas siete y nueve, meras 
declaraciones de los otorgantes, no son de tomarse en considera- 
ción, porque esas declaraciones no han sido prestadas en la for- 
ma requerida para el examen de testigos. 
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Que el mérito resaltante del informe de foja sesenta y dos, 
demuestra que Peñalva no ha tenido ni pretendido tener á título 
de dueño, antes déla demanda^ la posesión del terreno, en cuyo 
caso no ha podido nsar de las acciones posesorias (artículo dos 
mil Goatrocientos ochenta del Código Civil). 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada de foja sesenta y ocho: se confirma, con costas, dicha 
sentencia; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGG. — 
JUAN E.TORRENT. 



CAUSA €Ii¥TI 



El Procurador Fiscal, en la causa contra el Juez de Paz rfe 

Posadas; sobre apelación denegada 



Sumario. — No es apelable el auto por el cual se manda que 
el Fiscal indique las diligencias que juzgue convenientes á la 
ampliación del sumario, ni el que, á la presentación de un docu- 
mento hecha por él^ manda se agregue, no obstante referirse á 
una emergencia extraña al objeto fundamental del juicio. 
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Caso. — Resulta de la 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 20 de 1893. 
Suprema Corte: 

El Juzgado, segua providencia de foja 14 vuelta, había de- 
signado audiencia para oir la acusación y defensa, dando & la 
causa, por ese hecho, un carácter correccional. El Fiscal, en la 
audiencia de foja 15^ pidió que se atribuyese á la cansa carácter 
criminal, y decretase el procedimiento correspondiente. 

El Juzgado dejó sin efecto, á foja 25, la providencia reclama- 
da, mandando que el Fiscal indique las diligencias que juzgue 
convenientes á la ampliación del sumario. 

No se ve en esto una denegación; tampoco el auto que tal co- 
sa dispone, causa gravamen irreparable; y no es, por consiguien- 
te, apelable, según el artículo 501 del Código de Procedimien- 
tos en lo criminal. 

Es de la misma naturaleza el auto de foja 26, que manda 
agregar el documento presentado, no obstante referirse á una 
emergencia extraña al objeto fundamental del juicio. 

Por ello, pienso que los autos denegatorios de los recursos 
interpuestos, son ajustados á derecho, y qua el traido ante 
V, E. á foja 3, es improcedente, correspondiendo en consecuen- 
cia su devolución. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de ím Suprema Corto 

Buenos Aires, Julio 19 de 1894. 

Vistos en el acuerdo: de conformidad con lo expuesto y pe- 
pido por el señor Procarador General, en su vista de foja treinta 
7 una: se declaran bien denegados los recursos interpuestos, j 
remítanse estas actuaciones al Juez de la causa, para que los 
mande agregar á sus antecedentes. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN.-— OCTAVIO BUNGE. 

—JUAN E. TORRE NT. 



CAVSA cxaiTii 



La Dirección general de Ferrocarriles, contra el Ferrocarril 
de Buenos Aires y Ensenada^ por cobro de multa, por vía de 
apremio; sobre apelación denegada. 



Sumario. — l^ En las ejecuciones por la vía de apremio, no 
es apelable el auto que manda llevarla adelante, por no haberse 
opuesto excepción legítima, ó por no haber sido probada. 
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2^ No es excepción discutible en el procedimiento de apre- 
mio, la nulidad ó inconstitucionalidad de la ley que lo funda. 



Caso, — Besultade las siguientes piezas: 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Mayo 31 de 1894. 

T vistos: Considerando: Que el artículo 69, inciso 4°, de la 
ley número 2773, de 24 de Noviembre de 1891, determina que 
las multas impuestas por la Dirección General de Ferrocarri- 
les nacionales, deberán hacerse efectivas por la vía de apre- 
mio. 

Que la excepción de inhabilidad del título^ no se encuentra 
entre las que el artículo 315 de la ley nacional de Procedimien- 
tos, declara admisibles en el procedimiento de apremio. 

Que fundándose^ por lo demás, la excepción opuesta en nuli- 
dad ó inconstitucionalidad de la ley de Ferrocarriles, esto no 
puede ser motivo de discusión en juicios de esta naturaleza, co- 
mo lo ha establecido la Saprema Corte en la resolución que se 
registra en la página 347, tomo 16, serie 2^" de sus Fallos. 

Por ésto, resuelvo mandar que se lleve adelante la ejecución 
haciéndose entrega á la Dirección General de Ferrocarriles na- 
cionales, de la suma de 500 pesos, depositados en el Banco de 
la Nación Argentina, á la orden de este Juzgado, por el repre- 
sentante de la empresa del Ferrocarril de Buenos Aires y Puer- 
to de la Ensenada. Siendo las costas á cargo del ejecutado. Be- 
póngase el papel. 

J. V. Lalanne. 
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Auto del Juez Federal 



Buenos Aires, Junio 8 de 1894. 

No siendo procedente lo solicitado, de acuerdo con lo dispues- 
to en el artículo 320 de la ley nacional de Procedimientos, no 
halagar. 

Lalanne. 



RECURSO DE HECHO 



Buenos Aires, Junio 12 de 1894. 
Suprema Corte: 

Julián Nogueras, por el Ferrocarril de Buenos Aires y Ense- 
nada, en la ejecución deducida por la Dirección de Ferrocarri- 
les, por pretendido cobro de una multa, en la mejor forma que 
corresponda, á V. E. digo: 

Que el señor Juez Federal, Doctor Lalanne, acaba de negar- 
me los recursos de apelación y nulidad que conjuntamente de- 
duje ante él, contra una resolución en la que dicho Juez se ha 
servido desechar la excepción de inhabilidad del título conque 
la Dirección de Ferrocarriles, pretende ejecutar una multa im- 
puesta á mi representado. 

El señor Juez Federal Doctor Lalanne, se funda para dese- 
char los recursos deducidos en el artículo 320 de la ley de Pro- 
cedimientos, que niega el recurso de apelación, cuando el deu- 
dor no hubiere hecho oposición á la demanda, ó no hubiere pro- 
bado sus excepciones, artículo 319, forzando, como V. E. no- 
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tara, en presencia de los antecedentes de autos, el claro y ge- 
nuino alcance de esta disposición legal. 

En efecto, me permito llamar la atención de V. E., sobre la 
improcedencia con que dichos recursos se deniegan, pues según 
resulta del expediente respectivo^ la empresa del Ferrocarril 
que represento ha deducido oposición en forma á la demanda 
de la Dirección de ferrocarriles. 

Los antecedentes de este caso son los siguientes: 

La Dirección de Ferrocarriles, que en nuestro caso es una au- 
toridad administrativa, dependiente del Poder Ejecutivo, pre- 
tende tener facultad para imponer penas pecuniarias á las em- 
presas ferroviarias por medio de la imposición de multas que 
íijadiscrecionalmente y en una forma sumaria y expeditiva que 
no deja medio de demostrar, en cada caso ocurrente, la ligereza 
y arbitrariedad con que procede. 

Por mi parte, la empresa del Ferrocarril de la Ensenada ha 
deducido la oposición legal que la ley común provee contra las 
acciones ejecutivas que se fundan en títulos cuya habilidad y 
legitimidad ha sido y es contestada por esta Empresa y por to- 
das las demás compañías que en su caso se encuentran. 

He sostenido, Excmo. señor, que la inhabilidad del título, es 
excepción legítima. 

Fundo esa inhabilidad en la evidente inconstitucionalidad 
del artículo 69 de la ley de ferrocarriles, que el ilustrado doc- 
tor Tedin declaró repugnante al texto de la Constitución nacio- 
nal, consagrando el principio de que el Poder Ejecutivo, ó las 
autoridades dependientes de él, carecían de facultades esencial- 
mente judiciales, como es la de imponer penas pecuniarias fun- 
dándose en una ley que no sólo ataca el principio de la división 
de los poderes, y confiere al Poder Ejecutivo facultades privati- 
vas del Poder Judicial, sino que también establece un procedi- 
miento inusitado, autoritario, y repugnante al artículo 18 de la 
Constitución nacional, y á la doctrina de todo derecho procesal. 
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La sentencia del malogrado Jaez nacional, recayó en el ex- 
pediente seguido por la Dirección de Ferrocarriles contra el 
Ferrocarril de Buenos Aires y Kosario, y se halla pendiente de 
la resolución de V. E. 

Todos estos antecedentes, claros y terminantes, para fundar 
el derecho conque procedo, han sido dejados de lado por el se- 
ñor Juez a quo, al desechar la excepción de inhabilidad de títu- 
lo que he deducido y lo que es más, me ha denegado, interpre- 
tando erróneamente una disposición legal, los recursos inter- 
puestos contra su resolución agravante y nula de foja. . . (ha- 
blo con respeto). 

Focas palabras me bastarán para demostrar los agravios y la 
nulidad de la resolución recurrrida. 

La base de ella, es la ley de Ferrocarriles (artículo 69, inci- 
so 4^), según la cual, las multas impuestas por la Direccionde- 
berán hacerse efectivas por la vía de apremio. Esta disposición, 
tan inconstitucional como las demás que analizo en el escrito 
de foja. . ., han servido al inferior para desechar la excepción 
opuesta, de acuerdo con el artículo 315 de la ley de Procedi- 
mientos^ que sólo admite contraía vía de apremio, excepciones 
entre las cuales no figúrala deducida. 

Pero yo sostengo, basándome en las misnvas consideraciones 
del escrito en que opongo la excepción de inhabilidad de título, 
que la ley de ferrocarriles al establecer la vía de apremio para 
el pago de las penas pecuniarias, impuestas sumaria y autori- 
tariamente por un poder incompetente, confirma aún más la in- 
constitucionalidad de sus preceptos, porque consagra un proce- 
dimiento contrario al artículo 1 8 de la ley fundamental, y al prin- 
cipio legal y de doctrina sobre el cual reposa él procedimiento 
de apremio, que es odioso, y que por esa razón, las leyes lo dan 
en ciertos casos limitadísimos y contra determinada clase de 

deudores. 
Me he fundado, y me fundo, Excelentísimo señor, en una ley 



DE JUSTICIA NACIONAL 415 

soprema, para demostrar con las consideraciones de autos y las 
breves de este escrito, la inhabilidad y nulidad del título con 
que se ha promovido la ejecución. No es posible que una me- 
ra ley de forma y claramente inconstitucional, pueda ser- 
vir para modificar y hacer ilusorias con un procedimiento irre- 
gular, los derechos y las garantías que la ley suprema en que 
me fundo, reconoce, acuerda y garante, para la defensa de los 
bienes y la propiedad. 

Besulta, en consecuencia, perfectamente nula y agraviante 
(hablo con respeto) la resolución del inferior, por cuanto no só- 
lo viola las solemnidades y formas que prescriben las leyes, 
sino por cuanto se funda en un procedimiento contrario á de- 
recho y defectuoso y repugnante á la Constitución Nacional. 

Por las consideraciones expuestas, y las que el ilustrado y 
recto criterio de Y. E. sabrA suplir, á V, E. suplico: 

1^ Se sirva tener por deducidos los recursos de apelación y 
nulidad, declarando, previos los trámites de estilo, que ellos 
proceden y que en consecuencia han sido mal denegados por el 
inferior. 

2° Que al resolver sobre el fondo del asunto, se sirva decla- 
rar procedente la excepción de inhabilidad de título que he de- 
ducido, fundándome en la inconstitucionalidad de la ley de fe- 
rrocarriles, y ordenando en consecuencia la devolución de la 
suma consignada, con costas. 

Es justicia, etc. 

Julián Nogueras . — Lucio V, López 
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Fallo de la §uprenia Corte (i) 

Buenos Aires, Julio 19 de 1894. 

Vistos en el acuerdo: Correspondiendo en este caso la vía de 
apremio, con arreglo á lo dispuesto en el artículo sesenta y nueve, 
inciso cuarto, de la ley general de Ferrocarriles, cuya consti- 
tucionalidad no es el momento de apreciar, según se demuestra 
en la sentencia de foja veintidós. For esto, y de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo trescientos veinte de la ley de Frocedi- 
mientos, se declaran bien denegados los recursos interpuestos; 
y devuélvase, reponiéndose el papel. 

BENJAMÍN PAZ. —LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL RAZAN. — OCTAVIO BüN- 
GE.— JUAN E. TORRENT. 



(1) Igual resolución se dictó eu los recursos interpuestos por el Ferro- 
carril Central Córdoba, y por el Ferrocarril Central Argentino, sobre cobro 
de multa. 
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CAIJfSA CliXYIII 



J. K, T/ieobald y compañía contra doña Rufina Onsas de 
Escolio^ por cobro depesos y excepción de incompetencia; so- 
bre denegación de recurso á la Suprema Corte, 

Sumario. — La excepción de incompetencia fundada en la 
ley civil y en la local de procedimientes, y no en la ley nacio- 
nal sobre jurisdicción de los Tribunales federales, no autoriza 
el recurso á la Suprema Corte contra la sentencia de los Jueces 
locales fundada en la interpretación y aplicación de aquellas 
leyes. 



Caso.— Lo explica la 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 23 de 1894. 
Suprema Corte : 

Se ha opuesto la incompetencia de jurisdicción en forma de 
excepción en el juicio ejecutivo, y esa excepción ha sido estudia- 
da y declarada estemporánea á foja 99, con sujeción á las dispo- 
siciones délos artículos 486, 498 y 507 del Código de Proce- 
dimientos. 

T. VI 27 
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Las apreciaciones que los Tribunales hagan de las disposicio- 
de ese Código, no están sujetas á la jurisdicción del Tribunal 
de V. E. según el artículo 14- de la ley de 14 de Setiembre de 
1863, que determina los únicos casos de procedencia del re- 
curso para ante V. E. 

Aún prescindiendo del carácter del juicio ejecutivo, que no 
es definitivo, puesto que deja abierto el procedimiento al juicio 
ordinalrio, para ejecutante 6 ejecutado, el recurso traido áV. E. 
directamente por denegación de la Cámara a quo, resultaría 
contraproducente y pido á V. E. se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aire», Julio 21 de 1894. 

Vistos en el acuerdo : Considerando: Primero : Que la excep- 
ción de incompetencia opuesta por el recurrente ante el Juez 
de Comercio de la Capital, no se ha fundado en el artículo se- 
gundo, inciso segundo, de la ley de jurisdicción y compe- 
tencia de los Tribunales nacionales, sino en disposiciones del 
Código de Procedimientos de la Capital. 

Segundo: Que la sentencia del referido Juez, que declaró 
inadmisible la excepción opuesta, lo mismo que la dictada por 
la respectiva Cámara^ confirmatoria de aquella, sólo se funda 
en disposiciones del citado Código de Procedimientos y del Ci- 
vil, cuya interpretación y aplicación no dan lugar por sí solas 
al recurso autorizado por el artículo catorce de la mencionada 
ley de jurisdicción y competencia, no conteniendo, como no 
contiene dicha sentencia nada contrario al artículo segundo, 



DE JUSTICIA PÍACIONAL 419 

inciso segundo, de esa ley, invocado recien por el apelante des- 
pués de ejecutoriado el auto que resolvió el incidente de incom- 
petencia. 

Por esto, de acuerdo con el artículo quince de la citada ley 
de jurisdicción y competencia, con la jurisprudencia de esta 
Suprema Corte y con los fundamentos concordantes del dicta- 
men del señor Procurador General: se declara bien denegado el 
recurso. Repuesto el papel, remítanse estas actuaciones á la 
Cámara de su origen junto con el expediente traído como in- 
forme. 

benjamín paz. — LUIS V. VARE- 
LA.— ABELBAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUfi^A CliXIX 



Doña María Bianchi Speziali y sus hijos^ contra el' Ferrocarril 
Enlreriano ; sobre indemnización de daños y perjuicios 



Sumario, — 1^ La prueba de información para justificar el 
nacimiento délas personas no es admisible sin la demostración 
previa de la falta de registros públicos, ó de asientos en ellos^ 
ó de no estar los asientos en debida forma. 

2^ Tampoco es admisible la producida en el extranjero, si no 
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se prueba que las leyes del país en que se ha producido, la ad- 
uiiten como tal justificación. 

3^ Esta prueba debe verificarse en i° instancia. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 



Paraná, Octubre !• de 1892. 

Vistos y resultando : Que María Bianchi y Juan, Serafín, 
José, Agustin, Constanza, Lorenzo, Maximino, Julio y Abun- 
dio Speziali, demandan á la Empresa Constructora del Ferro- 
carril Central Entrcriano, representada por Lucas González y 
C'^, para que les indemnice lo^» perjuicios causados por la muerte 
de Juan Speziali, ocasionada por un descarrilamiento culpable 
de dicho Ferrocarril. 
El procurador de los demandantes expone los hechos, diciendo: 
Que la Empresa Constructora había contratado en Buenos 
Aires veinte trabajadores, entre ellos á Juan Speziali y condu- 
cidos á la ciudad del Uruguay de donde fueron trasportados al 
lugar del trabajo en un tren de la Empresa, que partió del Uru- 
guay el día 20 de Febrero de 1887. El tren arrastrado por una 
de las máquinas de más poder, la cUruguay», lo formaban un 
wagón cargado con arena y herramientas y en que.tambien iban 
los veinte trabajadores, enganchado al tender de la máquina y 
otros wagones más que conducían pasajeros, pues estaba dado 
ya al servicio público* Al llegar á la estación Primero de Mayo, 
no anunció su arribo con el silbato de orden ni moderó la ve- 
locidad de su marcha; el cambio estaba hecho, no se sabe, des- 
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de cuando, y no había en él ningún empleado que lo vigilara 
en el momento del tránsito, ni fué posible que bajase á aten- 
derlo el Guarda Tren como era de costumbre durante la cons* 
tracción, por la excesiva velocidad de la marcha. Así pasó el 
tender y la máquina por la vía directa, pero en seguida las agu- 
jas del cambio se abrieron por estar éste flojo, y el wagón en que 
iban los veinte trabajadores entró por el desvío, la tracción en 
sentido transversal hizo que dicho wagón se volcase, aplastando 
á los trabajadores que quedaron bajo de nn montón de astillas y 
fragmentos de los wagones, pues los que venían atrás fueron in- 
terponiéndose al primero que descarriló. 

£1 resultado de esa catástrofe fué que de los veinte indivi- 
duos quedasen allí once muertos y siete heridos sin que hubiese 
en la estación un solo empleado de la Empresa que pudiera pres- 
tar socorro. 

La Empresa demandada condujo los muertos y heridos al 
Uruguay haciendo asistir á estos últimos á su costa. 

Dice que tan luego como llegaron los poderes de Europa se 
dirigió particularmente al señor Lúeas González procurando ob- 
tener amistosamente la reparación de los perjuicios; pero el re- 
presentante de la Empresa, olvidando que de hecho habían 
reconocido su obligación, por los desembolsos en la curación de 
los heridos, contestó negándose á todo arreglo, porque su abo- 
gado aquí era de opinión que la Empresa no era responsable. 

Que siendo estos los hechos, el derecho que asiste á su parte 
es claro, pues la Empresa estaba autorizada por el contrato de 
construcción á dar al servicio público las secciones concluidas 
hasta la entrega total de la vía y teniendo como tenía en activi- 
dad la en que ocurrió la catástrofe, ella es responsable, según la 
ley nacional de d8 de Setiembre de 1872, artículo 52, de los 
perjuicios ocasionados por culpa ó negligencia de sus empleados 
y no cabía duda que la muerte de Speziali era imputable á la 
Empresa de Lúeas González y C^, según el precepto de los artí- 
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culos 1113 y 1122, Código Civil, por ser sus dependientes los 
autores de ella. 

La Empresa que conducía peones y pasajeros en una sección 
que había puesto al servicio público, contrajo por ese solo hecho 
la obligación de emplear las medidas de seguridad y adoptar las 
precauciones establecidas en el artículo 2° de la ley de ferro- 
carriles nacionales, especialinente las expresadas en el inciso 6\ 
lo que no verificó, siendo esa omisión una de las que más direc- 
tamente influyó para que el descarrilamiento se produjese. L:i 
Empresa faltó, además, á lo prescrito por el artículo 20, pues 
en la estación Primero de Mayo no habían los empleados que 
debía tener para ejercer la vigilancia del cambio y prestar los 
socorros inmediatos, y el maquinista no anunció su entrada con 
seiial de silbato como debió hacerlo, según el artículo 26 de la 
misma ley. No se encontraban tampoco los medicamentos que 
debió tener en la estación, desde que la Empresa transportaba 
pasajeros que pagaban su viaje (artículo 44). 

Pero lo más grave es la contravención al artículo 24, que es- 
tablece con toda previsión que cuando se conduzcan pasajeros, 
deben ir en seguida del tender tantos wagones sin ellos como 
máquinas, pues á haberse cumplido no habría]ocurridola catás- 
trofe que quedó circunscrita al primer wagón. Aunque no se 
vea en estos hechos un delito de derecho civil, la Empresa es 
responsable de él civilmente, y pide en consecuencia se le con- 
dene al pago de 30.000 pesos m/n en que estima los perjuicios 
ocasionados á la familia Speziali, teniendo presente para fijar 
la suma, los antecedentes judiciales del país, como la causa de 
Ponsati . 

Don Nicanor Calderón, por la Empresa Lúeas González y C% 
contestando la demanda, confiesa los hechos expuestos en ella 
relativamente al descarrilamiento, limitando tan sólo á diez el 
número de muertos. 

Tratando de la responsabilidad del suceso dice : que fueron 
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tan repetidas las exigencias del comercio para que se permitiese 
el transporte de carga y pasajeros en el Ferrocarril ea cons- 
trucción, qne fué necesario hacerle presente al Gobierno, pi- 
diendo autorización al efecto, como lo hizo por nota de 7 de Ene- 
ro de 1887, pues no se ocultaba á la Empresa la responsabilidad 
que se imponía transportando carga y pasajeros en un tren en 
construcción sin esa autorización. El Gobierno resolvió con 
la misma fecha facultaráKiDireccion del Ferrocarril para trans- 
portar pasajeros y carga entre las estaciones de esta Capital y la 
de Xogoya, con una tarifa módica, debiendo costearse este tráfi- 
co con el mismo producido y depositar el sobrante, y confirmó 
también la autorización dada á la Empresa para cobrar pasajes 
V fletes en la misma línea. 

Después de este decreto principió á cobrar fletes y pasajes en 
la parte comprendida entre Uruguay y Tala, y continuó hacién- 
dose esto hasta la entrega de la línea al Gobierno, lo que se ve- 
rificó en 2 de Julio de 1887 en la sección de Uruguay á Tala, en 
que se encuentra la estación Primero de Mayo. 

El descarrilamiento se produjo, por lo tanto, en el período de 
construcción de la vía y no le son aplicables las disposiciones 
de la ley de Ferrocarriles invocadas en la demanda. 

Para aplicar la ley civil dice, hay que hacer distinción: un 
Ferrocarril en construcción y uno entregado ya al servicio pú- 
blico. En el primero todo es inseguro y sólo la experimenta- 
ción viene á comprobar si los trabajos realizados con sujeción 
al arte ó á la ciencia, son perfectos. Los que forman parce de la 
construcción saben que están sujetosápeligrosy toda previsión 
es insuficiente, por estoesque los gobiernos antes deentregarlas 
obras de cualquier género al servicio público las someten á una 
prueba experimental. Así, no debe perderse de vista esto para 
establecer si hubo ó no negligencia de parte de la Empresa en 
el descarrilamiento en cuestión. 

Las faltas de cambista, Jefe de la estación y botiquín, no son 
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violación de ningan precepto legal, en el período de construc- 
ción, ni hubo negligencia, porque el cambio estaba hecho antes 
de pasar el tren. 

£1 desastre no es imputable á la Compañía y por tanto no es 
respansable de los daños y perjuicios, según el artículo 1067del 
Código Civil. 

Los demandantes, dice, no han justificado su personalidad 
como debieron hacerlo al presentarla demanda. 

Supuesto que se tratase de un acto ilícito, la suma de 30.000 
pesos que se cobra es excesiva: los perjudicados, simples obreros, 
vivirían espléndidamente con 30 pesos mensuales y la Empresa 
no podría estar obligada á entregar esta suma por más de veinte 
años, es decir, sólo entregaría 7200 pesos en los veinte años. 
Pagados de una sola vez no representa más de 1500 pesos : con 
esta suma en veinte años se obtienen 12,000 pesos. 

Hay, pues, plus-pelüio y por ello deben imponerse las pe- 
nas de costas. 

Alega también la prescripción de la acción. A este propósito, 
dice que el descarrilamiento tuvo lugar el 20 de Febrero de 
1887 y la demanda recien fué notificada en Mayo de 1891 y la 
acción por daños y perjuicios procedentes de delitos ó cuasi-de- 
litos se prescriben al año, según el artículo 4037 del Código 
Civil. 

Afirma que la Empresa ignora si alguien dentro del año, con 
ó sin representación, hizo alguna gestión capaz de interrumpir 
la prescripción. 

Termina pidiendo el rechazo de la demanda, con costas. 

Becibida la causa á prueba, se produce dentro del término, la 
que corre de fojas 6 á 144 y fojas 145 á 159, sobre cuyo mérito 
se han producido los alegatos de fojas 161 y 213 que el Juz- 
gado ha tenido también á la vista. 

T considerando: 1° Que la acción civil para perseguir la in- 
demnización délos perjuicios originados por un homicidio sólo 
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la acuerda la leyá la viuda y herederos necesarios de la víctima, 
artículo. . . del Código Civil: que desde luego aún siendo proba- 
do que Juan, Serafín, Agustín, Constanza, Lorenzo, Maximino, 
Abondio y Julio Speziali como se titulan, ningún derecho tie- 
nen á reclamar la indemnización por la muerte de éste^ causada 
por el desastre ferroviario ocurrido en 20 do Febrero de 1887, 
porque los hermanos no teniendo asignado por ley una legítima 
forzosa, no son herederos necesarios. 

2^ Considerando en cuanto á María Bianchi de Speziali, que 
funda la indemnización en su calidad de madre legítima y por 
tal, heredera de Juan Speziali: que tanto la filiación como la 
maternidad legítima se prueban por los certificados auténticos 
extraídjsde los registros públicos creados con el objeto de ins- 
cribir los nacimientos y matrimonios (artículos 79 y 263 del Có- 
digo Civil combinados) y, sólo en caso de no existir registros pú- 
blicos por falta de asiento en ellos, ó no estando éstos en debida 
forma pueden admitirse otros documentos y otros medios de 
comprobación (artículo 87 del código citado). 

Que debe presumirse legalmente que esta misma doctrina es 
admitida en la legislación vigente del Reino de Italia, desde que 
la parte actora no ha alegado ni probado lo contrario como debió 
hacerlo, si así no fuese (artículo 13). 

Que siendo los certificados del Registro la forma regular y 
propia de comprobación de las relaciones de familia, para que 
fuesen admisibles otros medios de prueba, era necesario demos- 
trar también que el caso se encuentra en las condiciones pre- 
vistas por la ley, á saber, falta de registros públicos, de asiento 
en ellos 6 que éstos no están en debida forma. 

Que la única prueba aducida por la parte de María Bianchi, 
para justificar que es madre legítima de Juan Speziali, consiste 
en la información inserta en la escriturado poder de foja 1* con 
que se instauró este juicio, cuyo original en idioma italiano se 
presentó á foja. . . después de vencido el término probatorio. 
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Que esa información carece de medio probatorio: i° porque 
no se ha hecho constar la imposibilidad de producir la prueba 
propia del caso; 2"* porque las informaciones de testigos produ- 
cidas antes de iniciársela causa, ante un Juez sin jurisdicción 
para conocer en ella y sin citación de la parte contra quien ha 
de producir su efecto, son de ningún valor (ley 2% título i 6, par- 
tida 3^) si no se r¿itifican los testigos en la estación oportuna del 
juicio, mayormente cuando en la que nos ocupa se ha tenido en 
mira la iniciación de este pleito al producirla y no puede escusar- 
se la falta de ratificación, atenta la edad de los que deponen v 
fecha en que la información se produjo y cuando no han sido 
examiíjados perlas generales de la ley, siendo que varios de los 
testigos llevan el mismo apellido Speziali. lo que hace suponer 
que sean parientes de los demandantes y desde luego parciales. 

Por estas consideraciones: declaro que los demandantes no 
han probado cumplidamente su carácter de herederos necesa- 
sarios del finado Juan Speziali, y en consecuencia resuelvo no 
hacer lugar á la demanda. Notifíquese con el original y repón- 
ganse los sellos. 

• 

M. de T. Pinto. 



Fallo de la Siiiirema Corte 



Buenos Aires, Julio 21 de 1891. 



Vistos y considerando: Que orno lo establécela sentencia 
apelada, de acuerdo con lo dispuesto en elartículo ochenta y cinco 
del Código Civil, es tan sólo por no haber registros públicos ó 
por falta de asientos en ello, 6 no estar los asientos en debida 
forma, que se admite la prueba supletoria del nacimiento de las 
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personas, por otros documentos Ó por otros mediüs de compro- 
bación. 

Que el actor no ha producido prueba alguna que sirva ú de- 
mostrar que el caso se halla comprendido en la disposición del 
citado artículo, para la admisión de la prueba supletoria. 

Que tampoco ha producido prueba alguna de que la legisla- 
ción italiana admítala citada prueba supletoria en otras con- 
diciones que la legislación argentina, como era su deber hacerlo, 
con arreglo al artículo trece del Código Civil, si quería la aplica- 
ción de las leyes extranjeras que no hacen parte de convencio- 
nes diplomáticas ó de ley especial Jiacional. 

Que esaprueba ha debido producirse en primera instancia, 
no siendo permitida la recepción á prueba en esta Instancia 
( artículo doscientos veinte de la ley de Procedimientos), tanto 
menos cuanto que, ni aún en la expresión de agravios, el ape- 
lante no ha invocado en concreto disposición alguna que abone 
su intención, ni ofrecido por tanto, prueba también concreta de 
la existencia de la ley extranjera. 

Que el informe que se pide se solicite del Consulado de Italia, 
no llenaría en manera alguna las exigencias de la ley, pues no 
bastaría^como prueba á los efectos del citado artículo trece del 
Código Civil. 

Por esto y por sus fundamentos, se confirma la seutencia 
apelada de foja doscientos cincuenta y cinco, no haciéndose lu- 
gar ala condenación en costas solicitada por la Empresa, por no 
hab(ír mérito para ello. Kepuestos los sellos, devuélvanse, pu- 
diendo notificarse con el original. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN.— OCTAViO 
BUNGE. — JUAN E. TORREN!. 
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CI^XX 



Doña Juana Mirabelliy su hijo menor don José Biglia, contra 
la Empresa del Ferrocarril Central Entreriano; sobre in- 
demnizacion de perjuicios. 



Sumario. — i"* Las empresas de ferrocarril son responsa- 
bles de los perjuicios causados por culpa ó negligencia de sus 
empleados. 

2** El término de la prescripción á que se refiere el artículo 
4037 del Código Civil, empieza á correr desde la fecha en que el 
acreedor tuvo conocimiento de los hechos que produjeron el da- 
ño, y la acción entablada después de un año de tenido ese co- 
nocimiento está proscripta. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 



Paraná, Julio 12 de 1892 

T Tistes: estos autos iniciados por el Procurador Don 
nuel Carazií, en representación de Juana Mirabelli, por sí y por 
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sa hijo menor José Bíglía, contra la Empresa Lúeas González 
y Compañía, constructora del Ferrocarril central Entreriano, 
sobre daños y perjuicios causados por la muerte de Juan Bi- 
glia, esposo de la primera y padre de José Biglia, de que re- 
sulta : 

El Procurador de la demandante expone los hechos diciendo: 
Que la Empresa constructora había contratado en Buenos Ai- 
res veinte trabajadores^ entre ellos á Juan Biglia, y condu- 
cídolos á la ciudad del Uruguay, de donde fuerpn trasporta- 
dos al lugar del trabajo, en un tren que partió el día 20 de 
Febrero de 1887. 

El tren, arrastrado por una de las máquinas de más poder^ la 
Uruguay, lo formaban un wagón cargado dearenay herramien- 
tasy en que también iban los veinte trabajadores, enganchado 
at tender de la máquina y otros wagones más que conducían pa- 
sajeros, pues estaba ya dado al servicio público. Al llegar al 
cambio de la estación c Primero de Mayo > no anunció su arribo 
con el silbato de orden ni moderó la velocidad de su marcha: el 
cambio estaba hecho, no se sabe desde cuando y no había en él 
ningún empleado que lo vigilara en el momento del tránsito, ni 
fué posible que bajase á atenderlo el guarda-tren, como era 
costumbre durante la construcción, por la excesiva velocidad 
déla marcha. 

Así pasó la máquina y el tender por la vía directa; pero en 
seguida las agujas del cambióse abrieron por estar éste flojo y 
el wagón en que iban los veinte trabajadores entró por el des- 
vío : la tracción en sentido transversal hizo que dicho wagón se 
volcase, aplastando los trabajadores que quedaron bajo de un 
montón de astillas y fragmentos de los wagones, pues los que 
venían atrás fueron superponiéndose al primero que desca- 
rriló. 

£1 resultado de esa catástrofe fué que de los veinte indivi- 
duos quedaron allí once muertos y siete heridos, sin que hu- 
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biese en la estación ni un solo empleado que pudiese prestar 
socorro. La Empresa demandada condujo los muertos y heridos 
al Uruguay, haciendo asistir á estos últimos á su costa. 

Dice que tan luego como llegaron los poderes de Europa, se 
dirigió particularmente al señor Lucas González, procurando 
obtener amistosamente la reparación de los perjuicios; pero el 
representante de la empresa olvidando que de hecho había re- 
conocido su obligación por los desembolsos en la curación de 
los heridos, contestó negándose á todo arreglo, porque su abo- 
gado aquí era de opinión que la Empresa no era responsa- 
ble. 

Que siendo estos los hechos^ el derecho que asiste á su parte 
es claro, pues la Empresa estaba autorizada por el contrato de 
construcción á dar al servicio público las secciones concluidas 
hasta la eYitrega total de la vía, y teniendo como tenía en acti- 
vidad la en que ocurrió la catástrofe, ella es responsable^ según 
la ley nacional de 18 de Setiembre de 1872, artículo 52, de los 
perjuicios ocasionados por culpa ó negligencia de sus emplea- 
dos y no cabe duda que la muerte de Biglia era imputable á la 
empresa Lucas González y compañía, según el precepto de los 
artículos lH3y H22, Código Civil, por ser sus dependientes los 
autores de ella. 

La empresa que conducía peones y pasajeros en una sección 
que había puesto al servicio público, contrajo por ese solo hecho 
la obligación de emplear las medidas de seguridad y adoptar 
las precauciones establecidas en el artículo 2'' de la ley de Fe- 
rrocarriles nacionales, especialmente las expresadas en el inciso 
6% lo que no verificó, siendo esa omisión una de las que más di- 
rectamente influyó para que el descarrilamiento se produjese. 
La Empresa faltó además á lo prescrito por el artículo 20, 
pues en la estación « Primero ue Mayo » no había ios em- 
pleados que debía tener para ejercer la vigilancia del cambio y 
prestar los socorros inmediatos, y el maquinista no anunció su 
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entrada con señal de silbato, como debió hacerlo según el artí- 
culo 26 ds la misma ley. 

No se encontraban tampoco los medicamentos que debía te- 
ner en la Estación, desde que la empresa transportaba pasaje- 
rosque pagaban su viaje (artículo 14 ). Pero lo más grave os 
la contravención al artículo 24, que establece con toda previ- 
sión que cuando se conduzcan pasajeros deben ir en seguida 
del tender tantos wagones sin ellos como máquinas, pues á ha- 
berse cumplido no habría ocurrido la catástrofe que quedó cir- 
cunscripta al primer wagón. Aunque no se vea en estos hechos 
más que un delito del derecho civil, la empresa es responsable 
de él civilmente y pide en consecuencia, se la condene al pago 
de 30.000 pesos en que estima ¿os perjuicios causados á sus re- 
presentados, teniendo presente para fijar la suma los anteceden- 
tes judiciales del país, como la causa de Ponsati. 

Don Nicanor Calderón, por la Empresa Lucas González y 
compañía, contestando la demanda, confiésalos hechos expues- 
tos en ella relativamente al descarrilamiento^ limitando á diez 
tan sólo el número di muertos. 

Tratando de la responsabilidad del suceso dice : que fueron 
tan repetidas las exigencias del comercio para que se permitiese 
el transporte de carga y pasajeros en el Ferrocarril en construc- 
ción, que fué necesario hacerle presente al Gobierno, pidiéndo- 
le autorización al efecto, como lo hizo por nota de 7 de Enero 
de 1887, pues no se ocultaba á la Empresa la responsabilidad 
qne se imponía trasportando carga y pasajeros en un tren en 
construcción, sin esa autorización. El Gobierno resolvió con la 
misma fecha facultará la Dirección del Ferrocarril para tras- 
portar pasajeros y carga entre las estaciones dé esta Capital y 
ladeNogoyá, con sujeción á una tarifa módica, debiendo cos- 
tearse este tráfico con el mismo producido y depositar el sobran- 
te, y confirmó también la autorización dada á la Empresa para 
cobrar pasajes y fletes en la misma línea. 
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Después de este decreto principió á cobrar fletes y pasajes en 
la parte comprendida entre Uraguay y Tala, continuó haciendo 
esto hasta la entrega de la línea al Gobierno, la que se veriñeó 
en 2 de Julio de 1887. de la sección de Uruguay á Tala, en que 
se encuentra la estación c Primero de Mayo >. 

El descarrilamiento se produjo, por lo tanto, en el período de 
construcción de la TÍa y no le son aplicables las disposiciones 
de la ley de ferrocarriles invocada en la demanda. 

Para aplicar la ley civil, dice, hay que hacer distinción entre 
un ferrocarril en construcción y uno ya entregado al servicio 
público. En el primero todo es inseguro y sólo la experimenta- 
ción viene á comprobar si los trabajos realizados con sujeción 
al arte ó ciencia son perfectos. Los que forman parte de la cons- 
trucción, saben que están sujetos apeligres y toda previsión es 
insuficiente^ por esto es que los Gobiernos antes de entregar !as 
obras de cualquier género al servicio público las somete á una 
prueba experimental. Así, no debe perderse de vista esto para 
establecer si hubo ó no negligencia de parte de la Empresa en 
el descarrilamiento en cuestión . 

Las faltas de cambistas. Jefe de estación y botiquín no son 
violaciones de ningún precepto legal en el período de construc- 
ción ni hubo negligencia, porque el cambio estaba hecho antes 
de pasar el tren. El desastre no es imputable á la compañía, 
no es responsable de los daños y perjuicios según el artículo 
1067, Código Civil. 

La Mirabelli, dice, no ha producido con la demanda ningún 
documento que compruebe el carácter deesposade Juan Biglia, 
que se atribuye, ni menos de heredera. 

Supuesto que se tratase de un acto ilícito, la suma de 30.000 
pesos que se cobra es excesiva, los perjudicados simples obreros^ 
vivían espléndidamente con 30 pesos mensuales y la Empresanu 
podría estar obligada á integrar esta suma por más de veinte años, 
es decir, sólo entregaría siete mil doscientos pesos en los veinte. 
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Hay plus-pelüion y por ello debe imponerse la pena do 
costas. 

Alega también la prescripción de la acción. A este propósito 
dice : que el descarrilamiento tuvo lugar el 20 de Febrero de 
i 887 y la demanda recien fué notificada en Mayo de 1891. 
Y la acción por daños y perjuicios procedentes de delitos ó oua- 
si-delitos se prescribe al año, segan el artículo 4037, Código ci- 
tado. 

Afirma que la Empresa ignora si alguien, dentro del año, con 
6 sin representacLOu, hizo alguna gestión capaz de interrumpir 
la prescripción. 

Termina pidiendo el rechazo de la demanda, con costas. 

El Defensor especial de menores coadyuva al objeto de la 
demanda aduciendo argumentos análogos á los expuestos en esta 
y deduce las mismas conclusiones. 

Recibida la causa á pruébase produce dentro del término 
laque corre de foja... á foja..., que eIJuzgadoha tenidotam- 
bien á la vista. 

Considerando: Que la discusión como se vé, ha recaído sobre 
las siguientes cuestiones que el Juzgado pasa á considerar y re- 
solver : 

1* ¿ Está legalmente justificada la personalidad de la deman- 
dante Juana Mirabelli en este juicio? 

2^ ¿La muerte de Biglia ha sido la consecuencia de actos ú 
omisiones culpables de los empleados del Ferrocarril Central 
Entrerriano ? 

3*^ En caso afirmativo, ¿la Empresa Lúeas González y com- 
pañía es civilmente responsable de las consecuencias de esos 
hechos y omisiones ? 

4*^ La acción civil que la ley acuerda á la viuda para indemni- 
zarse de los perjuicios ocasionados por el homicidio de su espo- 
so ¿se encuentra proscripta en el caso discutido? 

5^ ¿Lo está igualmente la delmenor José Biglia, hijo delfalle- 

T. vi 28 
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cido ? y finalmente, ¿ la cantidad cobrada por daños y perjuicios 
es equitativa? y ¿qué resolución corresponde sobre las costas? 

Considerando en cuanto á la l*:que los documentos que corren 
de fojas 150 á 152 no han sido acompañados á la demanda ni 
mencionados en ella con designación del archivo en que se en- 
contraban, como lo previene la ley nacional de procedimientoí, 
artículo 10, ni son tampoco los que han debido expedirse en 
virtud de la providencia judicial dictada durante la substancia- 
ción de este juicio (foja 148), por lo que no debieron ser reci- 
bidos. 

Que esto no obstante, el Juez para llenar cumplidamente su 
misión de justicia está obligado por la ley 2*, título 16, libro H, 
Novísima Recopilación, á buscar la verdad, prescindiendo de 
aquellas solemnidades y formas que no sean las substanciales 
del juicio, y áeste propositóla ley de Procedimientos, artículo 
102, inciso 3°, lo autoriza para mandar practicar de oficio cual- 
quiera diligencia probatoria quesea conducente al descubri- 
miento de la verdad. 

Que en conformidad con estos preceptos legales, el Juzgado, 
para mejor proveer, trae á su conocimiento y entra á considerar 
dichos doccnientosya que la parte demandada no los ha redar- 
güido de falsos al notificársele la providencia de foja-. . y lo ha- 
ce así porque ellos sonde inñuenciapara la decisión de la cues- 
tión propuesta y porque las formalidades legales para traer un 
documento á los autos después de la litis-contestatio sólo se re- 
fiere á los solicitados y ofrecidos por las partes y no á los que el 
Juzgado necesita para ilustrar su juicio ( Reus, Ley de etijucia- 
meinto civil, tomo 2*», páginas 71 y 72 ). 

Que los documentos de fojas 150y 152, consistentes en lafé 
dematrimonio de Juan Biglia ydebautismode JoséBiglia, ex- 
traídas del Registro Civil del municipio de Cozzo, provincia de 
Pavía, en el Reino de Italia, se encuentran debidamente autenti- 
cados y en consecuencia prueban de una manera completa que 
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JuanaMirabelli es esposa y José Biglia hijo de JuanBiglia, con 
lo que queda justificada la personalidad de ambos en esta ges- 
tión. 

Que esta conclusión no se destruye con la objeción formulada 
en el alegato de conclusión, de que no basta probar el parentes- 
co para ejercer la acción propuesta, porque dependiendo de ella 
la sucesión, ha debido también probar la Mirabelli^ con la 
declaratoria de Juez competente, que es heredera de Juan Biglia 
y además la misión judicial en posesión de la herencia, según 
lo requiere el artículo 3414, Código Civil, porque Is acción civil 
para perseguir la indemnización de daños y perjuicios causados 
por delitos y actos ilícitos no son acciones que dependan de la 
sucesión y mucho menos cuando el acto ilícito ha reconocido un 
homicidio y la acción se deduce por la viuda é hijo, como en el 
caso presente, pues la ley (artículo 1085 y argumento del 1084 
y 1079, Cód, Civil) se los acuerda directamente por los perjuicios 
personalmente sufridos y no como nn derecho adquirido por el 
mnerto, que no ha podido adquirir, y que pase á sus sucesores. 
Considerando respecto ala 2° cuestión: que son hechos confesa- 
dos por el representante de la Empresa Lúeas González y C* en la 
contestación á la demanda y confirmados por el sumario de fo- 
ja 128 á 1 41 y declaraciones recibidas durante el juicio de foja 1 18 
á foja 125, que el día 20 de Febrero de 1887 partió de la estación 
del Uruguay nn tren del Ferrocarril Central Entrerriano condu- 
ciendo pasajeros y peones que la Empresa había hecho venir de 
Buenos Aires para los trabajos de construcción del Ferrocarril : 
estos trabajadores^ en número de 20, iban con sus herramientas 
en un wagón cargado de arena que en la formación del tren fué 
colocado después de la máquina, á continuación del tender; al lle- 
gar á la estación < Primero de Mayo » el tren ni hizo señal con 
el pito á vapor ni moderó su marcha para que el conductor ba- 
jase á hacer ó revisar el cambio y para prevenir cualquier peli- 
gro : la máquina y las cuatro ruedas de adelante del wagón en 
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qne ibau loa trabajadores pasaron el cambio por la vía directa^ 
masías cuatro ruedas posteriores del mismo wagoa faeron al 
desvío á Cciusa de haberse movido las agujas que estaban flojas, 
produciéndose así una tracción en sentido trasversal á la línea, 
que hizo volcar el wagón de los trabajadores, aplastando á estos, 
que quedaron así bajo de un montón de arena y astillas, paos los 
wagones que seguían fueron sobre él volcados con la impulsión 
qne llevaban ; la catástrofe dio por resultado la muerte instan- 
tánea de nueve personas, entre ellas Juan Biglia, quedando va- 
rios otros heridos^ que la Empresa recogió é hizo asistir en el 
Uruguay; en la estación « Primero de Mayo > no había ningún 
empleado ni había tampoco ningún cambista que vigilase las agu- 
jas del cambio, pues la costumbre era que el conductor de cada 
tren bajase á hacer asegurar el desvío, lo que, como se ha dicho, 
no se verificó en esta ocasión. 

Que haciendo el Ferrocarril el servicio público de conducir 
pasajeros y carga entre las estaciones « Uruguay » y « Primero 
de Mayo » mediante la retribución fijada por la tarifa y espe- 
cialmente en el viaje en que se produjo la catástrofe, como se 
confiesa que hacía, estaba de hecho entregado al servicio públi- 
co (aunque no estuviesen terminados los trabajos ni lo hubiese 
recibido aún el Gobierno que lo mandó construir ) siéndole des- 
de luego aplicable las disposiciones déla ley nacional de Ferro- 
carriles, desde que por otra parte ese Ferrocarril ha sido cons- 
truido con un capital cuyo interés mínimo estaba garantido por 
la Nación (artículo 2°, inciso 3^, de la ley citada y ley de Octu- 
bre de 1884), 

Que el artículo 53 de la ley de Ferrocarriles hace responsa- 
bles á las Empresas de los perjuicios causados por culpa ó ne- 
gligencia de sus empleados y el 1113 del Código Civil impone á 
los patrones ó superiores la obligación de resarcir los daños y 
perjuicios ocasionados por las personas que están bajo su de- 
ndenoiaó por las cosas que tienen á su cuidado. 
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Qué tanto la mala formación del tren en cuestión, colocando el 
wagón qne conducía á los obreros á continuación del tender, 
cuando debió colocarse de por medio uno por lo menos de carga» 
en cumplimiento de lo preceptuado por la ley y las indicaciones 
de la experiencia ferroviaria, como la falta de un empleado que 
vigilase el estado del cambio y de las agujas en el momento del 
paso del tren, empleado tanto más necesario cuanto que se con- 
fiesa que la vía era aún imperfecta y no estaba consolidada, co- 
mo asimismo la falta de anuncio al arribar á la Estación son 
hechos producidos con violación de la ley de la materia (artículos 
26 y 32) por los empleados dependientes de la Empresa Lúeas 
González y Compañía y los que han causado la muerte de Juan 
Biglia, pues con sólo haberse puesto un wagón de carga entre el 
tender y el que conducía los trabajadores se habría evitado la 
muerte de estos, como se evitó la de los demás viajeros que iban 
en el wagón siguiente. 

Que de aquí se deduce que la Empresa aludida es responsa- 
ble de las consecuencias civiles del descarrilamiento del 20 de 
Febrero de 1887. 

Que la autorización dada por el Gobierno de la provincia con 
fecha 7 de Enero del mismo año 1887 para el trasporte de car- 
ga y pasajeros, no releva á la Empresa de esta responsabilidad 
como se pretende: 1^ porque esa autorización fué limitada tan 
sólo á la sección de vía comprendida entre esta capital y la Es' 
tacion Nogoyá y no á la de Uruguay ó el Tala en que está situa- 
da la estación < Primero de Mayo» ( resolución de foja... y 
nota de foja... ); y 2* porque aunque así no fuese, haciéndose el 
tráfico bajo la administración de la Empresa demandada , ella 
sería responsable de la idoneidad de los empleados que eligió 
para encomendarles funciones tan delicadas, estos dependían de 
ellos directamente y no del Gobierno y siempre le sería aplica- 
ble el artículo 11 13 citado del Código Civil. 

Que la falta de firmeza y los peligros consiguientes de la im- 
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perfección de la vía en construcción lejos de disminuir la respon- 
sabilidad de la £mpresa, la aumenta en tanto cuanto esa cir- 
cunstancia agrara la culpa de los actores del desastre ; porque 
si tal era el estado de la vía, la Empresa no pudo pedir autoriza- 
ción al Grobierno para trasportar pasajeros y carga sin respon- 
sabilizarse por las desastrosas consecuencias que sobrevendrían, 
7 esto mismo imponía á la Empresa y sus empleados el deber 
de proceder con mayor celo aún que el exigido por la ley para los 
caminos que se encuentran en perfecto estado de uso . 
Considerando en cuanto á la excepción de prescripción: 
Que la acción para perseguir en juicio la indemnización de 
perjuicios ocasionados por un delito 6 cnasi-delito se prescribe 
al año (artículo 4037, Código Civil). 

Que debiendo contarse este término desde la fecha en que el 
acreedor tuvo conocimiento del delito y apareciendo del poder 
otorgado por la Mirabelli, foja..., que ella tuvo noticia déla 
muerte de su esposo Juan Biglia en 21 de Febrero de 1888, es- 
te juicio iniciado recien el dia 7 de Marzo de 1889, un año y 14 
días después, lo ha sido cuando la acción de la Mirabelli se en- 
contraba ya prescripta. 

Que las dificultades de hecho alegadas para libertarse de las 
consecuencias de lá prescripción no han sido debidamente jus- 
tificadas, porque sí bien el informe del vice-cónsul, de foja 
112, demuestra que se necesitan tres meses por lo menos 
para ir y volver al pueblo de Italia en que reside la Mirabe- 
lli y seis para practicar y autenticar diligencias judiciales en 
el centro de aquel Reino, en todo nueve meses, encontrándose el 
poder de la Mirabelli en esta provincia con fecha 9 de Enero de 
i889, antes de completarse el año, el retardo en presentar la 
demanda hasta 7 de Marzo, período en el cual se completó la 
prescripción, no fué debida á aquellas dificultades ni se ha insi- 
nuado que en ese intervalo sobreviniese otras, como era necesa- 
rio hacerlo, porque la ley sólo acuerda ese beneficio ácondicioa 
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de que se haga valer el derecho inmediatamente despnes qne 
las dificaltades hayan cesado. 

Qae no sucede lo mismo con la acción deducida á nombre 
del menor José Bíglia, porque el término de prescripción no 
corre contra los menores (artículo 3966, Código Civil) y sien- 
do un hecho probado, foja 152^ que José Biglia sólo tenía seis 
años no cumplidos cuando se inició el juicio, el término de pres- 
cripción de la acción aún no había empezado á correr para él. 

Que por lo que respecta á la estimación de los perjuicios, 
tratándose de un homicidio culpable, ella debe hacerse por el 
Juez, teniendo por base las necesidades alimenticias del hijo á 
que deben agregarse los gastos funerarios, los de asistencia 
del extinto y las costas del juicio, según el artículo 1084 del 
Código Civil, por ser de aplicación al resarcimento de los daños 
causados por actos ilícitos simplemente culpables las mismas 
disposiciones que rigen los delitos (artículo 1609 del Código 
citado). 

Que los alimentos que un colono, como era Biglia, podía su- 
ministrar á su hijo, en los que se comprenda también la educa- 
ción, deben encontrarse en relación con sus ganancias probables, 
la que es prudente calcular en 23 pesos oro mensuales y por el 
término de 19 años, por ser los que le faltaban desde la muerte 
del padre hasta llegar á la mayor edad. 

Que los gastos de asistencia fueron ya sufragados por la Em- 
presa del Ferrocarril, como lo confiesa la misma demanda. 

Y en cuanto á las costas con que se relaciona la objeción de 
pluS'petitioriy formulada por el demandado, no versando la cues- 
tión sobre un valor sujeto á una determinación precisa, no debe 
considerarse como temeraria la estimación que de él se hace en 
la demanda, por más que ella sea elevada. 

Que por otra parte, las causadas, no lo han sido por razón de la 
plm^petition, que no podía dar lugar á discusión por ser el Juez 
el llamado á fijar el monto de los perjuicios, sino por la oposi- 
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cion del demandado al derecho de la Mirabelli, por lo qae de- 
ben ser á cargos de aquel. 

Por todas estas consideraciones, declaro que la sociedad Lú- 
eas González y C*, constructora del Ferrocarril Central Entre- 
rriano, está obligada á satifacer la suma de 5é64 pesos aro 6 su 
equiTalente, al menor José BigUay por él á la persona que ten- 
ga sn representación legal, por indemnización de los perjuicios 
causados con la muerte de su padre y además las costas del 
pleito, no haciéndose lugar á la demanda en cnanto á los dere- 
chos que reclama D'' Juana Mirabelli, por estar proscripta su 
acción. Bepóngase el papel con los sellos correspondientes, no- 
tifíquese en el original y vuelva al Fiscal para que deduzca las 
acciones penales que resulten de estos antecedentes, en confor- 
midad á las disposiciones de la ley nacional de 18 de Setiembre 
de 1872. 

M. de T. Pinto. 



Fallo de la Suprema Terie 



Buenos Aires, Julio 24 de 1894. 

Vistos y considerando : Que cuanto mayor sea el deber 
de obrar con prudencia, mayor es la obligación que resulta 
de las consecuencias posibles de los hechos (artículo novecien- 
tos dos del Código Civil). 

Que correspondiendo la ley segunda, título diez y seis, libro 
once, NoTÍsima Recopilación, á la diez, título diez y siete, li- 
bro cuarto de la Becopilacion Castellana, carece de impor- 
tancia la observación hecha por el demandado, sobre el valor 
jurídico de aquella. 
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Qae dadas las circanstancias del caso y de acut)rdo con el ar- 
tículo mil ochenta y cuatro del Código Civil, esta Suprema Cor- 
te estima equitativa la suma de nueve mil pesos moneda nació-* 
nal como indemnización pagadera en una sola vez. 

Por esto y sus fundamentos concordantes, se confirma la sen- 
tencia de foja doscientos cincuenta y siete, con la modificación 
contenida en el último considerando de la presente resolución. 
Repuestos los sellos^ devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS y. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN.— OCTAVIO BÜN- 
GE.— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA VliXXI 



Daña Margarita Zanotti de Francisco, contra la Empresa del 
Ferrocarril Central Enírerriano; sobre indemnización de 
daños y perjuicios. 

Sumario, — 1® Las empresas de ferrocarriles son responsa- 
bles de los perjuicios causados por culpa ó negligencia de sus 
empleados. 

2** El término de la prescripción á que se refiere el artículo 
4037 del Código Civil, empieza á contarse desde que el damni- 
ficado tuvo conocimiento del delito ó hecho ilícito que causó el 
daño. 
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Caso, — Lo indica el 



Fallo del Jíues Federal 



Paraná, Janio 8 de 1892. 

Vistos 7 resaltando : Que Margarita Zanotti, vecina de la 
ciudad de Corzo, en el Eeino de Italia, por medio de sn apode- 
rado Don Antonio XTzin, demanda á la Empresa constructora 
del Ferrocarril Entrerriano, para que le satisfaga los daños y 
perjuicios ocasionados por la muerte de su esposo José Orlan- 
dini, producida por un descarrilamiento culpable de dicho Fe- 
rrocarril . 

El Procurador de la demandante expone los hechos diciendo: 
que la Empresa constructora había contratado en Buenos Aires 
20 trabajadores, entre ellos á José Orlandini, y conducídolos á 
la ciudad del Uruguay, de donde fueron transportados al lugar 
del trabajo en un tren de la Empresa, que partió del Uruguay el 
20 de Febrero de 1887. 

El tren, arrastrado por una délas máquinas de más gran po- 
der, la € Uruguay », lo formaban un wagón cargado de arena y 
herramientas en que también iban los veinte trabajadores, en- 
ganchado al tender de la máquina, y otros wagones más que 
conducían pasajeros^ pues estaba dado ya al servicio público. 

Al llegar al cambio de la estación Primero de Mayo, no anun- 
ció su arribo con el silbato de orden, ni moderó la velocidad de 
su marcha: el cambio estaba hecho no se sabe desde cuándo, ni 
había en él ningún empleado que lo vigilara en el momento del 
tránsito, ni fué posible que bajase á atenderlo el guarda-tren, 
como era costumbre durante la construcción, por la excesiva ve- 
locidad de la marcha. Así pasó la máquina y el tender por la 
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vía directa, pero en seguida las agujas del cambio se abrie- 
ron por estar éste flojo; y el wagón en que iban los veinte tra- 
bajadores entró por el desvío; la tracción en sentido transver- 
sal hizo que dicho wagón se volcase aplastando á los trabaja- 
dores, que quedaron bajo de un montón de astillas y fragmentos 
de los wagones, pues los que venían atrás fueron superponién- 
dose al primero que descarriló. 

El resultado de esa catástrofe fué que de los veinte indivi- 
duos quedasen allí i 1 muertos y 7 heridos, sin que hubiera en 
la estación ningún empleado de la Empresa, que pudiera pres- 
tar socorro. La empresa demandada condujo los muertos y he- 
ridos al Uruguay^ haciendo asistir á estos últimos á su costa. 
Dice que tan luego llegaron los poderes de Europa se dirigió 
particularmente al señor Lucas González, procurando obtener 
amistosamente la reparación de los perjuicios, pero el represen- 
tante de la Empresa, olvidando quede hecho habían reconocido 
su obligación por los desembolsos en la curación de los heridos, 
contestó negándose á todo arreglo, porque su abogado aquí en 
de apinion que la Empresa no era responsable. 

Que siendo estos los hechos, el derecho que asiste á su parte 
es claro, pues la Empresa estaba autorizada por el contrato de 
construcción, á dar al servicio público las secciones concluidas 
hasta la entrega totul de la vía y teniendo como tenía en acti- 
vidad la en que ocurrió la catástrofe, ella es responsable^ según 
la ley nacionalde i8 de Setiembre de 1872, artículo 52, de los 
perjuicios ocasionados por culpa ó negligdncia de sus emplea- 
dos y no cabía duda que la muerte de Orlandini es imputable á 
la Empresa de Lucas González y C", según el precepto de los ar- 
tículos lli3 y 1122 Código Civil, por ser sus dependientes los 
autores de ella. 

La Empresa que conducía peones y pasajeros en una sección 
que había puesto al servicio público, contrajo por ese solo he- 
cho la obligación de emplear las medidas de seguridad y adop- 
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tar las precauciones establecidas en el artículo 2 de la ley de Fe- 
nocarriles nacionales, especialmente las expresadas en el inciso 
6®, lo que no verificó, siendo esta omisión nna de las qne más 
directamente influyó para que el descarrilamiento se produjese, 
La Empresa faltó, además, á lo prescrito por el artículo 20, 
pues en la estación i^ de Mayo no habían los empleados que 
debía tener para ejercer la vigilancia del cambio y prestar los 
socorros inmediatoe, y el maquinista no anunció su entrada coa 
señal de silbato, como debió hacerlo, según el artículo 26 de la 
misma ley. No se encontraban tampoco los medicamentos que 
debía tener en la Estación, desde que la Empresa transportaba 
pasajeros que pagaban su viaje (artículo 44). Pero lo más gra- 
ve es la contravención al artículo 24 qne establece con toda 
previsión que, cuando se conduzcan pasajeros, deben ir en se- 
guida del tender tantos wagones sin ellos, como máquinas, 
pues á haberse cumplido no habría ocurrido la catástrofe que 
quedó circunscripta al primer wagón. Aunque no se vea en es- 
tos hechos más que un delito del derecho civil, la Empresa es 
responsable de él civilmente, y pide en consecuencia se la con- 
dene al pago de treinta mil pesos (30.000) en que estima los 
perjuicios causados á su representada, teniendo presente para 
fijarla suma, los antecedentes judiciales del país como la causa 
de Ponsati. 

Don Nicanor Calderón, por la Empresa Lúeas González y 
C^, contestando la demanda, confiesa los hechos expuestos en 
ella relativamente al descarrilamiento, limitando á diez tun só- 
lo el número de muertos. 

Tratando de la responsabilidad del suceso dice: que fueron 
tan repetidas las exigencias del comercio para que se permitiera 
el transporte de carga y pasajeros en el Ferrocarril en cons- 
trucción, que fué necesario hacerle presente al Gobierno pi- 
diéndole autorización al efecto, como lo hizo por nota de 7 de 
Enero de 1887, pues no se ocultaba á la Empresa la responsa- 
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bilidad que se imponía transportando carga 7 pasajeros en nn 
trenenconstraccion, sin esa autorización. El gobierno resol- 
vió con la misma fecha facultar á la dirección del Ferrocarril, 
para transportar pasajeros 7 cargas entre las estaciones de es- 
ta Capital 7 la deNog07á, con sujeción á una tarifa módica, 
debiendo costearse este tráfico con el mismo producido, 7 depo- 
sitar el sobrante, 7 confirmó también la autorización dada á la 
Empresa para cobrar pasajes 7 fletes en la misma línea. 

Después de este decreto principió á cobrar fletes 7 pasajes en 
la parte comprendida entre Urugua7 ; Tala 7 continuó hacién- 
dose hasta la entrega de latinea al gobierno, la que se verificó 
en 2 de Julio de 4887, de la sección de IJrugua7, á Tala en que 
se encuentra la estación 1^ de Ma7o. 

El descarrilamiento ^e produjo, por lo tanto, en el período de 
construcción de la vía 7 no le son aplicables las disposiciones 
de la 107 de Ferrocarriles invocadas en la demanda. 

Para aplicar la \ej civil, dice, ha7 que hacer distinción entre 
unferrocaril en construcción 7 uno entregado 7a ai servicio 
público. En el primero todo es inseguro 7 sólo la experimen- 
tación viene á comprobar si los trabajos realizados con suje- 
ción al arte v la ciencia son perfectos. Los que forman parte 
de la construcción, saben que están sujetos á peligros, 7 toda 
previsión es insuficiente, por esto es que los gobiernos antes de 
entregar las obras de cualquier género al servicio público las 
someten á una prueba experimental. Así no debe perderse de 
vista esto para establecer si hubo ó no negligencia de parte de 
la Empresa en el descarrilamiento encuestioft. 

Las faltas de cambistas, jefe de estación 7 botiquín, no son 
violaciones de ningún precepto legal en el período de construc- 
ción, ni hubo negligencia, porque el cambio estaba hecho antes 
de pasar el tren. El desastre no es imputable á la compañía, 7 
por lo tanto no es responsable de los daños 7 perjuicios, según el 
artículo 4067, Código Civil. 
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La Zanotti, dice, no haprodacido con la demanda ningún do- 
cumento que compruebe el carácter de esposa de JoséOrlandini 
que se atribuye, ni menos de heredera. 

Supuesto que se tratase de un acto ilícito, la suma de (^30.000) 
treinta mil pesos que se cobraos excesiva; los perjudicados, sim- 
ples obreros, vivirían espléndidamente con treinta pesos men- 
suales (30) y la Empresa no podría estar obligada á entregar 
esta suma por más de veinte años, es decir sólo entregaría 
($ 7200) siete mil doscientos pesos en los veinte años. Pa- 
gados de una sola vez, no representan más que (1500) mil 
quinientos pesos, con esta suma en veinte años se obtienen 
( 1 2.000 S) doce mil pesos. Hay plus-petüion j por ello de- 
be imponerse la pena de costas. 

Alega también la prescripción de la acción. 

A este propósito^, dice que el descarrilamiento tuvo lugar el 
20 de Febrero de 1887 y la demanda recien fué notificada en 
Mayo de 1891, y la acción por daños y perjuicios procedentes 
de delitos ó cuasi delitos prescribe al año, según el artículo 4037 
Código citado. Afirma que la Empresa ignora si alguien, den- 
tro del año, con ó sin representación, hizo algunagestion capaz 
de interrumpir la prescripción. Termina pidiendo el rechazo 
de la demanda, con costas. 

Recibida la causa aprueba, se produce dentro del término la 
que corre de^fojaSBá 107, sobre cuyo mérito se han producido los 
alegatos de foja..., que el Juzgado ha tenido también á layista. 

Considerando : Que la discusión, como se ve, ha recaído sobre 
las siguientes cuestiones, que el Juzgado pasa á considerar y 

resolver : 

I*" ¿ Está legalmente justificada la personalidad de la deman- 
dante Margarita Zanotti en este juicio ? 

2" ¿ La muerte de José Orlandini ha sido la consecuencia de 
actos ú omisiones culpables de los empleados del Ferrocarril 
Central Entrerriano ? 
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3* En caso afínnativo, ¿ la Empresa Lúeas González y C 
es civilmente responsable de la consecuencia de esos hechos y 
omisiones ? 

4* La acción civil qne la ley acuerda á la yiuda para indem- 
nizarse de los perjuicios ocasionados por el homicidio culpable 
de su esposo, ¿ se encuentra prescripta en el caso discutido ? y 
finalmente, ¿la cantidad cobrada por daños y perjuicios es equi- 
tativa ? y ¿ qué resolución corresponde sobre las costas? 

Considerando en cuanto á la 1^ : Que los documentos que co- 
rren de fojas i23 á i26, no han sido acompañados á la demanda 
ni mencionados en ella con designación del archivo donde se 
encontraban, como lo establece la ley nacional de Procedimien- 
tos, artículo 10, ni son tampoco los que han debido expedirse en 
virtud de la providencia judicial dictada durante la substancia- 
ción de este juicio, foja 120, por lo que no debieron ser recibidos. 

Que esto no obstante, el Juez, para llenar cumplidamente su 
misión de justicia, está obligado, por la ley 2^, título 16, libro 
11, Novísima Recopilación, á buscar la verdad, prescindiendo de 
aquellas solemnidades y formas que no sean las substanciales 
del juicio ; y á este propósito la ley de Procedimientos, artículo 
102, inciso S"*, lo autoriza para mandar practicar de oficio cual- 
quier diligencia probatoria que sea conducente al descubri- 
miento de la verdad . 

Que en conformidad con estos preceptos legales, el Juzgado, 
para mejor proveer, trae á su conocimiento y entra á considerar 
dichos documentos, ya que la parte demandada no los ha redar- 
güido de falsos, al notificársele la providencia de foja 1 23 vuel- 
ta; y lo hace así, porque ellos son de influencia para la decisión 
de la cuestión propuesta, y porque las formalidades legales pa- 
ra traer un documento á los autos después de la litis contesta- 
ción, sólo se refieren á los solicitados y ofrecidos por las partes 
y no álos que el Juez necesita para ilustrar su juicio (Beus, Ley 
de enjuiciamiento civil^ tomo 2**, páginas 71 y 72). 
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Que el documento de foja i23, consistente en la situación de 
la familia de José Orlandini, extraída del municipio civil de 
Corzo, provincia de Favia, en el Beino de Italia, se encuentra 
debidamente autenticado, y en consecuencia prueba de una ma- 
nera completa que Margarita Zanotti es esposa de José Orlandi- 
ni, con lo que queda justificada su personalidad en esta gestión. 

Que esta conclusión no se destruye con la objeción formulada 
en el alegato de conclusión, de que no basta probar el parentes- 
co, para ejercer la acción propuesta, porque dependiendo ella de 
la sucesión, ha debido también probar la Zanotti, con la decla- 
ratoria de Juez competente, que es heredera de José Orlandini^ 
7 además, la misión judicial en posesión de la herencia, según 
lo requiere el artículo 3414, Código Civil; porque la acción ci- 
vil para perseguir la indemnización de daños y perjuicios cau- 
sados por delitos ó actos ilícitos, no son acciones q^ue dependan 
de la sucesión, y mucho menos cuando el acto ilícito ha ocasio- 
nado un homicidio, y la acción se deduce por la viuda, como 
en el caso presente, pues la ley, artículo 4085 y argumento del 
4084 y 4079, Código Civil, se la acuerda directamente por los 
perjuicios personalmente sufridos, y no como un derecho ad- 
quirido por el muerto que no ha podido adquirir y que pase 
á sus sucesores. 

Considerandorespecto de la 2* cuestión: que son hechos confe- 
sados por el representante de la Empresa Lúeas González y C" dn 
la contestación á la demanda y confirmados por el sumario, fo- 
jas93 á 446, y declaraciones recibidas durante el juicio á fojas 55 
á 69, que el día 20 de Febrero de 4887 partió de la estación del 
Uruguay un tren del Ferrocarril Central Entreiriano, conducien- 
do pasajeros y peones que laEmpresa había hecho venir deBuenos 
Aires para los trabajos de construcción del Ferrocarril; estos 
trabajadores, en número de 20, iban con sus herramientas en un 
wagón cargado de arena ; que, en la formación del tren, f aé co- 
locado después de la máquina, á continuación del tender: al 
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llegar á la estación 1^ de Mayo, el tren ni hizo señal con el pito 
á vapor ni moderó su marcha lo bastante para que el conduc- 
tor bajase á hacer ó revisar el cambio j para prevenir cualquier 
peligro ; la máquina y las cuatro ruedas de adelante del wagón 
en que iban los trabajadores, pasaron el cambio por la vía di- 
recta, masías cuatro ruedas posteriores del mismo vagón fue- 
ron al desvío á causa de haberse movido las agujas que estaban 
flojas, produciéadose así una tracción en sentido transversal á 
la línea que hizo volcar el wagón de los trabajadores aplastan- 
do á estos, que quedaron así bajo de un montón de arena y asti- 
llas, pues los wagones que seguían fueron sobre él volcados con 
la impulsión que llevaban : la catástrofe aió por resultado la 
muerte instantánea de liueve personas, entreellas José Orlandi- 
ni, quedando varios otros heridos que la £mpresa recogió éhizo 
asistir en el Uruguay; en la estación 1^ de Mayo no había nín- 
gnu empleado, ui había tampoco cambista que vigilase las agu- 
jas del cambiOypues la costumbre era que el conductor de cada 
tren bajase á hacer y asegurar el desvío lo que, como se ha di- 
cho, no se verificó en esta ocasión. 

Que haciendo el Ferrocarril el servicio público de conducir 
pasajeros y carga entre las estaciones Uruguay y 4** de Mayo, 
mediante retribución fijada por tarifa y especialmente en el 
viaje en que se produjo la catástrofe, como se confiesa que ha- 
cía, estaba de hecho entregada al servicio público aunque no es- 
tuviesen terminados los trabajos, ni los hubiese recibido aún el 
gobierno que lo mandó construir, siéndole desde luego aplica- 
bles las disposiciones de la ley nacional de ferrocarriles, desde 
que por otra parte ese Ferrocarril ha sido construido con un 
capital cuyo interés mínimo estaba garantido por la Nación, 
(artículo 2% inciso 3*», de la ley citada y ley de Octubre de 1884). 

Que el artículo 53 de la ley de Ferrocarriles, hace responsa- 
bles á las Empresas, de los perjuicios causados por culpa ó ne- 
gligencia de sus empleados, y el 4113 del Código Civil^ impone 

T. VI 29 
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álos patrones ó saperiores la obligación de resarcir losdaüos j 
perjuicios ocasionados por las personas que están bajo su de- 
pendencia, ó por las cosas que tienen á su cuidado. 

Que tanto la mala formación del tren en cuestión, colocando 
el wagón que conducía los obreros á continuación del tender, 
cuando debió colocarse de por medio uno, por lo menos, de car- 
ga en cumplimiento délo preceptuado por la ley y las indicacio- 
nes de la experiencia ferroviaria, como la falta de un empleado 
que vigilase el estado del cambio y de las agujas en el momento 
del paso del tren, empleado tanto más necesario cuanto que se 
confiesa que la vía era aún imperfecta, y no estaba consolidada, 
como asimismo la falta de anuncio al arribar á la estación, son 
hechos producidos en violación de la ley de la materia (artícu- 
los 26 y 32, por los empleados dependientes de la Empresa 
Lúeas González y C'y los que han causado la muerte de José 
Orlandini, pues con sólo haberse puesto un wagón de carga 
entre el tender y el que conducía á los trabajadores se habría 
evitado la muerte de estos como se evitó la de los demás viajeros 
que iban en el wagón siguiente. 

Que de aquí se deduce que la Empresa aludida es responsa- 
ble de las consecuencias civiles del descarrilamiento de 20 de 
Febrero de 1887. 

Que la autorización daJa por e! Gobierno de la provincia con 
fecha 7 de Enero del mismo año 1887, para el transporte de 
carga y pasajeros, no releva á la Empresa de esta responsabili- 
dad, como se pretende: 1° porque esa autorización fué limitada 
tan sólo á la sección de vía comprendida entre esta capital y la 
estación de Nogoyá, y no á la del Uruguay y al Tala, en que 
está situada la estación 1^ de Mayo (resolución tle foja 137 y 
nota de foja 138); y 2® porque, aunque así no fuese, haciéndose 
el tráfico bajo la administración de la Empresa demandada, ella 
sería responsable de la idoneidad de los empleados que eligió 
para encomendarles funciones tan delicadas; estos dependíande 
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ella directamente y no del gobierno, y siempre le seria aplica- 
ble el artículo i i 13 citado del Código Civil. 

Que la falta de firmeza y los peligros consiguientes de la im- 
perfección de la TÍa en construcción^ lejos de disminuir la res- 
ponsabilidad de la Empresa la aumenta (si es posible) en tanto 
cuanto esa circunstancia agrava la culpa de los autores del de- 
sastre, porque si tal era el estado de la vía, la Empresa no pudo 
pedir autorización al Gobierno para transportar pasajeros y 
carga, sin responsabilizarse por las desastrosas consecuencias 
que sobrevendrían; y esto mismo imponía á la Empresa y sus 
empleados el deber de proceder con mayor celo aún que el 
exigido por la ley para los caminos que se encuentran en perfec- 
to estado de uso. 

Considerando,, en lo que respecta á la 3* cuestión: Que 
de las disposiciones contenidas en los artículos 4030, 
4033 y 4034, Código Civil, se deduce que la doctrina adopta- 
da por el codificador en las prescripciones liberatorias de aque- 
llas acciones que tienen su origen en hechos que pueden ser des- 
conocidos para el acreedor, y sin que su ignorancia pueda impu- 
tarse á negligencia, es que el término principie á correr desde 
el día en que éste tuvo conocimiento del hecho. 

Que en el caso, la acción civil creada por el articulo 4037, Có- 
digo Civil, para perseguir la indemnización de perjuicios causa- 
das por un delito ó cuasi-delito, hay perfecta analogía con los 
de revocación de una donación por injurias al difunto, de revo- 
cación de enajenaciones realizadas en fraude de los acreedores, 
y de nulidad délos actos jurídicos por error, violencia, etc.; pues 
en aquellas como en estas, el acreedor no tiene una obligación 
de conocer los hechos que dan nacimiento á su derecho, y la ig- 
norancia no puede imputarse á negligencia, siendo, por lo tanto^ 
inadmisible en todos, la presunción de renuncia d^l derecho de 
acreedor fundada en la inacción, antes de tener noticia de los 
hechos. 
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Que existiendo la misma razón de derecho, corresponde apli- 
car á la acción instaurada la misma disposición que rige á las 
otras acciones enumeradas á que se reñeren los artículos 4030, 
4033 y 4034 del Código Civil, esto es, que el término de 
prescripción principie á contarse desde el día en que el acreedor 
tuvo conocimiento del delito ó hecho ilícito que causó el daño, 
siendo esta misma la opinión del Dr. Segovia en su nota al artí- 
culo 4037 7 así lo establece en términos expresos el artículo de 
Goyena, de donde el codificador nacional ha tomado ese artí- 
culo. Si en este caso hubiera de contarse el término desde la 
fecha del suceso y antes de que el damnificado tuviese noticias 
de él, la disposición carecería de fundamento en que se basa la 
prescripción^ la presunción de renuncia. 

Que esto establecido, la d.emandante Margarita Zanotti otor- 
gó en el Reino de Italia poder para iniciar este juicio el día i° 
de Febrero de 1888 (documento de foja 1) y debe presumirse 
que recien en esta fecha tuvo noticia de la muerte de su esposo 
JoséOrlandini, mientras no se pruebe, como no se ha probado 
lo contrario ; y en i 1 de Enero de 1889, su reptesentante pre- 
sentó la demanda contra Lúeas González y C\ interrumpiendo 
así la prescripción antes del año fijado por la ley, artículo 4037, 
para la caducidad de la acción. 

Que por lo que respecta ala estimación de los perjuicios, tra- 
tándose de un homicidio culpable, ella debe hacerse por el Juez, 
teniendo por base las necesidades alimenticias déla viuda, áque 
deben agregarse los gastos funerarios, los de asistencia del ex- 
tinto y las costas del juicio, según el artículo 1084 del Código 
Civil, por ser de aplicación al resarcimiento de los daños y per- 
juicios generados por actos ilícitos simplemente culpables, las 
mismas disposiciones que rigen los delitos (artículo llOOdel Có- 
digo citado). 

Que los alimentos que un colono xsomo lo eraOrlandini, podía 
suministrar á su esposa deben encontrarse en relación con sus 
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ganancias probables, las que es prudente calcular en 20 pesos 
oro mensuales y por el término de 20 años, cuando más en aten- 
ción á la edad de él y de su viuda. 

Que los gastos de asistencia fueron ya sufragados por la Em* 
presa del Ferrocarril, como lo conñesa la misma demanda. 

Y en cnanto alas costas con que se relaciona la objeción dep/t4S- 
petition formulada por el demandado, no versando la cuestión 
sobre un valor sujeto á una determinación precisa, nodebe con- 
siderarse como temeraria la estimaciou que de él se hace en la 
demanda, por masque ella sea elevada. 

Que, por otra parte, las causadas no han sido por razón de la 
pluS'petition, que no podía dar lugar á discusión, por ser el Juez 
el llamado á fijar al monto de los perjuicios, sino por la oposi- 
ción del demandado al derecho de la Zanotti, por lo que deben 
ser á cargo de aquél. 

Por todas estas consideraciones, declaro que la sociedad Lú- 
eas Gonzales y C", constructora del Ferrocarril Central Entre- 
rriano, está obligada á satisfacer la suma de 4800 pesos oro, 6 su 
equivalente á Margarita Zanotti, viuda de José Orlandini, por 
indemnización de los perjuicios causados por la muerte de éste, 
y además las costas del pleito. Repóngase el papel con los sellos 
correspondientes, notifíquese en el original, y vuelva al Fiscal 
para qne deduzca las acciones penales que resulten de estos an- 
tecedentes, en conformidad á las disposiciones de la ley nacional 
de 18 de Setiembre de 1872. 

M. de T. Pinto. 
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Fallo de im Suprema Corte 

« 

Buenos Aires, Julio 24 de 1894. 

Vistos y considerando : Que cuanto mayor sea el deber de 
obrar con prudencia, mayor es la obligación que resulta de las 
consecuencias posibles de los hechos (artículo novecientos dos 
del Código CiYil). 

Que correspondiendo la ley dos, título diez y seis, libro once. 
Novísima Recopilación, á la diez, título diez y siete, libro cuarto 
de la Becopilacion Castellana, carece de importancia la ob- 
servación hecha por el demandado, sobre el valor jurídico de 
aquella. 

Que expresándose en la sentencia apelada que el escrito de 
demanda fué presentado el 1i de Enero, la presunción que de 
tal hecho se desprende, no debe reputarse destruida con la en- 
mendatura que aparece eu la parte superior de aquel escrito, á 
que se agrega que aún siendo cierto que el citado escrito se pre- 
sentó en catorce del referido mes, el término de ia prescripción 
no estaría cumplido. 

Que dadas las circunstancias del caso y de acuerdo con el artí- 
culo mil ochenta y cuatro del Código Civil, esta Suprema Corte 
estima equitativa la suma de nueve mil pesos moneda nacional 
como indemnización, pagadera en una sola vez. 

Por esto y por sus fundamentos concordantes, se confirma la 
sentencia de foja doscientas trece, con la modificación conteni- 
da en el último considerando déla presente renolucion. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LCIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
—JUAN E. TORRENT. 
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Nocetti, Don Tomás, coo Don Raimundo Rojas, por liquidación 
de sociedad; sobre competencia 217 

Novillo, Don José F., por cobro de honorarios como depositario 
judicial; sobre competencia 248 

Novoa, Don José M., contra Don Salvador Micheri, por cobro de 
pesos; sobre detecto en la demanda 345 

O 

Obras de salubridad de la Capital (la comisión), contra Don J. Pons 
; &, por entrega de obras; sobre competencia y nulidad de lo 
obrado 304 

Olmos, D« Rosa, con Don José Fabre; sobre nulidad de un con- 
trato de venta 462 

Omarini, Don P. ; sobre comiso 326 

Otard Dupuy y C^, contra J. Ardanza y C% por ialsifícacion de 
marca de fábrica; sobre oscuro libelo y arraigo del juicio 63 

P 

Pasman, Don Federico; sobre imposición de dobles derechos. . . . 347 
PeluíTo, Don Antonio, contra Don Tomás M. Caballero; sobre res- 
cisión de contrato de arrendamiento, daños y perjuicios 354 

Peñalva, Don Ceferino, contra Don Rudecindo Bolivar; sobre in- 
terdicto de retener 399 

Persano, Don Bernardo, con Don Pedro Vidal, por cobro de pe- 
sos; sobre competencia i8 

Pons yC", con la comisión de las Obras de Salubridad de la Ca- 
. pital, por entrega de obras; sobre competencia y nulidad de 
lo obrado 304 

Q 

Quirno, Don Carlos, con el Banco Nacional; sobre regulación de 
honorarios 144 



*«• ■ «« ««'. •» 



464 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



R 
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Acarreador, — El valor de los efectos que eslá obligado á abonar, 
debe lijarse por peritos. Página 58. 
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hecho que resulta incierto. Página 76. 
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calidad del articulo, y consiente el aforo hecho con arreglo á 
una clasificación inferior de la que corresponde. Página 348. 

Arraigo del juicio. — No procede esta excepción dilatoria en las causas 
criminales. Página 63. 
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hecho por él, manda se agregue, no obstante referirse auna 
emergencia extraña al objeto fundamental del juicio. Página 
408. 

Auto inapelable. — Lo es, en las ejecuciones por la vía de apremio, 
el que manda llevarla adelante, por no haberse opuesto ex- 
cepción legitima, ó por no haber sido probada. Página 410. 

Auto para mejor proveer. — No es apelable. Página 395. 

Avenida de Mayo, — Véase : Expropiación. 
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Banco Hipotecario Nacional. — Véase : Competencia. 

Billetes falsos. — La pena aplicable al delito de circulacioQ de billetes 
falsos de Bancos garantidos, es la sancionada por el articulo 
62 de la ley penal de 14 de Setiembre de 1863, y no la san- 
cionada por el artículo 285 del Código Penal. Página 5. 

Billetes falsos. — El delito de circulación de ellos, lleva una pena nnayor 
de la que autoriza la excarcelación bajo fianza. Página 419. 

Billetes falsos. — Véase : Falsificación. 



Carta de porte. — Véase : Transporte. 

Clasificación de articules. — Véase : Aduana . 

Cláusula €sin responsabilidad». — Véase: Transportes. 

Comiso. — La medición efectuada sin vicio de nulidad, que no ha po- 
dido verificarse por culpa del interesado, debe considerarse 
como legitima al efecto de establecer la existencia del exceso 
sujeto á comiso. Página 326. 

Competencia. — Cuando la Municipalidad, en ejecución de sus resolu- 
ciones administrativas, contrata con particulares, procede 
como persona jurídica ; y las contestaciones que surjan, se 
hallan sometidas al derecho común y á los tribunales de 
justicia. Página 99. 

Competencia. — Pertenecen al Juez del concurso las cuestiones que 
surjan acerca de la venta -j posesión de un inmueble per- 
teneciente al concursado, vendido durante el concurso 
por el Banco Hipotecario Nacional, en virtud de la ley nú- 
mero 1804. Páginas tlO, 122 y 128. 

Competencia. — La acción por la cual los sucesores de un legatario, 
fundándose en las cláusulas del testamento, reclaman la parte 
indivisa de la cosa legada, contra los sucesores del colegata- 
rio que la puso en su nombre, pertenece al Juez de la su- 
cesión del causante. Página 237. 

Competencia. — La promesa de enviar el dinero para los pagos importa 
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designar el lugar del cumplimiento de la obligación, y deter- 
minar el de la jurisdicción competente para hacerla efectiva. 
Página 279. 

Competencia. — Véase : Justicia federal; Suprema Corte. 

Concursado. — Véase : Personería . 

Concurso. — Véase : Competencia. 

Conforme. — No lo es, el recibo simple de una suma de dinero. Página 352. 

Conforme. — Véase : Juicio ejecutivo. 

Constitucionalidad de la ley. — V^ase: Expropiación. 

Contienda de competencia. — Véase : Suprema Corte. 

Contrabando. -— Este delito puede ser probado por presunciones que 
reúnan las condiciones requeridas por el articulo 358 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal. Página 377. 

Costas. — Exonera al demandado del cargo de ellas, la plus petition 
del actor. Página 58. 

Costas. — En las obligaciones de título ejecutivo, lá sola excepción á 
la personería que el ejecutante justifica con posterioridad á 
la oposición, no autoriza á rechazar la ejecución, pero si á 
exonerar al ejecutado de las costas del juicio . Página 291 . 
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Delito. — No lo constituye el hecho de vender ó circular artículos con 
marca ialsiOcada, sino á condición de que ello se realice 
con conocimiento de la falsiGcacion ó fraude. Página 285. 

Demanda. — Debe ser admitida aquella cuyos hechos fundamentales 
han sido probados y no negados. Página 159. 

Demandado. — Cuando el demandado por reivindicación, no lo es en 
el concepto de ser mero tenedor de la cosa, no procede la 
excepción dilatoria de no parte, fundada por aquel en no ser 
ya propietario ni poseedor. Página 292. 

Depositario judicial. — Véase: Honorarios. 

Descarga. — Afirmado por el actor que ella empezó un día deter- 
minado, y resultando incierto este hecho, ante la negativa y 
prueba del demandado de haberse hecho dentro de los días 
estipulados, corresponde al demandante probar que en el dia 
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indicado el buque estaba listo y que la descarga no empezó 
ese día por culpa del demandado. Página 146. 

Descarga. — No habiendo el actor afirmado ni probado que se haya 
dado aviso de estar el buque listo parala descarga, y no ha- 
biendo probado que lo estuviese antes del día señalado por los 
demandados en su contestación, debe estarse á esta última 
fecha para juzgar si la descarga se ha veriíicado dentro del 
término estipulado. Página 153 

Despojo. — Lo es, la apertura de calles sin consentimiento ni previa 
indemnización al poseedor del terreno en que se ha verifi- 
cado, y obliga al despojante á restituir la posesión y á satis- 
facer las pérdidas é intereses. Página 70. 

Diligencias ante Juez incompetente. — Véase : Prueba . 

Domicilio especial. — El contrato de sociedad celebrado en un lugar, 
y para hacer sus negocios en ese lugar, implica la elección 
de un domicilio especial que confiere jurisdicción al Juez de 
dicho lugar, para el conocimiento de los derechos y obliga- 
ciones emergentes del contrato. Página :2n. 

E 

Ejecución por vía de apremio, — En ella, no es discutible la nulidad ó 
inconstitucionalidad de la ley que la funda. Página 411. 

Ejecución por via de apremio. — Véase : Auto inapelable. 

Empresas de Ferrocarril. — Véase: Ferrocarriles. 

Escribanos. — En el caso de escribanías distantes de la Capital, para 
que no quede interrumpido el servicio del Registro, pueden los 
Escribanos mandar con el cuaderno 1<> para examinar, el cua- 
derno 3<> para sellar y sucesivamente con el ^"^ el 4^ Página 89 . 

Esiampillas. — Véase: Ley de sellos. 

Excarcelación bajo fianza. — Véase : Billetes falsos. 

Excepción de no parle. — Véase : Demandado. 

Excepciones. — Véase: Juicio ejecutivo. 

Expropiación. — En la indemnización debe comprenderse como per- 
juicios, el valor del edificio y las explotaciones que en él se 
hicieran. Página 27. 
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Eocpropiacion. — Para la estimación de los perjuicios no es nece- 
sario que los expropiados prueben la cifra cuantitativa; basta 
probar de una manera general su calidad, naturaleza y ex- 
tensión. Los tribunales fijan el ^tianftim, según las sanas 
reglas de la equidad y la justicia. Página 27 . 

Expropiación, — Es apelable el auto concediendo la posesión pro- 
visoria déla cosa á expropiarse. Página 195. 

Expropiación. — La declaración de urgencia hecha por la ley de 
expropiación para la Avenida de Hayo de la Capital, importa 
un hecho real que no puede motivar la cuestión de constitu- 
cionalidad. Página 195. 

Eocpropiacion. — La oferta de precio hecha con arreglo á la ley gene- 
ral de expropiación, es la que debe considerarse subsistente 
á los efectos de la posesión provisoria, y no la propuesta de 
la comisión de la Avenida; hecha bajo otras consideraciones 
que quedan modificadas por la ley especial. Página 195. 

Expropiación, — Las cuestiones sobre los hechos de fondo y sobre la 
constitucionalidad de la ley especial sobre la Avenida de Ha- 
yo, con respecto á los derechos y deberes de la Hunicipali- 
dad en relación á los terrenos que faltaban á expropiarse 
cuando se dictó, pertenecen á las resultas del juicio de ex- 
propiación. Página 195. 

Expropiación, — Debe confirmarse la indemnización que se estima 
equitativa. Página 318. 

F 

Falsa manifestación. — Véase : Aduana, 

Falsificación de billetes. — La de los Bancos garantidos por la nación, 
es un delito sujeto á la penalidad establecida por la ley na- 
cional penal de 14 de Setiembre dé 1863. Página 295. 

Falta de personería. — No constituye esta excepción dilatoria el des- 
conocimiento del carácter de herederos que invocan los de- 
mandantes. Página 107. 

Ferrocarriles. — Son responsables de los perjuicios causados por cul» 
pao negligencia de sus empleados. Páginas 428 y 441. 



472 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Ferrocarriles en comMnadon, — Véase: Transportes, 

Fianza de restitupion. — Habiéndose dispuesto de conformidad de 
partes, que se proceda á la escrituración de la venta y pago 
del precio^ es justa la sentencia que, conGrmando dicha dis- 
posición somete la percepción del precio á la fianza de res 
titucion, una vez que resulta que existe pleito sobre la pro- 
piedad de la cosa vendida . Página 332 . 

Fiscal de Estado. — Véase : Personería, 

Flete. — Véase : Transportes por ferrocarriles. 

Fletamento. — El recibo de saldo puesto al dorso del contrato de fle- 
lamento con posterioridad á la descarga, hace presumir el 
pago de toda deuda procedente de causa anterior á la fecha 
del recibo. Página 147. 

Ftetamento. — Ene! caso de no cumplimiento del contrato por falta de 
los fletadores, y de haber el fletante tomado carga, aquellos 
deben pagar )a diferencia entre el flete estipulado y el produ- 
cido, con los intereses desde el día de la demanda. Página 250. 

Fletamento. — Establecido en la póliza que el buque fuera aprobado 
por el agente de seguros, los fletadores no pueden rehusarse 
á cumplir el contrato, una vez verificada la inspección y he- 
chas las composturas ordenadas por el agente, á su satisfac- 
ción. Página 250. 

Fletamento. — Véase : Descarga. 

Fraude. — Véase: Aduana. 
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G 

Garantía. — Véase: Inhibición. 

H 

Hechos. — No probados dentro del término de prueba aquellos en que 
se funda la demanda, ésta debe ser rechazada. Página 163. 

Honorarios. — Estando disconformes las partes en la estimación de 
ellos, procede su justiprecio. Página 21. 

Honorarios. — Con arreglo á la ley de 26 de Agosto de 1863, es ina- 
pelable el auto resolviendo sobre el importe de honorarios 
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de abogado» aanqae se trate de honorarios á cargo de la con- 
traparte. Página 84. 

Honorarios. — No hay disposición alguna que mande esperar hasta la 
terminación del pleito, para que el que ha intervenido en él 
coma procurador y cesado en sus funciones, pida la regu- 
lación y cobro de sus honorarios. Página 144. 

Honorarios. — No es apelable el auto mandándolos regular y hacer 
saber la regulación. Página 226. 

Honorarios, — El cobro de los del depositario judicial, debe hacerse 
ante el Juez déla radicación del juicio. Página 248. 

Honorarios, — La remisión de los autos ejecutivos al Juez de la testa- 
mentaría del deudor, no impide que el Juez de la causa re- 
gule los honorarios del abogado y procurador del ejecutante. 
Página 262. 

Honorarios. — Es nulo lo obrado respecto del pago de aquellos cuya 
regulación no ha sido aprobada. Página 305. 



Imposibilidad de pago. — No puede extinguirse por ella la [obligación 
de entregar cosas inciertas no fungibles determinadas sólo 
por su especie, y se resuelve siempre en indemnización de 
pérdidas é intereses . Página 265. 

Inconstitucionalidad. — Véase : Ejecución por oía de apremio ; Trans- 
porte por ferrocarriles. 

Inhilñcion. — Cuando se pide la cesación de la inhibición general, 
ofreciendo bienes en garantía, la suficiencia de éstos, en des- 
acuerdo de las partes, debe ser dirimida por el Juez de la 
causa, previos los trámites ilustrativos que considere nece- 
sarios. Página 372. 

Inhibitoria. — Procede la promovida por el extranjero demandado 
ante el Juez local por una sociedad anónima, antes de ser 
declarado rebelde. Página' 321 . 

Interdicto. — Probada la posesión y los hechos turbatorios, procede el 
de recuperar aunque el demandado tenga títulos que puedan 
darle derecho á poseer. Página 168. 
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Interdicto, — No puede considerarse que el demandado haya tenido la 
posesión anual anterior á la demanda, si resulta que el auto 
por el cual pretende haberla tomado, fué resistido por el de- 
mandante que la tenía. Página 168. 

Interdicto. — Cuando los actos posesorios de una y otra parte recaen 
en fracciones de terreno de imposible determinación, debe 
juzgarse el caso como en las posesiones comprendidas á fa- 
vor del que ha tenido una posesión más antigua ; máxime si 
ésta, por edificios y obras de calidad permanente hechas en 
ella, presenta caracteres de superioridad sobre la otra; y con- 
servada así la posesión, no puede admitirse que haya quedado 
prescripta la acción de interdicto para recuperar la parte tur- 
bada dentro del terreno poseído por el actor. Página 169. 

Interdicto de recobrar, — Contra el detehtador de la cosa, cuya pose- 
sión se reconoce pertenecer á una sucesión, procede el in- 
terdicto de recobrar á favor del compraiior de los derechos 
hereditarios de la misma. Página 368. 

Interdicto de retener, — Sin la prueba de hallarse el demandante eo 
actual posesión de la cosa, no procede el interdicto de rete- 
ner. Página 399. 



Jueces locales. — Véase : Suprema Corte. 

Juez. — No corresponde conceder permiso para retirarse del Juzgado 
al Juez que lo solicite por haber remitido á la Honorable Cá- 
mara de Diputados los antecedentes de denuncias, al efecto 
de provocar un juicio sobre su conducta. Página 309. 

Juicio ejecutivo. — No son admisibles en él, las excepciones opuestas 
después de la oportunidad legal, máxime si ellas no son le- 
gítimas. Página 229. 

Juicio ejecutivo. — El pedido de reconocimiento para preparar la vía 
ejecutiva, no es una demanda formal que pueda servir de 
antecedente al juicio ejecutivo. Página 345. 

Juicio ejecutivo. — Es titulo hábil para fundar la ejecución, la cuenta 
con conforme del saldo deudor, reconocido en juicio. Pá- 
gina 352. 
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Juicio ejecutivo. — Véase : Cosías. 

Jurisdicción criminal. — La de los tribunales federales no procede 
sino en los casos determinados por la ley. Página 182. 

Jurisdicción local. — Véase : Próroga de jurisdicción. 

Justicia federal. — No corresponde á ella la causa del vecino de extra- 
ña provincia promovida contra el vecino de otra, ante los 
jueces locales de ésta. Página 92. 

Justicia federal. — No corresponde á ella la causa entre un extranjero 
y una sociedad de la cual forma parte otro extranjero. Pá- 
gina 283. 

Justicia federal — Corresponden á ella las causas en que es parte la 
comisión de las Obras de Salubridad de la Capital, y en que 
se trata de la aplicación de la ley de obras públicas. Pági- 
na 304. 



Ley de sellos. — Importa una infracción á ésta, la agregación de es- 
tampillas no inutilizadas por la Administración, á un docu- 
mento que debe ser extendido en papel sellado. Página 374. 

Ley electoral. — La detención de las actas electorales y demora injus- 
tificada de su entrega, constituye una infracción de la ley 
nacional de elecciones, que debe ser castigada con arreglo 
al artículo 69 de la misma. Página 274. 

Letras de cambio. — Éstas, y los pagarés á la orden, que no llevan 
lugar designado para el' pago, son pagaderas en el lugar 
donde han sido firmadas, con preferencia al del domicilio 
del deudor. Página 244. 

Locación. — Resultando que el locatario ha dejado de pagar el precio 
del arriendo correspondiente á dos períodos, procede la res- 
cisión del contrato pedida por el locador. Página 354. 

Locadcn. — El locador no puede pedir como indemnización de per- 
juicios, un mayor precio de alquiler por el tiempo posterior 
al pedido de rescisión del contrato, á menos que pruebe sa- 
tisfactoriamente, que ese mayor precio corresponde al valor 
locativo de la cosa. Página 354. 
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Locación. — El locatario no puede pedir contra el locador indemni- 
zaciones que se retieren á cosas ajenas del contrato de loca- 
ción. Página 354. 

Locador, — Véase: Locación. 

Locatario. — Véase : Locación. 

Lugar del pago, — Véase : Competencia. 

M 

Marca falsificada. -— Véase : Delito . 
Medición. — Véase : Comiso. 
Mercaderías. — Véase : Transportes. 
Municipalidad. — Véase: Competencia. 

N 

Nacimiento de las personas, — La prueba de infornoacion sobre él, no 
es admisible sin la demostración previa de la falta de regis- 
tros públicos ó de asientos en ellos, ó de no estarlos asien- 
tos en debida forma. Página 41 9. 

No parte. — Véase : Demandado. 

Nulidad. — No tundan este recurso, las actuaciones consentidas y que 
no tienen importancia para la definitiva. Página 58. 

Nulidad. — El que no ha tenido intervención en un juicio, no puede 
pedir en él la nulidad de la transacción por la cual las partes 
le han dado fin. Página 178. 

Nulidad. — Véase : Honorarios; Sentencia. 

O 

Oscuro libelo. — No procede esta excepción en las causas criminales, 
estando expresados suficientemente en la demanda los he- 
chos que la fundan y la petición deducida. Página 63. 
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Pagarés á la orden. — Véase : Letras de cambio. 

Papel sellado. — Según la ley de papel sellado para los años 1887 ; 
1890, el valor de los sellos de que debió hacerse uso, co-- 
rresponde ser pagado por quien presenta los documentos re- 
lativos, y la multa por cada una de las partes que incurrie- 
ron en ella. Página 22^. 

Pena. —Véase: Billetes ¡alsos. 

Pérdidas é intereses. — Véase : Imposibilidad del pago. 

Perjuicios. — Véase : Expropiación. 

Persona jurídica. — Véase: Competencia. 

Personería. — Ñola tiene para entablar demanda el concursado civil- 
mente. Página 191. 

Personería. — No la tiene para representar á la Provincia de Buenos 
Aires, demandada ante la Suprema C^rte Nacional, el Fiscal 
de Estado de dicha Provincia. Páginas :271 y 273. 

Personería. —Véase: Falta de personería; Procurador Fiscal. 

Posesión. — Véase : Interdicto. 

Posesión provisoria. — Véase : Expropiación. 

Posiciones, — No puede considerarse evasiva la respuesta de ignorar, 
cuando el hecho contenido en la pregunta no ha sido men- 
cionado en los autos, no es personal del absolvente, y no se 
ha demostrado que debía precisamente conocerlo por razón 
de sus funciones. Página 204. 

Prescripción . — No debe tenerse como deducida la que se opone para 
diferir el pago, y no como excepción liberatoria. Página 21. 

Prescripción. — El término de aquella á que se refiere el artículo 
4037 del Código civil/empieza á correr desdóla fecha en que 
el acreedor tuvo conocimiento de los hechos que produjeron 
el daño, y la acción entablada, después de un año de tenido 
ese conocimiento, está proscripta. Páginas 428 y 441. 

Prescripción. — Véase : Interdicto. 

Procurador. — Véase : Honorarios. 

Procurador Fiscal, — No lo exime de intervenir en las causas de 
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contrabando, el nombramiento hecho por el Poder Ejecutivo 
de un Procurador Fiscal Aduanero. Página 94. 

Procurador Fiscal. — No puede ejercer ante la Suprema Corte la 
personería de una Provincia demandada ante ella. Pági- 
na 142. 

Próroga de jurisdicción, — El extranjero debidamente citado ante el 
Juez Paz y condenado en rebeldía, que sólo apela de la sen- 
tencia sin hacer constar la incompetencia y la nulidad del 
procedimiento, se entiende que ha prorogado la jurisdicción 
local. Página i 8. 

Prueba. — Carecen de valor probatorio las actuaciones obradas ante 
Juez incompetente y presentadas por el actor con el alegato 
sin haber hecho mención concreta de ellos en la demanda. 
Página 162. 

Prueba. — Véase: Hechos, 



R 



Recurso ante la Suprema Corte. — Véase : Suprema Corte. 

Recurso de hecho. — No procede, sin la previa denegación de la ape- 
lación . Página 257 . 

Recurso de nulidad. — No es admisible cuando el recurrente no ma-^ 
niíiesta en qué se funda, ni se descubre tampoco que exista 
en los autos. Página 354. 

Recurso de nulidad. — Véase : Nulidad. 

Remate. — El de una finca, eíectuado con la cláusula de ser aprobado 
por quien lo ordenó, no da derecho al adjudicatario de pedir 
la escrituración, mientras no exista la aprobación. Página 338. 

Remisión de autos. — De autos en que no tienen parlicipacion los falli- 
dos, no procede la remisión al Juez del concurso. Página 229. 

Rescisión de locación. — Véase : Locación. 

Retardada justicia. — Resultando haber sido proveídas las solucitu- 
des que motivan este recurso, deben devolverse los autos al 
Juzgado de la procedencia . Página 83. 

Retardada justicia. — Siendo justificada la demora, no procede la fi- 
jación de término para que se dicte providencia. Página 259. 
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Sentmcia. — Es nula la pronunciada sin acusación previa y sin la au- 
diencia del condenado. Página 186. 

Sobreseimiento definitivo. — Procede respecto de los acusados, cuan- 
do resulta la irresponsabilidad de ellos; en cuanto á la causa, 
debe proseguir contra quienes hubiere lugar, si consta la 
existencia del delito. Página 50. 

Sociedad. — Véase : Domicilio especial; Socio. 

Socio. — El que ha aportado una cosa en uso y goce, tiene derecho 
para exigir su restitución una vez disuelta la sociedad, 
máxime cuando no se prueba que sea deudor de suma algu- 
na por razón de la cosa demandada. Página 66. 

Sucesión . — Véase : Competencia. 

Suprema Corte. — Puede ser traida á ella, y debe concederse el re- 
curso de la resolución de los tribunales locales, denegando 
el derecho fundado en la ley nacional sobre jurisdicción de 
los tribunales federales, de invocar la jurisdicción de la jus- 
ticia federal. Página 92. 

Suprema Corle. — No tiene jurisdicción para conocer en la contienda 
de competencia entre jueces locales, en los juicios que no 
sean de concurso ó testamentaria. Página 307. 

Suprema Corte. -— No procede el recurso á ella, de sentencias de los 
tribunales de la Capital» en los que se han interpretado y 
aplicado las leyes comunes ó las de carácter local . Pági- 
na 312. 

Suprema Corte. — No puede resolver sobre autos respecto de los cua- 
les el inferior no se ha pronunciado. Página 354. 

Suprema Corte. — La excepción de incompetencia fundada en la ley 
civil y en la local de procedimientos, y no en la ley nacional 
sobre jurisdicción de los tribunales federales, no autoriza el 
recurso á la Suprema Corte, contra la sentencia de los jue- 
ces locales fundada en la interpretación y aplicación de 
aquellas leyes. Página 417. 
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Titilo ejecutivo. — Véase: Juicio ejecutivo. 

Transacción. — Véase : Nulidad. 

Transportes por ferrocarriles. — Estos contratos en los que no se ha 
hecho convención alguna en contrario á las disposiciones del 
Código de Comercio, sobre pérdida del flete por demora en 
el transporte, son actos voluntarios que sobreentienden la 
aceptación de dichas disposiciones; y por lo tanto, no pueden 
ponerse en cuestión como repugnantes ai articulo 17 de la 
Constitución. Página 134. 

Transportes. — Las empresas ferroviarias que obran en combinación, 
deben reputarse como una sola á los efectos de la contrata- 
cion en materia de transportes. Página 204. 

Transportes. — Cuando en la carta de porte no se hace mención algu. 
na respecto del estado en el cual han sido recibidas las mer- 
caderías á transportarse, se presume que lo han sido en buen 
estado y sin vicios aparentes. Página 210. 

Transportes. — Ante el silencio de la carta de porte, corresponde al 
porteador probar que el mal estado de las mercaderías proce- 
de de vicio propio ó de otra causa, que no sea su negligen- 
cia ó culpa, sin que pueda eximirlo de esa obligación la cláu- 
sula de csin responsabilidad », bajo la que pretende haber 
recibido la carga en conformidad á los reglamentos de la 
Empresa. Página 211. 
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